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Trabajo de peones prácticos y de obreros no 
especializados, en obras del Estado. 


—El señor senador Mieres solicita se curse un 
pedido de informes con destino al Ministe- 
rio de Industria, Energía y Minería y, por su 
intermedio, a la Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland, relaciona- 
do con los viajes realizados por el Directorio 
de ALUR en el período pasado. 


* Oportunamente fueron tramitados. 
Reiteración de pedido de informes..........o.oo.o. 


—A solicitud del señor senador Mieres, el Se- 
nado resuelve hacer suyo y reiterar un pedi- 
do de informes con destino al Ministerio del 
Interior, relacionado con los recursos asigna- 
dos al Fondo de Vivienda Policial. 


Exposición €SClitaA....ooonmmmmmmmmmsns9mss9*”*”¡*.. 


—El señor senador Heber solicita se curse una 
exposición escrita con destino a los Ministe- 
rios de Educación y Cultura y de Desarrollo 
Social, a la Universidad de la República y a 
la Facultad de Medicina, relacionada con la 
accesibilidad para personas con algún tipo 
de discapacidad a las instalaciones de dicha 
facultad. 


+ Se procederá de conformidad. 
Inasistencias anteriores........ooommmso*o 


—Por secretaría se da cuenta de las inasisten- 


cias registradas a las anteriores convocatorias. 


Solicitudes de licencia e integración del 


—El Senado concede las licencias solicitadas 
por los señores senadores Pintado, Mieres, 
Lacalle Pou, Moreira y Alonso. 


—Quedan convocados los señores senadores 
Baráibar, Ramos, Saravia y Paternain, y se 
solicitará a la Corte Electoral una nueva pro- 
clamación a fin de integrar el Cuerpo durante 


la licencia de la señora senadora Alonso. 
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9) Señor César Ferrer. Designación como 
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—Solicitud de acuerdo del Poder Ejecutivo 
para designarlo en calidad de embajador ex- 
traordinario y plenipotenciario de la repúbli- 
ca ante el Gobierno de Japón. 


* Concedida. 
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—Proyecto de ley por el que se modifican 
artículos de la Ley n.* 17823. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 
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—Proyecto de ley por el que se enajenan dos 
padrones ubicados en el predio con frente a 
la rambla Costanera Sur de Montevideo, co- 
nocido como Predio Mauá. 


* Por moción del señor senador Delgado, el Sena- 
do resuelve que este asunto vuelva a comisión. 


12) Rectificación de trámite.......occmoommoososmssmmsso 


* A solicitud de la Comisión de Asuntos In- 
ternacionales, el Senado resuelve pasar la 
carpeta n.* 874/2017 a la Comisión Asuntos 
Laborales y Seguridad Social. 


14) Inmueble padrón n.” 12979 de la localidad 
catastral de Durazno........oomoomomossmmsso 


—Proyecto de ley por el que se lo transfiere a 
título gratuito del dominio de la Intendencia 
de Durazno al Ministerio de Defensa Nacio- 
nal-Comando General del Ejército, con la fi- 
nalidad de construir viviendas militares. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 
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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 21 de agosto de 2017 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria el próximo miércoles 23 de agosto, a las 
09:30, a fin de informarse de los asuntos entrados y 
considerar el siguiente 


Orden del día 


1.2) Informe de la Comisión de Asuntos Internaciona- 
les relacionado con la solicitud remitida por el Poder Eje- 
cutivo a fin de designar en calidad de embajador extraor- 
dinario y plenipotenciario de la república ante el Gobierno 
de Japón, al señor César Ferrer. 

Carp. n.* 856/2017 - rep. n.* 494/17 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


2.) por el que se modifican artículos de la Ley 
n.* 17823, de 7 de setiembre de 2004, Código de la Niñez 
y la Adolescencia. 

Carp. n.* 818/2017 - rep. n.* 491/17 y anexo I 


3.) por el que se autoriza al Poder Ejecutivo a enajenar 
los padrones n.*% 6177 y 7751, ubicados en el predio con 
frente a la rambla Costanera Sur de Montevideo, conocido 
como Predio Mauá, con el fin de construir una terminal 
fluviomarítima. 

Carp. n.* 754/2017 - rep. n.* 493/17 


4.) por el que se transfiere a título gratuito del domi- 
nio de la Intendencia de Durazno al Ministerio de Defensa 
Nacional-Comando General del Ejército, el inmueble pa- 
drón n.* 12979 de la localidad catastral de Durazno, con la 
finalidad de construir viviendas militares. 

Carp. n.* 827/2017 - rep. n.* 479/17 


52) Informe de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionado con la solicitud de venia remitida por el 
Poder Ejecutivo a fin de destituir de su cargo a un fun- 
cionario del Ministerio de Industria, Energía y Minería. 
(Plazo constitucional vence el 5 de octubre de 2017). 

Carp. n.* 854/2017 - rep. n.* 492/17 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Amorín, Aviaga, 
Ayala, Bianchi, Bordaberry, Cardoso, Coutinho, De 
León, Delgado, García, Garín, Heber, Larrañaga, 
Lorier, Martínez Huelmo, Michelini, Mujica, Otheguy, 
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Passada, Paternain, Payssé, Pintado, Ramos, Saravia, 
Topolansky, Tourné y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Alonso, 
Camy, Carámbula, Lacalle Pou, Mieres y Moreira; y 
con aviso, los señores senadores Besozzi e Iturralde. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:46). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El Poder 
Ejecutivo remite un mensaje por el que solicita la venia 
correspondiente a fin de acreditar en calidad de embaja- 
dor extraordinario y plenipotenciario de la república, de 
acuerdo con lo dispuesto por el numeral 12 del artículo 
168 de la Constitución de la república, ante la Santa Sede, 
al señor Mario Juan Bosco Cayota Zappettini. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


Asimismo, comunica la promulgación de los siguien- 
tes proyectos de ley: 


* por el que se aprueba la Convención interamericana 
contra el racismo, la discriminación racial y formas cone- 
xas de intolerancia, suscrita por la República Oriental del 
Uruguay en La Antigua, República de Guatemala, el 6 de 
junio de 2013; 


* por el que se autoriza la salida del país del buque de 
la Armada nacional ROU 23 Maldonado, la lancha patru- 
llera ROU 10 Colonia, la aeronave Mentor T-34 Cl Arma- 
da 272, y noventa y cinco efectivos, a efectos de participar 
en el ejercicio ACRUX VIII, entre el 18 y el 30 de agosto 
de 2017, con escala en la ciudad de Buenos Aires, Repúbli- 
ca Argentina, y un área de operaciones comprendida entre 
las localidades de Ibicuy y Mazaruca, provincia de Entre 
Ríos; 


* por el que se autoriza la participación de personal y 
medios de la Fuerza Aérea Uruguaya en el ejercicio mi- 
litar combinado Cooperación V, a llevarse a cabo en la 
República de Chile, en las ciudades de Santiago de Chile, 
Puerto Montt, Chaitén, Gamboa y Quellón, entre el 21 de 
setiembre y el 10 de octubre de 2017. 

—AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social remite 
respuesta a un pedido de informes solicitado por el señor 
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senador Luis Lacalle Pou, relacionado con el incendio 
producido en un depósito de la empresa Trick Ltda. (Me- 
teoro), ubicada en la ciudad de Toledo, departamento de 
Canelones. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR LACALLE POU. 


El Ministerio de Salud Pública remite nota por la que 
solicita acceder a la prórroga del plazo de contestación de 
un pedido de informes presentado por la señora senadora 
Verónica Alonso, relacionado con la castración de anima- 
les y la venta de patentes. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA A LA 
SEÑORA SENADORA ALONSO. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas remite 
información proporcionada por la Dirección Nacional de 
Hidrografía y la Dirección Nacional de Topografía, refe- 
rente a los padrones números 6177 y 7751, ubicados en el 
predio con frente a la rambla Costanera Sur de Montevi- 
deo, conocido como Predio Mauá. 

-A LA COMISIÓN DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PÚBLICAS. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil remite respues- 
ta a un pedido de informes solicitado por la señora sena- 
dora Verónica Alonso, relacionado con la aplicación de lo 
dispuesto por la Ley n.” 18651, de 19 de febrero de 2010, 
sobre Protección Integral de Personas con Discapacidad. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA A LA 
SEÑORA SENADORA ALONSO. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los si- 
guientes proyectos de ley: 


e por el que se aprueban modificaciones a varias dis- 
posiciones de la Ley n 13728, de 17 de diciembre de 1968, 
referidas al sistema de subsidios a la demanda habitacional. 

-A LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y ORDENA- 
MIENTO TERRITORIAL. 


Por el que se aprueba el Tratado entre la República 
Oriental del Uruguay y Ucrania sobre relaciones de amis- 
tad y cooperación, firmado en la ciudad de Montevideo, 
República Oriental del Uruguay, el 25 de abril de 2012; 


* por el que se aprueba el Convenio entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República de Chile para eliminar la doble imposición 
con relación a los impuestos sobre la renta y sobre el pa- 
trimonio y para prevenir la evasión y elusión fiscal y su 
protocolo, firmado en la ciudad de Montevideo, República 
Oriental del Uruguay, el 1.* de abril del 2016. 

-—A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


Por el que se sustituyen los artículos 1. y 3." de la Ley 
n. 17829, de 18 de setiembre de 2004, referente a las reten- 
ciones sobre retribuciones salariales y pasividades; 
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* por el que se aprueba la actualización del cronogra- 
ma de aumento del intangible previsto en la Ley n.* 19210, 
de 29 de abril de 2014, de Inclusión Financiera. 

-—A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


Por el que se establece la no exigencia de certificados 
por parte de la sección Registro Nacional de Cooperativas 
del Registro de Personas Jurídicas. 

-A LA COMISIÓN DE POBLACIÓN, DESARRO- 
LLO E INCLUSIÓN. 


Asimismo, comunica que ha aprobado los siguientes 
proyectos de ley: 


* por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República de Sudáfrica para el intercambio de informa- 
ción en materia tributaria, suscrito en Pretoria, República 
de Sudáfrica, el 7 de agosto de 2015; 


* por el que se aprueba el Acuerdo de asociación entre 
el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y la 
República de El Salvador en asuntos políticos, de coope- 
ración para el desarrollo, económicos, comerciales y de 
turismo, firmado en la ciudad de Antiguo Cuscatlán, Re- 
pública de El Salvador, el 3 de setiembre de 2013; 


* por el que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y los estados de 
Guernsey para el intercambio de información en materia 
tributaria, suscrito en Londres, Reino Unido de Gran Bre- 
taña e Irlanda del Norte, el 2 de julio de 2014. 


Además, comunica que ha aceptado las modificaciones 
introducidas por la Cámara de Senadores al proyecto de 
ley por el que se designa con el nombre Cabo de Santa 
María el liceo de la ciudad de La Paloma, departamento de 
Rocha, dependiente del Consejo de Educación Secunda- 
ria, Administración Nacional de Educación Pública. 

—AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


La Suprema Corte de Justicia remite información 
complementaria a un pedido de informes solicitado por 
la señora senadora Lucía Topolansky, relacionado con la 
aplicación de la ley electoral uruguaya. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA A LA 
SEÑORA SENADORA TOPOLANSKY. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva infor- 
mado un proyecto de ley por el que se modifican artículos 
de la Ley n.* 17823, de 7 de setiembre de 2004, Código de 
la Niñez y la Adolescencia. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva infor- 
mada una solicitud de venia remitida por el Poder Ejecuti- 
vo para destituir de su cargo a un funcionario del Ministe- 
rio de Industria, Energía y Minería. 
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La Comisión de Transporte y Obras Públicas eleva in- 
formado un proyecto de ley por el cual se autoriza al Poder 
Ejecutivo la enajenación de los inmuebles empadronados 
con los números 6177 y 7751, ubicados en el predio con 
frente a la rambla Costanera Sur de Montevideo, conocido 
como Predio Mauá, con el fin de construir una terminal 
fluviomarítima. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva infor- 
mada una solicitud de venia remitida por el Poder Ejecuti- 
vo a fin de designar en calidad de embajador extraordina- 
rio y plenipotenciario de la república ante el Gobierno de 
Japón, al señor César Ferrer. 

—HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


El señor senador Pablo Mieres, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 3. de la Ley n.* 17673, de 21 de 
julio de 2003, solicita la reiteración de un pedido de infor- 
mes con destino al Ministerio del Interior, a los efectos de 
que el Cuerpo lo haga suyo, relacionado con los recursos 
asignados al Fondo de Vivienda Policial. 

-SE VA A VOTAR UNA VEZ FINALIZADA LA 
LECTURA DE LOS ASUNTOS ENTRADOS. 


El señor senador Luis Alberto Heber solicita, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 172 del Regla- 
mento del Senado, se curse una exposición escrita con 
destino a los Ministerios de Educación y Cultura y de 
Desarrollo Social, a la Universidad de la República y a 
la Facultad de Medicina, relacionada con la accesibilidad 
para personas con algún tipo de discapacidad a las instala- 
ciones de dicha facultad. 

—HA SIDO REPARTIDA. SE VA A VOTAR UNA 
VEZ FINALIZADA LA LECTURA DE LOS ASUNTOS 
ENTRADOS. 


La Junta Departamental de Flores remite copia de la 
versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el 
señor edil Jorge López, relacionadas con las devoluciones 
de excedentes de aportes al Fonasa. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA CO- 
MISIÓN DE SALUD PÚBLICA. 


La Junta Departamental de Maldonado remite oficio 
por el cual comunica la designación de la señora Susana 
Hualde, como secretaria general de la mencionada junta. 

—TÉNGASE PRESENTE. 
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Asimismo, remite copia de las siguientes versiones ta- 
quigráficas: 


+ de las palabras pronunciadas por el señor suplente 
del edil Juan Agustoni, relacionadas con la situación de la 
vivienda e infraestructura en la localidad de Aiguá. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LAS CO- 
MISIONES DE VIVIENDA Y ORDENAMIENTO TE- 
RRITORIAL Y DE SALUD PÚBLICA. 


De las palabras pronunciadas por el señor edil Alexan- 
dro Infante, relacionadas con la reciente aplicación de la 
cláusula democrática del Mercosur a la República Boliva- 
riana de Venezuela. 

—TÉNGASE PRESENTE. 


La Junta Departamental de Rivera remite copia de la 
versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por la 
señora edila Laura Buzó, relacionadas con expresiones 
vertidas sobre la situación de la República Bolivariana de 
Venezuela. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA CO- 
MISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONALES. 


La Junta Departamental de Paysandú remite copia de 
la versión taquigráfica de las palabras expresadas por los 
señores ediles Jorge Dighiero y Luis Amoza, referentes a 
la puesta en funcionamiento de la Comisión de Desarrollo 
Fronterizo. 

—TÉNGASE PRESENTE». 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
senador Álvaro Delgado solicita, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 118 de la Constitución de la 
república, se curse un pedido de informes con destino al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, relacionado con 
la aplicación de la Ley n.” 18516, de 26 de junio de 2009, 
Trabajo de peones prácticos y de obreros no especializa- 
dos, en obras del Estado. 

—OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 14 de Agosto de 2017 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 
PRESENTE 
De mi mayor consideración: 

De acuerdo a las facultades que me confiere el 
artículo 118 de la Constitución de la República, solicito se curse al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social el siguiente pedido de informe. 


PEDIDO DE INFORME 


El 26 de junio del 2009 se promulgó la Ley 18.516 regulación y distribución del 
trabajo de peones prácticos y de obreros no especializados en obras del 
Estado. Esta norma establece la obligatoriedad de contratar mano de obra local 
para cubrir la demanda de personal no permanente, peones prácticos y/o 
obreros no especializados. Por tal motivo se pretende saber: 


1) ¿Desde la entrada en vigencia de la Ley hasta la fecha cuantos fueron 
los trabajadores contratados mediante esta modalidad, discriminada por 
Departamento? 


2) ¿En cuántas obras del Estado se ha implementado este procedimiento 


de contratación. .? 


— 


3) ¿Se han detectado entidades estatales o empresas que no han recurrido 
a este procedimiento estando obligadas?. ¿Podría detallar las empresas 
y/o entidades estatales que no han cumplido con la norma?. ¿Podría 
detallar las obras en donde no se ha cumplido los estipulado en la Ley 
18.516? 
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4) ¿Cuántas comisiones de trabajo se han integrado, de conformidad con 


5) 


el art. 4 de la Ley, en todo el pais? ¿Podría detallar por Departamento y 
localidad? 

En caso de haberse detectado incumplimientos a estos procedimientos; 
¿Se ha aplicado el artículo las sanciones establecidas en el art. 14 de la 
ley?. En caso de no haberse dado cumplimiento al art. 14 se solicita el 
fundamento caso por caso, especificando además de la obra, la entidad 
estatal y/o empresa responsable de la misma. En caso de haberse 
aplicado dicho artículo, se solicita saber además de la obra, la entidad 
estatal y/o empresa responsable de la misma- 


), 


/ Delgado 
Senador 


7-C.S. 


8-C.S. CÁMARA DE SENADORES 23 de agosto de 2017 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pedido blecido en el artículo 118 de la Constitución de la repúbli- 
de informes. ca, se curse un pedido de informes con destino al Minis- 
terio de Industria, Energía y Minería y, por su intermedio, 
(Se da del siguiente). ala Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y 
Pórtland, relacionado con los viajes realizados por el Di- 

SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor rectorio de ALUR en el período pasado. 


senador Pablo Mieres solicita, de conformidad con lo esta- —OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 16 de agosto de 2017 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 

Presente. — 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo establecido por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Industria, Energía y Minería, con destino a la 
Administración Nacional de Combustible, Alcohol y Portland (ANCAP), el siguiente 
pedido de informes relacionado con la actividad realizada por el Directorio de ALUR en 
el periodo pasado. 


1. Informe sobre los viajes al exterior realizados por el señor Leonardo de León en 
su condición de presidente de ALUR, empresa propiedad de la Administración 
Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP), durante el periodo 
enero de 2011 a febrero de 2015. Deberá indicarse la fecha de partida y la 
fecha de regreso al país en cada oportunidad, 


2. Informe si en ocasión de cada uno de esos viajes recibió viáticos de parte de 
ALUR, detallando cada viaje y el monto total de viáticos recibidos en cada uno, 
agregando los comprobantes correspondientes. 


3. Informe si el señor Leonardo de León rindió cuentas de los referidos viáticos 
discriminando cada gasto con el comprobante que lo respalda, y agregando los 
documentos respectivos. 


Sin otro particular, lo saluda atentamente. 


Senador 
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5) REITERACIÓN DE PEDIDO DE INFORMES 6) EXPOSICIÓN ESCRITA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar si el Se- _ SENOR PRESIDENTE.- Corresponde poner a vota- 
ción la remisión de la exposición escrita de la que se dio 


nado hace suyo y reitera el pedido de informes solicitado cuenta daramte la lectura de los asuntos entrados. 
por el señor senador Mieres, del que se diera cuenta duran- 

Se va a votar si se envía a los Ministerios de Educación 
y Cultura y de Desarrollo Social, a la Universidad de la 
República y a la Facultad de Medicina, la exposición es- 
crita presentada por el señor senador Heber. 


te la lectura de los asuntos entrados. 


(Se vota). 
(Se vota). 


21 en 22. Afirmativa. 22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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(Texto de la exposición escrita). 


Montevideo, 22 de agosto de 2017 


Señor Presidente 
de la Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


En virtud de lo dispuesto por el artículo 172 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, cúmpleme efectuar la siguiente exposición escrita, solicitando se 
remita la misma al Ministerio de Educación y Cultura, a la Universidad de la 
República, a la Facultad de Medicina y al MIDES. 


Hoy en día la Facultad de Medicina es uno de los tantos lugares públicos que no 
tienen accesibilidad adecuada para las personas con discapacidades motrices. 


Dicha institución no tiene una rampa en la puerta principal y es por ello que los 
estudiantes que presentan alguna discapacidad que los imposibilita subir las 
escaleras como hacen los demás, se ven obligados a ingresar a la Facultad por 
una puerta trasera y deben esperar a que el guardia abra la misma para poder 
hacerlo. 


Además, debe que tomarse en cuenta que el guardia no se encuentra las 24 
horas en dicha puerta y por ello muchas veces los estudiantes aguardan varios 


minutos para poder ingresar a sus respectivas aulas. 


Como legisladores, bien sabemos que es nuestro deber velar para que la 
Constitución de la República se cumpla en su totalidad. La misma dicta que 
todos los ciudadanos deben gozar de los mismos derechos y oportunidades. En 
el caso que señalo — tal como sucede en otras reparticiones del Estado - se 
aprecia con claridad que no todos gozan de las mismas en la vida cotidiana. 
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Es de mi conocimiento que un grupo de padres de alumnos de la citada 
Facultad y algunos estudiantes de la misma, se han 
colocación de una rampa en la entrada principal, tal como corresponde. 
Consiguieron la autorización del Decanato y de la Asociación de Escribanos, 
quienes se comprometieron a costear el precio de la obra, restando que un 
arquitecto realice los planos y lleve a cabo la misma. 


Soy plenamente consciente de que la Facultad de Medicina no es el único lugar 
donde falta accesibilidad y de que el Estado uruguayo se esfuerza en el 
cumplimiento de nuestra propia legislación y hasta de diversos tratados 
internacionales sobre la materia. Pero en el día de hoy es el ejemplo cercano 
sobre el que puedo dar testimonio y sería buena cosa que los organismos 
públicos involucrados acompañaran a que se pueda dar este pequeño paso que 
va en la dirección correcta. 


Sy <A ML 


Luis Alberto Heber 
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7)  INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- En la 
sesión ordinaria del 9 de agosto no se registraron inasis- 
tencias. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos del día 2 de agosto faltaron con aviso los señores sena- 
dores Heber y Topolansky. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del día 3 de agosto faltó con aviso el señor senador 
Larrañaga. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y Se- 
guridad Social del día 3 de agosto faltó con aviso el señor 
senador Camy. 


A la sesión de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción del día 22 de agosto faltó con aviso el señor senador 
Iturralde. 


A la sesión de la Comisión de Educación y Cultura del 
día 2 de agosto faltaron con aviso los señores senadores 
Alonso, Cardoso, Moreira y Olano. 


A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca del día 3 de agosto faltaron con aviso los señores 
senadores Bianchi y Larrañaga. 


A la sesión de la Comisión de Industria, Energía, Co- 
mercio, Turismo y Servicios del día 2 de agosto faltó con 
aviso la señora senadora Olano. 


A la sesión de la Comisión de Medio Ambiente del día 
2 de agosto faltó con aviso el señor senador De León. 


A la sesión de la Comisión de Población, Desarrollo 
e Inclusión del 31 de julio faltaron con aviso los señores 
senadores Aviaga, Cardoso y Coutinho; a la sesión del día 
7 de agosto faltaron con aviso los señores senadores Car- 
doso y Tourné, y a la sesión del día 14 de agosto faltaron 
con aviso los señores senadores Alonso, Aviaga, Coutinho 
y Tourné. 


A la sesión vespertina de la Comisión de Presupuesto 
integrada con Hacienda del día 17 de agosto faltaron con 
aviso los señores senadores Argimón y Mujica; a la sesión 
matutina del día 21 de agosto faltaron con aviso los seño- 
res senadores Alonso, Aviaga, Delgado, Heber e Iturralde, 
y a la sesión vespertina faltaron con aviso los señores se- 
nadores Alonso, Amorín, Aviaga, Iturralde y Michelini. 
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A la sesión de la Comisión de Salud Pública del día 8 
de agosto faltó con aviso el señor senador Bianchi. 


A la sesión de la Comisión de Transporte y Obras Pú- 
blicas del día 16 de agosto faltaron con aviso los señores 
senadores Coutinho e Iturralde. 


A la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordenamien- 
to Territorial del día 1. de agosto faltó con aviso el señor 
senador Cardoso. 


A la sesión de la Comisión especial con fines legis- 
lativos a partir de los llamados Papeles de Panamá y 
jurisdicciones similares, para la prevención del fraude 
financiero, la defraudación y elusión fiscal, el lavado de 
activos y la transparencia global del día 3 de agosto faltó 
con aviso el señor senador Cardoso. 


8) SOLICITUDES DE LICENCIAS E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE .- Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 14 de agosto de 2017 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia los días 30 y 31 de agosto del corriente año, al 
amparo de lo establecido en el literal C) del artículo 1.* de 
la Ley n.* 17827, de 14 de setiembre de 2004, a efectos de 
participar en la reunión a llevarse a cabo dentro del marco 
del Convenio Marco de Cooperación Institucional firmado 
entre la Honorable Cámara de Senadores de la República 
del Paraguay y la Cámara de Senadores de la República 
Oriental del Uruguay el 1. de marzo de 2017 en la ciudad 
de Montevideo. La misma se realizará en Asunción, Para- 
guay, los días 30 y 31 de agosto del corriente año. 


Se anexa convocatoria. 
Sin otro particular, saludo atentamente. 
Enrique Pintado. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 


—16 en 21. Afirmativa. 
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Queda convocado el señor Carlos Baráibar, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 22 de agosto de 2017 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito al Cuerpo me conceda licencia 
al amparo del artículo 1.* de la Ley n.” 17827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 —por razones particulares—, el día 23 de 
agosto de 2017. 

Sin otro particular, lo saluda muy atentamente. 


Pablo Mieres. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 

20 en 22. Afirmativa. 

Se comunica que el señor Iván Posada ha presentado 
nota de desistimiento, informando que por esta vez no 
acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Conrado Ramos, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 21 de agosto de 2017 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 
De mi mayor consideración: 

De acuerdo con lo establecido en la Ley n.” 17827, de 
14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo que usted pre- 
side se sirva concederme el uso de la licencia para el 23 de 
agosto de 2017, por motivos personales. 


Sin más, lo saludo muy atentamente. 


Luis Lacalle Pou. Senador». 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—19 en 23. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Jorge Saravia, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 22 de agosto de 2017 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito licencia el día miércoles 23 de 
agosto de 2017, por motivos personales. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Constanza Moreira. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—19 en 24. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Rafael Paternain, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 22 de agosto de 2017 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 
A través de la presente, solicito al Cuerpo que usted 
preside me conceda licencia los días 5, 6, 7 y 8 de setiem- 


bre de 2017. 


Motiva dicha solicitud la invitación que recibiera a ins- 
tancias del Instituto de Altos Estudios Nacionales (IAEN) 
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de Ecuador para participar del seminario “Las disputas 
por lo público en América Latina”, a realizarse en Quito 
del 6 al 8 de setiembre. 


Solicito dicha licencia al amparo del literal D) del 
artículo 1.* de la Ley n.* 17827. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Constanza Moreira. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Rafael Paternain, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 22 de agosto de 2017 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 

Raúl Sendic 

De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito al Cuerpo me conceda licencia, 
por motivos personales, para la sesión extraordinaria del 
día 23 del corriente. 

Sin otro particular, saludo con la más alta estima. 


Verónica Alonso. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 


—21 en 24. Afirmativa. 
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Se comunica que los señores Daniel Peña, Daniel Ló- 
pez Villalba, Daniela Pena, Eber Da Rosa, Jorge Gandini, 
Ana Lía Piñeyrúa, Omar Lafluf, Adriana Peña, Pablo Itu- 
rralde y María Dolores Álvarez han presentado nota de 
desistimiento, informando que por esta vez no aceptan la 
convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que se solicitará 
a la Corte Electoral una nueva proclamación a fin de inte- 
grar el Cuerpo. 


Correspondería ahora ingresar al orden del día. 


SEÑOR DE LEÓN.-- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR DE LEÓN.- Señor presidente: solicito un 
cuarto intermedio de 15 minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar. 
(Se vota). 
25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por el término de 
quince minutos. 


(Así se hace. Son las 10:04). 


(Vueltos a sala). 


9) SEÑOR CÉSAR FERRER. DESIGNACIÓN COMO 
EMBAJADOR 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa 
la sesión. 


(Son las 10:39). 


—El Senado ingresa al orden del día con la considera- 
ción del asunto que figura en primer término: «Informe de 
la Comisión de Asuntos Internacionales relacionado con 
la solicitud remitida por el Poder Ejecutivo a fin de desig- 
nar en calidad de embajador extraordinario y plenipoten- 
ciario de la república ante el Gobierno de Japón, al señor 
César Ferrer. (Carp. n.* 856/2017 - rep. n.* 494/17 )». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 856/2017 - rep. n.? 494/17 
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COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuerdo solicitado para 
acreditar en calidad de Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de la 
República ante el Gobierno del Japón al señor César Ferrer. 


Sala de la Comisión, 17 de agosto de 2017, 


MÓNICA XAVIER 
Miembro Informante 


VERÓNICA ALONSO 
RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 
JORGE LARRAÑAGA 
PABLO MIERES 
CONSTANZA MOREIRA 


MARCO OTHEGUY 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


Montevideo, 03 JUL 2017 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA 
CAMARA DE SENADORES 


PRESENTE 


Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, con el fin 
de solicitar su conformidad, de acuerdo con lo dispuesto por el numeral 12 del artículo 
168 de la Constitución de la República, para acreditar en calidad de Embajador de la 
República, al señor César Ferrer. 


La capacidad y eficiencia que el señor César Ferrer ha puesto de 
manifiesto en las actividades desarrolladas a lo largo de su carrera profesional, según se 
manifiesta en el currículum vitae que se adjunta, constituye a juicio del Poder Ejecutivo 
un factor evidente de idoneidad para las responsabilidades que el Gobierno de la 
República se propone asignarle como Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de la 
República ante Japón. 


El Poder Ejecutivo confía en que ese Cuerpo habrá de manifestar su 
conformidad con el propósito antes expuesto, accediendo a la solicitud que se le formula 
por el presente mensaje. 


El Poder Ejecutivo saluda a la Cámara de Senadores con su más alta 


consideración. 
PER ——_—_———_—_—_—_—__— 


Dr. TABARÉ VÁZQUEZ 
Eiesidonte de l2 Republica 
Periodo 2015 - 2020 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Xavier. 


SEÑORA XAVIER -- Señor presidente: del currículum 
del embajador Ferrer solo vamos a destacar que comenzó 
su carrera diplomática en 1975 como secretario de tercera 
del Servicio Exterior; que en los años 2014 y 2015 fue di- 
rector de la Dirección Regional Asia, África y Oceanía, en 
la Dirección General para Asuntos Políticos, y que en 2016 
fue ascendido a embajador del Servicio Exterior. 


Si bien todos los senadores contamos con el currículum 
del embajador Ferrer —y podemos revisarlo—, lo más impor- 
tante a destacar son los aspectos que constituyen la propuesta 
que aquellos cuyas venias se envían para la ratificación de 
esta cámara presentan ante la Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales, lo que consideramos una muy buena práctica 
que confirmamos cada vez que viene alguno de los inte- 
grantes del Servicio Exterior propuesto como embajador. 


El embajador Ferrer nos recordaba —en su comparecen- 
cia en la citada comisión— la característica constitucional 
de Japón como monarquía constitucional parlamentaria, 
y destacaba aspectos que vale la pena repasar para ver la 
importancia que este destino tiene para nuestro país. 


Desde el punto de vista económico, Japón es la tercera 
economía mundial, el mayor inversor directo y el segundo 
país importador a nivel global. Su desarrollo económico lo 
ubica en un PBI per cápita del entorno de los USD 40.000. 
Tiene 126:000.000 de habitantes y una densidad de población 
de 336 habitantes por kilómetro cuadrado. Es un mercado 
competitivo exigente, que forma parte de las principales or- 
ganizaciones internacionales del ámbito económico y finan- 
ciero, como la OCDE, el Club de París, el G7, el G8 y el G20. 


A nivel sociocultural, Ferrer destaca de Japón la convi- 
vencia entre lo tradicional y la modernidad extrema. Tam- 
bién resalta la permanencia de valores culturales históri- 
cos como el honor, el deber, la responsabilidad, la ética, el 
trabajo, la paciencia y la constancia, como así también el 
extraordinario desarrollo en todos los planos, que lo ubi- 
can como una sociedad muy moderna. 


En cuanto a la política exterior, Japón es un país pacifis- 
ta aunque, obviamente, forma parte —es uno de los pilares 
de su política exterior— de la alianza militar con los Estados 
Unidos. Y hoy, en particular, esa región se encuentra en una 
situación extremadamente compleja desde el punto de vista 
de la paz. Reitero que Japón es pacifista, hace contribuciones 
proactivas para defender la paz, se incorpora siempre a la pre- 
vención de desastres, a la promoción de los derechos huma- 
nos y al respeto por el cambio climático y el ambiente. En ese 
sentido, siempre está en primera línea promoviendo acciones. 


Japón, como actor a nivel de las Naciones Unidas en 
el año 2013, fue el tercer mayor contribuyente luego de 
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la Unión Europea y de Estados Unidos. Es líder mundial 
en la Asistencia Oficial para el Desarrollo y se destaca su 
apoyo a todo lo que han sido y son las misiones de paz. 


A nivel regional se ha dado un cambio, porque Japón, 
desde el año 2014 en San Pablo, promovió un giro con un 
acercamiento importante a América Latina. El primer mi- 
nistro Shinzo Abe recorrió varios países —el nuestro no ha 
sido un lugar de destino— en más de una visita a la región, 
lo que demuestra que efectivamente el compromiso adqui- 
rido en 2014 es un objetivo que se viene llevando adelante. 


La relación bilateral entre Japón y Uruguay cumplirá, 
en el año 2021, cien años. Solo estuvo interrumpida duran- 
te la época de la Segunda Guerra Mundial, y se restableció 
en 1952. Se trata de una relación muy profunda y, como 
muestra de ello, prácticamente todos los presidentes, desde 
la reapertura democrática, han visitado —incluso, algunos 
más de una vez— este país asiático. En esta presidencia, el 
doctor Vázquez visitó Japón como primer destino fuera de 
la región, en un viaje que incluyó Francia. 


Sin duda, hay otros ámbitos en los cuales coincidimos 
con ese país: la defensa de la democracia, el respeto de los 
derechos humanos y del imperio de la ley. Uno de ellos 
—muy privilegiado— es el Consejo de Seguridad, donde 
ambas naciones participaron como miembros no perma- 
nentes. Allí se sumaron varias coincidencias, entre las que 
destacamos el apoyo que recibimos de Japón a la moción 
uruguaya para la protección de hospitales y de civiles en 
caso de conflictos. Pero también ha habido otras coinci- 
dencias importantes a nivel internacional, que vamos 
a destacar. Una de ellas fue, por ejemplo, el proceso del 
Convenio de Minamata sobre la prevención de la contami- 
nación de mercurio, que tuvo trabajando a ambos países 
de manera muy sintónica. Obviamente, Uruguay apoya el 
hecho de que Japón pueda ser un miembro permanente del 
Consejo de Seguridad. 


Por otra parte, según el embajador Ferrer, aspectos 
que serían dignos de reforzar en materia política son todos 
aquellos que acercan y que promueven el diálogo como, 
por ejemplo, las visitas de alto nivel, las reuniones de con- 
sultas políticas y las misiones parlamentarias. En ese sen- 
tido, le parecía que hay allí un vasto campo para seguir 
acercando a ambas naciones. 


En materia económica, Japón está integrado totalmen- 
te a la economía asiática y es un mercado de excelencia, de 
prestigio. La realidad actual en materia económica y co- 
mercial muestra que el intercambio comercial entre ambos 
países debe ser desarrollado porque admite mucha más 
potencialidad. En el período que va de 2012 al 2016, fue de 
USD 81:000.000, y en el año 2016 cayó a USD 56:000.000. 
Por tanto, sin duda, se puede incrementar muchísimo más. 


¿Qué le exportamos a Japón? Lana, cárnicos, madera, 
cigarros, soja, vinos y, en materia de servicios, software. 
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Es importante comentar que en los años 2016 y 2017 
Uruguay participó de una de las tres instancias más im- 
portantes en materia de alimentación a nivel mundial, 
como es la feria de alimentación Foodex. Es una aspira- 
ción de nuestro país participar en la feria que se va a rea- 
lizar entre los meses de marzo y abril del año 2018, y para 
dicha participación ya se ha avanzado en los contactos, así 
como también para diversos intercambios comerciales, a 
través de Uruguay XXI. 


Además, desde abril de este año está vigente el Tratado 
de promoción y protección de inversiones con Japón, lo que 
da un marco jurídico muy importante para las inversiones 
que ese país pueda hacer. Algunas de ellas ya se vieron un 
par de meses después de dicha ratificación. Entendemos que 
esto constituye el marco en el que podemos elevar sustantiva- 
mente la participación de inversiones de Japón en Uruguay. 


En materia de cooperación técnica, Japón es el segun- 
do proveedor de nuestro país; es el más importante des- 
pués de España. Como dato significativo, podemos decir 
que en cincuenta años ha habido 1500 becarios uruguayos 
en Japón, a través de la cooperación técnica. A su vez, 
la Dirección General de Cooperación Internacional del 
Ministerio de Relaciones Exteriores también propone la 
modalidad de triangulación para la cooperación. Todos 
sabemos que Uruguay ha ingresado en un rango en que 
tiene algunas limitaciones, pero también potencialidades, 
por lo que la posibilidad de la cooperación triangular en 
esta materia es muy importante. 


En cuanto a programas no reembolsables de apoyo a 
proyectos comunitarios, podemos decir que los hay en ma- 
teria de seguridad humana, de salud, de calidad de agua 
y de educación. También los hay de voluntarios séniores 
japoneses, de entre cuarenta y sesenta y nueve años. 


En materia de medioambiente y de cambio climático, 
sin duda hay importantes proyectos, como el que destaca- 
mos en Salto, de energía limpia por generación fotovoltai- 
ca de energía solar. 


Con la Universidad de la República hay otra área de 
cooperación interesante, como es la de los acuerdos uni- 
versitarios con la Universidad de Estudios Extranjeros en 
Japón y la Universidad de Waseda, donde hay grandes po- 
tencialidades. 


También tenemos un memorando de cooperación con 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería para el desa- 
rrollo tecnológico. 


En cuanto a los aspectos culturales, hay un valor muy 
importante a desarrollar. 


Con respecto al deporte, Japón será sede del mundial de 
rugby en el año 2019 y de los Juegos Olímpicos en el año 
2020, por lo que nuestro Gobierno y la Secretaría Nacional 
del Deporte están trabajando para potenciar los vínculos. 
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Por lo expuesto, la comisión entendió que era una muy 
buena propuesta la que hace el Poder Ejecutivo en cuanto 
a designar como embajador extraordinario y plenipoten- 
ciario de la república ante el Gobierno de Japón, al señor 
César Ferrer. Por tal motivo, recomendamos que el Cuer- 
po así lo avale. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE. Léase el artículo único. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuerdo 
solicitado para acreditar en calidad de Embajador Extraor- 
dinario y Plenipotenciario de la República ante el Gobier- 
no del Japón al señor César Ferrer». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 
24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


La Mesa agradece la presencia de los alumnos de sexto 
año de primaria del Liceo Francés. Muchas gracias por 
visitarnos. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señor presidente: comparto el in- 
forme que ha hecho la senadora Xavier. Conozco al emba- 
jador Ferrer, sé de su carrera profesional y, en lo personal, 
debo decir que es una satisfacción poder votar este nuevo 
destino y esta nueva responsabilidad para él. 


Me parecía bueno dejar asentado, por la vía de fun- 
damentación de voto, este beneplácito que he trasmitido 
previamente. 


Muchas gracias. 


10) CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se modifican artículos de la 
Ley n.- 17823, de 7 de setiembre de 2004, Código de la 
Niñez y la Adolescencia (Carp. n.* 818/2017 - rep. n.* 491/17 
y anexo 1)». 
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Carp. n.* 818/2017 - rep. n.? 491/17 


CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 


CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%.- Sustitúyese el artículo 75 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 75.- En todos los casos en que se investigue la responsabilidad 
del adolescente, el procedimiento se ajustará a lo establecido por este 
Código y en forma subsidiaria, por lo dispuesto en el Código del Proceso 
Penal, Ley N” 19.293, de 19 de diciembre de 2014 y sus modificativas, con 
excepción de lo establecido en los articulos 272 y 273 del Título 1, Libro ll 
del referido cuerpo normativo”. 


Artículo 2”.- Sustitúyese el articulo 76 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 

"ARTÍCULO 76. (Procedimiento).- 

A) Actuaciones previas al proceso. 


Cometidos de la autoridad policial. Sin perjuicio de las garantías que 
establece el Código del Proceso Penal, cuando proceda la detención del 
adolescente conforme lo dispone el artículo 74 de este Código, la 
autoridad aprehensora, bajo su más seria responsabilidad, deberá: 


1) Realizar la actuación de modo que menos perjudique a la persona y 
su reputación. 


2) Poner el hecho de inmediato en conocimiento de la fiscalía 
competente o en un plazo máximo de dos horas después de 
practicada la detención. 


3) Disponer la realización de un examen médico sobre el adolescente 
detenido a efectos de constatar su estado de salud fisico. 


Cuando el Ministerio Público tome conocimiento de que el 
adolescente se encuentra en la situación prevista en el artículo 117 de 
este Código, lo pondrá en conocimiento del tribunal competente. 


En materia de responsabilidad penal de adolescentes, nunca podrá 
fundamentarse ni motivarse el mayor rigor de una medida cautelar o 
definitiva en las situaciones de pobreza, exclusión, marginalidad social o 
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en la falta de contención familiar que sufriera el adolescente. Estos 
supuestos, por el contrario, motivarán a las fiscalias y a los tribunales 
competentes a una adecuada protección de derechos. 


B) Norma especial. 


En toda intervención del Ministerio Público en la etapa indagatoria 
preliminar, así como en todas las audiencias en las que participe como 
parte un adolescente, se procurará la presencia de padres oO 
responsables. 

La fiscalia y el tribunal actuantes deben informar al adolescente y a 
sus padres o responsables de los hechos que motivaron su detención, 
así como de los derechos que le asisten. 


C) Diligencias probatorias necesarias. 


Durante el proceso deberán diligenciarse necesariamente los 
siguientes medios probatorios: testimonio de la partida de nacimiento del 
adolescente o en su defecto de su cédula de identidad. 


Culminada la audiencia de formalización, se efectuará un informe 
técnico, el cual deberá realizarse en un plazo máximo de quince días e 
incluirá una evaluación médica, psicológica, socioeconómica, familiar y 
educativa. 


D) Medidas cautelares. 


Se podrán aplicar las medidas cautelares previstas por el artículo 
221 del Código del Proceso Penal, siempre que sean a solicitud del 
Ministerio Público y luego de oída la defensa, de acuerdo con lo 
dispuesto por el artículo 224 del Código del Proceso Penal. 


La privación de libertad como medida cautelar procederá en los 
procesos iniciados por la presunta comisión de los delitos previstos en el 
artículo 116 bis de este Código. 


E) Procedimiento. 


1) (Acusación o sobreseimiento).- Desde la notificación del auto que 
admite la solicitud fiscal de formalización de la investigación, el 
Ministerio Público tendrá un plazo de treinta días, perentorios e 
improrrogables, para deducir acusación o solicitar el sobreseimiento. 


2) (Traslado).- Deducida la acusación, se dará traslado a la defensa, 
quien tendrá un plazo de treinta días, perentorios e improrrogables, 
para contestar la acusación y ofrecer prueba. Si hubiera varios 
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enjuiciados con diversos defensores, el plazo para evacuar el 
traslado será común a todos ellos. 


3) (Audiencia de control).- Vencido el plazo que antecede o evacuado 
el traslado, en un plazo no superior a las cuarenta y ocho horas, el 
Juez convocará a las partes y a la víctima, si hubiere comparecido a 
la audiencia de formalización, a una audiencia de control de 
acusación, la cual deberá celebrarse como máximo a los diez días. 


4) (Juicio oral).- El auto de apertura a juicio oral dispondrá la fecha de 
realización de la audiencia de juicio la que deberá celebrarse dentro 
de los treinta días de notificado el auto referido. 


5) (Sentencia).- Finalizada la audiencia de juicio el tribunal deberá 
dictar la sentencia. Excepcionalmente, cuando la complejidad del 
asunto lo amerite y por razones fundadas, podrá diferir su dictado 
por una única vez y hasta por quince días. 


6) (Modificación o cese de medidas).- Dictada la sentencia de primera 
instancia, se tendrá presente el derecho que reconoce el artículo 94 
de este Código. No se aplicará al adolescente el instituto de libertad 
anticipada. 


7) (Comunicación).- El defensor tiene el deber, bajo su más seria 
responsabilidad, de comunicar al adolescente toda resolución judicial 
pronunciada en el proceso en el que sea parte, en términos sencillos 
y claros, evacuando todas las dudas que le plantee. 


Bajo la más seria responsabilidad de jueces y fiscales, los procesos 
que se tramiten no podrán exceder de seis meses para los casos de 
infracciones graves y un año cuando se responsabilice al adolescente por 
una infracción gravísima. Estos plazos se contarán desde el día siguiente 
a la celebración de la audiencia de formalización y hasta el dictado de la 
sentencia de primera instancia". 


Artículo 3%.- Sustitúyese el artículo 79 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 79. (Medidas complementarias).- Todas las medidas que se 
adopten conforme a lo establecido por este Código, se podrán complementar 
con el apoyo de técnicos, tendrán una finalidad educativa, procurarán la 
asunción de responsabilidad del adolescente y buscarán fortalecer el respeto 
del mismo por los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
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terceros como asimismo, el robustecimiento de los vínculos familiares y 
sociales. 


Las medidas serán seleccionadas por el Juez, siguiendo los criterios de 
proporcionalidad e idoneidad para lograr tales objetivos”. 


Artículo 4%.- Sustitúyese el artículo 83 del Código de la Niñez y la 


Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 83. (Vías alternativas a la solución del conflicto).- En toda 
conclusión extraordinaria del proceso que signifique la aplicación de los 
institutos previstos por los artículos 382 a 401 del Código del Proceso Penal, 
se deberá valorar el sentido pedagógico y educativo de la vía propuesta”. 


Artículo 5%.- Sustitúyese el artículo 85 del Código de la Niñez y la 


Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 85. (Medidas a aplicar).- El Juez podrá aplicar, de las medidas 
enunciadas en los articulos precedentes, todas aquellas que entienda 
convenientes, siempre y cuando no se contrapongan entre sí. Para ello 
deberá tener siempre en cuenta el interés superior del adolescente, el 
principio de proporcionalidad y la idoneidad de las medidas, con la finalidad 
de propender al pleno desarrollo de su persona, así como sus capacidades, 
tendiendo a su integración familiar y social”. 


Artículo 6%.- Sustitúyese el artículo 94 del Código de la Niñez y la 


Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 94. (Procedimiento por modificación o cese de las medidas).- 
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 116 bis del presente Código, el 
adolescente tiene derecho a promover la sustitución, modificación o cese de 
la medida socioeducativa dispuesta por sentencia. 


Deberá decretarse el cese, cuando se compruebe que la medida cumplió 
su finalidad. 


Se decretará la sustitución o modificación, cuando la dispuesta ya no 
resulte idónea. 


La defensa podrá plantear la sustitución, modificación o cese de la 
medida a partir del dictado y hasta el cumplimiento total de la sentencia. 


El pedido se ajustará y sustanciará de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 278 a 280 del Código del Proceso Penal. En todo caso, la audiencia 
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se celebrará a los cinco días de evacuado el traslado o de vencido el plazo 
para hacerlo. 


Si el adolescente se hallare en libertad al momento de ejecutoriada la 
sentencia que dispone medida de privación de libertad, se dispondrá su 
ingreso a la institución responsable de gestionar la misma, salvo que esté en 
trámite el incidente a que refiere este artículo. 


La interposición del incidente suspenderá el ingreso al establecimiento 
hasta el dictado de la resolución de primera instancia que lo resuelve, la que 
será apelable sin efecto suspensivo”. 


Artículo 7”.- Sustitúyese el artículo 95 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 95. (Traslado de infractores). La internación de los 
adolescentes fuera de la jurisdicción de su residencia habitual, se limitará al 
mínimo posible. 


Cuando se disponga la medida socioeducativa privativa de libertad fuera 
de ese lugar, el tribunal declinará competencia ante la sede competente en 
razón del territorio, remitiendo el mismo día testimonio del expediente”. 


Artículo 8%.- Sustitúyese el artículo 96 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 96. (Reserva).- Queda prohibida la identificación de la persona 
del adolescente por cualquier medio de comunicación, sin perjuicio del 
derecho a informar los hechos. 


Los funcionarios que faciliten información en contravención a lo dispuesto 
en el inciso anterior, serán pasibles de suspensión de diez a treinta días y en 
los casos de reiteración, de destitución”. 


Artículo 9”.- Sustitúyese el artículo 97 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 97. (Reserva del proceso seguido contra adolescentes).- En 


todo caso, el proceso seguido contra un adolescente por la presunta 
comisión de una infracción a la ley penal, será de carácter reservado. 


La violación de dicha reserva se considerará falta disciplinaria grave”. 
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Artículo 10.- Sustitúyese el artículo 98 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 98. (Medios de comunicación).- Los medios de comunicación 
que infringieren lo dispuesto en el artículo 96 de este Código, incurrirán en 
multa entre 100 y 2000 unidades reajustables. Estas se graduarán teniendo 
en cuenta, las siguientes circunstancias: 


A) La difusión y alcance que tuvo la noticia. 


B) La reiteración, la que se configurará por la comisión de dos o más 
infracciones del mismo tipo dentro del término de cinco años. 


C) La continuidad, entendiéndose por tal la violación repetida de la 
prohibición. 


D) La reincidencia, la que se configurará por la comisión de una nueva 
infracción del mismo tipo antes de transcurridos cinco años de la 
aplicación por la Administración, por resolución firme, de la sanción 
correspondiente a la infracción anterior. 


Dicha multa será aplicada por el Instituto de la Niñez y la Adolescencia del 
Uruguay cuya resolución será pasible de los recursos administrativos 
correspondientes y se considerará título ejecutivo. Lo recaudado se 
destinará a financiar programas de rehabilitación a cargo de dicho 
organismo. 


Serán competentes para la tramitación del juicio ejecutivo los tribunales 
de la materia civil. 


A los efectos de este artículo, serán aplicables los artículos 91 y 92 del 
Código Tributario”. 


Artículo 11.- Sustitúyese el artículo 103 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 103. (Principio general).- En cualquier estado del proceso 
procederá la clausura del mismo, en los siguientes casos: 


A) Cuando se comprobare que el adolescente no es partícipe autor, coautor 
o cómplice de los hechos imputados. 


B) Cuando se comprobare que concurre alguna circunstancia eximente de 
pena. 
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C) Cuando prescribió la acción por el hecho imputado. El plazo de 
prescripción será de dos años para los delitos gravisimos y un año para 
los graves". 


Artículo 12.- Sustitúyese el artículo 104 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 104. (Prescindencia de la acción penal).- En cualquier estado 
del proceso se podrá prescindir total o parcialmente de la persecución penal 
o limitarla a una o varias infracciones o limitarla a alguna de todas las 
personas que hayan participado del hecho, cuando: 


A) Se trate de un hecho que, por su escasa gravedad o lo exiguo de la 
contribución del partícipe, haga innecesaria una medida definitiva. 


B) El adolescente haya sufrido a consecuencia del hecho, un daño físico o 
moral grave”. 


Artículo 13.- Sustitúyese el artículo 109 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 109. (Contenido de las audiencias).- Las audiencias se 
documentarán con arreglo a lo establecido en el artículo 139 del Código del 
Proceso Penal”. 


Artículo 14.- Sustitúyese el artículo 110 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 110, (Acceso al expediente).- Las partes y los técnicos 
designados durante el trámite tendrán, en todo momento, libre acceso al 
expediente. A solicitud de las partes y en atención al interés superior del 
adolescente, el Juez en casos excepcionales, podrá disponer la reserva de 
las actuaciones respecto de alguno de los intervinientes”. 


Artículo 15.- Sustitúyese el artículo 111 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 111. (Notificaciones preceptivas).- Cuando a un adolescente se 
le restrinja o prive de su libertad ambulatoria, la fiscalía o el tribunal, según 
corresponda, dispondrán que se notifique de inmediato a su defensor y a los 
padres o representantes legales”. 
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Artículo 16.- Sustitúyese el artículo 112 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 112. (Régimen de notificaciones).- Se aplicará el régimen 
previsto por el Código del Proceso Penal”. 


Artículo 17.- Sustitúyese el artículo 114 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 114. (Carácter de los plazos).- Todos los plazos señalados en 
este Código son perentorios e improrrogables. En casos excepcionales, el 
Juez, a solicitud de las partes, podrá suspender su curso fundando la 
medida y su duración.” 


Artículo 18.- Sustitúyese el artículo 115 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 115. (Medidas de diferente naturaleza).- Cuando deban 
acumularse medidas de diferente naturaleza, se procederá a discriminar 
unas de otras, acumulándolas a la causa del juzgado competente que 
entienda en el proceso de unificación, sin que opere confusión entre las 
mismas. 


Realizada la operación anterior, el aumento a que refiere el articulo 54 del 
Código Penal se aplicará solo en los casos en que resulten medidas de igual 
naturaleza dispuestas por dos o más sentencias. 


Cuando en la sentencia de unificación resultaren acumuladas medidas 
privativas y no privativas de la libertad, se aplicará el siguiente criterio: 


A) Si fuera posible, se cumplirán las medidas socioeducativas no 
privativas de libertad, durante el cumplimiento de la medida privativa 
de libertad. 


B) Si por la naturaleza de la medida socioeducativa no privativa de 
libertad, no fuese posible la aplicación del literal anterior, se cumplirán 
en primer término las medidas socioeducativas privativas de libertad y 
finalizadas que fueren, se cumplirán las socioeducativas no privativas 
de libertad. 


Cuando las medidas privativas de libertad sean sustituidas por medidas 
no privativas y hubiere saldo a cumplir por parte de las primeras, se 
procederá a realizar una segunda unificación entre las medidas 
socioeducativas no privativas de libertad y el saldo a cumplir de la medida 
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privativa de libertad que fue sustituida, aplicándose en tal caso el régimen 
del artículo 54 del Código Penal. 


Todo lo anterior es sin perjuicio de que, alcanzada la finalidad de las 
medidas socioeducativas impuestas, se proceda al cese o suspensión de las 
mismas según fuere el caso. 


Si un adolescente, de acuerdo con los informes técnicos de evaluación, 
hubiere cumplido con la finalidad socioeducativa impuesta en la causa por la 
cual se le aplicó una medida socioeducativa privativa de libertad y esta se 
encontrare pendiente de unificación con otras, el tribunal competente de 
oficio o a solicitud de parte, traerá en vista todas las causas acumuladas 
para su consideración y dispondrá el cese de las medidas en cada una de 
ellas y el consecuente archivo de las actuaciones. 


En caso de que las medidas fueren suspendidas, así se hará constar en 
las respectivas causas o en la causa de unificación dispuesta, dejándose 
constancia del saldo que resta por cumplir. Vencido el mismo, se convocará 
al adolescente, su defensor y a la fiscalía, a audiencia evaluatoria, a efectos 
de proceder al cese de las medidas o su prosecución si así resultare 
necesario. En todo caso deberá computarse todo el tiempo cumplido, hasta 
operada la suspensión”. 


Artículo 19 - Sustitúyese el título del numeral IX *De las comunicaciones 
procesales” del Capítulo X de la Ley N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004, 
Código de la Niñez y la Adolescencia, por "De las comunicaciones y de los 
plazos procesales”. 


Artículo 20.- Sustitúyese el título del numeral X "Plazos procesales” del 
Capítulo X de la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, Código de la Niñez 
y la Adolescencia, por "De la unificación de las medidas”, 


Artículo 21. (Vigencia).- Esta ley entrará en vigencia en forma conjunta con 
la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014 y sus modificativas, Código del 
Proceso Penal. 


Artículo 22.- (Disposición transitoria).- 


A) Desde el día de la entrada en vigencia de la presente ley, el nuevo 
régimen se aplicará a todas las causas que tengan inicio a partir de 
dicha fecha, entendiéndose por fecha de inicio de una causa aquella en 
la cual el hecho con apariencia delictiva que la motiva llega a 
conocimiento del Ministerio Público, con independencia de la fecha de su 
comisión, 


B) Las causas en trámite, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, 
continuarán rigiéndose por las disposiciones establecidas en la Ley 
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N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004 y sus modificativas, hasta que la 
sentencia definitiva de primera instancia pase en autoridad de cosa 


juzgada. 


C) La Suprema Corte de Justicia podrá determinar qué Juzgados actuarán 
en los procesos que se inicien a partir de la vigencia de la ley y los que 
continuarán con las causas iniciadas con anterioridad, Igualmente tendrá 
competencia para establecer los medios técnicos a utilizar para el 
registro de audiencia según dispone el artículo 139 del Código del 
Proceso Penal, Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014, 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el 8 de agosto de 2017. 


PATRICIA AYALA 
Miembro Informante 


PEDRO BORDABERRY 


Con Salvedades 


ANTONIO GALLICCHIO 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 


RAFAEL PATERNAIN 


CARLOS CAMY 
Con Salvedades 


LUIS ALBERTO HEBER 
Con Salvedades 


PABLO MIERES 
Con Salvedades 


DANIELA PAYSSÉ 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley se presenta a efectos de armonizar los principios y 
procedimientos que regirán al nuevo procedimiento penal para adultos con la 
entrada en vigencia del Código del Proceso Penal ley n* 19,293, 


Los principios del proceso penal acusatorio y contradictorio que comenzaran a 
aplicarse con la entrada en vigencia del nuevo Código del Proceso Penal hace 
imperioso hacerle extensivo esos principios garantistas al proceso infraccional 
adolescente. 
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MODIFICACIONES A LA LEY N* 17.823, 
CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 


Artículo _1?.- Sustitúyese el artículo 75 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N” 17,823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 75. En todos los casos en que se investigue la responsabilidad 
del adolescente, se seguirá el procedimiento previsto en el Código del 
Proceso Penal, aprobado por Ley N* 19,293, de 19 de diciembre de 2014 y 
sin perjuicio de lo establecido en las normas siguientes”. 


Artículo 29.- Sustitúyese el artículo 76 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 76. (Procedimiento). 


1) Actuaciones previas al proceso. 


Cometidos de la autoridad policial. Sin perjuicio de las garantías que 
establece el Código del Proceso Penal, cuando proceda la detención del 
adolescente conforme lo dispone el artículo 74, la autoridad aprehensora, 
bajo su más seria responsabilidad deberá: 


A) 


B) 


Realizar la actuación de modo que menos perjudique a la persona 
y su reputación. 


Poner el hecho de inmediato en conocimiento de la Fiscalia o en 
un plazo máximo de dos horas después de practicada la detención. 


Cuando el Ministerio Público tome conocimiento que el 
adolescente se encuentra en la situación prevista en el artículo 117 
de este Código, lo pondrá en conocimiento del tribunal competente. 


En materia de responsabilidad penal de adolescentes, nunca 
podrá fundamentarse ni motivarse el mayor rigor de una medida 
cautelar o definitiva en las situaciones de pobreza, exclusión, 
marginalidad social o en la falta de contención familiar que sufriera 
el adolescente. Estos supuestos, por el contrario, motivarán a las 
fiscalías y a los tribunales de la materia Familia para una enérgica 
respuesta de restitución de derechos. 


2) Norma especial. 


En toda intervención del Ministerio Público en la etapa indagatoria 
preliminar, así como en todas las audiencias en las que participe como 
parte un adolescente, se procurará la presencia de padres O 
responsables. 
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La Fiscalía y el Tribunal deberán garantizar que el adolescente y sus 
padres o responsables, sean informado de los derechos que le asisten. 


3) Diligencias probatorias necesarias. 


Durante el proceso deberán diligenciarse necesariamente las 
siguientes diligencias probatorias. 


Se incorporará testimonio de la partida de nacimiento del adolescente o 
en su defecto de su cédula de identidad. 


Culminada la audiencia de formalización, INISA efectuará informe que 
incluirá evaluación médica, psicológica, social y sobre posibilidades de 
inserción en el sistema educativo y de salud. En particular, el informe se 
expedirá respecto de las necesidad e idoneidad de medidas a adoptar 
para asegurar la finalidad perseguida en el artículo 79 de este Código. 


4) Medidas Cautelares. 


En la oportunidad prevista en el artículo 224 del Código del Proceso 
Penal, se podrán aplicar medidas cautelares siempre que sean a solicitud 
del Ministerio Público y luego de oída la Defensa. 


Solo se dispondrá la medida cautelar privativa de libertad o de arresto 
domiciliario cuando sea presumible que recaerá en definitiva medida 
privativa de libertad y concurra además, alguno de los siguientes 
requisitos: 


A) En el hecho se hayan utilizado armas y se haya afectado oO 
amenazado el derecho a la vida de terceros. 


B) Cuando estando dispuestas medidas cautelares no privativas de 
libertad, el adolescente no las cumpla. 


C) En los casos que el adolescente sea parte de un proceso penal en 
trámite y no esté privado de libertad. 


Podrán aplicarse las siguientes medidas cautelares no privativas de 
libertad: prohibición de salida del pais; prohibición de concurrir a sitios 
concretos, realizar actividades que se prohíban o contactarse con 
determinadas personas; obligación de concurrir a determinados lugares o 
realizar actividades que se indiquen o cualquiera de las medidas previstas 
en el artículo 221 del Código del Proceso Penal, salvo la prisión 
preventiva. 


5) Dictada la sentencia de primera instancia, se tendrá presente el derecho 
que reconoce el artículo 94 de este Código. En cambio, no se aplicará al 
adolescente el instituto de libertad anticipada. 
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6) El defensor tiene el deber, bajo su más seria responsabilidad, de 
comunicar al adolescente toda resolución judicial pronunciada en el 
proceso de que sea parte, en términos sencillos y claros, evacuando 
todas las dudas que le plantee.” 


Artículo 3%.- Sustitúyese el artículo 83 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 83. (Vías alternativas a la solución del conflicto).- En toda 
conclusión extraordinaria del proceso que signifique la aplicación de los 
institutos previstos por los artículos 382 a 401 del Código del Proceso Penal, 
se deberá valorar el sentido pedagógico y educativo de la vía propuesta". 


Artículo 4%.- Sustitúyese el artículo 85 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 85. (Non bis in idem). Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
siguiente, el adolescente tiene derecho a que se aplique solo una medida 
privativa o no privativa de libertad”. 


Artículo 5%.- Sustitúyese el artículo 86 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 86. (Ejecución). Las medidas privativas de libertad se 
dispondrán siempre a pedido de la fiscalía y se cumplirán solo en caso de 
sentencia ejecutoriada que así lo disponga. 


El tribunal puede disponer en sustitución de la medida pretendida por la 
fiscalía, una medida de carácter no privativo de libertad con la condición que, 
en caso de incumplimiento, se aplique la pedida en la acusación por el lapso 
no cumplido”. 


Artículo 6%.- Sustitúyese el artículo 87 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 87 (Aplicabilidad). Las medidas privativas de libertad se 
aplicarán cuando no existan medidas no privativas que sean idóneas, sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo anterior. 


El adolescente tiene derecho a mantener contacto permanente con 
familia, pareja, amigos, referentes afectivos, siempre que ello no sea 
perjudicial”. 


Artículo 7?.- Sustitúyese el artículo 94 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
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"ARTÍCULO 94 (Procedimiento por modificación o cese de las medidas). El 
adolescente tiene derecho a plantear la sustitución, modificación o cese de 
la medida socioeducativa dispuesta por sentencia. 


Deberá decretarse el cese, cuando se compruebe que la medida ha 
cumplido su finalidad. 


Se decretará la sustitución o modificación, cuando la decretada ya no 
resulte idónea. 


La Defensa podrá plantear la sustitución, modificación o cese de la 
medida a partir del dictado y hasta el cumplimiento total de la sentencia. 


El pedido se ajustará y sustanciará de acuerdo a lo establecido en los 
artículos 278 a 280 del Código del Proceso Penal. En todo caso, la audiencia 
se celebrará a los cinco dias de evacuado el traslado o vencido el plazo. 


Si el adolescente se hallare en libertad al momento de la ejecutoria de la 
sentencia que dispone medida de privación de libertad, se dispondrá su 
ingreso a INISA salvo que esté en trámite el incidente a que refiere este 
artículo. 


La interposición del incidente suspenderá el ingreso al establecimiento 
hasta el dictado de la resolución de primera instancia que lo resuelve, la que 
será apelable sin efecto suspensivo”. 


Artículo 8%.- Sustitúyese el artículo 95 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 95 (Traslado de infractores). La internación de los adolescentes 
fuera de la jurisdicción de su centro de vida, se limitará al minimo posible. 


Cuando se disponga la medida de internación fuera de ese lugar, el 
tribunal declinará competencia ante la sede competente en razón del 
territorio, remitiendo el mismo día testimonio del expediente”. 


Artículo 9”. - Sustitúyese el artículo 96 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 96 (Reserva). Queda prohibida la identificación de la persona 
del adolescente por cualquier medio de comunicación, sin perjuicio del 
derecho a informar los hechos. 


Los funcionarios que faciliten información en contravención a lo dispuesto 
en el Artículo anterior, serán pasibles de suspensión de diez a treinta días y 
en los casos de reiteración, a la destitución.” 
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Artículo 10.- Sustitúyese el artículo 97 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 97 (Publicidad en los procesos seguidos contra adultos y 
adolescentes). Cuando en el proceso estén imputados adolescentes o 
adolescentes y adultos, se estará a lo dispuesto en el artículo 135 del 
Código del Proceso Penal”. 


Artículo 11.- Sustitúyese el artículo 98 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 98 (Medios de comunicación). Los medios de comunicación que 
infringieren lo dispuesto en el artículo anterior, incurrirán en multa entre 200 
y 2000 Unidades reajustables. 


Dicha multa será aplicada por el Instituto de la Niñez y la Adolescencia del 
Uruguay cuya resolución se considerará título ejecutivo. 


Serán competentes en el juicio ejecutivo, los tribunales de la materia civil”. 


Artículo 12.- Sustitúyese el artículo 103 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 103 (Principio general). En cualquier estado del proceso 
procederá la clausura del mismo, en los siguientes casos: 


1) Cuando se comprobare que el adolescente no es participe autor, 
coautor o cómplice de los hechos imputados. 

2) Cuando se comprobare que concurre alguna circunstancia eximente de 
pena. 

3) Cuando prescribió la acción por el hecho imputado. El plazo de 
prescripción será de dos años para los delitos gravisimos y un año para 
los graves.” 


Artículo 13.- Sustitúyese el artículo 104 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 104. (Prescindencia de la acción penal). En cualquier estado del 
proceso se podrá prescindir total o parcialmente de la persecución penal o 
fimitarla a una o varias infracciones o limitarla a alguna de todas las 
personas que hayan participado del hecho, cuando: 


A) Se trate de hecho que, por su escasa gravedad o lo exiguo de la 
contribución del participe, haga innecesaria una medida definitiva. 

B) El adolescente haya sufrido a consecuencia del hecho, un daño físico o 
moral grave”. 
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Artículo 14.- Sustitúyese el artículo 105 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 105 (Egreso y clausura de antecedentes). Decretado el cese, si 
el adolescente estuviese privado de libertad, se dispondrá su inmediato 
egreso y clausura de antecedentes”. 


Artículo 15.- Sustitúyese el artículo 109 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 109. (Contenido de las audiencias).- Las audiencias se 
documentarán con arreglo a lo establecido en el artículo 139 del Código del 
Proceso Penal”. 


Artículo 16.- Sustitúyese el artículo 110 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 110. (Acceso al expediente)- Las partes y los técnicos 
designados durante el trámite, tendrán en todo momento, libre acceso al 
expediente, salvo casos excepcionales de reserva que se dispongan en 
atención al interés superior del adolescente”. 


Artículo 17.- Sustitúyese el articulo 111 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 111. (Notificaciones preceptivas).- Cuando a un adolescente se 
le restrinja o prive de su libertad ambulatoria, la fiscalía y el tribunal 
procurarán que se notifique de inmediato a los padres o representantes 
legales”. 


Artículo 18.- Sustitúyese el artículo 112 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 112, (Régimen de notificaciones).- Se aplicará el régimen 
previsto por el Código del Proceso Penal", 


Artículo 19.- Sustitúyese el artículo 114 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 114. (Régimen complementario).- Las disposiciones del Código 
del Proceso Penal se aplicarán en todo lo no previsto por este Código para 
el proceso de adolescentes infractores a la ley penal”. 
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Artículo 20.- Sustitúyese el artículo 115 del Código de la Niñez y la 


Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 115. (Infracciones reiteradas).- En los casos de infracciones 
reiteradas, los procesos se tramitarán por los tribunales competentes hasta 
la sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación de las medidas 
impuestas, la que se realizará en vía incidental. 


En los lugares donde no existan tribunales de ejecución, serán 
competentes el tribunal y la fiscalía que hubieran entendido en la última 
causa iniciada, entendiéndose por tal, aquella en que fue formalizada 
judicialmente, independientemente de la fecha de su comisión”. 


Artículo 21.- Sustitúyese el artículo 116 del Código de la Niñez y la 


Adolescencia aprobado por Ley N” 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 116. (Medidas de diferente naturaleza). Cuando deban 
acumularse medidas de diferente naturaleza, se procederá a discriminar 
unas de otras, acumulándolas a la causa en que se sustancia el cúmulo; sin 
que opere confusión entre las mismas. 


Realizada la operación anterior, el aumento a que refiere el artículo 54 del 
Código Penal se aplicará solo en los casos que resulten medidas de ¡igual 
naturaleza dispuestas por dos o más sentencias. 


Si de la sentencia de unificación resultaren acumuladas medidas 
privativas y no privativas de la libertad; se cumplirán en primer término 
aquéllas y finalizadas que fueren o sustituidas por medidas no privativas, se 
procurará en lo posible cuando haya saldo a cumplir, que se fije la misma 
naturaleza de las medidas y se procederá a realizar una segunda unificación 
entre las no privativas de libertad, aplicándose en tal caso, el régimen del 
artículo 54 del Código Penal. 


Todo sin perjuicio de que alcanzada la finalidad de las medidas 
socioeducativas impuestas, se proceda al cese o suspensión de las mismas 
según fuere el caso. 


Si un adolescente, de acuerdo a los informes técnicos evaluatorios 
hubiere cumplido con la finalidad socioeducativa impuesta en una de las 
causas pendientes de unificación; el tribunal competente; de oficio o a 
solicitud de parte, traerá todas las causas acumuladas para su consideración 
y si así fuere dictaminado, por el principio integral del adolescente, dispondrá 
el cumplimiento y cese de las medidas en cada una de ellas y el 
consecuente archivo de las mismas. 


En caso que las medidas fueren suspendidas; así se hará constar ya en 
las respectivas causas o en la unificación dispuesta según correspondiere y 
por el término dispuesto. Vencido el mismo se convocará a audiencia 
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evaluatoria al adolescente, su defensor y la fiscalía; a efectos de proceder al 
cese de las medidas o su prosecución si así resultare necesario, debiendo 
computarse todo el tiempo de su cumplimiento hasta operada la 
suspensión”. 


Artículo 22 - Incorpórase al Código de la Niñez y la Adolescencia aprobado 
por Ley N* 17,823, de 7 de setiembre de 2004, la siguiente disposición: 


"ARTÍCULO 76 bis. (Competencia).- Los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia en lo Penal especializados en Adolescentes, serán competentes 
para entender en los casos referidos en el artículo 25.1 del Código del 
Proceso Penal, en los que resulten imputados adolescentes o 
acumulativamente adultos y adolescentes.” 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 19.293, 
de 19 de diciembre de 2014 
CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


LIBRO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


TÍTULO | 
DE LOS PRINCIPIOS BÁSICOS Y DEL RÉGIMEN DE LA 
NORMA PROCESAL PENAL 


CAPÍTULO | 
PRINCIPIOS BÁSICOS 


Artículo 1%. (Debido proceso legal)j- No se aplicarán penas ni medidas de 
seguridad sino en cumplimiento de una sentencia ejecutoriada, emanada de tribunal 
competente en virtud de un proceso tramitado legalmente. 


Artículo 29. (Juez natural).- Los tribunales serán imparciales e independientes y 
estarán instituidos por la ley, de acuerdo con la Constitución de la República. Sus 
títulares serán designados conforme a normas generales y objetivas y nunca para un 
caso determinado. 


Artículo 3%. (Reconocimiento de la dignidad humana).- Toda persona, cualquiera 
sea su posición en el proceso y en particular la víctima de un delito y aquel a quien se 
le atribuya su comisión, deben ser tratados con el respeto debido a la dignidad del ser 
humano. 


Artículo 4%. (Tratamiento como inocente).- Ninguna persona a quien se le atribuya 
un delito debe ser tratada como culpable, mientras no se establezca su 
responsabilidad por sentencia ejecutoriada. 


Artículo 5*. (Prohibición del bis in idem).- Ninguna persona puede ser investigada 
más de una vez por un mismo hecho por el cual haya sido sometida a proceso en el 
país o fuera de él, aunque se modifique la calificación jurídica o se afinmen nuevas 
circunstancias, toda vez que haya recaído sentencia ejecutoriada. 


Se exceptúan los casos en que el proceso haya concluido por falta de presupuestos 
procesales o defectos de procedimiento. 
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Artículo 6*. (Oficialidad).- La acción penal es pública y su promoción y ejercicio 
corresponden al Ministerio Público, salvo las excepciones establecidas por la ley. 


Artículo 7”. (Defensa técnica).- La defensa técnica constituye una garantía del 
debido proceso y por ende, un derecho inviolable de la persona. 


El imputado tiene derecho a ser asistido por defensor letrado desde el inicio de la 
indagatoria preliminar. 


Artículo 8”. (Finalidad y medios).- El proceso tiene como finalidad el juzgamiento 
del caso concreto, con todas las garantías del debido proceso, conforme a lo dispuesto 
en la Constitución de la República, los Tratados Internacionales que obliguen a la 
República y las disposiciones de este Código. 


Artículo 9”. (Publicidad y contradicción; principio acusatorio).- El proceso penal 
será público y contradictorio en todas sus etapas, con las limitaciones que se 
establecen en este Código. 


Rige en este proceso el principio acusatorio. En aplicación de dicho principio, no se 
podrá iniciar actividades procesales, imponer prisión preventiva o medidas limitativas 
de la libertad ambulatoria, condenar o imponer medidas de seguridad, si no media 
petición del Ministerio Público. 


Artículo 10. (Duración razonable).- Toda persona tiene derecho a ser juzgada en 
un plazo razonable, según se dispone en este Código. En su mérito, el tribunal 
adoptará las medidas necesarias para lograr la más pronta y eficiente administración 
de la justicia, así como la mayor economía en la realización del proceso 


Artículo 11. (Gratuidad).- El proceso penal será gratuito, sin perjuicio de lo que 
establezcan las disposiciones especiales. 


Artículo 12. (Otros principios aplicables).- Se aplicarán al proceso penal, en lo 
pertinente, los principios de inmediación, concentración, dirección e impulso procesal, 
igualdad de las partes, probidad y ordenación del proceso. 


Artículo 13 (Etapas del proceso) - El proceso penal comprende el proceso de 
conocimiento y el proceso de ejecución, en su caso. 


CAPÍTULO Il 
RÉGIMEN DE LA NORMA PROCESAL PENAL 


Artículo 14, (Interpretación e integración).- 


14.1 Para interpretar la norma procesal, el tribunal deberá tener en cuenta que el fin 
del proceso es el juzgamiento del caso concreto con todas las garantías del debido 
proceso. 


En caso de duda, se deberá recurrir a las normas generales, fundamentalmente las 
que emanan de la Constitución de la República, de los principios generales de derecho 
y de los específicos del proceso penal, debiéndose preservar y hacer efectivas las 
garantías del debido proceso. 


14.2 En caso de vacío legal, se deberá recurrir a los fundamentos de las leyes 
análogas, a los principios constitucionales y generales de derecho, a los principios 
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específicos del proceso y a las doctrinas más recibidas, atendidas las circunstancias 
del caso. Están vedadas la solución analógica y la interpretación extensiva 
perjudiciales al interés del imputado. 


Artículo 15. (Leyes penales en el tiempo y eficacia procesal).- 


15.1 Cuando las leyes penales configuren nuevos delitos o establezcan una pena 
más severa, no se aplicarán a los hechos cometidos con anterioridad a su vigencia. 


15.2 Cuando esas leyes supriman delitos existentes o disminuyan la pena, se 
aplicarán a los hechos anteriores a su vigencia. En el primer caso, determinarán la 
clausura del proceso o la extinción de la pena. En el segundo, solo la modificación de 
la pena, en cuanto no se hallare esta fijada por sentencia ejecutoriada. 


15.3 Estas disposiciones alcanzarán a las leyes de prescripción, salvo lo previsto en 
la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 2006. 


Artículo 16 (Ley procesal penal en el tiempo).- Las normas procesales penales 
son de aplicación inmediata y alcanzan incluso a los procesos en trámite. 


No obstante, no regirán para los recursos interpuestos ni para los trámites, 
diligencias o plazos que hubieren empezado a correr o tenido principio de ejecución 
antes de su entrada en vigor, los cuales se regirán por la norma precedente. 


Asimismo, el tribunal que esté conociendo en un asunto continuará haciéndolo 
hasta su terminación, aunque la nueva norma modifique las reglas de competencia. 


Todo ello, salvo que la nueva ley suprima un recurso, elimine algún género de 
prueba o en general perjudique al imputado, en cuyo caso dicho proceso se regirá en 
ese punto, por la ley anterior. 


Artículo 17. (Aplicación de la ley procesal en el espacio).- Este Código regirá en 
todo el territorio nacional, sin perjuicio de lo dispuesto en las normas de Derecho 
Internacional que obliguen a la República. 


TÍTULO Il 
DE LOS SUJETOS PROCESALES 


CAPÍTULO 1 
EL TRIBUNAL 


SECCIÓN | 
Disposiciones generales 


Artículo 18. (Organización).- La justicia en materia penal será impartida por la 
Suprema Corte de Justicia, los Tribunales de Apelaciones en lo Penal, los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia en lo Penal, los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
del Interior con competencia en materia penal, los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia de Ejecución y Vigilancia, los Juzgados de Faltas y los Juzgados de Paz 
Departamentales, en el marco de la competencia atribuida constitucional o legalmente. 


Artículo 19. (Indelegabilidad).- Solo el tribunal es titular de la función jurisdiccional 
en su integridad. Los funcionarios auxiliares solo realizarán los actos permitidos por la 
ley, por delegación y bajo la dirección y responsabilidad del tribunal. 
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Dicha delegación solo abarcará la realización de actos auxiliares o de aporte 
técnico, cuando los funcionarios revistan la idoneidad respectiva. 


Artículo 20 (Facultades y deberes del tribunal).- El tribunal dirigirá el proceso de 


conformidad con la ley. Tiene todas las facultades necesarias para hacerlo. La omisión 
en su empleo le hará incurrir en responsabilidad. 


Artículo 21. (Responsabilidad).- Los magistrados son responsables por: 

a) las demoras injustificadas en proveer o señalar audiencias; 

b) proceder con dolo o culpa grave; 

c) sentenciar cometiendo error inexcusable. 

Artículo 22. (Clases de jurisdicción).- La jurisdicción penal es común o especial. 

22.1 La jurisdicción común es la que tienen los tribunales penales que integran el 
Poder Judicial y comprende todos los crimenes, delitos y faltas, sin distinción de 
personas. 

222 La jurisdicción especial es la militar y queda reservada exclusivamente al 
conocimiento de los delitos militares cometidos por militares y a situaciones de 
excepción, en caso de estado de guerra. 


Se entiende por delito militar aquel que vulnera exclusivamente normas contenidas 
en el ordenamiento penal militar. 


22.3 Los delitos comunes cometidos por militares en tiempo de paz, cualquiera sea 
el lugar donde ocurran, estarán sometidos a la jurisdicción común. A esos efectos, el 
jerarca militar respectivo deberá en todo momento colaborar y brindar auxilio al órgano 
competente de la jurisdicción común. 


SECCIÓN Il 
De la competencia por razón de la materia y del grado 


. (Competencia de la Suprema Corte de Justicia en materia penal).- La 
Suprema Corte de Justicia conoce: 


23.1 En única instancia, en los casos previstos en la Constitución de la República. 

23.2 En los recursos de casación y revisión. 

23.3 En consulta, ejerciendo la superintendencia correctiva, administrativa y 
disciplinaria respecto de aquellas causas en las que no hubiere existido apelación, sin 
perjuicio de la independencia técnica de los magistrados actuantes. 


23.4 En los demás casos en los que este Código o leyes especiales, le asignen 
competencia. 


Artículo 24. (Tribunales de Apelaciones en lo Penal).- Los Tribunales de 
Apelaciones en lo Penal conocen en segunda instancia de las apelaciones deducidas 
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contra las sentencias dictadas por los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo 
Penal, los Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior con competencia en 
materia penal y los Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia. 


Artículo 25. (Jueces Letrados de Primera Instancia).- Los Jueces Letrados de 
Primera Instancia en lo Penal y los Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior 
con competencia en materia penal conocen: 


25.1 En primera instancia, en todas las cuestiones formales y sustanciales que se 
planteen en el proceso por crimenes y delitos, desde la indagatoria preliminar hasta 
que la sentencia definitiva o interlocutoria con fuerza de definitiva quede ejecutoriada, 
conforme a las disposiciones de este Código. 


25.2 Los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo Penal del departamento de 
Montevideo conocerán además en el proceso de extradición. 


25.3 Los Jueces Letrados Penales Especializados en Crimen Organizado, en la 
materia establecida por el artículo 414 de la Ley N” 18.362, de 6 de octubre de 2008 y 
disposiciones modificativas y reglamentarias. 


25.4 En los demás casos en los que este Código o leyes especiales, les asignen 
competencia. 


Artículo 26. (Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia).- Los 
Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia conocen en todas las 
cuestiones formales y sustanciales que se planteen a partir del momento en que la 
sentencia definitiva o interlocutoria con fuerza de definitiva, quede ejecutoriada. 


Artículo 27. (Jueces de Faltas).- Los Jueces de Faltas conocen en las causas que 
se promuevan por faltas cometidas en el departamento de Montevideo. 


Artículo 28. (Jueces de Paz Departamentales del Interior)- Los Jueces de Paz 
Departamentales del Interior conocen en materia de faltas penales cometidas en sus 
respectivos departamentos, sin perjuicio de la competencia de urgencia. 


Artículo 29. (Reglas subsidiarias).- Si no puede determinarse el órgano competente 
de acuerdo con las normas de los artículos anteriores, lo será el tribunal que haya 
prevenido en el conocimiento de los hechos y si ninguno previno, el del lugar en que 
se haya aprehendido al imputado. 


SECCIÓN Il 
De la competencia por razón de tiempo 


Artículo 30. (Reglas para la determinación de tumo).- Los Tribunales de 
Apelaciones en lo Penal, los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal, los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia del Interior con competencia en materia penal, los 
Juzgados de Paz Departamentales y los Juzgados de Faltas ejercerán sus funciones 
por tumos, en la forma que determine la Suprema Corte de Justicia. 
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SECCIÓN Iv 
De la competencia de urgencia 


Artículo 31. (Competencia de urgencia).- 

31.1 Los jueces de todas las materias y grados son competentes para adoptar las 
medidas más urgentes e impostergables solicitadas por el Ministerio Público, cuando 
se hallen próximos al lugar del hecho. Si varios jueces concurren simultáneamente, 
conocerá el de mayor jerarquía. Cumplida la actuación de urgencia, el tribunal 
interviniente pondrá las actuaciones en conocimiento del naturalmente competente. 

31.2 Cualquier magistrado del Ministerio Público podrá solicitar las medidas 


referidas en el numeral anterior cuando se halle próximo al lugar del hecho, dando 
cuenta inmediata al fiscal naturalmente competente. 


SECCIÓN V 
De la conexión y acumulación entre pretensiones y procesos 


Artículo 32. (Casos de conexión).- Existe conexión cuando distintas pretensiones o 
procesos refieren: 


32.1 A una persona por la comisión de varios delitos. 
32.2 A varias personas por la comisión de un mismo delito. 


323A varias personas por la comisión de distintos delitos, cuando alguno de los 
delitos ha sido cometido: 


a) para ejecutar el otro; 

b) enocasión de este; 

c) para asegurar el provecho propio o ajeno; 

d) para lograr la impunidad propia o de otra persona; 

e) en daño recíproco; 

f) en condiciones que determinen que la prueba de uno de ellos o de alguna de 
sus circunstancias, influya sobre la prueba del otro delito o de alguna de sus 
circunstancias. 

Artículo 33. (Planteo inicial de pretensiones conexas).- Cuando se advierta 
inicialmente la conexión de pretensiones, ellas deberán ser planteadas en un proceso 
único. 

Artículo 34. (Acumulación de pretensiones por inserción).- 

34.1 Si una vez iniciado un proceso surgieren pretensiones conexas con las ya 


deducidas que no hubieren dado lugar a proceso, deberán ser acumuladas por 
inserción en el mismo proceso. 
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34.2 No se procederá a la acumulación cuando se hubiere diligenciado 
íntegramente la prueba o cuando el tribunal disponga por resolución fundada la 
tramitación por separado, 


Artículo 35. (No acumulación de procesos).- Cuando se hubieren promovido 
procesos separados, no procederá la acumulación de los mismos y estos serán 
tramitados y resueltos con independencia por el tribunal competente en cada uno de 


ellos. 
SECCIÓN VI 
De las cuestiones prejudiciales 
Artículo 36. (Competencia en cuestiones prejudiciales).- 


36.1 El juez del proceso penal es competente para entender en todas las 
cuestiones ajenas a su materia que se planteen en el curso del proceso penal y 
resulten decisivas para determinar la existencia del delito o la responsabilidad del 
imputado. 


36.2 La decisión del juez penal sobre las cuestiones a que alude este artículo solo 
tendrá eficacia en sede penal. 


36.3Si la cuestión prejudicial hubiera sido resuelta en la sede respectiva por 
sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, tendrá esta en el proceso penal la 
misma eficacia que tiene en su sede natural. 


(Sentencias contradictorias) - Si la decisión de las cuestiones 
prejudiciales constituye fundamento principal y determinante de condena penal y las 
mismas cuestiones son objeto de una posterior sentencia contradictoria en su sede 
propia, podrá el perjudicado deducir recurso extraordinario de revisión. 


SECCIÓN VII 
De la incompetencia 


Artículo 38. (Incompetencia por razón de la materia o del grado).- 


38.1 La incompetencia por razón de la materia o del grado es absoluta y puede 
hacerse valer de oficio por el tribunal o por las partes en cualquier momento del 
proceso. 


38.2Lo actuado por un tribunal absolutamente incompetente es nulo, con 
excepción de lo dispuesto respecto de las medidas cautelares y de las decisiones que 
las modifiquen o hagan cesar, cuyos efectos subsistirán hasta que el juez competente 
resuelva sobre su mantenimiento o revocación 


Artículo 39. (Incompetencia por razón de lugar o de turno).- La incompetencia por 
razón de lugar o de turno no causa nulidad y solo puede hacerse valer por las partes 
en su primera comparecencia o por el tribunal de oficio al empezar su actuación, sin 
perjuicio de la competencia de urgencia. 


. (Contienda de jurisdicción).- La Suprema Corte de Justicia resolverá 
los conflictos entre la jurisdicción ordinaria y la militar. 
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Artículo 41. (Contienda de competencia).- Si por cualquier circunstancia, dos o 
más tribunales se declararen competentes o incompetentes para entender en un 
mismo asunto, cualquiera de ellos, de oficio o a petición de parte, someterá la cuestión 
a la decisión de la Suprema Corte de Justicia. Esta resolverá cuál de los tribunales 
debe entender en el asunto. 


SECCIÓN VIII 
De la sustitución y subrogación 


Artículo 42. (Orden).- En los casos de vacancia, licencia, impedimento, recusación 
o abstención, los jueces se subrogarán de la siguiente forma: 


42.1 Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, por sorteo entre los miembros 
de los Tribunales de Apelaciones en lo Penal. En su defecto y por su orden, entre los 
miembros de los Tribunales de Apelaciones en lo Civil, del Trabajo y de Familia. 


42.2 Los Ministros de los Tribunales de Apelaciones en lo Penal, por sorteo entre 
los miembros de los otros tribunales de la misma materia. En su defecto y por su 
orden, entre los miembros de los Tribunales de Apelaciones en lo Civil, del Trabajo y 
de Familia. 


42.3 El Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal, por el que comparta la 
oficina y en su defecto, por el que le preceda en el turno. Si todos estuvieran 
impedidos, por los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo Civil. 


42.4 El Juez Letrado de Primera Instancia del Interior con competencia en materia 
penal, por su orden, por el juez de igual categoría y lugar con competencia en materia 
penal, por el de igual categoría y lugar de otra competencia, por el Juez de Paz 
Departamental con sede en la misma ciudad y por el juez de la misma categoría de la 
sede más próxima. 


42.5 Los Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, por el que 
los preceda en turno y si todos estuvieran impedidos, por los Jueces Letrados en lo 
Penal del departamento. 


42.6 Los Jueces de Faltas y de Paz Departamentales del Interior, según el régimen 
que establezca la Suprema Corte de Justicia. 


En todos los casos de integración de tribunales pluripersonales, el miembro 
integrante continuará conociendo en el caso hasta su terminación. Si el impedimento 
es por causa de licencia, la integración se efectuará si esta se prolonga por más de 


treinta días. 
CAPÍTULO Il 
EL MINISTERIO PUBLICO 
SECCIÓN | 
Disposiciones generales 
Artículo 43. (Función).- 


43.1 El Ministerio Público es el titular de la acción penal. Deberá practicar todas las 
diligencias que sean conducentes al éxito de la investigación. 
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43,2 Cuando tome conocimiento de la existencia de un hecho con apariencia 
delictiva, promoverá la persecución penal con el auxilio de la autoridad administrativa, 
sin que pueda suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los casos 
previstos en la ley. 


Artículo 44. (Remisión).- 


44 1La intervención del Ministerio Público en el proceso se regulará por las 
disposiciones de la Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal. 


44.2 La competencia de los fiscales se regulará en lo pertinente del mismo modo 
que la fijada para los tribunales, sin perjuicio de lo que establezca la Ley Orgánica del 
Ministerio Público y Fiscal. 


Artículo 45. (Atribuciones).- 
45.1 El Ministerio Público tiene atribuciones para: 


a) 


b) 


9) 
h) 


) 


dirigir la investigación de crimenes, delitos y faltas así como la actuación de la 
Policía Nacional y de la Prefectura Nacional Naval y de la Policía Aérea 
Nacional en sus respectivos ámbitos de competencia disponiendo por sí o 
solicitando al tribunal, según corresponda, las medidas probatorias que 
considere pertinentes; 

disponer la presencia en su despacho de todas aquellas personas que puedan 
aportar elementos útiles para la investigación, incluyendo el indagado, el 
denunciante, testigos y peritos; 

no iniciar investigación; 

proceder al archivo provisional; 

aplicar el principio de oportunidad reglado; 

solicitar medidas cautelares; 

solicitar al tribunal la formalización de la investigación; 

deducir acusación o solicitar el sobreseimiento; 


atender y proteger a victimas y testigos. 


45.2 Cuando el Ministerio Público ejerce la acción penal, es parte en el proceso. 


En las diligencias que se practiquen, el Fiscal Letrado actuará directamente o 
representado por el Fiscal Letrado Adjunto o por un funcionario letrado de la Fiscalía 
designado por él. En este último caso, bastará con una designación genérica para su 
efectiva representación. 


Fuente: Ley N” 19.474, de 30 ce diciembre de 2016 
articulo 1 


47-C.S. 
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Artículo 46. (Independencia técnica).- El Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación y los Fiscales Letrados, actuarán con absoluta independencia en el ejercicio 
de su respectiva competencia y en el plano técnico. 


El Ministerio Público no recibirá órdenes ni directivas provenientes de ningún Poder 
del Estado, sin perjuicio de la superintendencia correctiva y administrativa que le 
compete al Fiscal de Corte. 


Artículo 47. (Subrogación del Ministerio Público por omisión de acusar) - Vencido 
el plazo para deducir acusación o su prórroga, el juez ordenará el pasaje del 
expediente al fiscal subrogante quien tendrá para expedirse los mismos plazos que el 
subrogado. Esta omisión se comunicará al jerarca del Ministerio Público. 


Artículo 48. (Información y protección a las víctimas).- 


48.1 Durante todo el procedimiento es deber de los fiscales adoptar medidas o 
solicitarlas en su caso, a fin de proteger a las víctimas de los delitos, facilitar su 
intervención en el proceso y evitar o disminuir al mínimo cualquier afectación de sus 
derechos. 


48.2 Los fiscales están obligados a realizar entre otras, las siguientes actividades a 
favor de la víctima: 


a) entregarle información acerca del curso y del resultado del procedimiento, de sus 
derechos y de las actividades que debe realizar para ejercerlos; 


b) ordenar por sí mismos o solicitar al tribunal en su caso, las medidas destinadas a 
la protección de la víctima y de su familia frente a probables hostigamientos, 
amenazas o agresiones; 


c) informarle sobre su eventual derecho a indemnización y la forma de ejercerlo. 


Si la víctima designó abogado, el Ministerio Público estará obligado a realizar 
también a su respecto la actividad señalada en el literal a) de este inciso. 


El Fiscal de Corte reglamentará los procedimientos a seguir por los fiscales para 
dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo. 


SECCIÓN II 
La Policía Nacional y la Prefectura Nacional Naval y la Policía Aérea Nacional 


Artículo 49. (Función de la Policía Nacional, de la Prefectura Nacional Naval y de la 
Policía Aérea Nacional en el proceso penal).- 


49.1 La Policía Nacional, de la Prefectura Nacional Naval y de la Policía Aérea 
Nacional, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán auxiliares del Ministerio 
Público en las tareas de investigación y deberán llevar a cabo las diligencias 
necesarias para cumplir los fines previstos en este Código, de conformidad con las 
instrucciones que les impartan los fiscales. 


49.2 Asimismo, les corresponderá ejecutar las medidas de coerción que decreten 
los tribunales. 
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49.3 Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público podrá 
impartir instrucciones a la autoridad encargada de los establecimientos penales en la 
investigación de hechos cometidos en el interior de los mismos, actuando de 
conformidad con las previsiones de este Código. 


Fuente: Ley N* 19.474, de 30 de diciembre de 2016 


artículo 45 
Artículo 50. (Dirección del Ministerio Público).- 


50.1 Los funcionarios mencionados en el artículo anterior, ejecutarán sus tareas 
bajo la dirección y responsabilidad de los fiscales y de acuerdo con las instrucciones 
que estos les impartan a los efectos de la investigación, sin perjuicio de su 
dependencia natural de las jerarquías respectivas. 


50.2 También deberán cumplir las órdenes que les impartan los jueces para la 
tramitación del procedimiento. 


50.3 No podrán calificar la procedencia, la conveniencia ni la oportunidad de las 
órdenes que reciban de jueces y fiscales, pero cuando la ley exija la autorización 
judicial para la realización de una diligencia, podrán requerir que se les exhiba antes 
de practicarla. 


Artículo 51. (Comunicaciones entre el Ministerio Público y la autoridad 
administrativa).- Las comunicaciones que los fiscales y la autoridad administrativa 
deban dirigirse con relación a las actividades de investigación de un caso particular, se 
realizarán en la forma y por los medios más expeditivos posibles. 


Artículo 52. (Imposibilidad de cumplimiento).- El funcionario de la autoridad 
administrativa que por cualquier causa se encuentre impedido de cumplir una orden 
que haya recibido del Ministerio Público o de la autoridad judicial, pondrá 
inmediatamente esta circunstancia en conocimiento de quien la haya emitido y de su 
superior jerárquico en la institución a la que pertenezca. 


El fiscal o el juez que haya emitido la orden, podrá proponer o disponer, según 
corresponda, las modificaciones que estime convenientes para su debido 
cumplimiento, o reiterar la orden, si en su concepto no existe tal imposibilidad. 


Si el funcionario que recibió la orden continuare alegando la imposibilidad de darle 
cumplimiento, quien la haya emitido pondrá los hechos en conocimiento del jerarca de 
dicho funcionario, por las vías pertinentes, a los fines disciplinarios que 
correspondieren y sin perjuicio de otras responsabilidades en que pudiere haber 
incurrido el funcionario incumplidor. 


Artículo 53. (Actuaciones de la autoridad administrativa sin orden previa).- 
Corresponderá a los funcionarios con funciones de policia realizar las siguientes 
actuaciones, sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares de los 
fiscales: 

a) prestar auxilio a la víctima; 

b) practicar la detención en los casos de flagrancia o fuga, conforme a la ley; 


c) resguardar el lugar donde se cometió el hecho. Para ello, impedirán el acceso a 
toda persona ajena a la investigación y procederán a la clausura si se trata de 
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local cerrado, o a su aislamiento si se trata de lugar abierto. Asimismo, evitarán 
que se alteren o borren de cualquier forma los rastros o vestigios del hecho o se 
remuevan los instrumentos usados para llevarlo a cabo, mientras no intervenga 
personal experto de la autoridad con funciones de policía que el Ministerio 
Público designe. 


Deberá también recoger, identificar y conservar bajo sello los objetos, 
documentos o instrumentos de cualquier clase que se presuma hayan servido 
para la comisión del hecho investigado, sus efectos o los que pudieren ser 
utilizados como medios de prueba, para ser remitidos a quien corresponda, 
dejando constancia de la individualización completa de los funcionarios 
intervinientes; 


d) identificar a los testigos y consignar las declaraciones que estos presten 
voluntariamente en el lugar del hecho, tratándose de los casos a que se alude en 
los literales b) y c) precedentes; 


e) recibir las denuncias del público: 
f) efectuar las demás actuaciones que dispusieren otras normas legales. 


Artículo 54. (Información al Ministerio Público).- Recibida una denuncia o conocido 
por cualquier medio el acaecimiento de un hecho con apariencia delictiva, la autoridad 
administrativa informará inmediatamente y por el medio más expeditivo al Ministerio 
Público. Sin perjuicio de ello, procederá cuando corresponda a realizar las actuaciones 
previstas en el artículo precedente, respecto de las cuales se cumplirá la obligación de 
información inmediata a la autoridad competente 


Artículo 55. (Control de identidad).- 


55.1 La autoridad administrativa podrá además sin orden previa de los fiscales, 
solicitar la identificación de cualquier persona en casos fundados, como la existencia 
de un indicio de que esa persona haya cometido o intentado cometer delito, que se 
dispone a cometerlo, o que puede suministrar información útil para la indagación de un 
ilícito penal. 


55.2 La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encuentre y por 
cualquier medio idóneo. El funcionario deberá otorgar a la persona facilidades para 
encontrar y exhibir estos documentos. Si esto último no resultare posible y la persona 
autorizara por escrito que se le tomen huellas digitales, estas solo podrán ser 
utilizadas con fines identificatorios. 


55.3 En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad o si habiendo 
recibido las facilidades del caso no lo hubiera hecho, la policía podrá conducirla a la 
unidad policial más cercana, exclusivamente con fines de identificación. 


55.4 La facultad policial de requerir la identificación de una persona deberá 
ejercerse de la forma más rápida posible. En ningún caso, el conjunto de 
procedimientos detallados en los incisos precedentes podrá extenderse por un plazo 
mayor de dos horas, transcurridas las cuales la persona será puesta en libertad. 


Artículo 56, (Derechos de la persona sujeta a control de identidad).- En cualquier 
caso en que hubiere sido necesario conducir a la unidad policial a la persona cuya 
identidad se trata de averiguar en virtud del artículo precedente, el funcionario que 
practique el traslado deberá informarle verbalmente de su derecho a que se 
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comunique a un familiar o a otra persona, su permanencia en la repartición policial. El 
afectado no podrá ser ingresado a celdas o calabozos, ni mantenido en contacto con 
otras personas detenidas. 


Artículo 57. (Instrucciones generales).- Sin perjuicio de las instrucciones 
particulares que el fiscal actuante imparta en cada caso, el Fiscal de Corte regulará 
mediante instrucciones generales el procedimiento con que la autoridad administrativa 
cumplirá las funciones previstas en los artículos precedentes, así como la forma de 
proceder frente a hechos de los que tome conocimiento y respecto de los cuales los 
datos obtenidos sean insuficientes para estimar si son constitutivos de delito. 


Artículo 58. (Solicitud de registro de actuaciones).- El Ministerio Público podrá 
requerir en cualquier momento los registros de las actuaciones de la policía. 


Artículo 59. (Registro personal, de vestimenta, equipaje y vehículo).- Se podrá 
practicar el registro personal de quien se hallare legalmente detenido, de su 
vestimenta, del equipaje y demás efectos que lleve consigo y del vehículo en el que 
viaje. 


Para practicar el registro personal, se comisionará, siempre que fuere posible, a 
personas del mismo sexo del detenido. 


Se requerirá autorización específica del fiscal competente, para practicar el registro 
de tal manera que pueda causar daño a la propiedad del detenido. 


Artículo 60. (Levantamiento de cadáver).- En los casos de muerte en la vía pública, 
y sin perjuicio de las facultades que corresponden a los órganos encargados de la 
persecución penal, la policía relevará los datos concemientes al hecho con el mayor 
rigor técnico que las circunstancias permitan. El levantamiento del cadáver solo podrá 
realizarse previa autorización u orden del fiscal competente, dejando registro de lo 
obrado de conformidad con las normas generales de este Código. 


Artículo 61. (Declaraciones del imputado ante la policía)- La autoridad 
administrativa solo podrá interrogar autónomamente al imputado a los efectos de 
constatar su identidad. Si el imputado manifiesta su disposición a declarar, se tomarán 
las medidas necesarias para que declare inmediatamente ante el fiscal. Si esto no 
fuera posible, se podrá consignar las declaraciones que voluntariamente quiera 
prestar, previa autorización del fiscal y bajo su responsabilidad. 


, (Protección de identidad).- Los funcionarios policiales y de la 
Prefectura Nacional Naval no podrán informar a los medios de comunicación social 
acerca de la identidad de detenidos, imputados, víctimas, testigos, ni de otras 
personas que se encuentren o puedan resultar vinculadas a la investigación de un 
hecho presuntamente delictivo, salvo autorización expresa del fiscal competente. 


CAPÍTULO Ill 
EL IMPUTADO 


SECCIÓN | 
Disposiciones generales 


Artículo 63. (Imputado).- 


63.1 Se considera imputado a toda persona a quien el Ministerio Público atribuya 
participación en la comisión de un delito, o que sea indicada como tal ante las 


52-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 23 de agosto de 2017 


autoridades competentes. Dicha calidad jurídica puede atribuírsele desde el inicio de la 
indagatoria preliminar de un hecho presuntamente delictivo o durante el desarrollo de 
los procedimientos y hasta que recaiga sentencia o resolución que signifique 
conclusión de los mismos. 


53.2 El imputado es parte en el proceso con todos los derechos y facultades 
inherentes a tal calidad, en la forma y con los límites regulados en este Código. 


Artículo 64 (Derechos y garantías del imputado) - Todo imputado podrá hacer 
valer hasta la terminación del proceso, los derechos y garantías que le confieren la 
Constitución de la República y las leyes. 


Entre otros, tendrá derecho a: 

a) no ser sometido a tortura ni a otros tratos crueles, inhumanos o degradantes; 

b) designar libremente defensor de su confianza desde la primera actuación del 
Ministerio Público y hasta la completa ejecución de la sentencia que se dicte. Si 


no lo tuviera, será asistido por un defensor público en la forma que establece la 
ley; 


c) que se le informe de manera específica y clara acerca de los hechos que se le 
imputan y los derechos que le otorgan la Constitución de la República y las 


leyes; 


d) solicitar del fiscal las diligencias de investigación destinadas a desvirtuar las 
imputaciones que se le formulan; 


e) solicitar directamente al juez que cite a una audiencia, a la cual deberá concurrir 
con su abogado con el fin de prestar declaración sobre los hechos materia de la 
investigación; 

f) conocer el contenido de la investigación, salvo en los casos en que alguna parte 
de ella hubiere sido declarada reservada y solo por el tiempo que dure esa 
reserva, de acuerdo con las normas que regulen la indagatoria preliminar, 


g) solicitar el sobreseimiento de la causa y recurrir contra la resolución que rechace 
la petición, en ambos casos mediante intervención de su defensor, 


h) guardar silencio, sin que ello implique presunción de culpabilidad; 
1) negarse a prestar juramento o promesa de decir la verdad; 
1) no ser juzgado en ausencia. 


Artículo 65. (Imputado privado de libertad).- El imputado privado de libertad tendrá 
además las siguientes garantías y derechos: 


a) que se le exprese específica y claramente el motivo de su privación de libertad y 
la orden judicial que la haya dispuesto, salvo el caso de delito flagrante; 


b) que el funcionario a cargo del procedimiento de detención o aprehensión le 
informe sobre los derechos que le asisten; 
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c) que si no tuviera defensor designado previamente, cualquier familiar o persona 
allegada pueda proponer para él un defensor determinado, sin perjuicio de lo 
previsto en el artículo 64 literal b) de este Código; 


d) ser conducido sin demora ante el tribunal que hubiere ordenado su detención; 
e) solicitar al tribunal que le conceda la libertad ambulatoria; 


f) que la autoridad administrativa del lugar en el cual se encuentra detenido informe 
en su presencia a la persona que él indique, que ha sido detenido y el motivo de 
su detención; 


g)tener a sus expensas las comodidades y ocupaciones compatibles con la 
seguridad del recinto en el que está detenido; 


h) entrevistarse privadamente con su defensor. 
Artículo 66, (Reglas sobre la declaración del imputado).- 


66.1 El tribunal interrogará al imputado, en la primera oportunidad, sobre su nombre 
y demás datos personales para su identificación. La duda, error o falsedad sobre los 
datos obtenidos no retardarán ni suspenderán el desarrollo de la audiencia preliminar 
cuando sea cierta la individualización del imputado. 


66.2 Durante todo el procedimiento y en cualquiera de sus etapas, el imputado 
podrá hacer nuevas declaraciones y aun solicitar al juez que se le reciba para ello en 
audiencia no prevista especialmente en este Código, estándose a lo que resuelva el 
magistrado. A dicha audiencia deberán concurrir todas las partes. 


66.3 El tribunal se limitará a exhortarlo a que responda con claridad y precisión las 
preguntas que se le formulen, sin perjuicio de su derecho a no declarar, 


66.4 Si el imputado no conoce el idioma español o si es sordo, mudo o sordomudo, 
el juez dispondrá en tales casos la utilización de peritos intérpretes reconocidos y la 
formulación de las preguntas y respuestas por escrito, cuando fuere necesario. El juez 
podrá autorizar también cualquier sistema de comunicación que se estime adecuado. 


Artículo 67. (Inimputabilidad).- 


67.1 En cualquier etapa del proceso en que se denuncie por alguno de los sujetos, 
o resulte manifiesto que el imputado en el momento de ejecutar el acto que se le 
atribuye se encontraba en uno de los casos previstos en los artículos 30 a 33 o 35 del 
Código Penal, previo dictamen pericial podrá disponerse provisionalmente su 
internación en un establecimiento especializado. 


67.2 Del mismo modo se procederá si el encausado deviniere inimputable durante 
la tramitación del proceso. 


67.3 El proceso continuará el trámite común hasta la sentencia definitiva y de 
resultar el encausado condenado, se le declarará autor inimputable del delito cometido 
y se le impondrán medidas curativas en sustitución de la pena. 


Artículo 68. (Minoría de edad).- Si en cualquier estado de los procedimientos se 
comprueba que cuando el imputado cometió el hecho era inimputable por razón de 
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edad, se clausurarán las actuaciones y se remitirán los antecedentes al tribunal 
competente, estándose a lo que este determine. 


Artículo 69. (Rebeldía).- Queda prohibida la tramitación del proceso penal en 
rebeldía. 


Artículo 70. (Declaración de rebeldía).- 


70.1 Será considerado rebelde el imputado que debidamente citado por el juez de 
la causa no comparezca ante él ni justifique su incomparecencia. 


70.2 Incurso el imputado en rebeldía, el fiscal solicitará al tribunal que así lo declare 
y que en el mismo acto libre orden de detención contra el rebelde. 


70.3 La declaración de rebeldía del imputado suspende el proceso a su respecto y 
será considerada razón suficiente para solicitar medidas asegurativas sobre sus 
bienes. 


70.4 Cuando cese la situación de rebeldía, el tribunal lo declarará y el proceso 
continuará según su estado. 


SECCIÓN Il 
De la defensa 


Artículo 71. (Derechos y deberes del defensor).- 


71.1 El defensor podrá ejercer todos los derechos y facultades que la ley reconoce 
al imputado, a menos que esta expresamente reserve su ejercicio exclusivo a este 
último. 


71.2 El ejercicio de la defensa es un derecho y un deber del abogado que acepta el 
cargo y abarcará la etapa de conocimiento y la de ejecución. 


71.3 El defensor actuará en el proceso como parte formal en interés del imputado, 
con todos los derechos y atribuciones de esa calidad. 


71.4 El defensor tiene derecho a tomar conocimiento de todas las actuaciones que 
se hayan cumplido o que se estén cumpliendo en el proceso, desde la indagatoria 
preliminar y en un plano de absoluta igualdad procesal respecto del Ministerio Público. 
El juez bajo su más seria responsabilidad funcional, adoptará las medidas necesarias 
para preservar y hacer cumplir este principio, sin perjuicio de las medidas urgentes y 
reservadas. 


71.5 Todo abogado tiene derecho a requerir del funcionario encargado de cualquier 


lugar de detención, que le informe por escrito y de inmediato, si una persona está o no 
está detenida en ese establecimiento. 


El ejercicio de este derecho no condiciona en modo alguno el ejercicio de la acción 
de habeas corpus. 


Artículo 72. (Designación inicial y aceptación del cargo).- 
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72.1La designación de defensor se efectuará antes de cualquier diligencia 
indagatoria, salvo las de carácter urgente. Solo podrá ser defensor quien esté 
habilitado para ejercer la abogacía en el territorio nacional. 


72.2 Si requerido el imputado no realizara la elección, o el elegido no aceptare de 
inmediato o no se le encontrare, actuará el defensor público que por turno 
corresponda. 


72.3 Para tener por designado a un defensor, se requiere que acepte el cargo y que 
constituya domicilio en legal forma. 


Artículo 73. (Defensa conjunta).- 


73.1 La defensa podrá ser ejercida hasta por dos abogados. En este caso deberán 
constituir sus respectivos domicilios procesales electrónicos y un único domicilio 
procesal físico en el radio correspondiente al tribunal en el que comparecen. En todo 
tiempo podrán actuar en el proceso conjunta o separadamente. 


73.2 Todo acto procesal realizado por un defensor será eficaz respecto del otro 
integrante de la defensa conjunta. 


Artículo 74. (Defensa común).- 


74.1 La defensa de varios imputados podrá ser asumida por un defensor común, a 
condición de que las diversas posiciones que cada uno de ellos sustente no fueren 
incompatibles entre sí. 


74.2 Si el tribunal advierte una situación de incompatibilidad, la hará presente a los 
imputados y les otorgará un plazo de hasta cinco días hábiles para que cada uno 
designe su defensor, bajo apercibimiento de asignarles defensores de oficio. 


74.3 Si vencido el plazo alguno de los imputados no ha designado a su defensor, el 
tribunal le asignará defensor público. 


74.4 Las resoluciones sobre este punto serán irrecurribles. 


Artículo 75. (Efectos de la ausencia del defensor).- La ausencia del defensor en 
cualquier actuación en que la ley exija expresamente su participación, acarreará su 
nulidad. 


Artículo 76. (Renuncia o abandono de la defensa).- 


76.1 La renuncia formal del defensor no suspenderá el proceso, ni lo liberará del 
deber de realizar todos los actos que sean necesarios para salvaguardar los derechos 
del imputado. 


76.2 El tribunal notificará al imputado y le intimará la designación de nuevo 
defensor, concediéndole para ello un plazo de hasta cinco días hábiles bajo 
apercibimiento de asignarle el defensor público que por turno corresponda 


Artículo 77. (Nombramiento ulterior).- El imputado puede designar posteriormente 


otro defensor en reemplazo del anterior, pero el subrogado no podrá abandonar la 
defensa hasta que el nuevo defensor acepte el cargo. 


Artículo 78. (Patrocinio propio).- 
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78.1 No se admitirá que el imputado se defienda a sí mismo, salvo que fuere 
abogado. 


78.2 El denunciante o la víctima que fueren abogados habilitados para el ejercicio 
de su profesión, podrán asistirse profesionalmente a sí mismos. 


CAPÍTULO IV 
LA VÍCTIMA 


Artículo 79. (La víctima).- 
79.1 Se considera víctima a la persona ofendida por el delito. 


79.2 Al momento de formular instancia o denunciar el hecho, la víctima o su 
representante podrá manifestar su intención de participar en el proceso penal, con los 
derechos y facultades que este Código le asigna. 


79.3 En la primera oportunidad procesal la víctima que haya hecho uso del derecho 
establecido en el numeral precedente, o su representante, deberá proporcionar sus 
datos identificatorios, constituir domicilio dentro del radio del juzgado, comunicando los 
cambios sucesivos y designar abogado patrocinante. 


794 A las víctimas carentes de recursos que así lo soliciten, se les proporcionará 
asistencia letrada mediante defensor público o a través de consultorios jurídicos de 
universidades públicas o privadas. 


El Poder Judicial podrá realizar convenios con las universidades públicas y privadas 
a tales efectos. 


Fuente: Ley N* 19.435, de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 2”. 


. (Representantes de la víctima y legitimados para el ejercicio de sus 
derechos).- 


80.1 En la indagatoria y juzgamiento de delitos en los que haya ocurrido la muerte 
de la víctima, o en los casos en que esta, siendo legalmente capaz, no pueda ejercer 
por sí los derechos que este Código le otorga, podrán comparecer las siguientes 
personas, quienes ejercerán como suyos el derecho e interés que hubieran 
correspondido a la víctima fallecida o, en su caso, actuarán en su representación: 


a) a los padres, conjunta o separadamente por sus hijos sometidos a patria 
potestad, o solteros o divorciados o viudos, no unidos en concubinato, que no 
tuvieren, a su vez, hijos mayores de edad; 


b) el cónyuge, si no estaba separado voluntariamente de la victima al momento 
del delito; el concubino; los hijos mayores de edad; 


c) los hermanos; 


d) el tutor, curador o guardador; 
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e) los abuelos; 


f) los allegados que cohabitaban con la víctima o mantenían con ella una forma 
de vida en común. 


Los menores y los incapaces comparecerán por intermedio de sus representantes 
legales. 


No podrán actuar en representación de las víctimas ni ejercer los derechos que a 
estas correspondan, quienes fueran indagados por su presunta responsabilidad en el 
delito. 


80.2 A efectos de su intervención en el procedimiento, la enunciación precedente 
constituye un orden de prelación, de manera que la actuación de una o más personas 
pertenecientes a determinada categoría, excluye a las comprendidas en las siguientes. 


80.3 Las cuestiones que se susciten por la aplicación de las disposiciones 
precedentes se tramitarán por la vía incidental y no suspenderán el curso del proceso 
principal. Contra las providencias que se dicten en el curso del incidente y aun contra 
la sentencia que le ponga fin, no cabrá otro recurso que el de reposición. 


Artículo 81. (Derechos y facultades de la víctima).- 


81.1 La víctima del delito tendrá los derechos que le reconoce este Código, sin 
perjuicio de los deberes que, para la defensa del interés de aquella, se imponen al 
fiscal 


81.2 La víctima del delito podrá intervenir en el procedimiento penal conforme a lo 
establecido en este Código y tendrá, entre otros, los siguientes derechos: 


a) a tomar conocimiento de la totalidad de las actuaciones cumplidas desde el 
inicio de la indagatoria preliminar, sin perjuicio de la facultad del fiscal de 
disponer que las mismas se mantengan en reserva cuando ello sea necesario 
para asegurar la eficacia de la investigación (artículo 259.3 de este Código); 


D 


o 


a intervenir en el proceso y ser oída en los términos previstos en este Código; 


c 


= 


a proponer prueba durante la indagatoria preliminar, así como en la audiencia 
preliminar y en la segunda instancia, si la hubiere, coadyuvando con la actividad 
indagatoria y probatoria del fiscal. En el diligenciamiento y producción de la 
prueba que haya sido propuesta por la víctima, esta tendrá los mismo derechos 
que las partes; 


d 


e 


a solicitar medidas de protección frente a probables hostigamientos, amenazas 
o agresiones contra ella, sus familiares o sus allegados; 


o 


a solicitar medidas asegurativas sobre los bienes del encausado o relacionados 
con el delito; 


f) a oponerse, ante el tribunal, a la decisión del fiscal de no iniciar o dar por 
concluida la indagatoria preliminar, o no ejercer la acción penal: 
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g) a ser oída por el tribunal antes que dicte resolución sobre el pedido de 
sobreseimiento u otra determinación que ponga fin al proceso, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 129 de este Código. 


TÍTULO MM 
DE LA ACCIÓN PENAL 


CAPÍTULO 1 
PRESUPUESTOS PARA EL EJERCICIO 
DE LA ACCIÓN PENAL 


SECCIÓN | 
De las cuestiones previas 


Artículo 82.- La acción penal es pública. Su ejercicio corresponde al Ministerio 
Público y es necesario, salvo las excepciones establecidas por la ley. 


Artículo 83. (Cuestiones previas).- Si el ejercicio de la acción penal estuviere 
condicionado por la Constitución de la República o la ley a la previa realización de 
cierta actividad o la resolución judicial o administrativa de una cuestión determinada, 
no se efectuarán actuaciones judiciales con respecto a la persona a que refiere la 
condición mientras subsista el impedimento, sin perjuicio de la práctica de las medidas 
indispensables para la conservación de la prueba practicada en la forma y con las 
garantías previstas en este Código. 


SECCIÓN II 
De la instancia 


Artículo 84. (Concepto).- 


84.1 La instancia es la manifestación inequívoca de voluntad del ofendido por un 
delito, en el sentido de movilizar el proceso penal para la condena de los 
responsables. 


84.2 No constituye instancia la mera noticia de la ocurrencia del hecho. 


Artículo 85. (Extensión).- La instancia dirigida contra uno de los coparticipes del 
delito se extiende a los demás. 


Artículo 86. (Legitimados para instar).- Cuando el ofendido no pudiere actuar por 
sí, estarán legitimadas para instar al Ministerio Público al ejercicio de la acción penal 
las personas indicadas en el artículo 80 de este Código. 


Artículo 87. (Contenido de la instancia).- En la instancia deberá constar el lugar y 
fecha de presentación, el nombre, edad, estado civil, profesión u ocupación y domicilio 
de quien insta y el hecho al que alude. 


Si se conocen los presuntos autores, cómplices o encubridores del hecho punible, 
se mencionarán, indicándose en lo posible su paradero, sus relaciones de familia, su 
profesión u oficio y sus rasgos fisonómicos, expresándose también quiénes fueron los 
testigos presenciales del hecho. 
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Artículo 88. (Método para instar).- La instancia se formulará ante el Ministerio 
Público verbalmente o por escrito, dejándose en todos los casos constancia en acta. 
También podrá deducirse, necesariamente por escrito, ante las autoridades con 
funciones de policía. 


Artículo 89. (Firma de la instancia).- La instancia que se formule por escrito será 
firmada por su autor, en presencia de la autoridad respectiva. Si no sabe o no puede 
firmar, el escrito se refrendará con la impresión dígito pulgar derecha del interesado o, 
en su defecto, la dígito pulgar izquierda. A continuación se dejará constancia de que la 
persona conoce el texto del escrito y que ha estampado la impresión digital en su 
presencia y de conformidad. 


Artículo 90. (Confirmación de la voluntad de instar).- Al inicio de las actuaciones 
judiciales, el Ministerio Público explicará a quién formuló la instancia el alcance de la 
misma. Si el declarante confirma su voluntad de instar, se la tendrá por bien formulada 
dejándose constancia en el acta respectiva. Si el que insta desiste, se le tendrá por 
renunciado a su derecho a instar y no podrá volver a hacerlo por los mismos hechos. 


Artículo 91. (Caducidad del derecho a instar).- El derecho a instar caduca a los 
seis meses contados desde la comisión del hecho presuntamente delictivo, o desde 
que el ofendido o la persona legitimada para instar pudo hacerlo. 


Artículo 92. (Desistimiento).- 


92.1 Podrá desistirse de la instancia antes de que el Ministerio Público formalice la 
acusación, sin perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales. 


92.2 Cuando la instancia haya sido formulada por uno de los padres, solamente el 
que instó tiene facultades para desistir. 


, (Aceptación del desistimiento).- Para ser eficaz, el desistimiento 
deberá ser aceptado por el imputado. Se entenderá que lo acepta si no manifiesta su 
oposición dentro de los tres días siguientes al de la notificación. 


Artículo 94. (Efectos del desistimiento).- El desistimiento aceptado dará por 
concluido el proceso, el cual no podrá volver a iniciarse por los mismos hechos 


Artículo 95. (Efecto extensivo).- En casos de desistimiento de la instancia, sus 
efectos se extenderán a todos los coparticipes del delito. 


Artículo 96. (Delitos perseguibles a instancia del ofendido).- Son perseguibles a 
instancia del ofendido los siguientes delitos: rapto, violación, atentado violento al 
pudor, corrupción, estupro, traumatismo, lesiones ordinarias, lesiones culposas graves, 
difamación e injurias, apropiación de cosas perdidas, de tesoro o de cosas habidas por 
error, daño sin agravantes específicas, violación de propiedad artística o literaria, 
violación de marcas de fábrica, violación de privilegios industriales y patentes de 
invención, delito de insolvencia fraudulenta, delitos de sustracción o retención de 
persona menor de edad con atenuantes especiales, amenazas, penetración ¡legítima 
en fundo ajeno, caza abusiva e infracciones a las leyes de prenda sin desplazamiento. 
También se requerirá la instancia del ofendido en aquellos tipos penales que 
establezcan la exigencia de este requisito formal. 


Artículo 97. (Procedimiento de oficio).- En los delitos de violación, atentado violento 
al pudor, corrupción, estupro, rapto, traumatismo y lesiones ordinarias intencionales, 
se procederá de oficio en los siguientes casos cuando: 
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a) el hecho haya sido acompañado por otro delito en que deba procederse de 
oficio; 


b) la persona agraviada careciere de capacidad para actuar por sí en juicio y no 
hubiere persona legitimada para instar; 


c) el delito fuere cometido por los padres, tutores, curadores, guardadores o 
tenedores de hecho o de derecho o con abuso de las relaciones domésticas o 
de la cohabitación; 


d) la persona agraviada fuere menor de dieciocho años y estuviere internada en 
un establecimiento público; 


e) el delito fuere cometido por quien tuviere respecto de la persona agraviada 
responsabilidad en la atención de su salud o educación; 


f) la persona agraviada estuviere respecto de quien cometió el delito en una 
relación de dependencia laboral. 


CAPÍTULO Il 
EXCEPCIONES AL PRINCIPIO DE OBLIGATORIEDAD 


Artículo 98. (Facultades de no iniciar y de dar por terminada la investigación).- 


98.1 El fiscal podrá abstenerse de toda investigación, o dar por terminada una 
investigación ya iniciada, si los hechos relatados en la denuncia no constituyen delito, 
si los antecedentes y datos suministrados indican que se encuentra extinguida la 
responsabilidad penal del imputado, o si las actuaciones cumplidas no hubieren 
producido resultados que permitan la continuación útil de la indagatoria. La resolución 
de no investigar o de dar por terminada la investigación será siempre fundada, y se 
comunicará al denunciante y en su caso a la victima que hubiere comparecido o 
estuviere identificada. 


98.2 El denunciante o la víctima podrá solicitar al tribunal que ordene el reexamen 
del caso por el fiscal subrogante, dentro de los treinta días de haber sido notificado. 


98.3 Si oídos el peticionante y el fiscal actuante, el tribunal considerare que los 
hechos denunciados pudieran constituir delito, que la presunta responsabilidad penal 
del imputado pudiera no encontrarse extinguida o que es posible continuar útilmente la 
indagatoria, ordenará en la misma audiencia y sin más trámite el reexamen del caso 
por el fiscal subrogante, lo que notificará al jerarca del Ministerio Público para su 
conocimiento. La resolución no admitirá recursos. El fiscal actuante hasta ese 
momento quedará inhibido de seguir entendiendo en el asunto. 


98.4 Las actuaciones se remitirán al fiscal subrogante, quien dispondrá de un plazo 
de veinte días para expedirse ordenando el comienzo o la continuación de la 
indagatoria, o reiterando la negativa a hacerlo. La decisión del fiscal subrogante 
concluirá la cuestión y se comunicará al tribunal, al jerarca del Ministerio Público y al 
peticionante que solicitó el reexamen del caso. 


Artículo 99. (Nuevos hechos o medios de prueba).- Aunque hubiese resuelto no 
iniciar o dar por terminada la investigación de un caso de conformidad con las 
disposiciones de este Código, el fiscal podrá siempre iniciarla o continuarla, si se 
produjeren nuevos hechos o se aportaren nuevos medios de prueba que lo justifiquen. 
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Artículo 100. (Principio de oportunidad).- 


100.1 El Ministerio Público podrá no iniciar la persecución penal o abandonar la ya 
iniciada, en los siguientes casos: 


a) cuando se trate de delitos de escasa entidad que no comprometan gravemente el 
interés público, a menos que la pena minima supere los dos años de privación 
de libertad, o que hayan sido presumiblemente cometidos por funcionarios 
públicos en el ejercicio de sus funciones; 


b) si se trata de delito culposo que haya irrogado al imputado una grave aflicción, 
cuyos efectos puedan considerarse mayores a los que derivan de la aplicación 
de una pena; 


c) si hubieren transcurrido cuatro años de la comisión del hecho y se presuma 
que no haya de resultar pena de penitenciaria, no concurriendo alguna de las 
causas que suspenden o interrumpen la prescripción. 


100.2 La decisión del Ministerio Público de no iniciar la persecución penal o 
abandonar la ya iniciada se adoptará siempre por resolución fundada y se remitirá al 
tibunal competente, conjuntamente con sus antecedentes, para el control de su 
regularidad formal; también se comunicará al jerarca del servicio y, en su caso, al 
denunciante y a la víctima que hubiere comparecido. 


100.3 Si el tribunal entiende que la decisión del fiscal no se ajusta a derecho, así lo 
declarará, con noticia del jerarca del Ministerio Público. En tal caso el fiscal actuante 
quedará impedido de seguir conociendo en el asunto. Los autos se remitirán al fiscal 
subrogante, quien deberá expedirse en el plazo de veinte días reiterando o 
rectificando, definitivamente, la posición de la Fiscalia. 


TÍTULO IV 
DE LA ACCIÓN CIVIL 


Artículo 101. (Acción civil).- La acción civil no podrá ejercerse en sede penal, sin 
perjuicio de las medidas cautelares que se puedan dictar a petición de parte. 


Artículo 102. (Facultades de los sujetos de la acción civil).- La prohibición 
precedente no obsta al ejercicio de las facultades procesales que este Código 
reconoce a la víctima y al tercero civilmente responsable. 


Artículo 103. (Ejercicio separado de las acciones civil y penal).- La acción civil y la 
acción penal que se funden en el mismo hecho ilícito, deberán ejercitarse separada e 
independientemente en las sedes respectivas. 


Artículo 104. (Relación entre los procesos civil y penal).- La independencia 
señalada en el artículo anterior comprenderá la totalidad de los procesos civil y penal, 
incluyendo los correspondientes fallos y sin perjuicio de lo que se establece en el 
artículo siguiente. 


Artículo 105. (Prueba trasladada, recurso de revisión).- Las pruebas practicadas 
válidamente en un proceso podrán trasladarse al otro y tendrán eficacia similar a la 
que tendrían de haber sido diligenciadas en este último proceso, siempre que en el 
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primitivo se hubieran practicado a petición de la parte contra quien se aducen o con 
audiencia de ella. Podrá interponerse igualmente en uno de ellos y en mérito a las 
resultancias del otro, el recurso de revisión civil o penal, que pudiere corresponder 


según el caso. 
TÍTULO V 
DE LA ACTIVIDAD PROCESAL 
CAPÍTULO 1 
REQUISITOS DE LOS ACTOS PROCESALES 

Artículo 106. (Remisión).- Se aplicarán al proceso penal las disposiciones del Libro 
1, Título Vi, Capítulo 1, Secciones 1, Il, 1Il y VI del Código General del Proceso, en lo 
pertinente, con las exclusiones y modificaciones que se expresan en los articulos 
siguientes. 


Artículo 107. (Exclusiones)- No se aplican al proceso penal las disposiciones de 
los artículos 71.3, 71.4, 78, 84, 87 y 89 del Código General del Proceso. 


Artículo 108. (Idioma).- 
108.1 Los actos procesales deberán cumplirse en idioma español. 


108.2 La declaración de personas que ignoren el idioma español, de sordomudos 
que no sepan darse a entender por escrito o lenguaje gestual y los documentos o 
grabaciones en lengua distinta, o en otra forma de transmisión del conocimiento, 
deberán ser traducidos o interpretados, según corresponda. 


Artículo 109. (Lugar).- 


109.1 El Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones y el propio tribunal, si 
correspondiere, podrán constituirse en cualquier lugar del territorio que abarque su 
competencia o si fuere necesario, en cualquier lugar del territorio nacional. 


109.2 Excepcionalmente, podrán efectuarse diligencias probatorias en el extranjero, 
con autorización del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación y de la 
Suprema Corte de Justicia respectivamente y con el consentimiento de las autoridades 
competentes del país requerido, conforme a la normativa aplicable. 


Artículo 110. (Tiempo del proceso).- Los tribunales podrán habilitar días y horas 
según los requerimientos del proceso. Salvo expresa disposición en contrario, se 
considera hábil todo el tiempo necesario para el diligenciamiento de la prueba. 


Artículo 111. (De los plazos procesales) - La iniciación, suspensión, interrupción, 
término y cómputo del tiempo en que puedan o deban producirse los actos del proceso 
penal, se regularán en lo pertinente por las normas del proceso civil con excepción de 
lo establecido en el artículo 92 del Código General del Proceso. 


Artículo 112. (Forma de actuación).- Las sentencias del tribunal y las peticiones y 
alegaciones de cualquiera de las partes y de la víctima, serán siempre fundadas. 
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CAPÍTULO Il 
NORMAS SOBRE INFORMACIÓN 


Artículo 113. (Derechos del imputado).- 


113.1 Toda persona a la que un medio masivo de comunicación haya atribuido la 
calidad de imputada en un proceso penal, tiene derecho a que se publique 
gratuitamente en nota de similares características información relativa a su 
sobreseimiento, absolución o clausura del proceso, cualquiera fuera la razón de la 
misma. 


113.2 Si el medio de información se negare a ello, el interesado podrá acudir al 
procedimiento establecido en la ley para el ejercicio del derecho de rectificación o de 


respuesta. 
CAPÍTULO Ill 
COMUNICACIONES 
SECCIÓN | 
Entre autoridades 
Artículo 114. (Comunicaciones nacionales e internacionales).- Cuando el tribunal 


deba dar conocimiento de sus resoluciones a otras autordades nacionales o 
internacionales, o formularles alguna petición para el cumplimiento de diligencias del 
proceso, podrá efectuar la comunicación por cualquier medio idóneo, dejando de ello 
constancia escrita y fehaciente 


Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales 
que obliguen a la República. 


SECCIÓN II 
A las partes y a terceros 


Artículo 115. (Actos que se notifican) - 


115.1 Toda actuación judicial salvo disposición expresa en contrario, debe ser 
inmediatamente notificada a las partes mediante el procedimiento establecido en el 
artículo siguiente. 


115.2 Las providencias judiciales que sean pronunciadas en audiencia, se tendrán 
por notificadas en ella. 


Artículo 116. (Forma de las notificaciones). - 


116.1 Las notificaciones de las providencias judiciales salvo las que sean dictadas 
en audiencia, serán realizadas en los domicilios constituidos por las partes o en su 
defecto, en sus respectivos domicilios reales, cuando la ley no disponga 
especialmente otro modo de hacerlo, sin perjuicio de lo establecido sobre domicilio 
electrónico. 


116.2 A los efectos de esta disposición, los despachos de los fiscales y de los 
defensores públicos se tendrán como sus respectivos domicilios procesales. 
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116.3 La sentencia definitiva se notificará a las partes con copia íntegra, 
autenticada por el actuario. Será notificada además al imputado en el establecimiento 
de reclusión o en su caso, en el domicilio constituido, Si ello no fuera posible, la 
diligencia se realizará en el domicilio constituido en autos por el defensor. 


CAPÍTULO IV 
ACTOS DEL TRIBUNAL Y DE LAS PARTES 


SECCIÓN | 
De la clasificación de los actos del tribunal 


Artículo 117 (Clasificación).- 


117.1 Sentencia es la decisión del tribunal sobre la causa o punto que se 
controvierte ante él. 


117.2 Las sentencias son interlocutorias o definitivas. 


117.3 Sentencia interlocutoria es la que resuelve una cuestión sobre algún artículo 
o incidente, y definitiva es la que resuelve sobre lo principal. 


117.4 Las demás providencias que dicta el tribunal son decretos de mero trámite. 


Artículo 118. (Remisión).- Será de aplicación al proceso penal en lo pertinente, lo 
establecido en el Libro !, Título VI, Capítulo Y del Código General del Proceso. 


SECCIÓN II 
De la sentencia definitiva 


Artículo 119. (Forma y contenido de la sentencia definitiva).- 
119.1 La sentencia definitiva deberá consignar: 


a) la fecha en que se dicta, la identificación de los autos, el nombre del o de los 
acusados, la mención del representante del Ministerio Público y el defensor que 
actúan en el juicio y la mención del delito o delitos imputados; 


b) expresará a continuación por Resultandos, las actuaciones incorporadas al 
proceso relacionadas con las cuestiones a resolver, las pruebas que le 
sirvieron de fundamento, las conclusiones de la acusación y la defensa y 
finalmente, debidamente articulados, los hechos que se tienen por ciertos y los 
que han sido probados; 


c) determinará luego por Considerandos, el derecho a aplicar respecto de: la 
tipicidad de los hechos probados, la participación de los imputados, las 
circunstancias alteratorias de la pena y la modalidad concursal de los delitos. 


119.2 La sentencia definitiva puede ser de absolución o de condena. 
119.3 La sentencia de absolución examinará el mérito de la causa y destacará la 


falta de prueba o la existencia de causas de justificación, de inculpabilidad, de 
impunidad o de extinción del delito. 
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119.4 La sentencia de condena expresará los fundamentos de la individualización 
de la pena y condenaré a la que corresponda. También se pronunciará sobre la pena 
de confiscación y demás accesorias, así como respecto de la aplicación de medidas 
de seguridad, en su caso. 


119.5 La sentencia que imponga medidas de seguridad curativas fundamentará la 
declaración de inimputabilidad y precisará el régimen de las mismas. 


119.6 Dispondrá el destino de las cosas secuestradas y sujetas a confiscación. 


119.7 La sentencia absolutoria o la que dispone el sobreseimiento, ordenará que 
las cosas secuestradas sean devueltas a la persona de quien se obtuvieron. 


Artículo 120. (Principio de congruencia).- 


120.1 La sentencia no podrá imponer pena ni medida de seguridad sin previa 
petición fiscal, ni superar el límite de la pena o medida requerida por el Ministerio 
Público 


120.2 Si por error manifiesto la pena requerida es ilegal, el juez procederá 
igualmente al dictado de sentencia y si resultare de condena, impondrá la pena dentro 
de los márgenes legales, poniendo en conocimiento del hecho al jerarca del Ministerio 
Público. 


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, los errores del fiscal serán juzgados 
en vía administrativa. 


Artículo 121. (Principio de no reforma en perjuicio).- En segunda instancia y en 
casación, si solo recurrió la parte del imputado no se podrá modificar la sentencia en 
perjuicio de este. 


Artículo 122. (Efecto extensivo).- La sentencia de segunda instancia o de casación 
en el fondo, o de revisión que absuelva a uno de los coparticipes de un delito o 
establezca una calificación delictual o atenuantes que lo beneficien, debe extender sus 
efectos a los demás, aun cuando hubiere recaído sentencia ejecutoriada, salvo que se 
trate de circunstancias referidas solo al primero. 


En la misma sentencia, el tribunal modificará el fallo referido, en cuanto 
corresponda. 


Artículo 123. (Confiscación o destrucción de instrumentos o efectos destinados a 
actividades ¡lícitas).- Al concluir el proceso penal, aun cuando no recayere sentencia 
de condena, el tribunal resolverá la confiscación o destrucción de los efectos 
materiales del delito y de los instrumentos con que fue ejecutado que pudieren ser 
destinados a actividades ilícitas, sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa legal 
aplicable. 


Artículo 124. (Efectos de la absolución).- 


124.1La sentencia absolutoria ejecutoriada cierra el proceso definitiva e 
irrevocablemente en relación al imputado en cuyo favor se dicta. 


124.2 La sentencia absolutoria ordenará cuando sea del caso, la libertad del 
imputado o la cesación de las medidas de coerción que se le hubieren aplicado. 
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124.3 Aunque la sentencia sea recurrida por el Ministerio Público, la libertad o cese 
de las medidas limitativas de la libertad del imputado serán cumplidas con carácter 
provisional, 


Artículo 125. (Eficacia de la sentencia).- Las sentencias ejecutoriadas producirán 
todos sus efectos sin perjuicio de la unificación de penas, cuando corresponda. 


Artículo 126. (Unificación de penas).- La unificación de penas será tramitada en vía 


incidental, en la causa más antigua, y la sentencia que recaiga será considerada 
definitiva a todos sus efectos. 


SECCIÓN 11 
De la acusación y la defensa 


Artículo 127. (De la acusación).- La acusación se ajustará formalmente a las reglas 
prescriptas para la sentencia, en lo pertinente. 


Deberá contener: 

a) los hechos que el fiscal considere probados y su calificación legal; 

b) la panicipación que en ellos hubiere tenido el imputado; 

c) las circunstancias alteratorias concurrentes; 

d) la petición de la pena o de la medida de seguridad, según corresponda 


Artículo 128. (De la defensa).- La defensa deberá ajustarse formalmente y en lo 
pertinente a las mismas reglas que rigen la acusación. 


SECCIÓN IV 
De los modos extraordinarios de conclusión del proceso 


Artículo 129. (Pedido de sobreseimiento).- 


129.1 El Ministerio Público, en cualquier astado del proceso anterior a la sentencia 
ejecutoriada, podrá desistir del ejercicio de la acción penal solicitando el 
sobreseimiento por alguno de los fundamentos previstos en el artículo siguiente. 


129.2 Previo a resolver, el tribunal oirá a la víctima en los términos que a 
continuación se establecen: 


a) si el pedido es formulado fuera de audiencia y la víctima hubiera comparecido 
durante el proceso, se le dará traslado personal por seis días; 


b) si el pedido es formulado en audiencia y la víctima estuviera participando, previo 
traslado, lo evacuará en el momento. Si no estuviere presente en la audiencia, 
aunque hubiera participado con anterioridad, no se le conferirá traslado. 


129.3 Si la víctima no se opone, el tribunal deberá decretar el sobreseimiento sin 
más trámite, mediante auto fundado exclusivamente en la solicitud del fiscal y en la no 
oposición de la víctima. Si existe oposición, el juez podrá: 


a) desestimarla, decretando el sobreseimiento pedido por el Ministerio Público; 
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b) acogerla, disponiendo en ese caso el reexamen del caso por el fiscal 
subrogante. 


129.4 El fiscal subrogante dispondrá de un plazo de veinte dias para expedirse, 
reiterando el pedido de sobreseimiento o continuando con el proceso según su estado. 


129.5 Si el fiscal subrogante reitera el pedido de sobreseimiento, el juez lo 
decretará sin más trámite. La sentencia se notificará a las partes, a la víctima y al 
jerarca del Ministerio Público. 


Artículo 130. (Procedencia del sobreseimiento).- El Ministerio Público deberá 
fundar el pedido de sobreseimiento en alguna de las siguientes causales: 


a) cuando agotadas todas las posibilidades probatorias, no exista plena prueba de 
que el hecho imputado se haya cometido o que el imputado haya participado 
en su comisión; 


b) cuando el hecho no constituya delito; 


c) cuando resulte de modo indudable que medió una causa de justificación, de 
inculpabilidad, de impunidad u otra extintiva del delito o de la pretensión penal. 


Artículo 131. (Sobreseimiento a pedido de la defensa).- 


131.1 Antes de la acusación fiscal, la defensa podrá pedir al tribunal el 
sobreseimiento del imputado por cualquiera de las causas previstas en el artículo 
anterior. 


131.2 El incidente se sustanciará con la víctima que hubiere comparecido a la 
audiencia preliminar y luego con el fiscal. 
131.3 Si el fiscal no se opone al sobreseimiento, el juez deberá decretarlo. 


131.4 Si el pedido de sobreseimiento formulado por la defensa fuera denegado, 
esta no podrá volver a plantearlo, salvo que alegare hechos no conocidos al tiempo de 
formular la primera solicitud u ofreciere nuevos medios de prueba. 


Artículo 132. (Efectos).- El sobreseimiento tiene los mismos efectos que la 
sentencia absolutoria. 


Artículo 133. (Clausura definitiva).- Se clausurará definitivamente el proceso 
cuando concurra alguna de las siguientes causales: 


e 


muerte del imputado; 


b 


.—. 


amnistía; 
c) gracia; 


d 


e 


indulto; 


e. 


la existencia de sentencia ejecutoriada recalda sobre los mismos hechos (bis im 
idem); 
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f) prescripción. 


Dichas causales podrán ser declaradas en cualquier estado del juicio, de oficio o a 
petición de parte. En el primer caso, se notificará personalmente a las partes quienes 
tendrán el plazo perentorio de diez días para impugnar mediante recurso de apelación. 
En el segundo caso, la petición se tramitará por vía incidental. 


SECCIÓN V 
De las audiencias 


Artículo 134. (Presidencia y asistencia).- 
134.1 Las audiencias serán presididas por el tribunal. 


134.2 Las audiencias se celebrarán con la presencia del juez, del Ministerio Público, 
del defensor y del imputado. La ausencia de cualquiera de estos sujetos procesales 
aparejará la nulidad de la audiencia, la cual viciará a los ulteriores actos del proceso y 
será causa de responsabilidad funcional de los dos primeros y del defensor, según 
corresponda. 


134.3 La víctima podrá asistir y su participación será facultativa, con el alcance, los 
derechos y de la forma que se establece en este Código. 


Artículo 135. (Publicidad).- Las audiencias que se celebren una vez concluida la 
investigación preliminar serán públicas, salvo que el tribunal decida lo contrario por 
alguno de los siguientes motivos: 


a) por consideraciones de orden moral, de orden público o de seguridad; 


b) cuando medien razones especiales para preservar la privacidad y/o dignidad de 
las personas intervinientes en el proceso; 


c) cuando por las circunstancias especiales del caso, la publicidad de la audiencia 
pudiere perjudicar a los intereses de la justicia o comprometer un secreto 
protegido por la ley. 


Contra la decisión del tribunal solo cabrá el recurso de reposición. 


Artículo 136. (Continuidad).- 


136.1 Toda vez que proceda la suspensión de una audiencia, se fijará en el acto la 
fecha de su reanudación, salvo razones fundadas. 


136.2 De no establecerse plazo específico de prórroga, la audiencia deberá fijarse 
para la fecha más cercana posible, a los efectos de procurar la continuidad del 
proceso. 


135.3 La no realización de cualquiera de las audiencias dentro de los plazos 
previstos en este Código por causas no imputables a las partes, generará 
responsabilidad administrativa del juez interviniente. 


Artículo 137. (Dirección).- Las audiencias serán dirigidas por el tribunal. Este 
ordenará las lecturas pertinentes, hará las advertencias que correspondan y moderará 
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la discusión, impidiendo derivaciones inadmisibles, impertinentes o inconducentes, sin 
coartar por ello el libre ejercicio de la acción penal y el derecho de defensa. 


Artículo 138. (Disciplina y control).- El tribunal deberá adoptar a petición de parte o 
de oficio, todas las medidas necesarias para asegurar el normal y continuo desarrollo 
de las audiencias, así como la preservación de su decoro y eficacia, estando facultado 
especialmente para: 


a) ordenar que se retire de sala quien perturbe el desarrollo de la audiencia; 


b) prohibir al público y a la prensa el empleo de medios técnicos de reproducción 
y filmación, cuando ello perturbe la regularidad del acto. 


Artículo 139. (Documentación).- 


139.1 Lo actuado en audiencia se documentará en acta que se labrará durante su 
transcurso. Además, el tribunal dispondrá el registro de lo actuado mediante la 
utilización de medios técnicos apropiados. 


139.2 Las partes y la victima podrán solicitar lo que entiendan pertinente para 
asegurar su fidelidad, estándose en este caso a lo que el tribunal resuelva en el acto. 
Esta decisión solo será susceptible del recurso de reposición. 


139.3 Mediando acuerdo de partes el tribunal podrá disponer que la copia del 
registro que hubiera autorizado realizar a las partes o a la victima se incorpore al acta 
de la audiencia como registro oficial. 


TÍTULO VI 
DE LA PRUEBA 
CAPÍTULO | 
REGLAS GENERALES 
Artículo 140. (Actividad probatoria).- 


140.1 La actividad probatoria en los procesos penales está regulada por la 
Constitución de la República, los Tratados aprobados y ratificados por nuestro país, 
por este Código y por leyes especiales. 

140.2 Las pruebas se admiten a solicitud del Ministerio Público, la defensa y la 
víctima. El tribunal decidirá su admisión y podrá rechazar los medios probatorios 
innecesarios, inadmisibles o inconducentes. 


140.3 Las resoluciones dictadas por el tribunal sobre producción, denegación y 
diligenciamiento de la prueba, serán apelables con efecto diferido. 


Artículo 141. (Objeto de la prueba).- El objeto de la prueba en materia penal es: 


a) la comprobación de los supuestos fácticos descritos en la ley como 
configurativos del delito imputado; 


b) la averiguación de la participación que haya tenido el imputado en los hechos 
investigados; 


c) la concurrencia de causas de justificación; 
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d) la existencia de circunstancias agravantes o atenuantes; 


e) los elementos que permitan el mejor conocimiento de la personalidad del 
imputado y puedan incidir en la individualización de la pena. 


Artículo 142. (Certeza procesal).- 


142.1 No se podrá dictar sentencia condenatoria, sin que obre en el proceso plena 
prueba de la que resulte racionalmente la certeza del delito y la responsabilidad del 
imputado. 


142.2 En caso de duda, deberá absolverse al imputado. 


Artículo 143. (Valoración de la prueba).- Las pruebas serán valoradas por 
separado y en conjunto de acuerdo con las reglas de la sana crítica, salvo texto legal 
que expresamente disponga una regla de apreciación diversa. 


El tribunal indicará concretamente el o los medios de prueba que constituyan el 
fundamento principal de su decisión. 


Artículo 144. (Medios de prueba).- Son medios de prueba los previstos 
expresamente en este Código y cualquier otro medio no prohibido por la Constitución 
de la República o la ley, que pueda utilizarse aplicando analógicamente las reglas que 
disciplinan a los expresamente previstos. 


Artículo 145 (Prueba trasladada) - Las pruebas producidas en otro proceso, sea 
nacional o extranjero, aun cuando no hubiere mediado contralor de las partes, serán 
apreciadas por el tribunal de acuerdo a su naturaleza y circunstancias. Las partes 
podrán solicitar las medidas complementarias o ampliatorias que estimen del caso. 


CAPÍTULO Il 
MEDIOS DE PRUEBA 


SECCIÓN | 
De la confesión 


Artículo 146. (Confesión).- 


146.1 La confesión consiste en la admisión por el imputado de los hechos 
contrarios a su interés. 


146.2 Para que la confesión tenga valor probatorio es preciso que el imputado, 
asistido por su defensor, la haya prestado libremente ante el tribunal, y que además 
otro u otros elementos de convicción la corroboren. 


SECCIÓN II 
De la prueba testimonial 


Artículo 147, (Deber de testimoniar).- Podrá disponerse el interrogatorio de toda 
persona cuya declaración se considere útil para el descubrimiento de la verdad sobre 
los hechos investigados. 
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Nadie puede negarse a declarar como testigo, salvo las excepciones establecidas 
expresamente por la ley. 


Artículo 148. (Derechos del testigo).- Desde el inicio del proceso penal y hasta su 
finalización, se garantizará la plena vigencia de los siguientes derechos a los testigos 
convocados: 


a) arecibir un trato digno y respetuoso por parte de las autoridades competentes; 
b) a ser informado sobre el motivo de su citación; 


c) a pedir protección para él y su familia, en sus personas y sus bienes, si lo 
estimare necesario. 


Artículo 149. (Capacidad).- Toda persona puede atestiguar, sin perjuicio de la 
facultad del tribuna! de apreciar el valor de su testimonio. 


Artículo 150. (Exenciones al deber de testimoniar) - 


150.1 Podrán abstenerse de testificar en contra del imputado, siempre que no sean 
denunciantes o damnificados, el cónyuge, aun cuando estuviere separado, los 
parientes consanguíneos hasta el segundo grado, los afines en primer grado, los 
concubinos more uxorio, los padres e hijos adoptivos, los tutores y curadores y los 
pupilos. 


150.2 Antes de iniciarse la declaración y bajo sanción de nulidad, las personas 
mencionadas serán informadas de su facultad de abstenerse. Ellas podrán ejercer 
dicha facultad aun durante su declaración, incluso en el momento de responder 
determinadas preguntas. 


. (Abstención de rendir testimonio).- Deberán abstenerse de declarar 
quienes deban guardar secreto profesional o mantener información reservada o 
confidencial. 


151.1 Los vinculados por el secreto profesional no podrán ser obligados a declarar 
sobre lo conocido por razón del ejercicio de su profesión, salvo los casos en que la ley 
disponga lo contrario. Sin embargo, estas personas no podrán negarse a testificar 
cuando sean liberadas del deber de guardar secreto por quien se los haya confiado. 


151.2 Los funcionarios públicos si conocen de una información clasificada como 
reservada o confidencial no estarán obligados a declarar, salvo que el juez a solicitud 
de parte considere imprescindible la información. En este caso, el tribunal requerirá la 
información por escrito e inclusive podrá citar a declarar a los funcionarios públicos 
que corresponda. 


Artículo 152. (Citación). 


152.1 Para el examen de testigos, se librará citación en la que se señalará el deber 
de comparecer y la sanción en que se incurrirá en caso de incumplimiento 


152.2 En casos de urgencia, podrán ser citados por cualquier medio, inclusive 
verbal, dejándose constancia. 


152.3 El testigo podrá también presentarse espontáneamente, lo que se hará 
constar. 
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152.4 No se descontará del salario del testigo compareciente el tiempo que estuvo 
a disposición del tribunal. A su solicitud, se expedirá constancia de su comparecencia. 


Artículo 153. (Testigos residentes fuera del lugar o en el extranjero).- 


153.1 Si el testigo no reside en el lugar o cerca de donde debe prestar su 
testimonio, se podrá comisionar la recepción de su declaración por exhorto u oficio al 
órgano competente de su residencia, siempre que sea difícil o gravosa su 
concurrencia. Á tales efectos, podrá utilizarse el medio técnico más apropiado. 


153.2 Sin embargo, si la gravedad del hecho investigado y la importancia del 
testimonio lo requirieran, el testigo deberá comparecer a la audiencia que se señale. 


153.3 Si el testigo se hallare en el extranjero, se procederá conforme a lo dispuesto 
en las normas sobre cooperación judicial internacional. 


Artículo 154. (Compulsión y arresto) - 


154.1 Si el testigo no compareciere sin mediar causa justificada, será conducido por 
la fuerza pública. 


154.2 Si después de comparecer el testigo se negare a declarar, será puesto a 
disposición del tribunal competente por la responsabilidad penal que le pudiere 
corresponder. 


154.3 Cuando el testigo carezca de domicilio o cuando exista temor fundado de que 
se oculte, fugue o ausente, el tribunal podrá disponer de oficio o a petición de parte su 
arresto, a los solos efectos de asegurar su declaración. La duración de la medida no 
podrá exceder las doce horas. 


Artículo 155. (Testimonio de altas autoridades y miembros del cuerpo 
diplomático).- 


155.1 No tienen la obligación de comparecer el Presidente de la República, el 
Vicepresidente, los Ministros y Subsecretarios del Poder Ejecutivo, los Senadores y 
Representantes Nacionales, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, de la Corte Electoral y del Tribunal de 
Cuentas, los Intendentes Departamentales, los Oficiales Generales de las Fuerzas 
Armadas en actividad, el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, el 
Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo, los Ministros de los 
Tribunales de Apelaciones, los Jueces y los Fiscales Letrados. Estas personas 
rendirán su declaración a su elección, en su domicilio o en su despacho. El acto de la 
audiencia no será público. 


155.2 Tampoco tienen obligación de comparecer los miembros del cuerpo 
diplomático o consular acreditados en el Uruguay. Estas personas rendirán su 
testimonio conforme a las normas del Derecho Internacional. 


Artículo 156. (Testigo imposibilitado).- La persona que no pueda concurrir al 
tribunal por estar fisicamente impedida, será examinada en su domicilio o en el lugar 
donde se encuentre. En este caso, así como en el artículo anterior, las partes deberán 
comparecer al acto y formular las preguntas que estimen pertinentes, bajo contralor 
del juez. 
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Artículo 157. (Incomunicación).- Antes de declarar, los testigos no podrán 
comunicarse entre sí ni con otras personas, ni ver, oír o ser informados de lo que 
ocurre en la sala de audiencias. El tribunal resolverá si deberán permanecer 
incomunicados en la antesala después de declarar. 


Artículo 158. (Reglas para el examen de los testigos).- 


158.1 Antes de comenzar la declaración, el juez adventirá al testigo de su deber de 
decir la verdad y lo instruirá acerca de las penas con que el Código Penal castiga el 
falso testimonio. 


158.2 Se procederá a interrogar a cada testigo sobre lo siguiente: 


a) su nombre, apellido, edad, estado civil, profesión u oficio y domicilio y si es 
extranjero, además los años de residencia en el país; 


b) si conoce al imputado y a los demás interesados en el resultado del proceso, si 
tiene con alguno de ellos parentesco, amistad, enemistad o relaciones de 
cualquier clase y si tiene interés de cualquier orden en la causa; 


c) sobre todos los demás hechos y circunstancias que sean conducentes a la 
averiguación de la verdad con respecto a los hechos que son objeto del 
proceso; 


d) acerca de todas las circunstancias que sirvan para apreciar su credibilidad y 
especialmente sobre la razón de sus dichos. 


158.3 La declaración de los testigos se sujetará a los interrogatorios que efectúen 
las partes. Estos serán realizados en primer lugar por la parte que hubiere ofrecido la 
respectiva prueba y luego por la contraparte. Finalmente, el tribunal podrá formular 
preguntas aclaratorias o ampliatorias a los testigos. A solicitud de cualquiera de las 
partes el tribunal podrá autorizar nuevo interrogatorio de los testigos que ya hubieren 
declarado en la audiencia. 


158.4 El juez podrá rechazar cualquier pregunta que juzgue inconducente, 
innecesaria, dilatoria, sugestiva, perjudicial o agraviante para el testigo, así como dar 
por terminado al interrogatorio cuando lo considere del caso. 


El testigo no podrá leer notas o apuntes a menos que el tribunal lo autorice. 


Artículo 159. (Testigo sospechoso de delito).- 


159.1 Si de la declaración de una persona citada como testigo surgieren indicios 
que la hicieren sospechosa de delito, se suspenderá la diligencia y en adelante se le 
aplicará el estatuto del imputado. 


159.2 La declaración como testigo de una persona que luego pasa a ser 
considerada como imputada, no podrá utilizarse en su perjuicio. 


Artículo 160. (Testigos menores de dieciocho años de edad).- 
160.1 El interrogatorio de los testigos menores de dieciocho años, será conducido 


por el tribunal sobre la base de las preguntas presentadas por el fiscal y la defensa. 
Podrá recurrirse al asesoramiento de un psicólogo forense u otro profesional 
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especializado. Por regla general no podrán ser interrogados directamente por las 
partes. 


160.2 A los efectos de contemplar sus derechos y brindar su testimonio en el 
proceso, deberán adoptarse una o más de las siguientes medidas: 


a) pantallas de cristal para ocultar al testigo del imputado u otros elementos que 
constituyan barrera física con el mismo efecto; 


b) prestar testimonio desde una sala adyacente al tribunal a través de un circuito 
cerrado de televisión u otra tecnología con similar efecto; 


c) recepción en privado, excluyéndose al público y a los medios de prensa de la 
sala del tribunal; 


d) examen del testigo a través de un intermediario designado por el tribunal, con 
la función de ayudarlo a comprender el interrogatorio. Esta medida será tenida 
especialmente en cuenta tratándose de menores de doce años de edad; 


e) presencia de un acompañante como apoyo emocional, mientras el testigo 
presta testimonio. Este puede ser cualquier adulto en quien él confíe, siempre 
que no sea parte, testigo u otro sujeto del proceso. 


Fuente: Ley N* 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 2”. 


Artículo 161. (Testigo que no conozca el idioma).- Si el testigo no sabe darse a 
entender por desconocer el idioma español, se utilizarán los servicios de un intérprete. 


Artículo 162. (Testigos discapacitados).- 


a) Tratándose de testigos con discapacidad intelectual o mental se aplicarán las 
reglas previstas en los artículos precedentes. 


b) Al testigo con dificultades de audición y comunicación se le proveerá de un 
intérprete. 


c) Altestigo que no se comunica mediante el habla, se le proveerá de sistemas de 
comunicación alternativos. 


d) Al testigo no vidente que deba suscribir el acta, le será leida por el actuario o 
secretario del tribunal. 


Artículo 163. (Testigos intimidados).- 


163.1 Cuando exista peligro grave para la persona, la libertad o los bienes del 
testigo o sus familiares, el tribunal podrá disponer una o más de las medidas previstas 
en el artículo 160 de este Código. 


163.2 Asimismo, se podrá disponer la reserva de su identidad, de los demás datos 
personales y de cualquier otro elemento que pueda servir para su identificación, 
pudiéndose utilizar para esta un número o cualquier otra clave. Sus datos filiatorios y 
toda otra circunstancia que permita identificarlo, quedarán depositados en dos sobres 
cerrados y lacrados, en cuyo reverso solamente se dejará constancia de la causa y del 
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títular del Ministerio Público interviniente. Uno de los sobres quedará en poder de este 
y el otro en poder del tribunal. Cuando se establezca esta medida, se dispondrá 
además la prohibición de divulgar de cualquier forma su identidad o de cualquier otro 
dato conducente a ella. 


163.3 La declaración de los testigos en las condiciones previstas en el numeral 
anterior, será valorada por el juez con criterio especialmente riguroso, considerando 
para su credibilidad el resto de los elementos probatorios y las circunstancias que 
determinaron su protección 


Artículo 164. (Declaración de la víctima).- 


164.1 Para la declaración de la víctima rigen las mismas reglas prescritas para la 
declaración de los testigos. 


164.2 Tratándose de víctimas de delitos sexuales menores de dieciocho años, 
personas con discapacidad física, mental o sensorial, la filmación de la entrevista 
pericial efectuada a la víctima en la etapa de la investigación, podrá incorporarse como 
prueba testimonial, en cuanto se hayan cumplido las garantías procesales reguladas 
en este Código, sin perjuicio del derecho de las partes a que se efectúen los 
correspondientes interrogatorios complementarios o ampliatorios. 


Artículo 165. (Testimonio filmado).- 


165.1 En los casos en que se considere conveniente por las características del 
testimonio o por sus particulares circunstancias, podrá disponerse la filmación, 
agrecándose el soporte como parte integrante del acto. 


165.2 Asimismo, se adoptarán los medios técnicos tendientes a preservar la 
genuinidad del soporte de la filmación, 


SECCIÓN Ill 
Del careo 


Artículo 166. (Procedencia).- 


166.1 Podrá ordenarse el careo de personas que en sus declaraciones hubieren 
discrepado sobre hechos o circunstancias importantes. El imputado también podrá 
solicitarlo, pero no podrá ser obligado a carearse. 


165.2 No procederá el careo entre el imputado y la víctima, así como tampoco el 
careo entre el imputado y los testigos referidos en los artículos 161 a 163 de este 
Código. 

Fuente: Ley N* 19 436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 2%. 


Artículo 167. (Reglas del careo).- 


167.1 El juez hará referencia a las declaraciones de los sometidos a careo y les 
preguntará si las confirman o modifican. 
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167.2 Acto seguido, el Ministerio Público y la defensa podrán interrogar a los 
sometidos a careo, exclusivamente sobre los puntos materia de contradicción que 
determinaron la procedencia de la diligencia. 


SECCIÓN IV 
Del reconocimiento 


Artículo 168. (Reconocimiento).- El reconocimiento es el acto ordenado por el 
tribunal, por el que alguna persona o cosa determinada es examinada o inspeccionada 
por aquel, o por las personas cuyo informe o testimonio puede ser conveniente para la 
investigación. 


Artículo 169. (Reconocimiento de personas).- 


169.1 El reconocimiento de personas por testigos, se hará con las reglas de la 
declaración testimonial y con los siguientes requisitos: 


a) cada testigo lo hará por separado, describiendo previamente al aludido y 
expresando si antes le ha sido exhibido, debiendo hacerlo desde un lugar 
donde no pueda ser visto por aquel; 


b) el aludido elegirá lugar en la fila de varias personas de aspecto semejante; 


c) el declarante dirá si en la fila está la persona aludida y la señalará, 
manifestando las diferencias que encuentre con su percepción anterior. 


169.2 No podrá haber más de un imputado en una fila de personas. 


169.3 De todo lo actuado se redactará acta y si es posible, se dejará registro 
mediante el empleo de medio técnico idóneo. 


169.4 Deberá presenciar el acto el defensor del imputado. 


Artículo 170. (Reconocimiento por imágenes).- Cuando no se pudiere efectuar el 
reconocimiento de personas en las condiciones indicadas en el artículo anterior, se 
podrá utilizar imágenes fotográficas o filmicas, observando las mismas reglas en lo 
pertinente. 


. (Otros reconocimientos).- Cuando se disponga reconocer voces, 
sonidos y cuanto pueda ser objeto de percepción sensorial, se observarán las reglas 
que anteceden, en lo pertinente. 


Sin perjuicio de labrar el acta respectiva, se podrá disponer que se documente 
mediante prueba fotográfica, videográfica o mediante otros instrumentos o 


procedimientos. 


Artículo 172. (Reconocimiento de cosas).- Antes del reconocimiento de una cosa 
se invitará a la persona que debe efectuarlo a que la describa. En lo demás, regirán 
las disposiciones precedentes. 
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SECCIÓN V 
De la prueba documental 


Artículo 173. (Incorporación).- 


173.1 Se podrá incorporar al proceso todo documento que pueda servir como 
medio de prueba. Quien lo tenga en su poder está obligado a presentarlo, exhibirlo o 
permitir su conocimiento, salvo dispensa o prohibición legal o necesidad de previa 
orden judicial 


173.2 Durante la etapa de investigación, el fiscal podrá solicitar directamente al 
tenedor del documento su presentación, exhibición y en caso de negativa, solicitar al 
tribunal la orden de incautación correspondiente. 


173.3 Los documentos que contengan declaraciones anónimas no podrán ser 
llevados al proceso ni utilizados en modo alguno, salvo que constituyan el cuerpo del 
delito o provengan del imputado. 


173.4 Tampoco podrán admitirse como medio de prueba ni ser utilizadas en modo 
alguno, las misivas y otras comunicaciones del imputado con su defensor y con 
personas amparadas por secreto profesional. Esta excepción no rige si dichas 
personas son también imputadas, ni cuando aquellas son medios para la preparación, 
ejecución o encubrimiento del delito. 


Artículo 174. (Reconocimiento del documento).- 


174.1 Cuando sea necesario se ordenará el reconocimiento del documento por su 
autor o por quien resulte identificado según su voz, imagen, huella, señal u otro medio, 
así como por aquel que efectuó el registro. Podrán ser llamados también a reconocerlo 
personas distintas, en calidad de testigos. 


174.2 Podrá acudirse a la prueba pericial cuando corresponda establecer la 
autenticidad del documento. 


Artículo 175. (Traducción, transcripción y visualización de documentos).- 


175.1 Todo documento redactado en idioma distinto del español, deberá estar 
traducido por traductor público para ser incorporado al proceso. 


175.2 Cuando el documento consista en una grabación, se dispondrá su 
transcripción en un acta con intervención de las partes. 


175.3 Cuando el documento consista en un video, se ordenará su visualización y su 
transcripción en un acta, con intervención de las partes. 


Artículo 176. (Instrumentos públicos).- En lo relativo a la autenticidad de los 
documentos públicos y la fe que de ellos emana, se aplicarán las disposiciones del 
derecho civil, salvo que el delito imputado consista en la falsedad material o ideológica 
del mismo. 
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SECCIÓN VI 
De la prueba por informes 


Artículo 177. (Requerimiento de informes).- Podrán requerirse informes sobre 
datos que consten en registros oficiales o privados. La omisión o el retardo en la 
respuesta, la falsedad del informe o el ocultamiento de datos, generarán las 
responsabilidades correspondientes, sin perjuicio de las diligencias de inspección, 
revisión o incautación que fueren necesarias. 


SECCIÓN Vil 
De la prueba pericial 


Artículo 178. (Procedencia).- 


178.1 Procederá el informe de peritos en los casos determinados por la ley y 
siempre que para apreciar algún hecho o circunstancia relevante para la causa, fueren 
necesarios o convenientes conocimientos especiales de naturaleza cientifica, técnica, 
artística o de experiencia calificada. 


178.2 Los informes deberán emitirse con imparcialidad, atendiéndose a los 
principios de la ciencia o reglas del arte u oficio que profesare el perito. 


178.3 En la audiencia, los peritos deberán exponer brevemente el contenido y las 
conclusiones de su informe y a continuación se autorizará que sean interrogados por 
las partes. Los interrogatorios serán realizados en primer lugar por la parte que 
hubiere ofrecido la respectiva prueba y luego por la contraparte 


178.4 Finalmente, el tribunal podrá formular preguntas al perito con el fin de aclarar 
sus dichos. 


Artículo 179. (Remisión).- La prueba pericial se regirá por lo establecido en el Libro 
1, Título VI, Capítulo 11l, Sección V del Código General del Proceso, en lo pertinente. 


Artículo 180. (Actuación de los peritos oficiales) - 


180.1 El Ministerio Público podrá requerir como peritos a los miembros del Instituto 
Técnico Forense, de la Policia Científica y de otros organismos estatales 
especializados, que le presten auxilio en la etapa de investigación. 


180.2 Asimismo, si en la preparación del caso la defensa necesitare el auxilio de 
expertos de los organismos mencionados en el numeral precedente, podrá solicitar al 
fiscal o al tribunal según la etapa procesal, que ordene la actuación de estos y 
eventualmente, presentarlos como peritos en la audiencia de prueba. 


Artículo 181. (Honorarios del perito).- Los peritos designados a solicitud de las 
partes tendrán derecho a cobrar honorarios salvo que actúen como funcionarios 
públicos en cumplimiento de su función. Si la designación fuera efectuada a solicitud 
del Ministerio Público o de la defensa pública, los honorarios serán de cargo del 
Estado a través del órgano jerarca del solicitante. 
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SECCIÓN VIII 
De los indicios 


Artículo 182. (Concepto de indicio).- 


182.1 Indicios son las cosas, estados o hechos personales o materiales, ocurridos o 
en curso, aptos para convencer en alguna medida, acerca de la verdad de las 
afirmaciones o de la existencia de un hecho que es objeto del proceso, toda vez que 
no constituyan un medio de prueba específicamente previsto 


182.2 Para que los indicios puedan servir de base a una resolución judicial, deberán 
estar plenamente probados, ser inequívocos y ligar lógica e ininterrumpidamente el 
punto de partida y la conclusión probatoria. 


SECCIÓN 1X 
De la inspección judicial y de la reconstrucción del hecho 


Artículo 183. (Inspección judicial)... 


183.1 Podrá comprobarse mediante la inspección de personas, lugares y cosas, las 
huellas, rastros y otros efectos materiales que el hecho haya dejado, describiéndolos 
detalladamente y recogiendo o conservando en lo posible, lo que tenga eficacia 
probatoria. 


183.2 El tribunal describirá el estado actual del objeto de la inspección y en cuanto 
sea posible, verificará el preexistente. En caso de desaparición o alteración de los 
rastros u otros efectos, avariguará y hará constar el modo, tiempo y causa de ellas. 


Artículo 184. (Examen corporal del imputado).- 


184.1 Durante la indagatoria preliminar, el juez a solicitud de las partes puede 
ordenar el examen corporal del imputado para establecer hechos significativos de la 
investigación. 


184.2 Con esa finalidad, aun sin el consentimiento del imputado pueden efectuarse 
pruebas biológicas y mínimas intervenciones corporales, siempre efectuadas por 
profesional especializado. La diligencia está condicionada a que no se tema 
fundadamente un daño para la salud del imputado, para lo cual si resulta necesario, se 
contará con un previo dictamen pericial. 


184.3 Si el examen corporal puede ofender el pudor de la persona, sin perjuicio de 
que el examen lo realice un médico legista u otro profesional especializado, a petición 
del imputado debe ser admitida la presencia de una persona de su confianza, 
labrándose acta del resultado del mismo. 


Artículo 185. (Reconstrucción del hecho).- 

185.1 La reconstrucción del hecho tiene por finalidad verificar si el delito se cometió 
de acuerdo con las declaraciones y demás pruebas diligenciadas, debiendo 
practicarse con la mayor reserva posible. 


185.2 La diligencia se realizará bajo la dirección del tribunal, labrándose acta 
resumida en la que conste la realización de la misma y sus detalles 
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185.3 No podrá obligarse al imputado a intervenir en la reconstrucción y cuando 
participe, regirán las reglas previstas para su declaración. 


185.4 El tribunal tomará las medidas del caso para procurar que la concurrencia del 
público y de los medios de información al acto respectivo, no perturben el desarrollo de 
la diligencia. 


Artículo 186. (Participación de testigos y peritos).- 


185.1 La inspección judicial y la reconstrucción del hecho deben realizarse 
preferentemente con la participación de testigos y peritos. 


185.2 Asimismo, se dispondrá que se levanten planos o croquis del lugar y se 
tomen fotografías, grabaciones o películas de las personas o cosas que interesen a la 
causa. 


SECCIÓN X 
De la identificación del cadáver y autopsia 


Artículo 187. (Identificación de cadáver).- 


187.1 Si se tiene conocimiento de la ocurrencia de una muerte presuntamente 
violenta, antes de procederse al enterramiento del cadáver o inmediatamente después 
de su exhumación, se le identificará por todos los medios adecuados. 


187.2 La diligencia deberá ser dirigida por el fiscal o quien lo represente con la 
intervención del médico legista y del personal policial especializado en criminalistica. 


Artículo 188. (Autopsia y reconocimiento).- 


188.1 En los casos de muerte en que se sospecha la existencia de un delito o cuya 
causa no esté determinada se practicará el reconocimiento del cadáver y la autopsia, 
pudiendo incluso disponerse la exhumación. 


188.2 El médico actuante describirá minuciosamente la operación e informará sobre 
la naturaleza de las lesiones, el origen y la causa del fallecimiento y sus 
circunstancias, si se pudieran determinar, debiendo procurar que la integridad 
corpórea del cadáver quede restablecida al máximo. 


188.3 Asimismo, deberá adoptar todas las medidas necesarias para asegurar la 
identificación y conservación de los objetos y elementos que se extraigan del cadáver. 


188.4 El resultado del reconocimiento y de la autopsia será informado al fiscal, a los 
familiares de la persona fallecida y al juez que estuviera interviniendo. 


SECCIÓN XI 
De los registros 


Artículo 189. (Objeto).- 
189.1 El registro tiene por objeto averiguar el estado de las personas, lugares, 
cosas, rastros u otros efectos materiales de utilidad para la investigación. De su 
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realización se labrará acta y cuando sea posible, se recogerán o conservarán los 
elementos materiales útiles. 


189.2 La autoridad administrativa, por orden del fiscal o por sí, dando cuenta 
inmediata a aquel, podrá inspeccionar o disponer el registro de lugares abiertos, cosas 
o personas, cuando existan motivos suficientes para considerar que se encontrarán 
rastros de delito, o que en determinado lugar se encuentra el imputado o alguna 
persona prófuga. 


189.3 Si el hecho no dejó rastros o efectos materiales o si estos han desaparecido 
o han sido alterados, se describirá la situación que se encuentre y sus elementos 
componentes, procurando consignar asimismo el estado anterior, el modo, tiempo y 
causa de su desaparición o alteración y los medios de convicción de los cuales se 
obtuvo ese conocimiento. De la misma forma se procederá cuando la persona 
buscada no sea hallada en el lugar. 


189.4 De ser posible, se levantarán planos de señales, se usarán elementos 
descriptivos y fotográficos y se realizará toda otra operación técnica necesaria o útil 
para el cabal cumplimiento de la diligencia. 


189.5 La autoridad administrativa, por orden del fiscal o por sí dando cuenta 
inmediata a aquel, podrá disponer que durante la diligencia de registro no se ausenten 
las personas halladas en el lugar, o que comparezca inmediatamente cualquier otra. 
Los que desobedezcan serán conducidos por la fuerza pública. 


189.6 La retención solo podrá durar dos horas, salvo que el juez habilitare un plazo 
mayor 


Artículo 190. (Registro de personas).- 


190.1 Cuando existan fundadas razones para considerar que una persona oculta 
objetos en su cuerpo, vestimenta, efectos personales relacionados con el delito, la 
autoridad administrativa, por orden del fiscal o por sí, dando cuenta inmediata a aquel, 
procederá a registrarlo. Antes del registro, se invitará a la persona a que exhiba y 
entregue el objeto buscado. 


190.2 El registro se efectuará por persona del mismo sexo siempre que sea posible 
respetando la dignidad y el pudor del registrado. 


190.3 El registro puede comprender también equipaje y bultos, así como el vehículo 
utilizado. De todo lo actuado se labrará acta que se ofrecerá firmar a los involucrados, 
quienes podrán consignar las observaciones que entiendan del caso. 


Artículo 191. (Registro de lugares no destinados a habitación).- Cuando existan 
motivos razonables para considerar que en determinado edificio o lugar cerrado se 
oculta el imputado o alguna persona evadida, o que se encuentran objetos 
provenientes de actividad delictiva o relevantes para la investigación, el fiscal solicitará 
autorización judicial para el allanamiento y registro respectivos. 


Artículo 192. (Contenido de la resolución).- 
192.1 La resolución de la autoridad competente contendrá el nombre del fiscal 


autorizado, la fecha en que se realizará la diligencia, la finalidad especifica del 
allanamiento y la designación precisa del inmueble que será allanado y registrado. 
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192.2 Dispuesto el registro, se dará aviso previo a la persona a cuyo cargo 
estuviere el local, vehículo, buque o aeronave, salvo que a criterio del tribunal, ello 
resulte perjudicial para la eficacia de la diligencia. 


Artículo 193. (Registro de lugares destinados al culto). Para el allanamiento y 
registro de templos y lugares cerrados destinados a cualquier culto cuya celebración 
sea organizada por instituciones con personería jurídica, se requerirá el aviso a las 
personas que estén a su cargo directo e inmediato, salvo que a criterio del juez, ello 
resulte perjudicial para la eficacia de la diligencia 


Artículo 194. (Registros especiales).- 


194.1 El Ministerio Público podrá solicitar al tribunal el registro de inmuebles 
destinados a organismos públicos y sus dependencias y buques y aeronaves del 
Estado. 


La diligencia se hará efectiva con previo aviso al jerarca correspondiente, salvo que 
a criterio del juez resulte perjudicial para la eficacia de la medida 


194.2 Para el registro de la Casa de Gobierno, del Palacio Legislativo, de las sedes 
centrales de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, de la Corte Electoral, del Tribunal de Cuentas, se requerirá la 
autorización escrita del Presidente de la República en su caso o del presidente del 
órgano afectado por la medida, salvo que a criterio del juez resulte perjudicial para la 
eficacia de la diligencia. En estos casos no regirán las limitaciones de tiempo 
establecidas en el artículo 195 de este Código. 


194.3 Con relación al allanamiento y registro de sedes y oficinas de misiones 
diplomáticas o consulares extranjeras, de organismos internacionales y residencias de 
sus funcionarios, así como de buques y aeronaves de guerra extranjeros, se aplicarán 
los tratados y convenciones internacionales respectivos, en lo pertinente. 


Artículo 195. (Allanamiento y registro domiciliario).- 


195.1 El allanamiento y registro de morada o de sus dependencias, solamente 
podrá realizarse por orden del juez, expedida a solicitud del fiscal, en el lapso 
comprendido entre la salida y la puesta del sol. 


195.2 Se entiende por morada o habitación particular, el lugar que se ocupa con el 
fin de habitar en él, aun cuando solo sea en forma transitoria. 


195.3 No obstante, podrá efectuarse el registro en horas de la noche, cuando medie 
consentimiento expreso del jefe de hogar, comunicándolo inmediatamente al fiscal y al 
juez competente. 


195.4 Si el juez ordena el allanamiento de una vivienda donde no se encuentren 
personas mayores de edad o haya ausencia total de sus moradores, la diligencia se 
realizará por el personal superior a cargo del servicio, dándose cuenta previamente al 
fiscal competente. 


195.5 La denuncia policial por violencia doméstica se tomará a todos los efectos 
como autorización expresa para el allanamiento y registro de morada dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguientes a su presentación, 


Artículo 196. (Desarrollo de la diligencia).- 
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196.1 La orden de allanamiento será notificada al morador o a cualquier persona 
mayor que se encuentre en el lugar, Al notificado se le invitará a presenciar el registro 
y cuando no se encuentre nadie, ello se hará constar en acta. Si la finca estuviere 
cerrada y nadie respondiere a los llamados de la autoridad, se procederá a su apertura 
mediante la intervención de cerrajero, con auxilio de la fuerza pública, en presencia de 
dos testigos hábiles; al terminar el registro, el lugar quedará debidamente cerrado, 
bajo responsabilidad del jerarca administrativo actuante. 


196.2 La diligencia se detallará en acta, que firmará el morador o encargado del 
lugar pudiendo formular las observaciones que considere pertinentes. Si este no se 
encontrare, no pudiere o no quisiere hacerlo, se dejará constancia de ello, 
entregándosele una copia del acta. 


196.3 Cuando se trate de registros especiales la diligencia se seguirá con el 
funcionario de mayor jerarquía que se encuentre en el lugar o con quien este designe. 


SECCIÓN Xil 
De la exhibición e incautación de bienes 


Artículo 197. (Solicitud del fiscal).- 


197.1 Cuando el propietario o poseedor a cualquier título se niegue a entregar o 
exhibir un bien que constituye el cuerpo del delito o que sea necesario para el 
esclarecimiento de los hechos investigados, el fiscal solicitará al juez que ordene su 
incautación o su exhibición forzosa 


197.2 La autoridad administrativa no necesitará autorización del fiscal ni orden 
judicial cuando se trate de una intervención en delito flagrante o en peligro inminente 
de su perpetración, de cuya ejecución dará cuenta inmediata al fiscal. Cuando exista 
peligro por la demora, la exhibición o la incautación deberá disponerla el fiscal, dando 
cuenta al juez competente y estando a lo que él resuelva. 


Artículo 198. (Contenido de la resolución).- 


198.1 La resolución del tribunal especificará el nombre del fiscal autorizado, la 
designación concreta del bien cuyo secuestro, incautación o exhibición se ordena y el 
sitio en el que tendrá lugar la diligencia. 


198.2 Si se tratara de secuestro o incautación, contendrá el nombre del depositario 
y la orden de comunicar al registro público si el objeto de la medida fuera bienes 
inmuebles o muebles registrables. 
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Artículo 199. (Diligencia de secuestro, incautación o exhibición).- 


199.1 Obtenida la autorización para una diligencia de secuestro o exhibición de 
bienes muebles o de incautación de bienes inmuebles, el fiscal la ejecutará de 
inmediato, con el auxilio de la fuerza pública si fuera necesario. 


199.2 Los bienes objeto de secuestro o incautación serán registrados y 
debidamente individualizados, dejándose constancia de quién asume el carácter de 
depositario. Tratándose de bienes inmuebles o muebles registrables la medida se 
inscribirá en el registro público correspondiente. 


199.3 El acta será firmada por los intervinientes en la diligencia, siendo de 
aplicación lo establecido en el artículo 196.2 de este Código. 


Artículo 200. (Devolución de bienes incautados y entrega de bienes sustraidos).- 


200.1 El fiscal o la autoridad administrativa con autorización del tribunal, podrá 
devolver a la víctima o a terceros los objetos incautados. Asimismo, podrá devolverlos 
al imputado si no tuvieran ninguna relación con el delito. 


La devolución podrá ordenarse provisionalmente y en calidad de depósito, con 
citación de todos los interesados que resulten de los antecedentes, pudiendo 
disponerse su exhibición cuando fuera necesario. 


200.2 Los bienes sustraídos a la víctima le serán entregados a esta. 


(Entrega definitiva) - Una vez concluida la causa penal, si en el plazo 
de treinta días de notificado el interesado no fueran deducidas pretensiones en sede 
civil sobre las cosas entregadas provisionalmente, dicha entrega se tornará definitiva. 


Artículo 202. (Bienes no reclamados).- 


202.1 Transcurrido un año de ejecutoriada la sentencia definitiva u otra forma de 
conclusión de la causa o del archivo de la investigación preliminar, el tribunal podrá 
disponer el remate de los bienes secuestrados o incautados que no hubieran sido 
reclamados o cuyas respectivas reclamaciones hubieran sido desestimadas por 
sentencia ejecutoriada. 


202.2 El producto del remate quedará a la orden del tribunal y los interesados 
podrán hacer valer sus derechos sobre esa suma, mientras no se produzca la 
caducidad respectiva. 


SECCIÓN XII 
De la exhibición e incautación de actuaciones 
y documentos públicos y privados 


Artículo 203. (Incautación de documentos).- 


203.1 Los documentos públicos y privados pueden ser objeto de exhibición forzosa 
o incautación. 


203.2 Quien tenga en su poder los documentos requeridos está obligado a 
exhibirlos o entregarlos inmediatamente al fiscal, incluso su original, salvo que invoque 
causa legítima para no hacerlo, en cuyo caso se estará a la resolución del tribunal. 
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Artículo 204. (Copia de documentos incautados).- 


204.1 El fiscal deberá restituir los documentos incautados manteniendo copia de los 
mismos, salvo que aquellos sean indispensables para la investigación, en cuyo caso 
se expedirá copia si el interesado lo solicita, 


204.2 Debe entregársele copia del acta realizada a la persona u oficina en la cual 
se efectuó la incautación 


SECCIÓN XIV 
De la interceptación e incautación postal y electrónica 


Artículo 205. (Autorización).- 


205.1 El Ministerio Público solicitará al tribunal competente la interceptación, 
incautación y ulterior apertura o registro de cualquier correspondencia, envío postal, 
correo electrónico o similar, dirigido al imputado o enviado por este aun bajo nombre 
supuesto, o de aquellos que le fueren atribuibles por cualquier motivo. 


205.2 Estarán excluidas de la autorización prevista en este artículo, las 
comunicaciones entre el imputado y su defensor. 


205.3 Tratándose de tercero, podrán dictarse las mismas medidas siempre que el 
juez tenga motivos seriamente fundados para suponer que de las mencionadas 
comunicaciones, pueda resultar la prueba de la participación en un delito. 


205.4 En todos los casos previstos en este artículo se labrará el acta 
correspondiente. 


Artículo 206. (Ejecución).- 


206.1 Recabada la autorización, el fiscal efectivizará inmediatamente la diligencia 
de interceptación e incautación. 


206.2 El fiscal examinará el contenido de la comunicación y si tiene relación con la 
investigación, dispondrá su incautación dando cuenta al tribunal. 


Artículo 207. (Obligación de la persona requerida).- Quien tenga en su poder la 
correspondencia requerida está obligado a entregarla inmediatamente al fiscal, salvo 
que invoque causa legítima para no hacerlo, en cuyo caso se estará a la decisión del 
tribunal. 


SECCIÓN XV 
De la intervención de comunicaciones 


Artículo 208. (Intervención, grabación o registro de comunicaciones telefónicas u 
otras formas de comunicación).- 


208.1 Cuando existan suficientes elementos de convicción para considerar que se 
ha cometido o pudiere cometerse un hecho punible, el fiscal podrá solicitar al juez la 
intervención y grabación de comunicaciones telefónicas, radiales o de otras formas de 
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comunicación. El tribunal resolverá inmediatamente mediante trámite reservado, 
teniendo a la vista los recaudos que justifiquen el requerimiento fiscal. 


La resolución necesariamente deberá ser fundada, debiendo ponderar 
expresamente la necesidad y proporcionalidad de la medida, respecto de la restricción 
al ejercicio del derecho limitado, bajo pena de nulidad, 


208.2 La orden judicial puede dirigirse contra terceras personas en los mismos 
términos de lo dispuesto en el artículo 205.3 de este Código. 


208.3 No se puede interceptar las comunicaciones entre el imputado y su defensor, 
salvo que el tribunal lo ordene por estimar fundadamente que el abogado puede tener 
responsabilidad penal en los hechos investigados. De ello se dejará constancia en la 
respectiva resolución. 


208.4 La resolución judicial que disponga la interceptación deberá indicar el nombre del 
afectado por la medida y de ser posible, la linea telefónica u otro medio de comunicación a 
intervenir, grabar o registrar. También indicará la forma, alcance y duración de la medida, que 
no podrá exceder un plazo máximo de seis meses, al igual que la autoridad o funcionario que 
se encargará de la diligencia. 


208.5 La medida cesará inmediatamente si los elementos de convicción tenidos en 
cuenta para ordenarla desaparecieran o hubiera transcurrido el plazo de su duración. 


El material interceptado, grabado o registrado que no se incorpore a la investigación 
será destruido, salvo orden judicial en contrario que por razones fundadas disponga 
que se mantenga en archivo hasta el plazo máximo de duración de la investigación. 


Artículo 209. (Registro de la intervención de comunicaciones telefónicas o de otras 
formas de comunicación).- 


209.1 La intervención de comunicaciones telefónicas, radiales o de otras formas de 
comunicación de que trata el artículo anterior, será registrada mediante su grabación 
magnetofónica u otros medios técnicos análogos que aseguren la fidelidad del registro. 


209.2 El fiscal dispondrá la transcripción de la grabación, labrándose el acta 
correspondiente, sin perjuicio de conservar los originales. 


SECCIÓN XVI 
De la videovigilancia 


Artículo 210. (Presupuesto y Ejecución).- 


210.1 El fiscal con noticia al juez y sin conocimiento del afectado, puede ordenar. 
a) realizartomas fotográficas y registro de imágenes; 


b) utilizar otros medios técnicos especiales en lugares abiertos expuestos al 
público 


210.2 Se requerirá autorización judicial cuando dichas actividades se realicen en el 
interior de inmuebles o lugares cerrados. 
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SECCIÓN XVII 
Del levantamiento del secreto bancario y de la reserva tributaria 


Artículo 211. (Levantamiento del secreto bancario).- 


211.1 El fiscal podrá solicitar al tribunal y este, por resolución fundada, podrá 
ordenar el levantamiento del secreto bancario, en los términos previstos en el 
artículo 25 del Decreto-Ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982. 


211.2 También podrá disponer la incautación de documentos, títulos-valores, 
sumas depositadas y cualquier otro bien económico o financiero y aun el bloqueo e 
inmovilización de las cuentas. 


211.3 Dispuesta la incautación, el fiscal observará el procedimiento señalado en los 
artículos 203 y 204 de este Código. 


Artículo 212. (Levantamiento de la reserva tributaria).- 


212.1 El fiscal podrá solicitar al tribunal y este podrá levantar la reserva tributaria y 
requerir a la administración tributaria la exhibición o remisión de información, 
documentos y declaraciones de carácter tributario que tenga en su poder, cuando ello 
resulte necesario y pertinente para el esclarecimiento del hecho investigado. 


212.2 La administración tributaria deberá exhibir o remitir en su caso la información, 
documentos o declaraciones ordenadas por el juez. 


CAPÍTULO 111 
PRUEBA ANTICIPADA 


Artículo 213. (Supuestos de la prueba anticipada).- El fiscal, el defensor y la 
víctima o sus familiares en su caso, podrán solicitar el diligenciamiento de prueba en 
forma anticipada en los siguientes casos: 


a) declaración de testigos e informe de peritos, cuando exista motivo fundado para 
considerar que no podrá formularse en las audiencias del proceso por 
enfermedad u otro grave impedimento, o cuando hayan sido expuestos a 
violencia, amenaza, ofertas o promesas de dinero u otra utilidad para que no 
declaren o lo hagan falsamente; 


db 


e 


declaración de testigos, cuando exista la probabilidad de que la espera a la 
realización de las audiencias del proceso, les cause un perjuicio severo o ponga 
en riesgo serio la calidad de la prueba testimonial; 


c) reconocimientos, inspecciones o reconstrucciones, que por su naturaleza y 
características deben ser considerados actos definitivos e irreproducibles; 


d 


e 


el diligenciamiento de cualquier medio probatorio, cuando el transcurso del 
tiempo pudiere frustrar su realización o perjudicar su eficacia. 


Artículo 214. (Procedimiento).- 
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214.1 La parte que solicite el diligenciamiento de prueba anticipada deberá precisar 
su objeto y las razones de su importancia para el proceso. También indicará el nombre 
de las personas que deben intervenir en el acto y las circunstancias de su 
procedencia. 


214.2 El trámite se dispondrá con citación de la parte contraria, salvo que esa 
comunicación pueda frustrar la finalidad y eficacia de la medida. 


En este último caso, una vez diligenciada la prueba se dará conocimiento de lo 
actuado a la contraparte, quien tendrá la oportunidad de completarla o de presentar 
contraprueba en la etapa procesal oportuna. 


214.3 La prueba anticipada se diligenciará de conformidad con las reglas referidas 
al medio probatorio pertinente. 


Artículo 215. (Impugnabilidad).- 


215.1 La parte contra quien se pide la medida podrá oponerse a la misma o solicitar 
su modificación o ampliación en el plazo de la citación. 


215.2 La resolución que deniegue la medida será susceptible de los recursos de 
reposición y apelación en subsidio. 


215.3 Cumplida la medida y notificada, si se hubiere dispuesto sin noticia, el 
agraviado podrá apelar conforme a lo dispuesto en este Código. 


TÍTULO VII 
DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 


CAPÍTULO 1 
REGLA GENERAL 


Artículo 216. (Principio).- Es atribución del tribunal adoptar las medidas cautelares 
reguladas en este Título cuando ello le fuere requerido en forma. 


CAPÍTULO Il 
PRIVACIÓN O LIMITACIÓN DE LA LIBERTAD FÍSICA DEL IMPUTADO 


SECCIÓN | 
De la libertad fisica de las personas 


Artículo 217. (Estado de inocencia).- En todo caso el imputado será tratado como 
inocente hasta tanto no recaiga sentencia de condena ejecutoriada. La prisión 
preventiva se cumplirá de modo tal que en ningún caso podrá adquirir los caracteres 
de una pena. 


Artículo 218. (Principio general).- Nadie puede ser privado de su libertad física o 
limitado en su goce sino conforme a lo dispuesto en las normas constitucionales y 
legales. 
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Artículo 219. (Flagrancia delictual).- Se considera que existe flagrancia delictual en 
los siguientes casos cuando: 


a) una persona fuere sorprendida en el acto de cometer un delito; 


b) inmediatamente después de la comisión del delito, una persona fuere 
sorprendida en el acto de huir o de ocultarse o en cualquier otra situación o 
estado que haga presumir firmemente su participación y al mismo tiempo, fuere 
designada por la persona ofendida o damnificada o por testigos presenciales 
hábiles como partícipe en el hecho delictivo; 


c) en tiempo inmediato a la comisión del delito una persona fuere hallada con 
efectos y objetos procedentes de él, con las armas o instrumentos adecuados 
para cometerlo sin brindar explicaciones suficientes sobre su tenencia, o 
presentare rastros o señales que hagan presumir firmemente que acaba de 
participar en un delito. 


Artículo 220. (Detención en flagrancia delictual).- La persona que sea sorprendida 
en flagrancia delictual deberá ser detenida aun sin orden judicial. 


En las mismas circunstancias cualquier particular podrá proceder a la detención y 
entregar inmediatamente al detenido a la autoridad. 


En tales casos se dará cuenta inmediatamente al Ministerio Público, el que pondrá 
al detenido a disposición del tribunal competente, adoptando las medidas pertinentes o 
solicitando su adopción, cuando corresponda, a aquel. 


SECCIÓN II 
De las medidas de coerción 


Artículo 221. (Medidas limitativas o privativas de la libertad ambulatoria).- 


221.1 El fiscal podrá solicitar al juez en cualquier estado del proceso y con el fin de 
asegurar la comparecencia del imputado, su integridad o la de la víctima, o evitar el 
entorpecimiento de la investigación, la imposición de cualquiera de las medidas que se 
indican a continuación: 


a) el deber de fijar domicilio y no modificarlo sin dar inmediato conocimiento al 
tribunal; 


b) la obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona o institución 
determinada, en las condiciones que se le fijen; 


c) la obligación de presentarse periódicamente ante el juez o ante la autoridad que 
él designe; 


d) la prohibición de salir sin autorización previa del ámbito territorial que se 
determine; 


e) la retención de documentos de viaje; 
f) la prohibición de concurrir a determinados sitios, de visitar o alternar en 


determinados lugares o de comunicarse con determinadas personas, siempre 
que no se afecte el derecho de defensa, 
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g) el retiro inmediato del domicilio, cuando se trate de hechos de violencia 
doméstica y la víctima conviva con el imputado; 


h) la prestación por sí o por un tercero de una caución de contenido económico 
adecuada y proporcional a la gravedad del delito que se está investigando y a la 
condición económica del imputado; 


-. 


el arresto en su propio domicilio o en el de otra persona, sin vigilancia o con la 
que el juez disponga; 


o. 
— 


la vigilancia del imputado, mediante algún dispositivo electrónico de rastreo o de 
su ubicación física; 


k) la prohibición de abandonar el domicilio o residencia por determinados días u 
horarios, en forma que no perjudique el cumplimiento de sus obligaciones 
ordinarias; 


1) cualquier otra medida alternativa a la prisión preventiva, en las condiciones 
previstas en la ley; 


m)la prisión preventiva, en el caso en que las medidas limitativas anteriormente 
descriptas no fueren suficientes para asegurar los fines indicados 
precedentemente. 


221.2 Las medidas de coerción enunciadas en este artículo pueden ser 
complementadas con medidas cautelares respecto de bienes del imputado o de 
terceros, dictadas por el juez a solicitud de parte. 


Artículo 222. (Medidas limitativas durante la indagatoria preliminar).- Asimismo, 
desde el inicio de la indagatoria preliminar el tribunal a petición del Ministerio Público 
solamente podrá disponer las medidas referidas en los literales a), d), e) y f) del 
artículo precedente con la finalidad de asegurar el resultado de la investigación, por el 
plazo que el tribunal disponga. 


SECCIÓN tl 
De la prisión preventiva 
Artículo 223. (Procedencia de la prisión preventiva).- Toda persona tiene derecho a 


la libertad personal y a la seguridad individual. En ningún caso la prisión preventiva 
será de aplicación preceptiva. 


Artículo 224. (Requisitos para disponer la prisión preventiva).- Iniciado el proceso y 
a petición del Ministerio Público, el tribunal podrá decretar la prisión preventiva del 
imputado si hubiera elementos de convicción suficientes para presumir que intentará 
fugarse, ocultarse o entorpecer de cualquier manera la investigación, o que la medida 
es necesaria para la seguridad de la víctima o de la sociedad. 


Artículo 225. (Entorpecimiento de la investigación).- Se entenderá que la prisión 
preventiva resulta indispensable para el éxito de la investigación cuando exista 
sospecha grave y fundada de que el imputado puede obstaculizarila mediante la 
destrucción, modificación, ocultación o falsificación de elementos probatorios, o 
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cuando exista la presunción de que podrá inducir a coimputados, testigos, peritos o 
terceros, a fin de que declaren falsamente o se comporten de manera desleal o 
reticente. 


Artículo 226. (Peligro de fuga).- Para determinar la existencia de peligro de fuga se 
tendrán en cuenta entre otras, las siguientes pautas: 


a) desarraigo determinado por la carencia de domicilio o residencia habitual asiento 
de su hogar, de sus negocios o de su trabajo; 


b) disposición de facilidades extraordinarias para abandonar el país; 


c) circunstancias, naturaleza del hecho y gravedad del delito; 


d) ocultamiento de información sobre su identidad o domicilio, o que los hubiera 
proporcionado falsamente. 


Artículo 227. (Riesgo para la seguridad de la víctima o de la sociedad).- 


227.1 Se entenderá que la seguridad de la víctima se encuentra en riesgo cuando 
existan motivos fundados que permitan inferir que el imputado puede atentar contra 
ella, su familia o sus bienes. 


227.2 Se entenderá que existe riesgo para la sociedad cuando el imputado posea la 
calidad de reiterante o de reincidente, o cuando se tratare de crimenes de genocidio, 
de lesa humanidad o de guerra. 


Artículo 228. (Elementos de especial relevancia).- 


228.1 Para decidir acerca de la imposición o en su caso la sustitución o la cesación 
de la prisión preventiva, el juez le asignará especial relevancia a los siguientes 
elementos de juicio: 


a) necesidad de atender circunstancias familiares o especiales del imputado que 
hicieran evidentemente perjudicial su internación inmediata en prisión; 

D) imputadas en estado de gravidez a partir del quinto mes de embarazo o 
madres que estén amamantando durante el primer año de lactancia; 


c) imputados afectados por una enfermedad que acarree grave riesgo para su 
vida o salud, extremo que deberá ser acreditado por el informe pericial 
correspondiente; 


d) imputados mayores de setenta años cuando ello no involucre riesgos 
consideranco las circunstancias del delito cometido. 


228.2 El juez ordenará la internación provisional del imputado en un establecimiento 
asistencial adecuado cuando se acredite por informe pericial que sufre una grave 
alteración de sus facultades mentales que acarree grave riesgo para su vida o salud. 


ículo 229 (Prohibición de solicitar prisión preventiva).- 
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229.1 El fiscal no solicitará la prisión preventiva cuando: 
a) setrate de procedimiento por faltas; 


b) el delito imputado esté sancionado únicamente con pena pecuniaria o de 
inhabilitación; 


c) considere que solicitará pena alternativa a la privación de libertad. 


229.2 Sin perjuicio de ello, el imputado deberá permanecer en el lugar del juicio 
hasta su finalización, presentarse a los actos de procedimiento para los cuales sea 
citado y posibilitar el efectivo cumplimiento de la sentencia a recaer. 


Artículo 230. (Trámite de la solicitud)- La solicitud de prisión preventiva deberá 
formularse por el fiscal en audiencia o fuera de ella y se tramitará de acuerdo con las 
disposiciones de este Código. 


Artículo 231. (Contralor del cumplimiento de la prisión preventiva) - 


231.1 El tribunal que impuso la prisión preventiva será competente para supervisar 
la ejecución de la medida. 


231.2 Los Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, toda vez 
que en el desempeño de sus funciones adviertan la violación de los derechos 
humanos del imputado, pondrán los hechos en conocimiento del juez competente. 


Artículo 232 (Condiciones de cumplimiento de la medida cautelar)- La prisión 
preventiva se ejecutará en establecimientos especiales, separados de aquellos lugares 
de reclusión donde son alojados los condenados con sentencia ejecutoriada. La 
autoridad competente dispondrá lo necesario para el efectivo cumplimiento del 
designio legal. 


Artículo 233. (Revocación o sustitución).- En cualquier estado del proceso y antes 
de que haya recaído sentencia de condena ejecutoriada, el juez a petición de parte 
podrá disponer la revocación o sustitución de la prisión preventiva, toda vez que hayan 
desaparecido los presupuestos en que se haya fundado su imposición. 


En las situaciones previstas por la Ley N* 17.514, de 2 julio de 2002, dicha 
resolución deberá notificarse a la víctima, debiendo disponerse medidas de protección 
siempre que exista fundamento para su aplicación. 

El procedimiento será el establecido en los articulos 284 y siguiente de este Código. 

Artículo 234. (Incumplimiento de medidas limitativas de la libertad).- 

234.1 Podrá imponerse prisión preventiva al imputado cuando haya incumplido 
alguna de las medidas limitativas de la libertad ambulatoria previstas en el artículo 221 
de este Código. 


234.2 En este caso, el fiscal podrá solicitar la imposición de prisión preventiva la 
que se tramitará por el procedimiento establecido en los artículos 284 y siguiente de 
este Código. 


Artículo 235 (Límite tempora!) - 
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235.1 Cesará la prisión preventiva cuando: 


a) 


b) 


c) 


d) 


e) 


el imputado hubiere cumplido en prisión preventiva la pena solicitada por el 
fiscal; 


el imputado haya agotado en prisión preventiva un tiempo igual al de la pena 
impuesta por sentencia de condena, aún no ejecutoriada; 


el imputado haya sufrido en prisión preventiva un tiempo que, de haber existido 
condena ejecutoriada, le habría permitido iniciar el trámite de la libertad 
anticipada; 


hayan transcurrido más de dos años contados desde el momento efectivo de la 
privación de libertad y aún no se haya deducido acusación; 


al concluir el proceso con sentencia de condena ejecutoriada y comenzar a 
cumplirse la pena privativa de libertad. 


235.2 Para resolver estas cuestiones, el trámite se seguirá por la vía incidental. 


SECCIÓN IV 
De las cauciones 


Artículo 236. (De las cauciones).- La excarcelación se concederá bajo caución 
juratoria, personal o real. 


Al acordarla, el juez podrá imponer al imputado todas o algunas de las siguientes 
obligaciones: 


a) 


b) 


c) 
d) 


fijar domicilio, el que no podrá cambiar sin conocimiento del juez o tribunal que 
conozca en la causa; 


no concurrir a determinados lugares; 


presentarse a la autoridad los días que esta determine; 


permanecer en su domicilio durante un horario determinado. 


La resolución que imponga estas restricciones no causa estado. El juez podrá fijar 
un plazo para su duración y en cualquier momento ampliarlas, disminuirlas o dejarlas 
sin efecto. 


Artículo 237. (Finalidad de las cauciones).- Las cauciones tienen por finalidad 
asegurar que el imputado cumpla los deberes impuestos por el juez, 


Artículo 238. (Determinación de las cauciones).- Para determinar la calidad y el 
monto de la caución se tendrá en cuenta la naturaleza del delito, la condición 
económica y antecedentes del imputado, la naturaleza del daño causado y el monto 
aproximado de las reparaciones civiles que puedan corresponder. El juez hará la 
estimación de modo que constituya un motivo eficaz para que el imputado se abstenga 
de infringir los deberes impuestos. 
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Artículo 239. (Caución juratoria).- La caución juratoria consistirá en la promesa del 
imputado de cumplir fielmente las condiciones impuestas por el juez y procederá 
cuando: 


a) sea presumible que se pueda beneficiar con la suspensión condicional de la 
pena; 


b) el imputado careciere de medios para ofrecer o constituir otro tipo de caución. 


Artículo 240. (Caución real).- La caución real consistirá en la afectación de bienes 
determinados, muebles o inmuebles, que en garantía de la suma fijada por el juez, se 
haga por el mismo imputado o por otra persona. 


Podrá constituirse en forma de depósito de dinero u otros valores cotizables, 
otorgando hipoteca o prenda, o cualquier otra forma de garantía que resulte eficaz y 
suficiente a criterio del juez. 


Artículo 241. (Caución personal) - 


241.1 La caución personal consiste en la obligación que, junto con el imputado, 
asumen uno o más fiadores solidarios, de pagar la suma que el juez fije de acuerdo a 
los criterios establecidos en el artículo precedente. 


241.2 Puede constituirse en fiador quien tenga capacidad para contratar y sea, 
además, persona de notoria honradez y solvencia económica que se comprobará 
mediante exhibición de títulos u otra prueba documental suficiente. 


El juez apreciará la existencia de todos estos requisitos. 


. (Forma de las cauciones).- Las cauciones se otorgarán antes de 
ordenarse la libertad, en acta suscrita ante el actuario o secretario en su caso. 


En el caso de lo dispuesto en el artículo 240 de este Código en cuanto fuere 
pertinente, el acta se labrará por el actuario en presencia del juez, o por el secretario 
en presencia del presidente del tribunal respectivo, disponiéndose su inscripción en el 
registro correspondiente, a cuyo efecto bastará con el simple testimonio del acta de 
caución. 


Artículo 243. (Fijación de domicilio y notificaciones).- 

243.1 En el acto de prestar caución el imputado, el fiador y todo otro otorgante de la 
misma, deberá fijar domicilio dentro del radio del juzgado para las citaciones y 
notificaciones ulteriores. 


243.2 En caso de que el imputado no pudiere fijar domicilio dentro del radio del 
juzgado, se tendrá por tal el constituido en autos por su defensor, 


Las citaciones y notificaciones que deban hacerse al imputado, se harán también al 
caucionante cuando tuvieren relación con las obligaciones de este. 
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Artículo 244. (Cese de la libertad bajo caución).- 


244.1 Las cauciones se harán efectivas si el imputado no comparece a la citación 
que se le haga durante el proceso. 


244.2 En tal caso y sin perjuicio de librar orden de prisión contra el imputado, el juez 
fijará un plazo no mayor de veinte dias para que comparezca o justifique su 
incomparencia, bajo apercibimiento de hacer efectiva la caución, notificando la 
resolución en los domicilios constituidos por el imputado y el caucionante. 


244.3 Vencido el plazo sin que el imputado hubiera comparecido o justificado fuerza 
mayor, el juez dictará resolución por la que declarará sin efecto la libertad provisional y 
ordenará la ejecución de la caución. 


Artículo 245. (Efectividad de las cauciones).- 

245.1 Las cauciones se efectivizarán recurriendo al procedimiento de ejecución en 
vía de apremio previsto en los artículos 377 y siguientes del Código General del 
Proceso. Actuará como ejecutante el Fiscal Letrado de Aduana y Hacienda y será 
competente la jurisdicción civil. 

245.2 El producido será asignado al Poder Judicial en calidad de recursos de libre 
disposición destinados a solventar gastos en el fortalecimiento de las oficinas 
judiciales en materia penal. 


. (Cancelación de las cauciones).- La caución será cancelada y las 
garantías serán restituidas cuando: 


a) revocada la excarcelación, el imputado fuere sometido a prisión; 
b) se absuelva en la causa o se sobresea al imputado; 


c) recayese pronunciamiento firme otorgando la libertad condicional del 
condenado. 


(Sustitución del caucionante)- Si el caucionante por motivos 
fundados no puede continuar como tal, podrá pedir al juez que lo sustituya por otra 
persona que él presente y ofrezca análogas garantías. 


Si el juez considera aceptable la causa y apta la persona propuesta, dispondrá la 


sustitución. 

La sustitución aceptada por el juez libera al precedente caucionante solo para el 
futuro. 

Artículo 248. (Autorización para salir del país).- El excarcelado provisional podrá 


ser autorizado a salir del país, con conocimiento de causa y siempre que se cumplan 
los siguientes requisitos: 


a) que la caución sea de carácter real o personal; 


b) que, en principio, no sea necesaria la presencia del imputado a los efectos de 
la indagatoria; 
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c) que la autorización se conceda por un lapso prudencial, determinado por el 
juez en la respectiva resolución. 


En caso de incumplimiento de regreso al país, el juez aplicará lo dispuesto en los 
artículos 245 y 246 de este Código. 


Artículo 249. (Término de la prisión preventiva por absolución o sobreseimiento).- 


El tribunal deberá disponer el cese de la prisión preventiva cuando dicte sentencia 
absolutoria o decrete el sobreseimiento, aunque dichas resoluciones no se encuentren 
ejecutoriadas. 


En tales hipótesis, se podrá imponer en sustitución de la prisión preventiva alguna 
de las medidas sustitutivas previstas en el artículo 221 de este Código, cuando estas 
se consideren necesarias para asegurar la presencia del imputado en el proceso. 


CAPÍTULO Ill 
CAUTELAS ASEGURATIVAS SOBRE LOS BIENES 


Artículo 250. (Medidas sobre los bienes del imputado).- 


250.1 El juez podrá decretar a petición del Ministerio Público, de la víctima o de 
quienes por ella comparecieren las medidas cautelares sobre los bienes del imputado 
que estime indispensables para proteger los derechos de las víctimas, siempre que 
exista peligro de su lesión o frustración. 


250.2 También podrá decretar dichas medidas sobre bienes del tercero civilmente 
responsable, previa justificación sumaria del vínculo. 


250.3 La existencia del derecho y del peligro se justificarán sumariamente. 


250.4 El juez fijará la extensión de la medida y exigirá la previa prestación de 
garantía real o personal, salvo que exista motivo fundado para eximir de ella al 
peticionante, o que se trate del Estado u otra persona jurídica de derecho público. 


250.5 Estas medidas se ajustarán en cuanto a su objeto y limitaciones, a los 
principios establecidos en el Código General del Proceso y leyes especiales. 


Artículo 251. (Excepciones).- Las medidas previstas en el artículo precedente, no 
podrán ordenarse contra el Estado ni contra personas jurídicas de derecho público. 


Artículo 252. (Jurisdicción para seguir entendiendo en las medidas cautelares). - 


252.1 Cuando las medidas cautelares hubieran sido dispuestas a pedido de la 
víctima, esta deberá acreditar que inició acción civil dentro de los sesenta días de 
haberse efectivizado las medidas cautelares y la jurisdicción civil será la única 
competente para seguir entendiendo a su respecto. 


252.2 Si la víctima no cumpliere con lo establecido en el inciso precedente, el 
afectado por las medidas podrá solicitar su levantamiento ante el juez que las dispuso, 
quien así lo resolverá con citación contraria. 
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252.3 Cuando las medidas cautelares hubieran sido dispuestas a pedido de la 
fiscalia, seguirá entendiendo el tribunal que las dispuso hasta la finalización del 
proceso. 


, (Recursos).- Cuando la resolución ordene la medida solicitada u otra 
similar, la misma será apelable sin efecto suspensivo. 


Artículo 254 (Cumplimiento de las medidas)- Las medidas cautelares se 
cumplirán inmediatamente después de haber sido decretadas y se notificarán a la 
parte a quien perjudiquen, una vez cumplidas. 


LIBRO Il 
PROCESO DE CONOCIMIENTO 


TÍTULO | 
DEL PROCESO ORDINARIO EN MATERIA 
DE CRÍMENES Y DELITOS 


- El proceso de conocimiento comprende la primera y la segunda 
instancia y el recurso de casación, 


CAPÍTULO 1 
INDAGATORIA PRELIMINAR 


Artículo 256 (Formas de inicio) - 
256.1 La investigación de un hecho presuntamente delictivo deberá iniciarse: 
a) cuando exista flagrancia delictual; 


b) por denuncia o instancia, formulada de acuerdo con las previsiones de este 
Código; 


c) por iniciativa del Ministerio Público, cuando haya tenido conocimiento del hecho 
por cualquier medio idóneo. 


256.2 Cuando el fiscal tome conocimiento de un hecho presuntamente delictivo, 
deberá disponer las medidas pertinentes para la averiguación de la verdad, conforme 
a lo dispuesto en este Código. 


Artículo 257. (La denuncia).- Cualquier persona podrá poner en conocimiento del 
Ministerio Público la comisión de un presunto hecho delictivo. También podrá 
formularse la denuncia ante la autoridad administrativa competente o ante cualquier 
tribunal con competencia penal, los que deberán remtirla inmediatamente al Ministerio 
Público. 


Artículo 258. (Forma y contenido de la denuncia).- 


258.1 La denuncia podrá formularse en forma escrita o verbal y deberá contener la 
identificación del denunciante, su domicilio, la narración circunstanciada del hecho, la 
indicación de la o las personas involucradas en el mismo y en su caso de quienes lo 
hayan presenciado o tengan noticia de él. 
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258.2 La denuncia escrita deberá ser firmada por quien la formula ante el 
funcionario que la reciba, quien, si el denunciante lo exigiera, le expedirá recibo. 
Cuando no supiere o no pudiere firmar lo hará otra persona a su ruego. 


258.3 En el caso de denuncia verbal, el funcionario actuante dejará constancia por 
escrito, la que será firmada por el denunciante y por el propio funcionario. Si el 
denunciante no sabe o no puede firmar lo hará un tercero a su ruego. 


Artículo 259. (Reserva de las actuaciones de investigación).- 


259.1 La actividad desarrollada en la indagatoria preliminar para reunir medios de 
prueba que posibiliten la ulterior iniciación del proceso no se integrará en ningún caso 
a este, salvo cuando hubiera sido dispuesta con intervención de tribunal. 


259.2 Las actuaciones de investigación preliminar llevadas a cabo por el Ministerio 
Público y por la autoridad administrativa, serán reservadas para los terceros ajenos al 
procedimiento. El imputado y su defensor, así como la víctima, podrán examinar los 
registros y documentos de la investigación fiscal. 


259.3 Sin embargo, el fiscal podrá disponer que determinadas actuaciones, 
registros o documentos permanezcan en reserva respecto del imputado, su defensor y 
demás intervinientes, toda vez que lo considere necesario para asegurar la eficacia de 
la investigación. En este caso, deberá identificar las piezas o actuaciones respectivas, 
y podrá fijar un plazo de hasta cuarenta días para el mantenimiento de la reserva, 
previa autorización judicial. Dicho plazo podrá ser prorrogado por el juez mediante 
petición fundada del Ministerio Público hasta por un plazo máximo de seis meses. 


259.4 El imputado y su defensor podrán solicitar al juez que ponga fin a la reserva o 
que la limite en cuanto a su extensión, a las piezas o actuaciones comprendidas en la 
misma o a las personas a quienes afectare. 


259.5 No se podrá decretar la reserva para el imputado y su defensor respecto de 
su declaración, de los informes brindados por peritos referentes a su persona, o de 
cualquier otra actuación en que hubiere intervenido él o su defensor. 


259.6 Los funcionarios que hayan participado en la investigación y las demás 
personas que por cualquier motivo hayan tenido conocimiento de las actuaciones, 
estarán obligados a guardar secreto, 


. (Solicitud de diligencias).- Durante la investigación el imputado, su 
defensor y la victima podrán solicitar al fiscal todas aquellas diligencias que consideren 
pertinentes y útiles para el esclarecimiento de los hechos investigados. El fiscal 
ordenará aquellas que estime conducentes. 


Artículo 261. (Personas citadas por el fiscal).- Si en el desarrollo de la investigación 
el fiscal requiere la comparecencia de una persona, podrá citarla por cualquier medio 
idóneo. Si el citado no comparece, el fiscal podrá solicitar al juez que le ordene 
comparecer y aun que disponga su conducción compulsiva si fuera necesario. 


Artículo 262. (Formas de comparecencia del imputado ante el fiscal).- 


262.1 Durante la investigación preliminar, el imputado deberá comparecer ante el 
fiscal cuando este lo disponga. 
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262.2 Si no comparece voluntariamente, el fiscal podrá solicitar al juez que ordene 
su conducción 


262.3 Cuando el imputado se encuentre privado de su libertad, el fiscal solicitará al 
juez su conducción, toda vez que ello sea necesario a los fines de la investigación. 


Artículo 263. (Comparecencia del imputado).- 


263.1 Cuando el imputado comparezca ante el fiscal, deberá hacerlo asistido de 
defensor. Si se trata de su primera declaración, antes de comenzar el interrogatorio, el 
fiscal le comunicará detalladamente el hecho presuntamente delictivo que se le 
atribuye, los resultados de la investigación en su contra y su derecho a no declarar, 


263.2 El imputado no podrá negarse a proporcionar su identidad, debiendo 
responder a las preguntas que con tal fin se le formulen, registrándose todo lo 
actuado. 


Artículo 264. (Registro de las actuaciones).- El Ministerio Público deberá dejar 
constancia de las actuaciones que realice, utilizando al efecto cualquier medio que 
permita garantizar la fidelidad e integridad de la información, así como el acceso a la 
misma del imputado, su defensor y la víctima, 


La constancia de cada actuación deberá consignar por lo menos, la indicación de la 
fecha, hora y lugar de realización, de los funcionarios y demás personas intervinientes, 
así como una breve relación de sus resultados. 


Artículo 265. (Duración máxima de la investigación preliminar cuando el imputado 
no está privado de libertad).- La investigación preliminar no podrá extenderse por un 
plazo mayor de un año contado desde su inicio, cuando el imputado no se encontrare 
privado de libertad. En casos excepcionales debidamente justificados, el fiscal podrá 
solicitar al juez la ampliación del plazo hasta por un año más. 


Artículo 266. (Formalización de la investigación).- 
266.1 Concluida la indagatoria preliminar, si de ella resulta que se ha cometido un 
delito y que están identificados sus presuntos autores, coautores o cómplices, el fiscal 


deberá formalizar la investigación solicitando al juez competente la convocatoria a 
audiencia de formalización. 


266.2 La solicitud se hará por escrito, salvo en el caso previsto en el artículo 266.4 
de este Código, y deberá contener en forma clara y precisa: 


a) la individualización del imputado y de su defensor, si este hubiera sido 
designado durante la indagatoria preliminar; 


b) la relación circunstanciada de los hechos y la participación atribuida al 
imputado; 


c) las normas jurídicas aplicables al caso; 
d) los medios de prueba a emplear; 


e) las medidas cautelares que el fiscal entienda pertinentes; 
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f) el petitorio; 
g) la firma del fiscal o de un representante autorizado por la Fiscalía. 


266.3 Presentada una solicitud de formalización de la investigación que no se 
ajuste a las disposiciones precedentes, el juez ordenará que se subsanen los defectos 
en el plazo que señale, bajo apercibimiento de tenerla por no presentada. 


266.4 Si el imputado se encontrara detenido por el hecho respecto del cual se 
decide formalizar la investigación, la solicitud de audiencia deberá formularse de 
inmediato a la detención, aun verbalmente, y la audiencia deberá celebrarse dentro de 
las veinticuatro horas siguiente a dicha detención, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 16 de la Constitución de la República. 


266.5 Si el imputado se encontrare en libertad, recibida la solicitud de formalización, 
el juez convocará a las partes y a la víctima a audiencia, la que deberá celebrarse 
en un plazo no mayor a veinte días”. 


266.5 En la audiencia de formalización se escuchará a las partes y a la víctima si 
hubiere comparecido. En dicha audiencia el juez resolverá: 


a) la admisión de la solicitud fiscal de formalización de la investigación; 


b) el pedido de medidas cautelares que haya formulado el fiscal o la victima de 
acuerdo con lo dispuesto en el literal e) del articulo 81.2 y en los artículos 216 y 
siguientes de este Código. 


La formalización de la investigación aparejará la sujeción del imputado al 
proceso y dará comienzo al sumario (artículo 16 de la Constitución de la 
República). Cuando se produzca en causa en la que pueda recaer pena de 
penitenciaria, tendrá el efecto previsto en el artículo 80 de la Constitución de la 
República”. 


Fuente: Ley N* 19.435 de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 2, 


Artículo 267. (Efectos de la solicitud de formalización de la investigación).- La 
solicitud de formalización de la investigación suspenderá el curso de la prescripción de 
la acción penal. 


CAPÍTULO Il 
AUDIENCIAS 


Artículo 268. (Acusación o sobreseimiento) - Desde la notificación del auto que 
admite la solicitud fiscal de formalización de la investigación, el Ministerio Público 
tendrá un plazo de treinta días, perentorio e improrrogable, para deducir acusación o 
solicitar el sobreseimiento. 


Si se solicitara el sobreseimiento será aplicable lo dispuesto en los artículos 129, 
130 y 132 de este Código. 


Fuente: Ley N” 19,436 de 23 de setiembre de 2016, 
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artículo 2, 


Artículo 269 (Traslado de la acusación)- Deducida acusación por parte del 
Ministerio Público, se conferirá traslado al defensor. 


El defensor deberá evacuarlo en un plazo de treinta días, perentorio e improrrogable. 


Si hubiere varios enjuiciados con diversos defensores, el plazo para evacuar el 
traslado será común a todos ellos. 


Fuente: Ley N” 19,436 de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 2 


Artículo 270. (Audiencia de juicio).- 


270.1 Recibida la contestación de la acusación o vencido el plazo para hacerlo, el 
tribunal admitirá los medios de prueba propuestos y dispondrá su diligenciamiento en 
los casos que correspondan, rechazando aquellos manifiestamente innecesarios, 
inadmisibles o inconducentes. 


270.2 La prueba ofrecida será recibida en audiencia, a la que serán citadas las 
partes y la víctima si hubiere comparecido a la audiencia de formalización. Dicha 
audiencia deberá celebrarse en un plazo no mayor a treinta días, desde recibida la 
contestación o vencido el plazo para hacerlo. En la misma el tribunal solo podrá 
formular preguntas aclaratorias o ampliatorias. 


Esta audiencia podrá prorrogarse de oficio o a petición de parte, si faltare diligenciar 
alguna prueba que deba ser cumplida fuera de la audiencia, siempre que el tribunal la 
considere indispensable, en cuyo caso arbitrará los medios necesarios para que esté 
diligenciada en la fecha fijada para la reanudación de la audiencia. 


270.3 El Ministerio Público podrá ampliar la acusación, por inclusión de hechos 
nuevos que no hubieren sido mencionados en aquella y que resulten relevantes para 
la calificación legal. 


En tal caso, se hará conocer al imputado los nuevos hechos que se le atribuyen y el 
juez dará vista a la defensa quien tiene derecho a pedir la suspensión de la audiencia 
para ofrecer nuevas pruebas, otorgándole un plazo de tres días. 


Cuando este derecho sea ejercido, el tribunal podrá suspender la misma por un 
plazo de hasta quince días, según la complejidad de los nuevos hechos y la necesidad 
de la defensa. 
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La corrección de simples errores materiales se podrá realizar durante la audiencia 
sin que sea considerada una ampliación. 


270.4 Concluida la recepción de pruebas, el juez mandará alegar por su orden al 
Ministerio Público y a la defensa. 


270.5 El tribunal deberá dictar la sentencia al término de la audiencia y en esa 
oportunidad expedir el fallo con sus fundamentos. 


Excepcionalmente, cuando la complejidad del asunto no permitiere pronunciar la 
decisión inmediatamente, el tribunal podrá prorrogar la audiencia por un plazo no 
mayor a quince días para dictar la sentencia con sus fundamentos. 


Fuente: Ley N* 19.436 de 23 da setiembre de 2016, 
artículo 2. 


Artículo 271. (Resoluciones dictadas en audiencia). 


271.1 Las resoluciones dictadas en el curso de las audiencias admiten recurso de 
reposición, el que deberá proponerse y sustanciarse en la propia audiencia y decidirse 
en forma inmediata por el tribunal. 


271.2 La sentencia interlocutoria dictada conforme a lo dispuesto en el artículo 
266.6 de este Código, admite el recurso de apelación sin efecto suspensivo. Si se 
dispone el archivo de las actuaciones, la resolución será apelable con efecto 
suspensivo. 


271.3 Todas las resoluciones sobre producción, denegación y diligenciamiento de la 
prueba serán apelables con efecto diferido. 


Fuente: Ley N” 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 2. 


TÍTULO Il 
DEL PROCESO EXTRAORDINARIO EN MATERIA 
DE CRÍMENES Y DELITOS 


Artículo 272 ¡Procedencia).- Se aplicará el proceso abreviado para el juzgamiento de 
hechos cuya tipificación por el Ministerio Público de lugar a la aplicación de una pena 
mínima no superior a seis años de penitenciaria o de una pena de otra naturaleza, 
cualquiera fuere su entidad. 


Será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos que se le atribuyen y 
de los antecedentes de la investigación, los acepte expresamente y manifieste su 
conformidad con la aplicación de este proceso. La existencia de varios imputados no 
impedirá la aplicación de estas reglas a algunos de ellos. 
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En ese caso, el acuerdo celebrado con un imputado no podrá ser utilizado como 
prueba en contra de los restantes. 


Fuente: Ley N* 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 2 


. (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo establecido 
en el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 


273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir 
acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el imputado la 
aplicación del proceso abreviado. 


273.2 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por el 
imputado, será considerada por el Ministerio Público al momento de solicitar la pena, 
pudiendo disminuir la solicitud hasta en una tercera parte de aquella aplicable al caso 
concreto. 


273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del artículo 
272 de este Código as! como que el imputado hubiere prestado su conformidad con 
conocimiento de sus derechos, libre y voluntariamente. Si entendiera que el acuerdo 
no cumple con los requisitos legales, declarará su inadmisibilidad. En este caso, la 
pena requerida en el proceso abreviado no será vinculante para el Ministerio Público y 
la aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por pane del 
imputado se tendrá por no formulada. 


273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, la que en caso de ser 
condenatoria, no podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el Ministerio 
Público. 

Fuente: Ley N” 19,436 de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 3, 


TÍTULO Il 
DEL PROCESO EN MATERIA DE FALTAS 


Artículo 274. ¡Ámbito de aplicación).- Las faltas se rigen por lo dispuesto en el 
Libro 111 del Código Penal y sus modificaciones consagradas por la Ley N” 19.120, de 
20 de agosto de 2013, 


Fuente: Ley N” 19,436 de 23 de setiembre de 2916, 
artículo 4 


Artículo 275. Será de aplicación al proceso en materia de faltas lo dispuesto en la 
Ley N” 19.120, de 20 de agosto de 2013. 


Fuente: Ley N” 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 4 
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TÍTULO IV 
DE LOS PROCESOS INCIDENTALES 


CAPÍTULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


. (Procedencia).- Corresponde tramitar por vía incidental las cuestiones 
diferentes de la principal, dependientes en su formulación y ordenadas en su decisión 
a la misma, siempre que no proceda a su respecto otro medio de tramitación 


Artículo 277. (Principio de la tramitación incidental).- Todos los incidentes que se 
susciten en el proceso, si no tienen en la ley un procedimiento propio deberán 
tramitarse en la forma prevista en las disposiciones de este Título. 


CAPÍTULO Il 
PROCEDIMIENTO 


Artículo 278. (Incidente en audiencia).- Los incidentes relativos a cuestiones 
planteadas en la audiencia se formularán verbalmente y oída la parte contraria, se 
decidirán de inmediato por el tribunal sin otro recurso que el de reposición, sin perjuicio 
de hacer valer la circunstancia como causal de impugnación al deducir recurso de 
apelación contra la sentencia definitiva. 


Artículo 279. (Incidente fuera de audiencia).- 


279.1 La demanda incidental se planteará por escrito confiriéndose traslado por 
seis días. 


279.2 Tanto con la demanda como con la contestación, si se tratare de una 
cuestión que requiera prueba, las partes la acompañarán conforme a lo dispuesto en 
el Título VI del Libro | de este Código. 


El tribunal ordenará el diligenciamiento de la prueba y la concentrará en una sola 
audiencia, al término de la cual se oirá a las partes acerca del resultado de la misma. 


279.3 Contestado el traslado, si se tratare de un asunto de puro derecho o si las 
partes no ofrecieran prueba o se hubiere diligenciado la que correspondiera, el tribunal 
se pronunciará en una única sentencia. 


Artículo 280. (Recurso).- 


280.1 La resolución que no admita el incidente será susceptible de los recursos de 
reposición y apelación sin efecto suspensivo. 


280.2 La sentencia interlocutoria que decide el incidente será susceptible del 
recurso de apelación sin efecto suspensivo. 


Artículo 281. (Forma de sustanciación del incidente fuera de audiencia).- El 
incidente que se plantee fuera de audiencia, se tramitará en pieza separada del 
principal sin suspender el curso del proceso hasta la citación para sentencia, salvo que 
el juez declare a petición de parte, que obsta al desarrollo de aquel. Contra esta 
resolución solo procede el recurso de reposición. 
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CAPÍTULO Il 
INCIDENTES ESPECIALES 


SECCIÓN 1 
De la recusación 
Artículo 282. (Remisión).- El incidente de recusación se regirá por lo dispuesto en 
los artículos 325 a 328 del Código General del Proceso. 


SECCIÓN II 
De la contienda de competencia 


Artículo 283. (Remisión).- El incidente de contienda de competencia se regirá por 
lo dispuesto en el artículo 331 del Código General del Proceso. 


SECCIÓN tl 
Del incidente de excarcelación provisional 


Artículo 284. (Oportunidad procesal).- La solicitud de libertad provisional podrá 
formularse en cualquier estado de la causa, hasta tanto no haya recaído sentencia de 
condena ejecutoriada. 


Artículo 285. (Trámite de la solicitud).- 


285.1 La solicitud de excarcelación provisional podrá formularse en audiencia o 
fuera de ella. 


285.2 Presentada por escrito fuera de audiencia, se conferirá vista al Ministerio 
Público el que deberá pronunciarse en el plazo de tres días contado desde el 
momento de la recepción del pedido. Si la complejidad de la causa lo justificare, el 
fiscal podrá solicitar la ampliación de dicho plazo hasta por diez días. El juez dispondrá 
de igual plazo para resolver. 


285.3 Propuesta la solicitud en audiencia, el fiscal se pronunciará en ese acto y el 
juez deberá resolver en la misma. Si la complejidad de la causa lo justificare, el fiscal 
podrá solicitar prórroga para expedirse hasta por diez días y de igual plazo dispondrá 
el juez para pronunciarse. 


285.4 La sentencia interlocutoia que recaiga se notificará de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 116 de este Código. 


LIBRO lil 
DEL PROCESO DE EJECUCIÓN 


TÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 286. (Principio general).- Ninguna pena o medida de seguridad podrá 
ejecutarse sino en cumplimiento de sentencia definitiva ejecutoriada. 
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CAPÍTULO 1 
OBJETO Y PROCEDIMIENTO 
Artículo 287. (Objeto).- La actividad procesal de ejecución comprende los actos 


destinados a promover el cumplimiento de las condenas penales y el trámite y decisión 
de las cuestiones sobrevinientes relativas a las penas y a las medidas de seguridad. 


. (Competencia del Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia).- En sede de ejecución conocerá el Juez Letrado de Primera Instancia de 
Ejecución y Vigilancia. Además de los cometidos que le asigna este Código y otras 
leyes, corresponde especialmente al Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia: 


a) velar por el respeto de los derechos humanos en todo el ámbito de su 
competencia. Con fines de vigilancia y contralor, podrá hacer comparecer ante 
sí a condenados, imputados y a funcionarios del sistema penitenciario; 


b) salvaguardar los derechos de los internos que cumplan condena, medidas de 
seguridad o prisión preventiva, dando cuenta en este último caso al tribunal 
competente, de los abusos y desviaciones que en cumplimiento de los 
preceptos del régimen penitenciario, se puedan producir; 


c) controlar la regularidad de las sanciones disciplinarias impuestas a los 
penados, superiores a treinta días. Dichas sanciones serán comunicadas al 
Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia dentro del plazo de 
cinco días desde el inicio de su efectivo cumplimiento. Recibida la 
comunicación, el juez dará vista a la defensa del penado. Evacuada la vista o 
vencido el plazo para hacarlo, resolverá en única instancia; 


d) resolver, con informe del director del establecimiento penitenciario y de los 
organismos técnicos pertinentes, la clasificación y las progresiones O 
regresiones de las etapas respectivas; 


e) recibir, tramitar y resolver acerca de peticiones o quejas que formulen los 
internos, sus familiares o sus defensores respecto del trato penitenciario, 
pudiendo recabar a esos efectos los informes pertinentes; 


f) resolver las solicitudes de salidas transitorias, laborales o domiciliarias de los 
penados, de acuerdo con los requisitos establecidos por la normativa vigente; 


g) controlar la regularidad de los traslados de los penados efectuados por la 
autoridad administrativa. Dichos traslados serán comunicados dentro del plazo 
de cinco días de su efectivización. Recibida la comunicación el juez resolverá 
en definitiva; 


h) autorizar las internaciones hospitalarias. En casos de urgencia, después de 
efectuada la internación, se le dará cuenta de inmediato para su aprobación; 


i) autorizar la salida del pais del penado, en las mismas condiciones de 
tramitación previstas respecto del imputado, en el artículo 248 de este Código; 


j) realizar visitas o inspecciones a los establecimientos carcelarios cada vez que 
lo considere necesario y por lo menos una vez cada treinta días. Si en ocasión 
de tales visitas o inspecciones verificare la existencia de irregularidades que 
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afectaren seriamente a los penados en causas ajenas a su competencia la 
pondrá, a la mayor brevedad, en conocimiento del juez competente; 


k) conocer y resolver en primera instancia sobre la concesión y revocación de los 
beneficios de las libertades condicional y anticipada; 


1) conocer y resolver la revocación de la suspensión condicional de la pena; 
m) conocer y resolver en el proceso de unificación de penas. 


Artículo 289. (Competencia por razón de lugar).- 


289.1 En el departamento de Montevideo, el proceso de ejecución penal será 
competencia de uno o más Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia, según lo determine la Suprema Corte de Justicia. 


289.2 En los departamentos del interior, actuarán como jueces de ejecución de la 
sentencia, los de Primera Instancia que la hubieren dictado cuando las penas o 
medidas de seguridad deban cumplirse dentro de la circunscripción de su 
competencia. 


289.3 Cuando las penas o medidas de seguridad deban cumplirse fuera del ámbito 
de competencia territorial del tribunal de primera instancia que las dispuso, la función 
de ejecución y vigilancia la ejercerá el juez de igual jerarquía del lugar donde deban 
cumplirse y que estuviere de turno a la fecha en que la sentencia quedare 
ejecutoriada. 


Exceptúanse los procesos que se hubieran tramitado en Montevideo en cuyo caso 
la función de ejecución y vigilancia de las personas condenadas corresponderá a los 
Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia de Montevideo. 


289.4 La Suprema Corte de Justicia podrá delimitar regiones, independientes de los 
límites departamentales, para asignar competencia territorial en materia de ejecución y 
vigilancia atendiendo a la localización de los establecimientos de reclusión y 
rehabilitación en relación con el lugar de asiento del tribunal de primera instancia que 
substanció la causa. 


289.5 Cuando las funciones del juez de sentencia y del juez de ejecución no 
coincidieren, una vez ejecutoriada la sentencia de condena, liquidada la pena o 
resuelta la libertad condicional si correspondiere, el expediente será remitido de 
acuerdo con los incisos anteriores. 


289.6 Si la sentencia hubiere quedado ejecutoriada solo para alguno de los 
imputados, deberá cumplirse inmediatamente a su respecto, a cuyos efectos se 
formará pieza con testimonio de aquella, con constancia de la fecha en que quedó 
ejecutoriada y con las actuaciones referentes a la identificación y antecedentes del 
penado. 


í . (Liquidación de la pena).- Una vez recibidos los autos, se efectuará la 
liquidación de la pena impuesta, determinando su monto y fecha de vencimiento en el 
plazo de cinco días. La liquidación se notificará al fiscal y al defensor y de no 
deducirse oposición dentro del plazo de cinco días, se tendrá por aprobada. En caso 
de deducirse oposición, la misma se tramitará por la vía incidental. 
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Artículo 291. (Criterios aplicables).- A los efectos del cómputo de la liquidación 
deberá descontarse el tiempo de detención o de limitación de la libertad sufrida por el 
condenado, en el país o en el extranjero. 


Deberá descontarse un día de prisión o limitación de la libertad, en las hipótesis 
siguientes: 


a) por cada día o fracción de efectiva detención en el país o en el extranjero, 
incluyendo el arresto domiciliario o la internación hospitalaria; 


b) por cada dos días o fracción de efectivo cumplimiento, en los casos previstos en 
los literales j), k) y |) del artículo 221 de este Código; 


c) por cada diez días o fracción de efectivo sometimiento a cada una de las 
medidas indicadas en los literales a) a h) del artículo 221 de este Código; 


d) por cada dos días de trabajo o estudio cumplidos durante la reclusión, por todo el 
tiempo que esté debidamente documentado. 


Los establecimientos de reclusión informarán trimestralmente al tribunal los días de 
trabajo o estudio cumplidos por cada recluso. 


Artículo 292. (Comunicación) - 


292.1 Cuando la pena deba ser cumplida en reclusión en todo o en parte, el tribunal 
comunicará dicha circunstancia a la autoridad penitenciaria, indicando la fecha de su 
finalización 


292.2 Si el condenado se hallare en libertad y correspondiere su reclusión, el 
tribunal ordenará inmediatamente su detención. Una vez aprehendido y liquidada la 
pena, efectuará dicha comunicación. 


Artículo 293. (Revisión).- El cómputo de la pena es siempre reformable, aun de 
oficio, cuando se compruebe la existencia de un error. 


TÍTULO II 
DE LAS PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD 


CAPÍTULO 1 
DE SU CUMPLIMIENTO 


Artículo 294. (Cumplimiento).- Las penas privativas de libertad serán cumplidas en 
la forma que establezcan las leyes especiales, teniendo el tribunal los poderes y 
deberes que en ellas se establezcan y los que señala el artículo 288 de este Código. 


CAPÍTULO Il 
DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 


Artículo 295. (Presupuestos).- 


295.1 La libertad condicional es un beneficio que se otorga a los penados que se 
hallaren en libertad al quedar ejecutoriada la sentencia de condena, cuando teniendo 
en cuenta su conducta, personalidad, forma y condiciones de vida, pueda formularse 
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un pronóstico favorable de reinserción social. En tal caso, la pena se cumplirá en 
libertad en la forma y condiciones previstas por la ley. 


295.2 El penado podrá solicitar la libertad condicional en un plazo perentorio de 
diez días hábiles posteriores a la ejecutoriedad de la sentencia de condena, 
suspendiéndose su reintegro a la cárcel hasta tanto se resuelva si se le otorga dicho 
beneficio, el que se tramitará de acuerdo con lo dispuesto en los artículos siguientes. 


295.3 El liberado condicional queda sujeto a vigilancia de la autoridad, en los 
términos dispuestos en el Código Penal, por el saldo de pena que resultare de la 
liquidación respectiva. 


Artículo 296. (Trámite).- 


296.1 Aprobada la liquidación, el juez competente solicitará al Instituto Técnico 
Forense dentro del plazo de tres días la planilla de antecedentes judiciales del penado, 
actualizada a no más de sesenta días de su emisión. 


296.2 Si dicha planilla no registra que haya sido condenado por nuevo delito, y 
acreditare hallarse en condiciones de vida que permitan formular un pronóstico 
favorable de reinserción social, el juez, previa vista al Ministerio Público, podrá 
conceder la libertad condicional, Se liquidará el saldo de pena a cumplir, computando 
el tiempo de vigilancia que refiere el artículo 102 del Código Penal, a partir del 
momento en que el penado fue puesto en libertad. Si conforme a la liquidación 
efectuada la vigilancia estuviese cumplida, el juez declarará extinguida la pena, 
efectuando las comunicaciones pertinentes. 


296.3 En caso de existir saldo de pena, el condenado quedará sujeto a vigilancia de 
la autoridad y a su término el juez solicitará nueva planilla de antecedentes al Instituto 
Técnico Forense, Si no hubiere sido condenado por la comisión de nuevo delito, previa 
vista al Ministerio Público se declarará extinguida la pena efectuándose las 
comunicaciones pertinentes. 


296.4 No podrá otorgarse el beneficio de la libertad condicional, si agregada la 
respectiva planilla de antecedentes, resulta que el penado fue condenado por la 
comisión de nuevo delito durante el lapso en que estuvo en libertad provisional 


Artículo 297. (Impugnación).- La sentencia que resuelva el pedido de libertad 
condicional podrá ser impugnada mediante los recursos de reposición y apelación. 


Solo tendrá efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto contra la 
sentencia que deniegue la libertad condicional. 


CAPÍTULO III 
DE LA LIBERTAD ANTICIPADA 


Artículo 298. (Presupuestos).- 


298.1 La libertad anticipada es un beneficio que podrá otorgarse a los penados que 
se hallaren privados de libertad al quedar ejecutoriada la sentencia de condena, 
cuando teniendo en cuenta su conducta, personalidad, forma y condiciones de vida, se 
pueda formular un pronóstico favorable de reinserción social. En tal caso, la pena se 
cumplirá en libertad en la forma y condiciones previstas por este Código 
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298.2 El liberado queda sujeto a vigilancia de la autoridad en los términos de lo 
dispuesto en el Código Penal, por el saldo de pena que resulte de la liquidación 
respectiva. 


298.3 Este beneficio podrá otorgarse a pedido de parte y de acuerdo con las 
siguientes condiciones: 


a) si la pena recaída fue de prisión, o de multa, que por defecto de cumplimiento se 
transformó en prisión, podrá solicitarse cualquiera fuere el tiempo de reclusión 
sufrido; 


b) si la condena fue de penitenciaria, cuando el penado haya cumplido la mitad de 
la pena impuesta; 


c) si se establecieran medidas de seguridad eliminativas aditivas a una pena de 
penitenciaria, el beneficio podrá otorgarse cuando el penado haya cumplido las 
dos terceras partes de la pena, disponiéndose el cese de dichas medidas. 


Artículo 299. (Trámite).- 


299.1 La petición será formulada en forma escrita por el penado o su defensor ante 
el juez competente, quien dispondrá la agregación de los siguientes recaudos: 


a)la planilla de antecedentes actualizada del Instituto Técnico Forense y 
reliquidación de la pena por redención de la misma por trabajo o estudio, si 
correspondiere; 


b) el informe de conducta carcelaria proporcionado por el director o responsable del 
establecimiento, quien deberá remitirlo a la sede judicial dentro del plazo de 
cinco días contados desde que haya recibido la solicitud, juntamente con los 
informes técnicos que se dispongan referidos a las aptitudes de resocialización 
del penado. 


299.2 El juez resolverá previa vista del Ministerio Público, mediante resolución 
fundada. 


299.3 Concedida la libertad anticipada, se efectuará la liquidación del saldo de pena 
a cumplir bajo vigilancia de la autoridad. A su término, el juez solicitará nueva planilla 
de antecedentes al Instituto Técnico Forense. Si el penado no hubiere sido condenado 
por la comisión de nuevo delito, se declarará extinguida la pena previa vista al 
Ministerio Público, efectuándose las comunicaciones pertinentes. 


Artículo 300. (Impugnación).- 
300.1 La sentencia que concede la libertad anticipada podrá ser impugnada 


mediante los recursos de reposición y apelación en subsidio con efecto suspensivo, 
para ante el Tribunal de Apelaciones que corresponda. 


300.2 En caso denegatorio, no podrá solicitarse nuevamente el beneficio hasta que 
hayan transcurrido seis meses de ejecutoriada la resolución respectiva. 


Artículo 301. (Libertad anticipada en caso de unificación de penas pendientes).- 


301.1 En los casos en que un encausado tenga pendiente el dictado de sentencia 
de unificación de penas y se encontrare recluido cumpliendo una sentencia de 
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condena ejecutoriada, podrá impetrar el beneficio de la libertad anticipada, 
independientemente del estado de las otras causas. 


301.2 El juez procederá conforme a lo dispuesto en los artículos precedentes, 
debiendo solicitar informes sobre las causas en trámite a efectos de estimar 
provisoriamente, la posible pena de unificación a recaer. Tal estimación no implicará 
prejuzgamiento. 


301.3 En caso de concederse la libertad anticipada, ella comprenderá todas las 
causas pendientes de unificación y se procederá a efectuar una liquidación provisoria 
del término de vigilancia, teniendo en cuenta la estimación de la pena unificada. 


301.4 La sentencia que concede el beneficio se comunicará a los jueces de las 
demás causas a sus efectos. 


CAPÍTULO IV 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA 


Artículo 302. (Presupuestos).- Al dictar sentencia de condena, el Juez Letrado de 
Primera Instancia en lo Penal podrá otorgar en el mismo acto el beneficio de la 
suspensión condicional de la ejecución de la pena, siempre que concurran los 
siguientes requisitos: 


a) que se trate de un primario absoluto o legal; 
b) que la pena impuesta sea de prisión o de penitenciaria hasta tres años. 
Artículo 303. (Efectos).- 


303.1 El condenado que obtenga el beneficio de la suspensión condicional de la 
ejecución de la pena, permanecerá bajo vigilancia de la autoridad por el plazo de dos 
años. Dicho plazo se contará desde la fecha en que la sentencia de condena quedó 
ejecutoriada. 


303.2 Cumplido el referido plazo, el juez solicitará la agregación de la planilla de 
antecedentes actualizada. 


303.3 Si de ella resultare que el penado no hubiere sido condenado por nuevo 
delito durante el término de vigilancia y previa vista al Ministerio Público, se tendrá por 
extinguido el delito y por no pronunciada la sentencia, ordenándose la cancelación de 
la inscripción en el registro respectivo. 


CAPÍTULO V 
CUMPLIMIENTO Y REVOCACIÓN DE LOS BENEFICIOS 
Artículo 304. (Aplazamiento excepcional del cumplimiento de la pena privativa de 
libertad).- 


304.1 Si mediaren las circunstancias excepcionales previstas en el artículo 228 de 
este Código, podrá aplazarse el ingreso o reintegro del penado a la cárcel. Será 
competente para dictar resolución el juez de la causa 
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304.2 Si las circunstancias excepcionales a que refiere el artículo 228 de este 
Código se produjeren durante el proceso de ejecución, conocerá el Juez Letrado de 
Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia. El petitorio será formulado ante el Juez 
Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, por el defensor o por el propio 
penado y se tramitará por vía incidental. 


Artículo 305. (Enfermedad del condenado).- 


305.1 Si durante la ejecución de la pena privativa de libertad el condenado sufriera 
alguna enfermedad psíquica o física, la dirección del establecimiento deberá 
comunicarlo al Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, quien 
previo los peritajes necesarios, podrá disponer su internación en establecimiento 
adecuado. 


305.2 En caso de urgencia, la administración queda facultada para disponer el 
traslado del recluso enfermo dando cuenta de inmediato al juez, con los justificativos 
de la medida adoptada. 


305.3 El tiempo de privación de libertad sufrida en internación hospitalaria será 
computado como cumplimiento efectivo de la pena. 


Artículo 308. (Vigilancia) - 


306.1 El penado liberado condicional o anticipadamente o con suspensión 
condicional de la pena, quedará sometido a la vigilancia del Patronato Nacional de 
Encarcelados y Liberados en las condiciones previstas en el artículo 102 del Código 
Penal 


306.2 El Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia supervisará la 
forma concreta de la vigilancia y podrá disponer de otras modalidades o asumirlas 
directamente si lo viere del caso, o pedir colaboración a otras instituciones públicas o 
privadas. 


306.3 La vigilancia será ejercida de manera que no perjudique al vigilado y le 
permita atender normalmente sus actividades habituales. 


306.4 Si el condenado considera que la vigilancia no se cumple en debida forma, 
podrá ocurrir verbalmente ante el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia, quien dispondrá las medidas que estime necesarias. 


Artículo 307. (Revocación de la libertad condicional o anticipada).- Si antes del 
cumplimiento íntegro de la pena en libertad condicional o anticipada, el penado comete 
nuevo delito por el que resulte condenado o quebrante los deberes impuestos por la 
autoridad, el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia podrá 
revocar el beneficio y disponer su reintegro a la cárcel, siguiendo el mismo 
procedimiento que para su concesión. En caso de revocación, el tiempo que el 
condenado haya estado en libertad vigilada, no se computará como cumplimiento de 
pena. 


Artículo 308. (Revocación de la suspensión condicional de la ejecución de la 
pena).- 


308.1 Cuando el penado hubiera cometido nuevo delito antes de quedar 
ejecutoriada la primera sentencia, la suspensión que esta hubiera decretado no tendrá 
efecto. 
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308.2 Si durante el término de vigilancia el penado hubiere sido condenado por 
nuevo delito o incumpliere las obligaciones impuestas, se revocará el beneficio de la 
suspensión condicional de la ejecución de la pena, continuando con lo que al estado 
de dicha causa corresponda. 


TÍTULO III 
DE LA EJECUCIÓN DE OTRAS PENAS 


CAPÍTULO | 
PENAS DE INHABILITACIÓN Y SUSPENSIÓN 


Artículo 309. (inhabilitación absoluta).- La inhabilitación absoluta para cargos, 
empleos públicos y derechos políticos, determinará que el Juez Letrado de Primera 
Instancia de Ejecución y Vigilancia comunique la pena a la Corte Electoral y 
organismos que correspondan, según el caso. 


Artículo 310. (Inhabilitación especial). En casos de penas de inhabilitación 
especial, el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia dispondrá 
solamente las comunicaciones correspondientes a tal efecto especial. 


Artículo 311. (Penas de suspensión).- Si la pena fuera de suspensión, el juez 
ordenará la comunicación de la sentencia al organismo en que el condenado 
cumpliere funciones. 


Artículo 312 (Cese anticipado de pena accesoria) - 


312.1 Si mediaren circunstancias excepcionales, podrá concederse al condenado el 
cese anticipado de su pena accesoria. 


312.2 La cuestión será tramitada en la forma dispuesta en el artículo 299 de este 
Código y el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia podrá otorgar 
el beneficio si hubiere transcurrido la mitad de la pena y estimare acreditadas las 
circunstancias excepcionales invocadas y la rehabilitación del condenado. 


CAPÍTULO Il 
PENAS PECUNIARIAS, SUSTITUTIVAS Y ACCESORIAS 


Artículo 313. (Pena de multa).- 


313.1 Si se condena al pago de una multa, esta deberá ser abonada dentro del 
plazo de quince días a partir de la fecha en que la sentencia quedó ejecutoriada. 


313.2 Si el pago no se efectúa dentro del plazo, se intimará de oficio al condenado 
para que lo verifique dentro de tres días, bajo apercibimiento de procederse a la 
sustitución de la multa por prisión. Dicho apercibimiento se hará efectivo sin necesidad 
de otro trámite y sin perjuicio del otorgamiento de la libertad condicional, si 
correspondiere. 


313.3 Si consta que el condenado fuera notoriamente pobre, se procederá 
directamente a la sustitución de la multa por la imposición de un régimen de vigilancia 
de la autoridad, conforme a lo previsto en el artículo 102 del Código Penal. 
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Artículo 314. (Penas accesorias).- El juez ordenará las inscripciones, anctaciones y 
demás medidas que correspondan en los casos de penas accesorias a las de prisión o 
penitenciaria previstas en el Código Penal. 


Artículo 315. (Pena de confiscación).- La pena de confiscación de los instrumentos 
con que se haya cometido el delito y los efectos del mismo, será ejecutada de oficio 
por el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia quien dispondrá el 
destino que corresponda según la naturaleza de aquellos. 


CAPÍTULO II 
PENAS ALTERNATIVAS 


Artículo 316. (Regla general).- En los supuestos en que la ley establezca penas 
alternativas, el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia deberá 
fiscalizar su cumplimiento de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 287 y 
siguientes de este Código, según corresponda. 


LO Iv 
DE LA EXTINCIÓN DE LA PENA 


Artículo 317. (Regla general).- Cuando se configure una causa de extinción de la 
pena, el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia con citación del 
Ministerio Público y la defensa formulará de inmediato la declaración correspondiente, 
ordenando la clausura de los procedimientos, las comunicaciones pertinentes y el 
archivo del expediente, teniendo por definitiva la libertad del condenado. 


Artículo 318. (Prescripción de la pena).- 

318.1 Verificada la prescripción de la pena de acuerdo con las normas del Código 
Penal, será declarada por el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia con citación del Ministerio Público y la defensa y aparejará la clausura de los 
procedimientos pendientes y el archivo del expediente, teniéndose por definitiva la 
libertad. 

318.2 La prescripción de la pena se declarará de oficio, aun cuando no fuere 
alegada. Si lo fuere, tramitará como incidente. 

TÍTULO V 
DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD 


CAPÍTULO 1 
NORMAS GENERALES 


Artículo 319. (Enumeración).- Las medidas de seguridad a regularse en el presente 
Código son: 


a) eliminativas; 
b) curativas, 


c) preventivas. 
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Artículo 320. (Regla general).- El Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia comunicará a la autoridad administrativa a cargo de la aplicación de las 
medidas de seguridad, los plazos de vigencia de estas y el deber de informar sobre el 
estado de las personas sometidas a ellas o sobre otras circunstancias del caso. 


CAPÍTULO Il 
MEDIDAS DE SEGURIDAD ELIMINATIVAS 


Artículo 321. (Cumplimiento).- 


321.1 La sentencia que imponga una medida de seguridad eliminativa deberá 
determinar el mínimo y el máximo de su duración. 


321.2 La medida comenzará a ejecutarse en los establecimientos adecuados, luego 
de cumplida la pena impuesta en la sentencia. 


321.3 El Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia tendrá sobre 
las personas sometidas a medidas de seguridad eliminativas los mismos cometidos de 
vigilancia establecidos en este Código para el cumplimiento de las penas privativas de 
libertad 


Artículo 322. (Cese).- Vencido el plazo mínimo de su duración, el juez encargado 
de la ejecución y vigilancia solicitará informes al establecimiento donde se cumple la 
medida, pudiendo decretar el cese cuando dichos informes hagan prever la 
readaptación del penado. 


CAPÍTULO Ill 
MEDIDAS DE SEGURIDAD CURATIVAS 


Artículo 323. (Cumplimiento).- 


323.1 Las medidas de seguridad curativas se cumplirán en un establecimiento 
especial o centro de asistencia para enfermos mentales o bajo el cuidado de una 
persona o institución fuera de dicho centro y sujetas a condiciones determinadas. 


323.2 Los peritos del Instituto Técnico Forense asesorarán al Juez Letrado de 
Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia sobre el régimen de cumplimiento de las 
medidas de seguridad curativas y sus modificaciones. 


323.3 El centro hospitalario correspondiente deberá informar al juez por lo menos 
cada tres meses, de la evolución del internado. 


Artículo 324 (Cese) - 

324.1 El cese de las medidas de seguridad curativas será dispuesto por el Juez 
Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia cuando hayan desaparecido las 
causas que les sirvieron de fundamento, previo dictamen pericial del Instituto Técnico 
Forense e informe de la dirección del centro asistencial. 


324.2 El cese se dispondrá de oficio o a solicitud del defensor, del curador de la 
persona o de esta misma, siguiéndose el proceso de los incidentes. 


En todos los casos deberá oírse previamente al Ministerio Público. 
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CAPÍTULO IV 
MEDIDAS DE SEGURIDAD PREVENTIVAS 


Artículo 325. (Vigilancia de la autoridad).- Se aplicará lo establecido en el 
articulo 295.3 de este Código a la sentencia que sujeta a una persona al régimen de 
vigilancia de la autoridad en los casos previstos en los artículos 92, 94 y 100 del 
Código Penal en lo pertinente 


Artículo 326. (Caución de no ofender).- Si la sentencia impone la caución de no 
ofender, se estará a lo establecido en el artículo 101 del Código Penal. 


TÍTULO VI 
DEL PROCESO DE UNIFICACIÓN DE PENAS 


Artículo 327. (Concepto) - Las sentencias ejecutoriadas recaídas en los procesos 
conexos producirán todos sus efectos, sin perjuicio de la unificación de penas por 
reiteración de acuerdo con lo establecido por el artículo 54 del Código Penal o 
eventual aplicación de medidas de seguridad. 


Artículo 328. (Trámite).- 


328.1 El Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia formalizará el 
incidente de unificación de penas en la causa más antigua. A esos efectos se tendrá 
en cuenta la fecha de la audiencia preliminar respectiva. Se intimará al condenado 
para que designe defensor en este proceso, bajo apercibimiento de tenérsele por 
designado al defensor público que por turno corresponda. 


328.2 A los efectos del trámite se remitirán los expedientes originales o testimonios 
según corresponda. 


328.3 Recibidos los mismos e integrado el cúmulo, se conferirá traslado al 
Ministerio Público para que deduzca requisitoria de unificación de pena dentro del 
plazo de seis días. De igual plazo dispondrá el defensor para la contestación 
teniéndose presente a todos sus efectos lo dispuesto en el artículo 126 de este 
Código. 


LIBRO IV 
PROCESOS ESPECIALES 


TÍTULO 1 
DEL RÉGIMEN Y PROCEDIMIENTO DE LA EXTRADICIÓN 


CAPÍTULO 1 
RÉGIMEN 


Artículo 329. (Normas aplicables).- 


329.1 El proceso de extradición se regirá por las mormas de los tratados o 
convenciones internacionales ratificados por la República que se encuentren vigentes. 
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329.2 En relación con los crimenes y delitos tipificados por la Ley N” 18.026, de 25 
de setiembre de 2006 y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, el 
proceso de extradición y de entrega de sospechosos se regirá, además, por lo 
establecido por dichas normas. 


329.3 En defecto o insuficiencia de los instrumentos mencionados, se aplicarán las 
siguientes disposiciones. 


Artículo 330. (Procedencia de la extradición). - 


330.1 Cuando fueren requeridos al efecto, los tribunales competentes de la 
República entregarán a cualquier persona que se encuentre en el territorio nacional 
para ser sometida a proceso, concluir un proceso ya iniciado o cumplir la pena 
privativa de libertad a que hubiere sido condenada en el Estado requirente, con arreglo 
a las disposiciones contenidas en el presente Título. 


330.2 Para que proceda la extradición es necesario que el Estado requirente tenga 
jurisdicción para conocer en el delito en que funda su solicitud, haya sido o no 
cometido en dicho Estado. 

Artículo 331. (Improcedencia de la extradición).- La extradición no procede cuando: 

a) el requerido haya cumplido la pena correspondiente al delito que motiva el 

pedido, o cuando de cualquier manera se hubiere extinguido la pretensión 
punitiva del Estado con anterioridad a la solicitud; 


b 


a 


estén prescriptos el delito, el ejercicio de la acción penal o la pena impuesta, 
según la legislación nacional o la del Estado requirente; 


c) el reclamado haya sido juzgado o condenado o vaya a ser juzgado en un 
tribunal de excepción o ad-hoc en el Estado requirente; 


d 


— 


se trate de delitos políticos o delitos comunes conexos con delitos políticos, o 
delitos comunes cuya represión obedezca a motivos políticos. No serán 
considerados como delitos políticos el genocidio, los crimenes de lesa 
humanidad, los crimenes de guerra ni los actos de terrorismo; 


e) de las circunstancias del caso pueda inferirse que media propósito persecutorio 
por consideraciones discriminatorias de raza, religión, nacionalidad o que la 
situación de la persona pueda verse agravada por algún otro motivo análogo; 


f) la conducta que motiva el pedido de extradición no se encuentre prevista como 
delito en ambas legislaciones. Para dicha comprobación, no se atenderá a la 
cenominación de los ilicitos, sino a la semejanza de las respectivas 
descripciones típicas; 


— 


la pena impuesta sea inferior a dos años de privación de libertad o cuando la 
pena que aún le resta por cumplir, sea inferior a seis meses; 


h 


= 


la condena se hubiese dictado en rebeldía y el Estado requirente no brindase 
seguridades de que el caso se reabrirá para olr al condenado, permitirle el 
ejercicio del derecho de defensa y dictar, en consecuencia, una nueva 
redacción; 
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i) la persona reclamada hubiese sido inimputable por razón de edad al tiempo de 
la comisión del hecho o de los hechos por los cuales se reclama. 


Artículo 332. (Pena de muerte y prisión perpetua).- En ningún caso se autorizará la 
entrega cuando la pena a aplicarse por el Estado requirente, sea la pena de muerte o 
la prisión perpetua 


Artículo 333. (Nacionalidad).- La nacionalidad de la persona reclamada, no 
impedirá la sustanciación del pedido de extradición y en su caso, la entrega. 


CAPÍTULO Il 
SOLICITUD 


. (Forma de la solicitud).- La solicitud de extradición será formulada 
ante el Ministerio de Relaciones Exteriores por el representante del Estado requirente, 
o directamente de Gobierno a Gobierno, y deberá ser acompañada de la 
documentación requerida por este Código. 


l . (Rechazo excepcional por el Poder Ejecutivo).- El Poder Ejecutivo 
podrá rechazar solicitudes de extradición, en casos extraordinarios en los que medien 
razones fundadas para estimar que de su cumplimiento o su mero diligenciamiento, 
puedan resultar consecuencias seriamente perjudiciales para el orden y la tranquilidad 
interna de la República o para el normal desenvolvimiento de sus relaciones 
internacionales. También podrá rechazar las solicitudes formuladas por Estados cuya 
legislación y/o prácticas en la materia, no guarden razonable similitud con las del 
Estado uruguayo. 


Artícul . (Documentación requerida).- La solicitud de extradición deberá ser 
acompañada de los siguientes documentos, debidamente traducidos: 


a) si se trata de un imputado, copia auténtica del auto de sujeción a proceso o del 
auto que disponga la privación de libertad, así como copia de las piezas 
procesales en que se funda la resolución. Tratándose de un condenado, deberá 
acompañarse copia auténtica de la sentencia de condena; 


b) una relación de los hechos atribuidos a la persona reclamada, con indicación del 
tiempo y lugar de comisión, su calificación juridica y los elementos de prueba 
correspondientes; 


c) transcripción de las disposiciones legales aplicables referidas a la jurisdicción del 
tribunal, a la descripción típica, las circunstancias alteratorias, la prescripción del 
delito y de la pena, clase y monto de la pena conminada, sistema de aplicación 
de la misma y normas procesales que autorizan el arresto; 


d) toda información que permita la identificación del reclamado, incluso fotografías, 
ficha dactiloscópica y mención de su probable domicilio o paradero en el territorio 
nacional. 


Artículo 337. (Solicitud por más de un Estado).- 
337.1 Cuando la extradición de una persona se pida por diferentes Estados por un 


mismo delito, el órgano jurisdiccional competente dará preferencia a la solicitud del 
Estado que haya prevenido en el conocimiento de aquel. 
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337.2 Si se tratare de hechos diferentes, dará preferencia al pedido formulado por 
el delito más grave y si se los reputara de igual gravedad, la preferencia será 
determinada por la prioridad en el pedido. 


CAPÍTULO Ill 
ARRESTO PREVENTIVO 


Artículo 338. (Norma general).- 


338.1 En situaciones de urgencia, podrá solicitarse el arresto preventivo de la 
persona reclamada vía Interpol, debiendo indicar el Estado requirente, la intención de 
presentar un pedido formal de extradición y la existencia de una orden judicial de 
arresto o de un fallo condenatorio. 


338.2 El juez competente ordenará que la persona reclamada permanezca privada 
de libertad o dispondrá en su caso una medida altemativa al arresto. También podrá 
disponer la incautación de efectos o instrumentos del delito que el reclamado tenga en 


su poder. 


338.3 Efectivizada la detención del reclamado, la misma será comunicada al 
Ministerio de Relaciones Exteriores el que a su vez lo pondrá inmediatamente en 
conocimiento del Estado requirente. 


338.4 El juez letrado interviniente deberá convocar a audiencia dentro de las 
veinticuatro horas desde que se produjo la detención. En la misma, se intimará a la 
persona detenida la designación de defensor bajo apercibimiento de designársele el 
defensor público que por tumo corresponda. De inmediato, se le tomará declaración a 
los efectos de verificar su identidad y se le informará sobre los motivos invocados por 
el Estado requirente para solicitar su entrega y sobre el procedimiento de extradición. 


Artículo 339. (Cese del arresto y plazo máximo de detención de la persona 
requerida). - 


339.1 Si dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la audiencia, el Estado 
requirente no formaliza el pedido de extradición, el tribunal dispondrá el cese del 
arresto, sin perjuicio de las medidas cautelares que pueda adoptar respecto de la 
persona requerida y de sus bienes. 


339.2 A partir del vencimiento de dicho plazo, si el pedido de extradición no se 
presentara dentro de los quince dias subsiguientes, el juez dispondrá la libertad 
definitiva del requerido, el cese de las medidas cautelares dispuestas y el archivo del 
expediente. Todo ello se dispondrá en audiencia y con intervención de las partes, de 
acuerdo con las disposiciones establecidas en el Capítulo siguiente. 


339.3 La persona requerida no podrá estar privada de libertad por un término 
superior a los ciento veinte días, sin perjuicio de otras medidas cautelares. 
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CAPÍTULO IV 
PROCEDIMIENTO 
Artículo 340. (Competencia del tribunal).- 


340.1 Recibido el pedido de extradición, el Poder Ejecutivo con intervención de la 
Autoridad Central, lo cursará a la Suprema Corte de Justicia para que esta lo envíe al 
Juzgado Letrado en lo Penal de la Capital que por turno corresponda. 


340.2 La fecha de la resolución judicial extranjera que ordena el pedido de 
extradición, determina el turno de los tribunales uruguayos. 


Artículo 341. (Representación del Estado requirente).- 


341.1 En la solicitud de extradición o posteriormente hasta la audiencia de debate, 
el Estado requirente deberá designar apoderado abogado entre los letrados inscriptos 
en la matrícula nacional. Previo al ejercicio de su cargo, este deberá aceptarlo y 
constituirá domicilio dentro del radio del tribunal 


341.2 El letrado designado actuará en el proceso de extradición como parte formal, 
en interés del Estado requirente y con todos los derechos y atribuciones de tal calidad, 
para el ejercicio de una adecuada representación y control de los actos procesales. 


. (Intervención del Ministerio Público).- En el proceso de extradición, el 
Ministerio Publico actuará como dictaminante técnico, ejerciendo el contralor formal y 
sustancial de los actos procesales, sin perjuicio de la facultad de pedir la postergación 
de la entrega, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 347 de este Código 


Artículo 343. (Recepción del pedido de extradición).- Recibida la solicitud, si el 
reclamado no estuviere privado de su libertad o sometido a medidas limitativas de la 
libertad física, el juez ordenará su detención con las formalidades legales y la 
incautación de efectos del delito, debiendo procederse de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 338.4 de este Código. 


Artículo 344. (Procedimiento. Audiencia de debate).- 


344.1 El tribunal convocará a audiencia de debate dentro de las cuarenta y ocho 
horas contadas desde que el reclamado fue puesto a su disposición. 


344.2 A la audiencia de debate deberán comparecer la persona requerida asistida 
de defensor, el abogado del Estado requirente y el Ministerio Público. 


344.3 El tribunal informará a la persona requerida sobre el contenido de la solicitud 
y pondrá a disposición del defensor toda la documentación que hubiere acompañado 
la solicitud formal de extradición, pudiendo disponer la prórroga de la audiencia por 
hasta veinticuatro horas para que el defensor y la persona requerida puedan examinar 
los fundamentos de la solicitud. 


344.4 A continuación o retomada la audiencia, el tribunal solicitará a la persona 
requerida que exprese su consentimiento al pedido de entrega o manifieste su 
oposición. 


344.5 Si la persona requerida manifestara su consentimiento para ser entregada al 
Estado requirente, lo que podrá hacer en cualquier estado del proceso, el tribunal lo 
resolverá sin más trámite. 
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344.6 La oposición al pedido de extradición podrá fundarse en las siguientes 
excepciones, pudiendo el defensor ofrecer prueba: 


a) no ser la persona reclamada; 


b) vicios de procedimiento o defectos de forma de la solicitud de extradición o de la 
documentación acompañada; 


c) improcedencia del pedido. 


344.7 El tribunal dará traslado inmediato de la oposición al abogado del Estado 
requirente quien la evacuará en la audiencia y podrá ofrecer prueba. Luego, escuchará 
al Ministerio Público y resolverá en la misma audiencia con arreglo a la ley más 
favorable para el requerido. 


De advertirse defectos formales que se indicarán con precisión, se dispondrá que 
se subsanen en un plazo que no podrá superar los treinta días contados desde la 
fecha de la audiencia, la cual se prorrogará al efecto. 


344.8 Si no se subsanaren los defectos indicados en el plazo establecido, el tribunal 
dispondrá el archivo del pedido de extradición y la libertad definitiva del requerido. 


344.9 Si el pedido reuniera los requisitos formales necesarios o las deficiencias 
fueran subsanadas, el juez dispondrá la prisión preventiva de la persona reclamada y 
el diligenciamiento de la prueba que se hubiera ofrecido pudiendo rechazar la que 
considere improcedente e impertinente. El juez podrá prorrogar la audiencia por un 
plazo no mayor de diez días a los efectos de que se complete el diligenciamiento de la 
prueba pendiente, aplicándose en lo pertinente lo establecido en el articulo 273 de 
este Código. 


344.10 Previo al dictamen de sentencia se oirá a las partes y al Ministerio Público. 
Artículo 345. (Impugnación).- 


345.1 La sentencia definitiva que admita o deniegue la extradición será apelable 
con efecto suspensivo para ante el Tribunal de Apelaciones en lo Penal que por turno 
corresponda. 


345.2 La resolución del tribunal que homologue el consentimiento del reclamado a 
la extradición no admite apelación. 


. (Comunicación al Poder Ejecutivo). La sentencia definitiva 
ejecutoriada que declara procedente la extradición, será comunicada de inmediato al 
Poder Ejecutivo, a fin de que este provea lo necesario para la entrega del reclamado al 
Estado requirente. 


Si en el plazo de treinta días, contados a partir de la fecha de la notificación, el 
Estado requirente no procediere a retirar a la persona reclamada, esta será puesta en 
libertad definitiva, pudiendo los tribunales nacionales denegar posteriormente la 
extradición por los mismos hechos. 


Artículo 347. (Postergación de la entrega).- 
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347.1 Si el requerido estuviera sometido a proceso penal en la República, su 
entrega solo podrá ser diferida hasta la conclusión del mismo o la extinción de la 
condena cuando la ley reprima el delito atribuido en esa causa con un mínimo de 
penitenciaria, o cuando estime prima facie que la pena a recaer en definitiva tendrá 
esa naturaleza. 


347.2 En los demás casos, se decretará la suspensión del proceso nacional, 
debiendo procederse a la entrega inmediata del extraditado. 


Artículo 348. (Cosa juzgada).- Negada la extradición de una persona, la misma no 
podrá solicitarse nuevamente por el mismo delito, salvo que la negativa se fundara en 
la insuficiencia o falta de documentación. 


Artículo 349. (Principio de especialidad).- La persona extraditada no podrá ser 
juzgada, ni condenada, ni cumplir pena en el Estado requirente, por otro u otros delitos 
cometidos con anterioridad al pedido de extradición y no comprendidos en este. 


Artículo 350. (Descuento del tiempo de privación de libertad).- El tiempo que la 
persona reclamada haya permanecido detenida en la República, deberá ser tenido en 
cuenta en la sentencia definitiva del Estado requirente. 


TÍTULO Il 
DEL PROCESO DE HABEAS CORPUS 
CAPÍTULO 1 
NORMAS GENERALES 
Artículo 351. (Concepto).- La de habeas corpus es una acción del amparo de la 


libertad personal ambulatoria contra todo acto arbitrario de cualquier autoridad 
administrativa que la prive, restrinja, limite o amenace, así como para la protección de 
la persona privada de libertad contra torturas y otros tratamientos crueles oO 
condiciones de reclusión violatorias de la dignidad de la persona humana. 


Artículo 352 (Casos de suspensión de garantías)- Cuando las situaciones 
previstas en el artículo anterior se hubieren producido por efecto de la adopción de 
medidas prontas de seguridad de acuerdo con lo establecido en el numeral 17 del 
artículo 168 de la Constitución de la República, procederá también la acción de 
habeas corpus. En este caso, ella estará restringida a la comprobación del 
cumplimiento estricto de los requisitos constitucionales formales, anuencia O 
comunicación a la Asamblea General o Comisión Permanente en su caso, control del 
trato, lugar y condiciones de la reclusión o traslado y de la efectividad de la opción por 
salir del país, cuando proceda. 


Artículo 353. (Legitimación).- 


353.1 Esta acción puede ser deducida por el propio interesado, por el Ministerio 
Público, por cualquier persona y aun promoverse de oficio. 


353.2 La autoridad señalada como responsable tiene legitimación para actuar en 


estos procedimientos, sin perjuicio de su deber de dar cuenta inmediata a sus 
superiores y su derecho de patrocinio letrado. 


Artículo 354. (Competencia).- 
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354.1 Conocerá de esta acción el juez letrado con competencia en materia penal de 
turno del lugar de los hechos aducidos y si ello no fuere fácilmente determinable, 
cualquier juez letrado con competencia en materia penal, 


354.2 En este proceso están vedadas la excepción y la declinatoria de competencia 
y el tribunal actuante solo cederá ante el que esté conociendo en procedimientos 
relativos al sujeto involucrado que sea competente según las reglas generales. 


354 3 La actuación del juez en este proceso no produce prevención. 


354.4 Cuando se trate de denuncia de torturas o malos tratos a personas privadas 
de libertad que estén a disposición de algún juez, este será el único competente. 


354.5 Si el sujeto involucrado es menor de dieciocho años, conocerá la Justicia de 
Adolescentes. 


CAPÍTULO Il 
PROCEDIMIENTO 


Artículo 355. (Demanda).- 


355.1 La demanda de habeas corpus podrá formularse sin necesidad de patrocinio 
letrado, por escrito o verbalmente, labrándose acta en este último caso y deberá en lo 
posible, individualizar a la persona en cuyo favor se actúa, establecer una relación 
sucinta de los hechos relevantes, indicar lugar de detención y funcionario responsable 
si se supiere su identidad y proponer los medios de prueba de que se disponga. Será 
asimismo necesario que el compareciente declare que no tiene conocimiento de 
procedimientos actuales ante otro juez en proceso de habeas corpus o penal, con 
relación al mismo sujeto. 


355.2 La Suprema Corte de Justicia, determinará el lugar de presentación de la 
demanda en los días y horas inhábiles. 


Artículo 356. (Trámite).- 


356.1 Recibida la demanda, el tribunal ordenará sin dilación que la autoridad 
aprehensora o a la que son atribuidos otros actos denunciados, informe sobre los 
hechos y explique y justifique de inmediato el fundamento legal de su actuación, con 
remisión de testimonio de todas las actuaciones. 


356.2 Según los casos, el tribunal podrá constituirse para inspeccionar las 
dependencias administrativas referidas, ordenar que la autoridad requerida presente 
ante él al detenido e interrogar directamente a la persona en cuyo amparo personal se 
actúa. Asimismo podrá disponer las diligencias probatorias que estime necesarias, las 
que podrá asumir en audiencia con citación del Ministerio Público, de la autoridad 
requerida y de! promotor del procedimiento. 


356.3 Toda la actuación del tribunal será cumplida en los lapsos más breves que 
sea posible, con habilitación implicia de todos los días y horas inhábiles que se 
requieran, hasta la sentencia. 


356.4 Si las alternativas del procedimiento lo requieren, el tribunal proveerá de 
defensor público a la persona en cuyo favor se actúa. 
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Artículo 357. (Sentencia).- Concluido el procedimiento el juez dictará sentencia que 
deberá pronunciarse en audiencia si la hubiera, o dentro de las veinticuatro horas de 
completados los informes y eventuales probanzas. 


LIBRO V 
MEDIOS IMPUGNATIVOS DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES 


TÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 358.- Todas las resoluciones judiciales son impugnables, salvo disposición 
expresa en contrario. 


Artículo 359. (Enunciación y remisión).- 


359.1 Los medios para impugnar las resoluciones judiciales son los recursos de 
aclaración, ampliación, reposición, apelación, casación, revisión, queja por denegación 
de apelación o de casación o de la excepción o defensa de inconstitucionalidad. 


359.2 También constituye un medio impugnativo el incidente de nulidad conforme a 
lo establecido en este Código. 


359.3 Serán aplicables al proceso penal las disposiciones contenidas en Libro 1, 
Título VI, Capitulo VIl del Código General del Proceso sobre "Medios de impugnación 
de las resoluciones judiciales”, con las puntualizaciones, modificaciones y exclusiones 
que se establecen en el presente Título 


Artículo 360. (Legitimación para impugnar).- 


360.1 Tienen legitimación para impugnar las resoluciones judiciales, el fiscal y el 
defensor del imputado. 


360.2 El imputado también puede interponer los recursos de apelación y casación 
contra la sentencia definitiva, con asistencia letrada. 


360.3 La victima y los terceros que comparezcan en el proceso solo tienen 
legitimación para impugnar las resoluciones judiciales que les afecten directamente. 


CAPÍTULO | 
RECURSO DE APELACIÓN 


Artículo 361. (Efectos de la apelación de la sentencia definitiva).- La apelación de 
la sentencia definitiva suspende su ejecución. No obstante, en caso de apelación de 
sentencia absolutoria se decretará la libertad provisional del imputado. 


Artículo 362. (Efectos de la apelación de las sentencias interlocutorias).- El recurso 
de apelación de sentencia interlocutoria se admite: 


362.1 Con efecto suspensivo, en cuyo caso la competencia del tribunal a quo se 
suspende desde que quede firme la providencia que concede el recurso, y hasta que 
le es devuelto el expediente para el cumplimiento de lo resuelto en la instancia 
superior 
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No obstante, el tribunal inferior podrá seguir conociendo de los incidentes que se 
sustancien en pieza separada. 


362.2 Sin efecto suspensivo, en cuyo caso y en la misma providencia que concede 
el recurso, se señalarán las actuaciones que deben integrar la pieza separada que 
habrá de remitirse al superior. El tribunal superior, una vez recibida la pieza, decidirá 
dentro de las cuarenta y ocho horas y en forma preliminar, si debe procederse o no a 
la suspensión del procedimiento principal. 


Cuando resuelva la suspensión, lo comunicará de inmediato al tribunal inferior. 
362.3 Con efecto diferido en los casos expresamente establecidos por este Código. 


Artículo 363. (Procedencia de la apelación suspensiva y no suspensiva).- La 
apelación tendrá efecto suspensivo cuando se trate de sentencias definitivas o 
interlocutorias que pongan fin al proceso y hagan imposible su continuación. 


En todos los demás casos, la apelación de interlocutorias no tendrá efecto 
suspensivo, salvo que una disposición de este Código en forma expresa disponga lo 
contrario. 


Artículo 364. (Resolución del tribunal inferior).- 


364.1 Interpuesta en tiempo y forma la apelación, el tribunal la admitirá si fuere 
procedente y expresará el efecto con que la admite. 


364 2 Si el recurso no fuera admitido, el apelante podrá interponer el recurso de 
queja pertinente. 


Artículo 365. (Exclusiones).- No se aplicarán al proceso penal las disposiciones del 
Código General del Proceso sobre medidas provisionales, ejecución provisional de 
sentencias definitivas recurridas o condenas procesales. 


CAPÍTULO Il 
TRÁMITE ANTE EL TRIBUNAL DE ALZADA 


Artículo 366. (Remisión).- Se aplicarán al proceso penal en lo pertinente lo 
dispuesto en los artículos 116, 257, 259 y 344 del Código General del Proceso. 


Artículo 367. (Prueba en segunda instancia).- 


367.1 Las partes podrán ofrecer nuevos elementos probatorios en los respectivos 
escritos de interposición y contestación a la apelación, sin las limitaciones establecidas 
en el artículo 253.2 del Código General del Proceso, los que podrán ser ordenados por 
el tribunal de alzada para ser diligenciados en la audiencia, 


367.2 De admitirse la prueba, el tribunal dispondrá su recepción en la audiencia 
convocada, la que se diligenciará conforme a las disposiciones de este Código. 


367.3 La víctima podrá comparecer con asistencia letrada en las audiencias que se 
celebren en segunda instancia. 
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CAPÍTULO Il 
RECURSO DE CASACIÓN 
Artículo 368. (Procedencia).- El recurso de casación procede contra las sentencias 


definitivas dictadas en segunda instancia por los Tribunales de Apelaciones en lo 
Penal, sean definitivas o interlocutorias, que pongan fin a la pretensión penal o hagan 
imposible la continuación de! proceso. 


Artículo 369 (Remisión y particularidades).- Con respecto al recurso de casación 
en materia penal se aplicarán en lo pertinente, las disposiciones del Libro 1, Título VI, 
Capítulo VII, Sección VI del Código General del Proceso, con las siguientes 
precisiones y modificaciones. 


369.1 El imputado podrá interponer el recurso por sí, en forma escrita y fundada, en 
cuyo caso será indispensable la asistencia letrada. 


369.2 La interposición del recurso de casación tiene efecto suspensivo hasta la 
resolución definitiva, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 124 de este Código 


369.3 Cuando se dictare sentencia sobre el fondo regirá lo establecido en los 
artículos 121 y 122 de este Código. 


369.4 Tratándose de causa cuya primera instancia se hubiera cumplido 
integramente ante Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior con 
competencia en materia penal, tendrán legitimación para interponer el recurso de 
casación el Fiscal Letrado Departamental y el defensor público en su caso. 


A tales efectos, deberá notificarse la sentencia de segunda instancia al Fiscal 
Letrado Departamental y al defensor público. 


CAPÍTULO IV 
RECURSO DE REVISIÓN 


Artículo 370. (Procedencia).- El recurso de revisión procede en todo tiempo y 
solamente a favor del condenado, contra las sentencias condenatorias definitivas 
pasadas en autoridad de cosa juzgada, dictadas por cualquier tribunal. 


Artículo 371. (Causales).- Procede la revisión exclusivamente en las causales 
siguientes: 


a)si los hechos establecidos como fundamentos de la condena, resultan 
inconciliables con los que fundamentan otra sentencia penal ejecutoriada; 


b)si después de la condena sobrevienen nuevos elementos de prueba o 
circunstancias que, solos o unidos a los ya examinados en el proceso, hacen 
evidente que el hecho no existió o que el condenado no lo cometió o que 
concurrieron causas obstativas de la responsabilidad penal; 


c) si se demuestra que la condena fue pronunciada como consecuencia de una 
falsedad o de otro hecho previsto por la ley penal como delito. En tal supuesto, la 
prueba consistirá en la sentencia condenatoria por esa falsedad o ese delito, 
salvo que la acción penal se halle extinguida o no pueda proseguir, en cuyos 
casos se podrán emplear otros medios probatorios; 
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d) si corresponde aplicar retroactivamente una ley penal más benigna. 


Artículo 372. (Legitimación activa).- 
372.1 Pueden interponer el recurso de revisión: 


a) el condenado por sí o por apoderado con facultades expresas y en caso de 
incapacidad su representante legal; 


b) cualquiera de los sucesores a título universal del condenado, o su cónyuge 
supérstite; 


c) el Ministerio Público y el último defensor en la causa. 


372.2 La muerte o incapacidad mental del condenado no impedirá que se deduzca 
el recurso para rehabilitarlo socialmente. 


Artículo 373. (Interposición del recurso).- El recurso de revisión se deducirá ante la 
Suprema Corte de Justicia en escrito que deberá contener, bajo pena de 
inadmisibilidad, la individualización de la causa anterior, la concreta referencia de los 
hechos, la proposición de las pruebas respectivas y la mención de las disposiciones 
legales en que se funde. 


. (Trámite del recurso).- Una vez admitido el recurso, la Suprema Corte 
de Justicia ordenará que se eleve el expediente y lo sustanciará por el procedimiento 
de los incidentes. 


Artículo 375. (Facultad de suspensión de la ejecución).- La Suprema Corte de 
Justicia podrá en cualquier momento, suspender la ejecución de la sentencia recurrida 
si en apreciación primaria considerare fundado el recurso. En este último caso, podrá 
disponer la prestación de garantías. 


Artículo 376. (Efectos de la sentencia).- 


376.1 Si estimare fundada la revisión, la Suprema Corte de Justicia anulará la 
sentencia impugnada y pronunciará directamente la sentencia definitiva que 
corresponda o mandará que se inicie un nuevo proceso por ante el tribunal 
competente, remitiendo la causa al Ministerio Público. 


376.2 En ningún caso podrá recaer condena más severa que la revisada. 


Artículo 377. (Nuevo proceso).- Si se iniciara un nuevo proceso no podrán 
modificarse en perjuicio del condenado las conclusiones de la sentencia en revisión y 
estarán impedidos los magistrados que conocieron en el anterior. 


TÍTULO II 
DE LAS NULIDADES 


Artículo 378. (Reglas generales y procedimiento).- Son aplicables al proceso penal 
las reglas y procedimientos establecidos en los artículos 110 a 116 del Código General 
del Proceso en lo pertinente, con las variantes que resultan de los artículos siguientes. 


Artículo 379 (Causales de nulidad insubsanable).- Son causales de nulidad 
insubsanable: 
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a) la infracción al principio del non bis in ídem; 


b) la falta de jurisdicción o la falta de competencia por razón de la materia o del 
grado, con la excepción y previsiones establecidas en el artículo 38 de este 
Código; 


c) la infracción a las disposiciones que rigen la sujeción, intervención, asistencia y 
representación del imputado; 


d) la infracción a las disposiciones que establecen la intervención necesaria del 
Ministerio Público. 


Artículo 380. (Declaración de nulidad insubsanable).- 


380.1 La nulidad insubsanable debe ser declarada de oficio, en cualquier estado y 
grado del proceso o en vía de revisión, con citación de las partes por seis días. En 
caso de oposición, se seguirá la vía incidental. 


380.2 Las partes también podrán promover dicha declaración por vía incidental. 
380.3 La resolución que declara la nulidad será apelable con efecto suspensivo. 


Artículo 381. (Validez remanente de las actuaciones de prueba). Cuando se 
hubieren practicado actuaciones judiciales sin advertir la falta de algún presupuesto 
para el ejercicio de la acción penal, la nulidad que sea declarada al respecto no 
alcanzará a las diligencias probatorias ejecutadas con las garantías debidas, las que 
mantendrán su validez en el caso de ser removido el impedimento. 


TÍTULO 1 
MEDIACIÓN EXTRAPROCESAL 


Artículo 382. (Mediación extraprocesal).- 


382.1 Cuando se trate de conductas con apariencia delictiva que no revistan gravedad, 
el Ministerio Público puede derivar el caso a formas extraprocesales de resolución de 
ese conflicto. 


382.2 El Poder Judicial tendrá competencia en la resolución del caso, a través de la 
mediación extraprocesal. 


382.3 Para dar inicio al proceso restaurativo se requiere de la conformidad manifiesta 
del presunto autor y de la presunta víctima, quienes deben ser preceptiva y 
oportunamente informados por el funcionario a cargo. 


382.4 En caso de llegar a un acuerdo de reparación el Poder Judicial controlará su 
cumplimiento. 


382.5 El Poder Judicial llevará un registro que especificará los acuerdos no 
alcanzados, los acuerdos alcanzados, los acuerdos alcanzados y cumplidos, así como 
los acuerdos alcanzados e incumplidos. 


382.6 Las partes del proceso restaurativo están eximidas de concurrir con asistencia 
letrada. 


Fuente: Loy N” 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 2 
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TÍTULO II 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO 


Artículo 384. (Procedencia).- La suspensión condicional del proceso no procederá 
en los siguientes casos: 


a) cuando la pena mínima prevista en el tipo penal supere los tres años de 
penitenciaria, 


b) cuando el imputado se encuentre cumpliendo una condena; 
c) cuando el imputado tuviera otro proceso con suspensión condicional en trámite. 
Fuente: Ley N” 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 6 


(Procedimiento).- Una vez convenida la suspensión condicional del 
proceso, el fiscal en audiencia informará de forma fundada al juez competente 
sobre las condiciones del acuerdo. En lo que refiere al acuerdo alcanzado, el juez 
controlará que el imputado haya prestado su consentimiento en forma libre, 
voluntaria y que haya sido debidamente instruido del alcance del instituto y de las 
obligaciones que asume. 


El juez podrá rechazar la suspensión propuesta cuando: 


a) concurra alguno de los impedimentos establecidos en el artículo anterior; 


b) cuando las condiciones u obligaciones acordadas atenten contra los derechos 
humanos o menoscaben la dignidad del imputado. 


Al decretar la suspensión condicional del proceso, el juez no podrá modificar las 


condiciones u obligaciones acordadas entre el Ministerio Público y el imputado. 
Fuente: Ley N” 19.436 de 23 de setiembre de 2018, 


artículo 6 


Artículo 386. (Condiciones y obligaciones).- Pueden acordarse de forma conjunta o 
subsidiaria, entre otras, las siguientes condiciones u obligaciones: 

a) residir en un lugar específico; 

b) noacercarse a determinadas personas o lugares, o someterse a un régimen de 
vigilancia; 

c) llegar a un acuerdo de reparación material o simbólica con la víctima, a través 
de conciliación o mediación; 

d) realizar prestaciones en beneficio de la comunidad; 

e) someterse a tratamientos médicos o psicológicos; 


f) someterse a tratamientos de desintoxicación relativos al alcohol u otras drogas 
legales o ilegales; 

g) comprometerse a finalizar el ciclo de educación básica o incorporarse a un 
curso de capacitación, que debe ser cumplido efectivamente; 


h) prestar determinados servicios en favor del Estado u otra institución pública o 
privada; 
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1) no poseer ni portar armas; 
1)  noconducir vehículos por un tiempo determinado; 
k) cumplir efectivamente con las obligaciones alimentarias que correspondan, 


l) colaborar de forma seria y comprometida en un eventual tratamiento 
psicológico para la recuperación de las víctimas como consecuencia del delito; 


m) otras de carácter análogo que resulten adecuadas en consideración al caso 


concreto. 
Fuente: Ley N” 19,436 de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 6 
Artículo 387. (Plazo de cumplimiento de las condiciones). El plazo de 


cumplimiento de las condiciones u obligaciones no podrá ser superior a dos años. 
Excepcionalmente podrá ampliarse por razones fundadas. 


Fuente: Loy N* 19,436 de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 6 


Artículo 388. (Modificación del régimen).- Durante el periodo de suspensión, las 
partes podrán modificar las condiciones u obligaciones acordadas, dando noticia al 
juez competente. 
Fuente: Ley N” 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 6 
Artículo 389. (Carga del imputado).- El imputado tiene la carga de 
comunicar al fiscal cualquier inconveniente, causa de fuerza mayor o caso 
fortuito que dificulte o impida el cumplimiento del acuerdo. 


Fuente: Ley N* 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 6 


Artículo 390. (Órgano de contralor).- El Ministerio Público estará encargado del 
control, monitoreo y supervisión del cumplimiento de las condiciones u obligaciones 
establecidas en el acuerdo celebrado. 

Fuente: Ley N* 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 


articulo 6 


Artículo 391. (Revocación).- Cuando el imputado incumpliere las condiciones u 
obligaciones convenidas sin efectivizar la comunicación prevista en el artículo 389 
de este Código, el juez, a petición fiscal y previo traslado al imputado (artículo 279.1 
de este Código), podrá revocar la suspensión del proceso. 


La revocación determinará la continuación del proceso a partir del momento 
procesal en que fue suspendido. La resolución que se dictare será recurrible con 
efecto suspensivo. 


Si la resolución dictada en segunda instancia acogiera la solicitud de revocación, 
el proceso continuará a partir del momento procesal en que fue suspendido. Si por 
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el contrario, desestimara la solicitud de revocación, el acuerdo se mantendrá en los 
términos originalmente convenidos. 
Fuente: Ley N* 19,436 de 23 de setiembre de 2016, 


artículo 6 


2- La suspensión condicional del proceso no obstaculiza la 
posibilidad de alcanzar acuerdos en procesos ulteriores, a excepción de lo previsto 
en el literal c) del artículo 384 de este Código. 

Fuente: Ley N” 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 


artículo 6 


TÍTULO Il 
ACUERDOS REPARATORIOS 


Artículo 393. (Oportunidad).- El imputado y la víctima desde el momento de la 
formalización de la investigación y durante todo el proceso, podrán suscribir un 
acuerdo reparatorio material o simbólico, que será puesto a consideración del juez 
de la causa en audiencia, con intervención del Ministerio Público, cuando no exista 
interés público en la persecución y cuando la gravedad de la culpabilidad no se 
oponga a ello. 

Fuente: Ley N? 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 


articulo 6 


Artículo 394. (Procedencia).- El acuerdo reparatorio procederá en los siguientes 
casos: 
a) delitos culposos; 
b) delitos castigados con pena de multa: 


c) delitos de lesiones personales y delitos de lesiones graves cuando provoquen 
una incapacidad para atender las ocupaciones ordinarias por un término 
superior a veinte días y no pongan en peligro la vida de la persona ofendida; 


d) delitos de contenido patrimonial; 


e) delitos perseguibles a instancia de parte, excepto delitos contra la libertad 
sexual; 


f) delitos contra el honor. 


Fuente: Ley N” 19,436 de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 6 


. (Procedimiento).- El Ministerio Público debe instruir a las partes 
involucradas en el delito sobre la posibilidad de llegar a un acuerdo reparatorio, 
cuando en el caso concreto se dieran las condiciones para su procedencia. 


Las partes pueden llegar al acuerdo reparatorio material o simbólico a través de 
mediación o conciliación. 
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Una vez alcanzado el acuerdo el tribunal controlará en audiencia que la víctima y 
el indagado hayan prestado su consentimiento en forma libre y voluntaria y que 
hayan sido debidamente instruidos del alcance del instituto y de las obligaciones 
que ello implica. 


Si el juez entendiere que no se dan los requisitos anteriores o los supuestos del 
artículo anterior, podrá negar de oficio o a petición del Ministerio Público la 
homologación del acuerdo. Esta resolución será apelable con efecto suspensivo. 


Una vez cumplido el acuerdo o transcurridos seis meses desde el vencimiento 
del plazo acordado entre las partes, el tribunal declarará la extinción del delito. 


Fuente: Ley N” 19,436 de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 6 


Artículo 396. (Revocación).- Si el imputado incumpliere las condiciones u 
obligaciones pactadas dentro del término fijado por los intervinientes, la víctima 
podrá solicitar al juez que revoque el acuerdo. En caso de revocación el 
procedimiento continuará a partir del momento procesal en que fue suspendido. La 
resolución será apelable con efecto suspensivo. 


Si la resolución dictada en segunda instancia acogiera la solicitud de revocación 
el procedimiento continuará a partir del momento procesal en que fue suspendido. 


En caso de que la solicitud de revocación sea desestimada, el acuerdo se 
mantiene en los términos convenidos. 
Fuente: Ley N? 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 


artículo 6 


TÍTULO IV 
ASPECTOS GENERALES DE LAS VÍAS ALTERNATIVAS DE RESOLUCIÓN 
DEL CONFLICTO 


Artículo 397. (Efectos).- Una vez cumplidas las obligaciones o condiciones, 
asumidas para que proceda la suspensión condicional del proceso, quedará 
extinguida la acción penal. Cumplido el acuerdo reparatorio y declarado 
judicialmente dicho cumplimiento, quedará extinguido el delito. 

Fuente: Ley N* 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 


artículo 6 


Artículo 398. (Prescripción).- La prescripción se interrumpe por la suspensión 
condicional del proceso o el acuerdo reparatorio aprobado por el juez, comenzando 
a correr nuevamente el plazo desde su revocación. 

Fuente: Ley N? 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 6 
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Artículo 399. (Prohibición de traslado de prueba).- La información que se genere 
durante la proposición, discusión, aceptación, procedencia, rechazo o revocación 
de la suspensión condicional del proceso o de un acuerdo reparatorio, no podrá ser 
invocada, leída, ni incorporada como medio de prueba a juicio alguno. 


Artículo 400. (Conservación de la investigación).- En los asuntos objeto de 
suspensión condicional del proceso o acuerdos reparatorios, el Ministerio Público 
tomará las medidas necesarias para evitar la pérdida, destrucción o ineficacia de la 
investigación realizada, hasta la extinción de la acción penal o del delito. 


Fuente: Ley N” 19,436 de 23 de setiembre de 2016, 
anticulo 6 


Artículo 401. —(Registro).- El Ministerio Público llevará los registros 
correspondientes de todas las formas alternativas que ponen fin al conflicto penal". 
Fuente: Ley N? 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 


articulo 6 
LIBRO Vil 
DEROGACIONES, OBSERVANCIA DEL CÓDIGO Y DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS 


Articulo _402.- Deróganse a partir de la vigencia de este Código, el Código del 
Proceso Penal (Decreto-Ley N* 15.032, de 7 de julio de 1980), sus modificaciones y 
todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente. 

Fuente: Ley N” 19,436 de 23 de setiembre de 2016, 


artículo 7 


Artículo 403. (Vigencia).- El presente Código entrará en vigencia el 16 de julio 
de 2017". 
Fuente: Ley N? 19,436 de 23 de setiembre de 2018, 


artículo 7 
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Ley N* 17.823, 
de 7 de setiembre de 2004 


CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y DE LA ADOLESCENCIA 


CAPÍTULO IX 
DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 


CAPITULO X 
| - Derechos y garantias del procedimiento 


Artículo 74. (Principios que rigen).- En todos los casos en que al adolescente se le 
impute el haber incurrido en actos que se presumen comportan infracción a la ley 
penal, deberá asegurarse el cumplimiento estricto de las garantías del debido proceso, 
especialmente las siguientes: 


A) Principios de judicialidad y legalidad.- El adolescente imputado de haber 
cometido una infracción a la ley penal, será juzgado por los Jueces 
competentes en conformidad a los procedimientos especiales establecidos por 
este Código. 


Se asegurará, además, la vigencia de las normas constitucionales, legales e 
instrumentos internacionales, especialmente la Convención de los Derechos 
del Niño. 


e 


Principio de responsabilidad.- Sólo puede ser sometido a proceso especial, 
regulado por este Código, el adolescente mayor de trece y menor de dieciocho 
años de edad, imputado de infracción a la ley penal. 


La responsabilidad del adolescente tendrá lugar a partir de la sentencia 
definitiva que le atribuya la comisión del hecho constitutivo de infracción a la ley 
penal. Si se encuentran involucrados niños menores de trece años de edad, se 
procederá de acuerdo a lo preceptuado en el Capítulo XI, artículos 117 y 
siguientes de este Código. 


C) Principio que condiciona la detención.- Sólo puede ser detenido en casos de 
infracciones flagrantes o existiendo elementos de convicción suficientes sobre 
la comisión de una infracción. En este último caso, mediante orden escrita de 
Juez competente comunicada por medios fehacientes. La detención será una 
medida excepcional. 


D 


= 


Principio de humanidad. - El adolescente privado de libertad será tratado con la 
humanidad y respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana. 


Ningún adolescente será sometido a torturas, ni a tratos crueles, inhumanos 
o degradantes, ni a experimentos médicos o científicos. 


Tendrá derecho a mantener contacto permanente con su familia o 
responsables, salvo en circunstancias especiales. 
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E) Principio de inocencia.- Tiene derecho a que se presuma su inocencia. No será 
obligado a declarar contra si mismo ni a declararse culpable. 


F) Principio de inviolabilidad de la defensa.- Tiene derecho a contar en forma 
permanente con asistencia jurídica gratuita, especializada, pública o privada, a 
partir de la detención, durante el proceso y hasta la ejecución completa de las 
medidas. 


G) Principio de libertad de comunicación.- Tiene derecho durante la privación de 
libertad, de comunicarse libremente y en privado con su defensa, con sus 
padres, responsables, familiares y asistentes espirituales. 


H 


er 


Principio de prohibición del juicio en rebeldía.- Tiene derecho de no ser juzgado 
en su ausencia, so pena de nulidad de todo lo actuado (artículo 21 de la 
Constitución de la República). 


Il) Principio de impugnación.- Todo adolescente tendrá derecho a impugnar todas 
las decisiones judiciales que lo perjudiquen. 


J 


— 


Principio de duración razonable.- En ningún caso la situación derivada de la 
formalización del proceso excederá en sus consecuencias al término de 
duración de la medida que hubiere correspondido. 


K 


Principio de asistencia de intérpretes.- Todo adolescente tendrá derecho a 
contar con la libre asistencia gratuita de un intérprete, si no comprende o no 
habla el idioma oficial. 


L 


e 


Principio de oportunidad reglada. El adolescente tiene derecho a que se 
prescinda del procedimiento cuando, por la característica del hecho o por la 
naturaleza del bien jurídico agredido, no se justifica la prosecución 


Artículo 75. (Principio general).- En todos los casos en que se investigue la 
responsabilidad del adolescente, el procedimiento se ajustará a los trámites 
establecidos por este Código y subsiciariamente por el Código General del Proceso. 


Artículo 76. (Procedimiento).- 
1) Actuaciones previas al proceso. 


A) Cometidos de la autoridad policial. Cuando proceda la detención del 
adolescente conforme a lo establecido en el literal C) del artículo 74 la 
autoridad aprehensora, bajo su más severa responsabilidad, deberá: 


a) Realizar la actuación de modo que menos perjudique a la persona y 
reputación del adolescente. 


b) Poner el hecho de inmediato en conocimiento del Juez, o en un plazo 
máximo de dos horas después de practicada la detención. 
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c) Hacer conocer al adolescente los motivos de la detención y los 
derechos que le asisten, especialmente el derecho que tiene de 
designar defensor, 


d) Informar a sus padres o responsables, como forma de asegurar sus 
garantías y derechos. 


e) Si fuere necesario, antes de conducirlo a la presencia del Juez, hará 
constar lo indispensable para la información de los hechos. 


1] Si no fuere posible llevarlo de inmediato a presencia del Juez, previa 
autorización de éste, deberá conducirselo a la dependencia 
especializada del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) 
que corresponda o del Instituto Policial, no pudiendo permanecer en 
este último lugar por más de doce horas. 


g) Los traslados interinstitucionales y a la sede judicial deben estar 
precedidos del correspondiente examen médico. 


B) Cuando el Juez tome conocimiento que el adolescente se encuentra en la 
situación prevista en el artículo 117 de este Código, lo pondrá en 
conocimiento del Juez competente, sin perjuicio de la actuación procesal 
referida a la infracción. 


2) Audiencia preliminar. 


En los casos de infracciones de adolescentes que lo justifiquen, el Juez 
dispondrá, en un plazo que no exceda las veinticuatro horas, la realización de 
una audiencia preliminar donde deberán estar presentes, bajo pena de nulidad, 
el adolescente, su defensor y el Ministerio Público. 

Se procurará la presencia de los padres o responsables. También podrán 
comparecer, si lo aceptaran y no existiera peligro para su seguridad, la víctima y 
testigos. El Juez, al interrogarlo, le hará conocer en términos accesibles los 
motivos de la detención y los derechos que le asisten. 


Se dispondrá la inmediata agregación de la partida de nacimiento o la 
acreditación de la edad mediante medios sustitutivos 


Mediando acuerdo de partes, podrá prescindirse de la agregación inmediata. 
3) Medidas probatorias. 


Durante esta audiencia, el Ministerio Público y la defensa podrán solicitar las 
medidas que estimen convenientes. 


La información deberá recabarse en un plazo que no exceda de los veinte 
días continuos y perentorios, contados a partir de la decisión judicial. 


La prueba se diligenciará en audiencia con las garantías que aseguren el 
debido proceso, incluidos los informes del equipo técnico, en un plazo que no 
exceda de los veinte días, continuos y perentorios, contados a partir de la 
decisión judicial. 

En todo lo que le fuere requerido, la Policía prestará colaboración. 


4) Resolución de la audiencia preliminar y medidas cautelares. Al culminar la 
audiencia preliminar el Juez: 


A) Dispondrá las medidas probatorias a que refiere el numeral anterior. 


B) Fijará la audiencia final en un plazo de sesenta días, salvo si decreta como 
medida cautelar el arresto domiciliario o la internación provisoria, caso en 
que dicha audiencia se fijará en un plazo máximo de treinta días. 
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C) Decidirá la aplicación de alguna medida cautelar, de acuerdo a lo dispuesto 


en el numeral siguiente. 


5) Medidas cautelares. 


6) 


7) 


9 


—. 


o 


El Juez, a pedido del Ministerio Público, y oída la defensa, dispondrá las 


medidas cautelares necesarias que menos perjudiquen al adolescente. Son 
medidas cautelares: 


1) La prohibición de salir del país. 


2) La prohibición de acercarse a la víctima o a otras personas, de concurrir a 
determinados lugares o de tomar contacto con personas determinadas. 


3) La obligación de concurrir periódicamente al Tribunal o ante la autoridad 
que el Juez determine. 


4) El arresto domiciliario. 


5) La internación provisoria. El arresto domiciliario y la internación provisoria 
no podrán durar más de sesenta días, excepto en los casos de 
infracciones gravísimas a la ley penal establecidos en el artículo 72 de 
este Código, en cuyo caso el plazo podrá durar hasta noventa días. 
Transcurrido ese plazo sin que se hubiera dictado sentencia de primera 
instancia, se deberá dejar en libertad al adolescente. Ambas medidas 
cautelares solo pueden aplicarse si la infracción que se imputa al 
adolescente puede ser objeto en definitiva de una medida privativa de 
libertad, de acuerdo con el artículo 86, y siempre que ello sea 
indispensable para: 


A) Asegurar la comparecencia del adolescente a los actos procesales 
esenciales. 


B) La seguridad de la víctima, el denunciante o los testigos. 


C)La internación provisoria se cumplirá en un establecimiento especial del 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. 


Informe del equipo técnico. Si el Juez resuelve la internación, dispondrá que el 
equipo técnico del establecimiento de internación, en un término que no exceda 
los veinte días dispuesto para la prueba, produzca un informe con una 
evaluación médica y psicosocial, el cual se expedirá especialmente sobre las 
posibilidades de convivencia en régimen de libertad. La falta de este informe no 
impedirá que el Juez dicte la sentencia definitiva. 


Informe del Centro de Internación. 


Los técnicos producirán los informes verbales o escritos que el Juez 
disponga y supervisarán la aplicación de las medidas. Los informes verbales se 
producirán en audiencia. 


Formulación de demanda o sobreseimiento. Diligenciada la prueba, los autos 
pasarán en vista al Ministerio Público por seis días. En caso de deducir 
acusación, relacionará las pruebas ya diligenciadas y analizará los informes 
técnicos y formulará los presupuestos fácticos, jurídicos y técnicos de la 
imputación, 


Si el Ministerio Público solicitara el sobreseimiento, el Juez lo dictará sin 
más trámite. Si se dedujere demanda fiscal, se conferirá traslado a la defensa 
por seis días, la que podrá ofrecer prueba y contradecir o allanarse. 


Allanamiento. 
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De mediar allanamiento de la defensa, el Juez deberá dictar sentencia en 
cinco días. 


10) Audiencia final. 


Deberán participar, bajo pena de nulidad, el adolescente, su defensor y el 
Ministerio Público. Será convocada dentro de los quince días de la contestación 
de la demanda fiscal, por la defensa. 


Se pondrán a disposición los informes técnicos recabados. Se dará 
participación a sus padres o responsables, y a la víctima, si lo solicitaren. 


11) Plazo para dictar sentencia. 


El Juez deberá dictar sentencia definitiva de primera instancia al cabo de la 
audiencia final, y en esa misma oportunidad expedir el fallo con sus 
fundamentos. Se dará lectura de todo ello, a los efectos de su comunicación 
(artículo 76 del Código General del Proceso), siendo de aplicación, en lo 
pertinente, el artículo 245 del Código del Proceso Penal. 


La sentencia será escrita y deberá ser redactada de un modo breve y claro 
para que pueda ser comprendida en todas sus partes por el adolescente 
imputado. 


Cuando la complejidad del asunto lo justifique, se podrá prorrogar la 
audiencia por quince días perentorios, procediéndose para su comunicación a 
la formalización de una audiencia complementaria. 


12) Contenido de la sentencia. 


Si se dispusieran medidas socioeducativas, las sentencias serán dictadas 
con la finalidad de preservar el interés del adolescente. 


La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso y 
durante el periodo más breve que proceda. 


Deberá fundamentar por qué no es posible aplicar otra medida distinta a la 
de privación de libertad. 


El Juez no podrá imponer medidas educativas sin previo pedido del 
Ministerio Público, ni hacerlo de manera más gravosa de la solicitada por éste. 


13) Coparticipación de mayores. 


En el caso de hechos con apariencia delictiva en que se hallen involucrados 
adolescentes junto a personas mayores, la autoridad policial lo hará saber 
simultáneamente al Juez Letrado de Adolescentes y al Juez Penal de Turno, 
quienes actuarán en forma paralela, comunicándose recíprocamente las 
alternativas de la causa. 


Deberá recabarse autorización del Juez Letrado de Adolescentes para el 
traslado del adolescente al Juzgado Penal, siempre que sea necesaria su 
declaración. 


14) Régimen impugnativo. 


Se aplicará el régimen impugnativo que la ley establece (artículos 253 y 254 
del Código General del Proceso). 


La apelación será automática cuando la medida impuesta tenga una 
duración superior a un año de privación de libertad. 


15) Zonas de dificil acceso. 
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Cuando, en virtud de la distancia o por otras circunstancias, no sea posible 
llevar de inmediato al adolescente a presencia del Juez Letrado competente, el 
Juez de Paz respectivo podrá adoptar las primeras y más urgentes medidas 
(artículo 45 del Código del Proceso Penal). 


16) En caso de conformidad de las partes, al finalizar la audiencia preliminar se 
podrá efectuar, en sustitución de la sentencia interlocutoria que da inicio al 
procedimiento, el dictado de sentencia definitiva, previo traslado en la propia 
audiencia y por su orden, al Ministerio Público y a la Defensa, a fin de que 
efectúen sus alegaciones. 


En tal caso, los informes técnicos se realizarán paralelamente al proceso de 
la audiencia por el equipo técnico que determine la Sede. La eventual carencia 
de estos informes no obstará a que el Juez dicte sentencia definitiva. 

Fuente: Numeral 5): Ley N” 18.777, de 15 de julio de 2011, artículo 2”; 


Numera! 6): Ley N* 18,777, de 15 de julio de 2011, articulo 3" y 
Numera! 16): Ley N* 19.055 de 4 de enero de 2013; articulo 2”. 


CAPITULO X 
ll - Medidas socioeducativas 


Artículo 79. (Medidas complementarias).- Todas las medidas que se adopten 
conforme a lo establecido en el numeral 12) del artículo 76, se podrán complementar 
con el apoyo de técnicos, tendrán carácter educativo, procurarán la asunción de 
responsabilidad del adolescente y buscarán fortalecer el respeto del mismo por los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros como asimismo, el 
robustecimiento de los vínculos familiares y sociales. 


La medida será seleccionada por el Juez, siguiendo los criterios de 
proporcionalidad e idoneidad para lograr tales objetivos. 


CAPITULO X 
ll - Medidas socioeducativas 
MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS NO PRIVATIVAS DE LIBERTAD 


Artículo 83. (Obligación de reparar el daño o satisfacción de la víctima).- En 
cualquier etapa del proceso, previa conformidad del adolescente y de la víctima o a 
petición de parte, el Juez podrá derivar el caso a mediación, suspendiéndose las 
actuaciones por un plazo prudencial. Alcanzando un acuerdo, previo informe técnico y 
oídos la defensa y el Ministerio Público, el Juez deberá valorar razonablemente desde 
la perspectiva exclusiva del interés superior del adolescente, el sentido pedagógico y 
educativo de la reparación propuesta, disponiendo, en caso afirmativo, la clausura de 
las actuaciones. Tal decisión será preceptiva en caso de opinión favorable del 
Ministerio Público. El mismo efecto tendrán los acuerdos conciliatorios celebrados en 
audiencia. 


Artículo 84. (Régimen de libertad asistida y vigilada).- 


A) El régimen de libertad asistida consiste en acordarle al adolescente el goce de 
libertad en su medio familiar y social. 


Será, necesariamente, apoyado por especialistas y funcionarios capacitados 
para el cumplimiento de programas educativos. 


El Juez determinará la duración de la medida. 
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En cualquier momento de su ejecución la medida podrá ser interrumpida, 
revocada o sustituida, de oficio o a instancia de los actores habilitados y previa 
intervención del Ministerio Público y del defensor. 


B) El régimen de libertad vigilada consiste en la permanencia del adolescente en la 
comunidad con el acompañamiento permanente de un educador, durante el 
tiempo que el Juez determine. 


- ('Non bis in idem").- El Juez sólo podrá aplicar una de las medidas 
previstas en este Título o en el siguiente. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD 


Artículo 85. (Aplicación).- Las medidas privativas de libertad sólo se aplicarán a los 
adolescentes declarados por sentencia ejecutoriada, responsables de infracción, que a 
juicio del Juez justifique las mismas. 


También podrán aplicarse a los adolescentes que, habiendo sido declarados por 
sentencia ejecutoriada responsables de una infracción, incumplen las medidas 
adoptadas por el Juez. 


Artículo 87. (Aplicabilidad).- Las medidas privativas de libertad no son obligatorias 
para el Juez. Se aplicarán cuando configurándose los requisitos legales, no existan 
otras medidas adecuadas dentro de las no privativas de libertad. El Juez fundamentará 
los motivos de la no aplicación de otras medidas. Se tendrá en consideración el 
derecho del adolescente a vivir con su familia, y en caso que proceda la separación, a 
mantener contacto permanente con la familia, pareja, amigos, referentes afectivos y 
otros, si ellos no fueren perjudiciales para el mismo. 


RÉGIMEN DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD 


Artículo 94. (Procedimiento por modificación o cese de las medidas).- Se deberá 
decretar, en cualquier momento -a excepción de lo dispuesto en el artículo 116 bis del 
Código de la Niñez y la Adolescencia- el cese de la medida cuando resulte acreditado 
en autos que la misma ha cumplido su finalidad socioeducativa. 


La tramitación de todas las solicitudes de sustitución, modificación o cese de las 
medidas, se hará en audiencia, debiendo dictarse resolución fundada, previo los 
informes técnicos que se estimen pertinentes, con presencia del adolescente, de sus 
representantes legales, de la defensa y del Ministerio Público. 


La audiencia deberá celebrarse en un plazo que no exceda los diez días a partir de 
la respectiva solicitud. 

Fuente: Ley N* 19.055, de 4 de enero de 2013, 

artículo 4?, 

Artículo 95. (Traslado de infractores).- La internación de los adolescentes fuera de la 


jurisdicción de su domicilio se limitará al mínimo posible, atendidas las circunstancias 
del caso. 


Cuando los Juzgados dispongan la internación de adolescentes infractores fuera de 
su jurisdicción, declinarán competencia para ante el Juez del lugar de internación. 


Deberán enviar junto con el adolescente, fotocopia certificada del expediente en 
sobre cerrado, que será entregado por el funcionario que lo traslade, bajo su más 
grave responsabilidad funcional, al Juez de turno del lugar de la internación. 


Artículo 96. (Reserva).- Queda prohibida la identificación de la persona del 
adolescente por cualquier medio de comunicación, sin perjuicio de la información 
sobre los hechos. 
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Los funcionarios públicos que faciliten noticias a la prensa, en contravención a lo 
dispuesto en el inciso anterior, serán pasibles de una suspensión de diez días con 
pérdida de haberes la primera vez, y un mes por la siguiente. La tercera infracción 
dará lugar a la destitución. La infracción será comunicada preceptivamente a la 
institución a que pertenece, con transcripción de las normas. 


Los medios de comunicación que infringieren lo dispuesto en el inciso primero 
incurrirán en una multa, a juicio del Juez, equivalente entre 20 UR (veinte unidades 
reajustables) y 200 UR (doscientas unidades reajustables), según los casos, siendo el 
destino de la misma el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU). 


Artículo 97. (Competencia).- En las infracciones previstas en el inciso tercero del 
artículo anterior, entenderán los Jueces Letrados de Adolescentes, siguiendo el 
procedimiento lega! para reprimir las faltas en el Derecho Penal de adultos. 


Artículo 98. (Recurribilidad)- La sentencia podrá ser apelada ante el Tribunal de 
Familia respectivo, cuya decisión hará cosa juzgada. 


VI - Cesación del proceso 


Artículo 103. (Principio general).- En cualquier estado del proceso el Juez, oyendo al 
Ministerio Público, al adolescente y a su defensa, dispondrá la clausura del proceso, 
en los siguientes casos: 


1) Cuando se comprobare que el adolescente no es responsable. 


2) Cuando se comprobare que no es el autor, coautor o cómplice del hecho 
constitutivo de la infracción. 


3) Cuando se comprobare que obró amparado por alguna de las circunstancias que 
eximen de pena. 


4) Cuando ha prescripto la acción por el hecho imputado. El plazo de prescripción 
será de dos años para los delitos gravísimos y un año para los delitos graves. 


Artículo 104. (Prescindencia de la acción penal).- En cualquier estado del proceso el 
Juez podrá, oyendo al Ministerio Público, al adolescente y a su defensa, prescindir 
total o parcialmente de la persecución penal; o limitada a una o varias infracciones o 
de alguna o de todas las personas que hayan participado en el hecho, cuando: 


A) Se trate de un hecho que, por su escasa gravedad o lo exiguo de la contribución 
del participe, haga innecesaria una medida en definitiva. 


B) El adolescente haya sufrido, a consecuencia del hecho, un daño físico o moral 
grave. 


Artículo 105. (Egreso y clausura de antecedentes).- Decretado el cese, si el 
adolescente estuviese privado de libertad, se dispondrá su inmediato egreso y 
clausura de antecedentes. 


VII - De las medidas curativas 


Artículo 106. (Procedencia).- A los adolescentes incapaces que hubieren cometido 
infracciones a la ley penal, se les aplicarán, con las garantías del debido proceso fijado 
para los infractores, las medidas de carácter curativo, que se cumplirán en 
establecimientos adecuados y separados de los adultos mayores de dieciocho años. 
Corresponde a los Directores de dichos establecimientos y a los técnicos que designe 
el Juez, determinar su tratamiento. 
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Artículo 107. (Contro!).- Durante la internación, se aplicarán, en lo pertinente, las 
medidas de contralor a cargo de los Jueces Letrados de Adolescentes, establecidas 
en el artículo 100. 


VIII - De las audiencias 


Artículo 108. (Presencia del Juez).- El Juez Letrado de Adolescentes presidirá por sí 
mismo las audiencias, bajo pena de nulidad, que compromete su responsabilidad 
funcional. 


Igual deber compete al Ministerio Público, al defensor y a los técnicos asesores a 
quienes el Juez requiera opinión. Los defensores privados que no asistan serán 
sustituidos por Defensores de Oficio. 


Sin la presencia del adolescente no podrá llevarse a cabo ninguna audiencia. 
Artículo 109 (Contenido de las audiencias).- 


1) Las audiencias preliminar y final, referidas en los numerales 2) y 10) del 
artículo 76 se documentarán con la mayor precisión en acta que se labrará 
durante su desarrollo o al cabo de la misma. En forma resumida se consignará 
fecha y lugar en que se labra, describirán los hechos, la tipificación legal con 
expresa mención de la norma jurídica presuntamente violada y las alegaciones de 
las partes, quienes podrán solicitar lo que estimen pertinente para asegurar la 
fidelidad del resumen, La decisión del Juez deberá comprender el examen de los 
puntos tratados por las partes. 


2) Si lo solicitaren, se entregarán a las partes copia integra de las sentencias 
definitivas, autenticadas por la Oficina Actuaria 


Artículo 110. (Acceso al expediente).- Las partes y los técnicos designados durante 
el trámite tendrán, en todo momento, libre acceso al expediente, salvo casos 
excepcionales, a juicio del Juez y en atención al interés superior del adolescente. 


IX - De las comunicaciones procesales 
Artículo 111 (Notificaciones preceptivas).- 


1) Cuando se produzca la detención del adolescente, el Juez dispondrá que el hecho 
sea inmediatamente notificado por la Policía a su defensor, al Ministerio Público y 
a los padres o representantes legales; el mismo procedimiento se seguirá con los 
asesores técnicos para cuyo asesoramiento el Juez estime necesario convocar. 


2) Las actuaciones dispuestas en audiencia se tendrán por notificadas a quienes 
estén presentes o hayan debido concurrir al acto. 


3) Salvo en los casos que indique el Juez, las notificaciones se practicarán en la 
oficina. 


A tal efecto, todos los interesados que actúen en el procedimiento respectivo, 
excepción hecha del Ministerio Público, concurrirán a la oficina para enterarse de 
las actuaciones. 


Artículo 112. (Notificación ficta).- Si la notificación se retardare tres días hábiles por 
falta de comparecencia del interesado, se tendrá por efectuada, sin necesidad de 
constancia alguna en los autos. 
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Si el día que concurriere el interesado, la actuación no se hallare disponible, la 
Oficina Actuaria expedirá constancia en formulario al efecto, si aquél lo solicitare 
(artículo 86 del Código General del Proceso). 


Artículo 113. (Autorización para notificarse).- Por simple escrito se podrá autorizar a 
una tercera persona para que con ella se entiendan las notificaciones. 


Artículo 114. (Régimen complementario).- En todos los casos no contemplados en 
este Código se aplicarán, en lo pertinente, las disposiciones del Código General del 
Proceso (artículos 76 a 90 de la Sección !lIl). 


X - Plazos procesales 


Artículo 115. (Carácter de los plazos).- 


1) Todos los plazos señalados en este Código son perentorios e improrrogables. 
En casos excepcionales, el Juez podrá suspender su curso fundando la medida 
y su duración. 


2) Para regular su aplicación se atenderá a lo dispuesto por los artículos 92 a 99 
del Código General del Proceso. 


Artículo 116. (Infracciones reiteradas).- En los casos de infracciones reiteradas, los 
procesos se tramitarán por el Juez competente de cada una hasta la sentencia 
ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación de las medidas impuestas, la que se 
realizará en vía incidental por el Juez Letrado de Adolescentes que hubiere entendido 
en la última infracción. 


La Suprema Corte de Justicia creará y reglamentará un Registro Nacional de 
Antecedentes Judiciales de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal, 


Dicho Registro tendrá dos secciones: 


A) La primera sección contendrá los antecedentes de los delitos de violación, 
rapiña, copamiento, secuestro y homicidio doloso o ultraintencional. 


B) La segunda sección contendrá todas las demás infracciones a la ley penal 
previstas en este Código. 


Fuente: Ley N” 18.778, de 15 de julio de 2011, 
articulo 1%. 


Artículo 116-BIS. (Régimen especia!).- Sin perjuicio de la aplicación de las normas 
y principios establecidos en este Código, en los casos en que el presunto autor sea 
mayor de quince y menor de dieciocho años de edad, y cuando el proceso refiera a las 
infracciones gravísimas previstas en los numerales 1), 2), 3), 4), 5), 6) y 9) del artículo 
72 de la presente ley, el Juez, a solicitud expresa del Ministerio Público y una vez oída 
la defensa, deberá disponer la aplicación de las siguientes reglas: 


A) La privación cautelar de libertad será preceptiva hasta el dictado de la 
sentencia definitiva. 


B) Las medidas privativas de libertad tendrán una duración no inferior a los doce 
meses. 
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El infractor, una vez ejecutoriada la sentencia de condena podrá solicitar la 
libertad anticipada, siempre y cuando haya cumplido efectivamente el mínimo 
de privación de libertad establecido en el literal anterior y a su vez, superare la 
mitad de la pena impuesta. 


Las medidas de privación de libertad deberán ser cumplidas en 
establecimientos especiales, separados de los adolescentes privados de 
libertad por el régimen general. 


Cuando el infractor cumpla los dieciocho años de edad, pasará a cumplir la 
medida de privación de libertad en un establecimiento especial del Sistema de 
Responsabilidad Penal Adolescente separado de los menores de dieciocho 
años de edad. 


La elevación preceptiva de las actuaciones al Juzgado Penal de turno a efectos 


de que éste convoque a los representantes legales del adolescente para 
determinar su eventual responsabilidad en los hechos. 


Fuente: Ley N* 19.055, de 4 de enero de 2013, 
artículo 3*. 


CAPITULO XI 


| - Protección de los derechos amenazados o vulnerados de los niños y 


adolescentes y situaciones especiales 


Artículo 117. (Principio general).- Siempre que los derechos reconocidos a los 
niños y adolescentes en este Código sean amenazados o vulnerados, se aplicarán 
las medidas que dispone este título. 


De igual forma se aplicarán a los niños que vulneren derechos de terceros. 


23 de agosto de 2017 
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Decreto Ley N* 14.306, 
de 29 de noviembre de 1974 


CÓDIGO TRIBUTARIO 


Artículo 91. (Juicio ejecutivo).- La Administración tendrá acción ejecutiva para el cobro 
de los créditos fiscales que resulten a su favor según sus resoluciones firmes. A tal 
efecto, constituirán títulos ejecutivos los testimonios de las mismas y los documentos que 
de acuerdo con la legislación vigente tengan esa calidad siempre que correspondan a 
resoluciones firmes 


Son resoluciones firmes las consentidas expresa o tácitamente por el obligado y las 
definitivas a que se refieren los artículos 309 y 319 de la Constitución de la República. 


En los juicios ejecutivos promovidos por cobro de obligaciones tributarias no serán 
necesarias la intimación de pago prevista en el inciso 6* del artículo 53 de la Ley 
N* 13.355, de 17 de agosto de 1965, ni la conciliación, y sólo serán notificados 
personalmente el auto que cita de excepciones y la sentencia de remate. 


Todas las demás actuaciones, incluso la planilla de tributos, se notificarán por nota. 


Sólo serán admisibles las excepciones de inhabilidad del título, falta de legitimación 
pasiva, nulidad del acto declarada en vía contencioso administrativa, extinción de la 
deuda, espera concedida con anterioridad al embargo, y las previstas en el artículo 245 
del Código de Procedimiento Civil. 


Se podrá oponer la excepción de inhabilidad cuando el titulo no reúna los requisitos 
formales exigidos por la ley o existan discordancias entre el mismo y los antecedentes 
administrativos en que se fundamente, y la excepción de falta de legitimación pasiva, 
cuando la persona jurídica o física contra la cual se dictó la resolución que se ejecuta sea 
distinta del demandado en el juicio. 


El procedimiento se suspenderá a pedido de parte: 


A) Cuando al ser citado de excepciones el ejecutado acredite que se encuentra en 
trámite la acción de nulidad contra la resolución que se pretende ejecutar; 
ejecutoriada la sentencia pertinente se citará nuevamente de excepciones a 
pedido de parte. 

B) Cuando se acredite que la Administración ha concedido espera al ejecutado. El 
juez fijará los honorarios pertenecientes a los curiales intervinientes por la 
Administración. Contra esa fijación habrá recurso de apelación. La sentencia 
de segunda instancia causará ejecutoria. 


. (Requisitos formales del título).- Para que el documento administrativo 
constituya título ejecutivo deberá reunir los siguientes requisitos: 


1%) Lugar y fecha de la emisión. 

2%) Nombre del obligado 

3%) indicación precisa del concepto e importe del crédito, con especificación, en su 
caso, del tributo y ejercicio fiscal que corresponda. 

4%) Individualización del expediente administrativo respectivo. 

5%) Nombre y firma del funcionario que emitió el documento, con la constancia del 
cargo que ejerce. 
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CÓDIGO PENAL 


Ley N* 9.155, 
de 4 de diciembre de 1933 


LIBRO II 
TITULO XII 


DE LOS DELITOS CONTRA LA PERSONALIDAD FISICA 
Y MORAL DEL HOMBRE 


CAPITULO | 
LIBRO | - PARTE GENERAL 


TITULO IV - DEL CONCURSO DE DELITOS Y DELINCUENTES 
CAPITULO 1! - DE LA REITERACION 
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Artículo 54. (Reiteración real).- Al culpable de varios delitos, no excediendo el 
número de tres, cometidos en el país o fuera de él, se le aplicará la pena que 
corresponda por el delito mayor aumentada en razón del número y gravedad de los 
otros delitos, pero sin que el aumento pueda exceder de la mitad de la misma pena, 
salvo que tales delitos se hubieren ejecutado en el término de cinco años, a partir del 


primero, en cuyo caso el aumento puede llegar a las dos terceras partes. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Ayala. 


SEÑORA AYALA.- Señor presidente: la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado ha aprobado el pre- 
sente proyecto de ley por el que se modifican disposiciones 
de la Ley n.* 17823, de 7 de setiembre de 2004, Código de 
la Niñez y la Adolescencia. En el decurso de esta labor 
recibió el invalorable aporte de muchos y aprobó por ma- 
yoría este proyecto, aunque varios de sus artículos fueron 
aprobados por la unanimidad de sus integrantes. 


El texto puesto a consideración del plenario tomó es- 
tado parlamentario a través de la solicitud del señor fiscal 
de corte y procurador general de la nación, quien remi- 
tió el trabajo realizado por la comisión interinstitucional 
conformada por la Suprema Corte de Justicia, el Poder 
Legislativo, la Fiscalía General de la Nación y el Poder 
Ejecutivo a través del Ministerio del Interior. 


La finalidad de dicha comisión fue trabajar a fin de 
adecuar el ordenamiento jurídico actual a la puesta en vi- 
gencia del nuevo proceso penal acusatorio, que entrará en 
práctica a partir del 1. de noviembre de este año. A dichos 
efectos, se hace imprescindible la adecuación normativa 
en lo que refiere exclusivamente a aquellos artículos que 
abordan la parte procesal de las infracciones cometidas 
por adolescentes a la ley penal. La normativa antedicha, 
en concordancia con el sistema penal que aún se encuentra 
vigente, regula un proceso inquisitivo dirigido por el juez 
como instructor y decisor del proceso. 


El cambio de sistema que operará para adultos, inde- 
fectiblemente hacía necesario adecuar dicha normativa 
también para los adolescentes. ¿Por qué esta adecuación? 
¿Simplemente para adecuar dicho sistema al de adultos o 
porque a los adolescentes les asiste el derecho a tener un 
proceso acorde a la especialidad y finalidad que requieren 
como tales? No podemos simplemente decir que el fin de 
este proyecto es el de adecuar la normativa aplicable para 
los adolescentes a fin de que sea igual a la de adultos, ya 
que los adolescentes deben tener su proceso acusatorio es- 
pecial y específico y para ellos se deben tener en cuenta 
sus particularidades, su maduración física y emocional, 
sin perder de vista que la finalidad de este proceso es edu- 
cativo y de reinserción familiar y social. 


El proyecto enviado inicialmente fue modificado en 
varios de sus artículos a efectos de contemplar lo antes 
dicho e insumió más de dos meses de trabajo en la comi- 
sión. Es congruente con el mandamiento establecido en 
la Convención sobre los Derechos del Niño, las Reglas de 
Beijing y la Constitución de la república. 


La adecuación del régimen procesal infraccional para 
adolescentes es concordante con la opción que el país ha 
hecho al respecto del modelo procesal penal acusatorio 
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e imprescindible para que pueda operar en la práctica, 
máxime teniendo en cuenta el funcionamiento del Poder 
Judicial. 


Resultaba fácticamente imposible que los jueces actua- 
ran como terceros objetivos e imparciales para el proceso 
penal tramitado respecto a un adulto y como un instructor 
respecto del juicio que se siguiera con adolescentes, más 
cuando se puede dar la situación de que se estén exami- 
nando los mismos hechos. 


Teniendo en cuenta todo esto es que la comisión tra- 
bajó para elaborar un proyecto de ley que se ajustara a la 
naturaleza especial que nos exige el tratamiento a los ado- 
lescentes, sin trasgredir el principio de especificidad penal 
adolescente, cumpliendo con las obligaciones que contrajo 
el país al ratificar la Convención sobre los Derechos del 
Niño y el mandato constitucional. 


Pasaré ahora a realizar consideraciones respecto del 
articulado. 


El artículo 1. del proyecto sustituye el artículo 75 
del Código de la Niñez y la Adolescencia, estableciendo 
como regla que siempre «que se investigue la responsa- 
bilidad del adolescente, el procedimiento se ajustará a lo 
establecido por este Código y en forma subsidiaria, por lo 
dispuesto en el Código del Proceso Penal...». Dicha regla 
se ajusta al principio de especialidad penal, siendo así la 
expresión correlativa del de autonomía progresiva. Esto se 
fundamenta en la premisa fáctica de que el desarrollo es 
progresivo, que las personas van adquiriendo paulatina- 
mente las habilidades, las destrezas, las capacidades cog- 
nitivas y emocionales necesarias para autodeterminarse, 
lo que justifica el reconocimiento de una esfera creciente 
de autonomía personal que tiene como expresión correla- 
tiva la atribución de responsabilidades por las decisiones 
que se van adoptando. 


Es esa premisa del desarrollo progresivo la que, a la 
vez, justifica la formulación de un reproche penal a las 
conductas ilícitas cometidas por los adolescentes y funda- 
menta el carácter atemperado que debe tener el reproche 
penal a ejercerse por el Estado, ya que las capacidades, 
las habilidades para comprender, controlar y manejar una 
situación son diferentes que las de un adulto. La especifi- 
cidad, entonces, debe reflejarse en el régimen procesal y 
punitivo a aplicársele, traduciéndose ello en una estructu- 
ra y duración del proceso diversa a la que se aplica a una 
persona adulta. 


El artículo 2.” del proyecto da nueva redacción al 
artículo 76 del Código de la Niñez y la Adolescencia. El 
mismo establece la tramitación de un proceso infraccio- 
nal penal de acuerdo con lo establecido y en concordancia 
con el futuro régimen acusatorio. Asimismo, teniendo en 
cuenta la especialidad a la que hemos referido anterior- 
mente, se han establecido plazos para la prosecución de 
cada acto procesal, estableciéndose una duración prome- 
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dio, desde que se inicia el proceso hasta el dictado de la 
sentencia de primera instancia, de aproximadamente cien- 
to diez días, sin perder las garantías para poder ejercer 
una defensa acorde con la correspondiente producción de 
prueba. Se evita así una disociación que desvirtúe la pre- 
tensión y la finalidad que persigue este proceso, que tiene 
efectos educativos contribuyendo al aprendizaje del ado- 
lescente, como ya lo mencionamos anteriormente. Ade- 
más, con el fin de garantizar el desarrollo de un proceso 
acorde en el tiempo para los adolescentes, se ha estableci- 
do una duración máxima del proceso de seis meses para 
las infracciones graves y un año como máximo para las 
gravísimas, bajo la más seria responsabilidad de jueces y 
fiscales, quienes deberán velar para que los trámites judi- 
ciales no tengan una duración excesiva. 


Por tanto, este artículo adecua el régimen de interven- 
ción penal al nuevo modelo procesal penal de corte acu- 
satorio, siendo consistente con el mandamiento de que los 
adolescentes deben ser juzgados de acuerdo con un proce- 
dimiento especial distinto al de los adultos. 


Asimismo, este artículo establece cómo procederá la 
medida cautelar de privación de libertad remitiéndose, 
para su aplicación y régimen, a los artículos del nuevo Có- 
digo del Proceso Penal, así como también a los ya vigentes 
y aplicables establecidos en el propio Código de la Niñez y 
la Adolescencia, no innovando normativamente en dicho 
sentido en lo que respecta al derecho sustancial. 


En los artículos 3.* a 6. del proyecto se modifican los 
artículos 79, 83, 85 y 94 del Código de la Niñez y la Ado- 
lescencia, profundizando en la naturaleza educativa que 
tienen las medidas que se adopten respecto a los menores, 
propendiendo a su reinserción familiar y social, pudien- 
do culminarla cuando se verifique, por el equipo técnico 
designado por la sede judicial, que se ha cumplido con la 
finalidad perseguida. 


En tal sentido, el nuevo artículo 79 «Medidas comple- 
mentarias» establece que todas las medidas que se adop- 
ten conforme a lo establecido por este código se podrán 
complementar con otras medidas socioeducativas, siendo 
su selección potestad del juez. 


El nuevo artículo 83 establece vías alternativas a la so- 
lución del conflicto. 


El nuevo artículo 85 tiene que ver con las medidas a 
aplicar por el juez, explicitando que siempre debe prevale- 
cer el interés superior del adolescente, el principio de pro- 
porcionalidad y la idoneidad de las medidas, todas ellas 
tendientes a propender al pleno desarrollo de la persona. 


Finalmente, el nuevo artículo 94 «Procedimiento por 
modificación o cese de las medidas» establece el derecho 
que tiene el adolescente a promover la sustitución, modi- 
ficación o cese de la medida socioeducativa dispuesta por 
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sentencia, como por ejemplo cuando la medida cumplió su 
finalidad o ya no resulte idónea. 


Siguiendo con el análisis del proyecto de ley, el 
artículo 7.*, que sustituye el artículo 95, refiere al trasla- 
do de infractores, estableciendo que la internación de los 
adolescentes fuera de su residencia habitual se limitará 
al mínimo posible. En este artículo se utiliza una expre- 
sión nueva, «residencia habitual», como forma de tomar 
en cuenta el lugar donde el adolescente tiene su centro de 
vida, apartándonos del concepto civilista de «domicilio». 


El artículo 8.”, que sustituye el artículo 96 del Código 
de la Niñez y la Adolescencia, establece la reserva de la 
identidad de la persona y la prohibición de la identifica- 
ción por parte de medios de comunicación. Los funciona- 
rios que facilitaren la información que conlleve a la iden- 
tificación del adolescente serán pasibles de suspensión y 
si se reitera la conducta, se podrá invocar como causal de 
destitución. 


El artículo 9.”, que sustituye el artículo 97 de dicho có- 
digo, determina que el proceso será de carácter reservado, 
constituyendo su violación una falta disciplinaria grave. 


El artículo 10, que sustituye el artículo 98 del CNA, 
determina las multas, y su gradualidad, a ser aplicadas a 
los medios de comunicación que no respeten lo estableci- 
do en el artículo 96 de este código. Además, establece que 
será el INAU el que aplicará la multa y que la resolución 
firme del organismo será título ejecutivo a los efectos de 
su cobro, siendo los tribunales de la materia civil los que 
tienen la competencia en su tramitación, disponiendo el 
destino de lo recaudado por este concepto. 


En el artículo 11, que sustituye el artículo 103 «Princi- 
plo general», queda determinado en qué circunstancias se 
procederá a la clausura del proceso. 


El artículo 12, que sustituye el artículo 104, establece 
en qué casos se prescindirá de la acción penal. 


El artículo 13, que sustituye el artículo 109, determi- 
na que se documentará el contenido de las audiencias de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 139 del Código 
del Proceso Penal, que es el nuevo sistema que está im- 
plementando la Suprema Corte de Justicia para el nuevo 
proceso penal, el sistema Audire. 


El artículo 14, que sustituye el artículo 110, establece 
quiénes podrán tener acceso al expediente. En casos ex- 
cepcionales, el juez podrá disponer la reserva del expe- 
diente a alguno de los intervinientes, siempre a solicitud 
de parte y con el control de la contraria. 


El artículo 15, que sustituye el artículo 111 del CNA, 
hace referencia a las notificaciones preceptivas. 
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El artículo 16, que sustituye el 112, establece que en 
el régimen de notificaciones se aplicará lo previsto por el 
Código del Proceso Penal. 


El artículo 17, que sustituye el 114, establece el carácter 
de los plazos, los cuales serán perentorios e improrroga- 
bles, y en casos excepcionales, la posibilidad de suspen- 
derlos únicamente a solicitud de las partes. 


El artículo 18, que sustituye al 115, refiere a medidas de 
diferente naturaleza —socioeducativas privativas de liber- 
tad y no privativas de libertad— y establece que deben ser 
discriminadas unas de otras, además de su acumulación a 
la causa del juzgado competente. También quedan previs- 
tos en este artículo los criterios a aplicar si en la sentencia 
de unificación resultaran acumuladas medidas privativas 
y no privativas de libertad, cómo se deberá proceder en 
caso de una posible segunda unificación, si es alcanzada 
la finalidad de las medidas socioeducativas y los pasos a 
seguir, por parte del tribunal competente, hasta el cese y 
archivo de las actuaciones. 


El artículo 19 sustituye el título del numeral IX «De las 
comunicaciones procesales» del capítulo X del Código de 
la Niñez y la Adolescencia por «De las comunicaciones y 
de los plazos procesales». 


El artículo 20 sustituye el título del numeral X «Pla- 
zos procesales» del capítulo X del Código de la Niñez y 
la Adolescencia por «De la unificación de las medidas». 


El artículo 21 establece la entrada en vigencia de esta 
ley, que será en forma conjunta con la de la Ley n.” 19293, 
de 19 de diciembre de 2014, y sus modificativas, Código 
del Proceso Penal. 


El artículo 22 «Disposición transitoria» determina un 
régimen transitorio para los procesos iniciados hasta un 
día antes de la entrada en vigencia de esta ley, así como la 
facultad de la Suprema Corte de Justicia de establecer la 
redistribución entre los juzgados, en caso de ser necesario, 
de los expedientes tramitados con anterioridad a la entra- 
da en vigencia. 


Reitero que los artículos del proyecto de ley en con- 
sideración han sido aprobados y votados en la comisión, 
algunos por mayoría y otros por unanimidad. 


En virtud de lo expuesto, la Comisión de Constitución 
y Legislación tiene a bien poner a consideración de este 
Cuerpo el presente proyecto de ley. 


Aprovecho la oportunidad para manifestar que de- 
bemos realizar en sala la modificación del literal D) del 
artículo 2.” «Medidas cautelares». En lugar de «presunta 
comisión de los delitos» debe decir «presunta comisión de 
las infracciones», homologando así la terminología utili- 
zada en el Código de la Niñez y la Adolescencia. 
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Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1.*. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para una 
moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR BORDA BERRY.- Formulo moción en el sen- 
tido de que se suprima la lectura del articulado y se vote 
en bloque, desglosando los artículos 1. y 2. —no sé si la 
bancada oficialista va a pedir que se desglose el literal D) 
del artículo 2.”— para votar el sustitutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Bordaberry en el sentido 
de que se suprima la lectura del articulado y se vote en 
bloque el articulado, a excepción de los artículos 1.” y 2.” 


(Se vota). 

26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 1.”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

-15 en 26. Afirmativa. 


SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Señor presidente: queremos 
destacar que en la comisión se ha trabajado muy bien y 
creemos que el proyecto ha sido mejorado muchísimo res- 
pecto a cómo se había presentado, llegando a una cantidad 
de acuerdos que han sido muy buenos. Lamentamos no 
haber acordado con respecto a este artículo y el siguiente, 
en donde se trata exclusivamente de una cuestión de téc- 
nica legislativa. Nos parecía mejor que estuviera regulado 
por el Código del Proceso Penal y, en forma supletoria, por 
el Código de la Niñez y la Adolescencia. En eso seguimos 
las recomendaciones de las cátedras de Derecho Procesal, 
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que entienden que es mejor que haya un solo proceso y no 
muchos pequeños procesos, camino que el país siguió en 
el pasado en materia civil y que ahora empieza a recorrer 
nuevamente en materia penal. Si bien esto no hace a la 
cuestión de fondo, es necesario. En realidad, la única dife- 
rencia es que se entiende que tiene que tener preeminencia 
el Código de la Niñez y la Adolescencia y ser supletorio 
el Código del Proceso Penal. Nosotros, por el contrario, 
entendemos que debe tener preeminencia el Código del 
Proceso Penal y ser supletorio el Código de la Niñez y la 
Adolescencia. Es un tema menor, pero que hace a la polí- 
tica legislativa que queremos seguir. 


Con respecto a los demás artículos, entendemos que 
el proyecto de ley ha sido mejorado y que es necesario 
aprobarlo rápidamente porque el Código del Proceso Penal 
entrará en vigencia en noviembre. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señor presidente: justamente, en 
el sentido contrario de lo que plantea el señor senador Bor- 
daberry, a pesar de que hubo muchos acuerdos en la comi- 
sión, quiero enfatizar la postura de la bancada del Frente 
Amplio en este aspecto, habida cuenta de que para noso- 
tros sigue siendo prioritario que los niños, niñas y ado- 
lescentes tengan un cuerpo legislativo propio, que no esté 
subsumido en un Código del Proceso Penal de adultos. Por 
lo tanto, trabajamos en la lógica de que había que modifi- 
car los artículos del CNA original, de la Ley n.* 17823, en 
lo que tiene que ver con la parte procesal, adecuando un 
proceso particular para los y las adolescentes. 


Por esta razón, queremos reafirmar el voto afirmativo 
al artículo 75, que coloca al Código de la Niñez y la Ado- 
lescencia como la ley madre y al CPP como subsidiario. 
Anteriormente, el subsidiario era el Código General del 
Proceso y ahora lo será el CPP pero, a nuestro juicio, la ley 
madre que debe regir a los adolescentes en materia pro- 
cesal tiene que seguir siendo el Código de la Niñez y la 
Adolescencia, con las adecuaciones propias de un sistema 
acusatorio puesto que nos parece garantista para los y las 
adolescentes. 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración el artículo 2.*, 


SEÑOR PATERNAIN- Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR PATERNAIN.- Señor presidente: antes de vo- 
tar, quisiera hacer algunas observaciones con respecto a 
este artículo 2.” que fue desglosado y que de alguna ma- 
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nera se conecta con la lógica del artículo que acabamos de 
aprobar. 


Estamos en un proceso de adaptación y transforma- 
ción en el que va a predominar el Código de la Niñez y 
la Adolescencia y será subsidiario el Código del Proceso 
Penal. Al respecto, en este artículo 2.” hay algunas refe- 
rencias importantes, en particular vinculadas a las medi- 
das cautelares, que a muchos integrantes de la bancada del 
Frente Amplio nos preocupan. 


En realidad, el artículo 223 del nuevo Código del 
Proceso Penal establece que en ningún caso la prisión 
preventiva, como medida cautelar, podrá ser preceptiva. 
Lo que se establece en el literal D) del artículo 2. de 
alguna manera reafirma los contenidos de la Ley n. 19055, 
en la que se habla especialmente de la preceptividad 
de la prisión preventiva para algunos delitos. Nosotros 
consideramos que allí hay una flagrante contradicción 
entre el nuevo espíritu del Código del Proceso Penal y los 
mecanismos que existían anteriormente con respecto al uso 
de la prisión preventiva. Sabemos que hay una discusión 
más general sobre este instituto y, de hecho, hace pocas 
semanas se desarrolló un debate relevante. Al respecto, 
el fiscal de corte se expidió con mucha claridad en cuanto 
a que la aplicación de la prisión preventiva solo se da en 
determinadas circunstancias, fuera de las cuales es un 
instituto claramente inconstitucional. De alguna forma, 
ese es un criterio que se utiliza en prácticamente todas las 
filosofías que fundamentan los nuevos códigos del proceso 
penal. En el caso de los procedimientos para adolescentes, 
esta discusión también se plantea a nivel internacional y, 
en ese sentido, hay un conjunto de opiniones calificadas 
que resisten o, de alguna manera, sugieren a los Estados 
que no consagren en sus marcos normativos mecanismos 
de prisión preventiva para adolescentes. 


¿Cuál es el riesgo que se plantea? Que se produzca un 
desvío del uso del instituto de la prisión preventiva hacia 
una lógica de anticipo de pena. Esa es una larga crítica 
que se le ha hecho al sistema penal en su conjunto, que de 
algún modo el nuevo código del proceso intenta subsanar. 
Es decir, estamos perdiendo una oportunidad importante 
en el sentido de que el espíritu de esta nueva norma, en 
este nuevo contexto, abarque o incluya también el proceso 
adolescente. 


Nuestra preocupación con respecto a este punto tam- 
bién es compartida por distintos organismos internaciona- 
les que se han expedido en esta línea. Me refiero a Unicef, 
al Comité de los Derechos del Niño y a la Corte Interame- 
ricana de Derechos Humanos. Esta última ha dicho, con 
carácter general, que los países debieran derogar cualquier 
disposición de prisión preventiva preceptiva. Además, hay 
razones prácticas y hasta de política criminal. Mantener 
mecanismos de preceptividad, insisto, en contradicción 
con lo que establece el nuevo Código del Proceso Penal, 
de alguna manera es ratificar implícitamente una políti- 
ca criminal que hace del encierro y de la cárcel el primer 
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recurso. Creo que nosotros debemos ir hacia esta lógica 
de utilización de estos instrumentos como último recurso. 


Por otro lado, esto tiene consecuencias concretas. Este 
mecanismo de la preceptividad de la prisión preventiva 
tiene efectos inflacionarios —aunque no es la única cau- 
sa— en el crecimiento de las poblaciones privadas de li- 
bertad. En la actualidad nuestro país se enfrenta a esta 
realidad, absolutamente ineludible, del sistema carcelario 
de adultos y de menores, que muestra una tasa muy ele- 
vada de población privada de libertad. Hemos llegado a 
los máximos históricos y esto compromete esencialmente 
las posibilidades de desarrollo de políticas institucionales. 
Esto no es algo que decimos nosotros, sino que lo señalan 
las propias autoridades sectoriales y los operadores de los 
distintos sistemas. Basta con reconstruir la realidad coti- 
diana y observar los niveles de violencia institucional que 
ocurren en los centros como para darse cuenta de que es- 
tamos ante un problema importante. 


Entonces, sostenemos un mecanismo como el de la 
preceptividad y lo hacemos, además, en contradicción con 
el espíritu del nuevo Código del Proceso Penal, cuando 
estamos haciendo un esfuerzo deliberado por ensamblar 
ambos esquemas normativos. 


Por otra parte, entiendo que es necesaria una evalua- 
ción de cómo ha sido el proceso y los efectos que ha tenido 
desde el 2013 hasta ahora, pero a título de hipótesis queda 
claro que es una restricción que ha implicado el aumento 
de la población adolescente privada de libertad, con todas 
las consecuencias negativas que eso supone. Esto ha sido 
señalado por muchos actores sociales, políticos y organis- 
mos internacionales —estamos en el centro de ese seña- 
lamiento— y creemos que esta era una muy buena opor- 
tunidad, en un contexto nuevo, muy distinto al de años 
atrás, para poder revertir estos mecanismos y permitir 
que el proceso adolescente se cumpla efectivamente bajo 
la lógica, el espíritu y la filosofía del nuevo Código del 
Proceso Penal. 
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Quería decir estas palabras en este momento porque se 
había pedido el desglose de este artículo 2.” en el que —si 
bien también contempla otros aspectos— para nosotros era 
importante poner el foco. Además, lo hacemos porque tie- 
ne una vinculación directa con esta lógica de equilibrios 
entre el Código de la Niñez y la Adolescencia y el nuevo 
Código del Proceso Penal, que está contemplada en lo que 
acabamos de votar en el artículo 1.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar el artículo 2.” 


(Se vota). 
—15 en 23. Afirmativa. 


De acuerdo a lo que hemos resuelto, corresponde votar 
los artículos que van del 3.” al 22 del proyecto de ley. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 


11) TERMINAL FLUVIOMARÍTIMA 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en tercer término del orden del día: «Proyec- 
to de ley por el que se autoriza al Poder Ejecutivo a enaje- 
nar los padrones n.* 6177 y 7751, ubicados en el predio con 
frente a la rambla Costanera Sur de Montevideo, conocido 
como Predio Mauá, con el fin de construir una terminal 
fluviomarítima. (Carp. n.* 754/2017 - rep. n.* 493/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.” 754/2017 - rep. n.? 493/17 
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Artículo 1%.- Autorízase al Poder Ejecutivo a enajenar los inmuebles ubicados 
en zona urbana del departamento de Montevideo, empadronados con los Nos. 
6.177 y 7.751, a quien resulte adjudicatario en el llamado a licitación pública que 
se proyecta efectuar para la construcción de una terminal fluvio- marítima en el 
predio con frente a la Rambla Costanera Sur de Montevideo, conocido como 
“Predio Mauá”. Quedan excluidas de la enajenación las áreas destinadas a las 
obras portuarias terrestres y marítimas objeto del llamado que deberá construir 
el adjudicatario y en los términos y con las condiciones y gravámenes que 
determine el pliego. Las obras referidas-muelles y escolleras-pasarán a ser parte 
del sistema portuario de Montevideo de propiedad estatal y constituyen la 
contrapartida de la enajenación que se autoriza. 


Artículo 2*.- El Estado conservará derecho real de uso sobre las instalaciones 
en los edificios a construirse que se destinen al cumplimiento de cometidos 
esenciales, servicios públicos u otros a su cargo en la terminal fluvio-marítima, 
en la forma y condiciones que el pliego determine. 


Artículo 3“.- La enajenación que se autoriza por la presente ley, no podrá 
afectar al Monumento Histórico Nacional, Usina de la Compañía del Gas y Dique 
Seco de Montevideo “Barón de Mauá”, declarado con tal naturaleza por la 
Resolución del Poder Ejecutivo N* 1941/975, de 18 de noviembre de 1975. 


Artículo _4?.- Los espacios baldíos resultantes con posterioridad a la 
construcción de los edificios serán librados al uso público como plazas o 
parques, de acuerdo a lo que se determine en el pliego. 


Artículo 5*.- El fraccionamiento o proyecto de fraccionamiento de los padrones 
Nos. 6.177 y 7.751 del departamento de Montevideo, con la delimitación de las 
áreas a enajenar, deberá realizarse previo al correspondiente llamado público. 
Los planos que resulten del mismo formarán parte del respectivo pliego. 
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Artículo 6*.- La enajenación a que refiere el artículo 1? solo podrá celebrarse 
bajo la condición resolutoria del cumplimiento de las obras objeto de la licitación 
pública dentro del plazo que se indique en el pliego licitatorio o el contrato en que 
se estipule, resolviéndose de pleno derecho la enajenación en caso de 
incumplimiento y retornando al Estado la propiedad de los inmuebles sin 
necesidad de intimación o requisitoria administrativa o judicial alguna. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, 16 de agosto de 2017. 


Lucía Topolansky 
Miembro informante 


Patricia Ayala 


Luis A. Lacalle Pou 


Eduardo Lorier 


Enrique Pintado 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TURISMO 


Montevideo, 06 FEB 2017 


Señor Presidente de la 


Asamblea General, 


Presente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, para 
someter a su consideración el Proyecto de Ley que se adjunta, referente a la 
autorización legislativa para enajenar los predios padrones números 7.751 y 


6.177 de Montevideo. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, para someter a su 
consideración el Proyecto de Ley que se adjunta, referente a la autorización 
legislativa para enajenar los predios padrones números 7.751 y 6.177 de 
Montevideo, de acuerdo a los siguientes antecedentes. 
1) Con fecha 7 de marzo de 2016 la Empresa “Los Cipreses S.A.” presentó 
iniciativa privada al amparo de lo dispuesto en los artículos 18, 19 y 20 de la 
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Ley N*17,555 de 18 de setiembre de 2002 y su Decreto Reglamentario a 
efectos de la construcción, instalación, administración y explotación de una 
Terminal Fluvio - Marítima en el predio conocido como “predio Mauá” frene 
a la Rambla Costanera Sur de Montevideo. 

2) El anteproyecto aludido ha sido analizado técnicamente por el Área 
Servicios Jurídicos, la Dirección Nacional de Topografía, un equipo de 
Arquitectos del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, La 
Administración Nacional de Puertos y la Intendencia Departamental de 
Montevideo, emitiendo tales organismos y servicios informes favorables 
respecto de la referida iniciativa. 

3) Por Resolución del Poder Ejecutivo de fecha 11 de abril de 2016, se aceptó 
la iniciativa privada referida, en las condiciones establecidas en el artículo 2%) 
de la referida Resolución: 

a) presentar en un plazo de 120 (ciento veinte) días los estudios de factibilidad 
técnica, los que deberán incluir el anteproyecto de todas las obras 
involucradas en la iniciativa con sus correspondientes estudios de base, 
incluyendo entre otros, estudio de prefactibilidad ambiental y análisis 
paisajístico, todo ello sin perjuicio de que será de su responsabilidad, en caso 
de transformarse en concesionario, la obtención de las habilitaciones de la 
Intendencia Departamental de Montevideo, Administración Nacional de 
Puertos, Dirección Nacional de Medio Ambiente, la Comisión del Patrimonio 
Cultural de la Nación y demás Instituciones Públicas que corresponda; 

b) definir claramente cuáles serán los usos a desarrollar en el emprendimiento 
inmobiliario (hotel, estacionamientos, etc.); 

e) tener presente que las condiciones del traspaso en propiedad de los lotes 
solicitados y los términos de la concesión del área portuaria y el álveo así 
como los demás derechos, obligaciones y responsabilidades del concesionario 


se establecerán en el pliego particular correspondiente al proceso licitatorio; 
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d) las obras portuarias, tanto marítimas como terrestres, deberán ser 
ejecutadas por el concesionario con carácter obligatorio y constituirán 
contrapartida para el Estado; 

e) las condiciones de uso y explotación de la infraestructura portuaria será 
exclusivamente el tráfico de pasajeros y automotores; 

f) los espacios verdes resultantes del proyecto definitivo serán habilitados 
como espacios públicos de acuerdo a la definición de la Intendencia 
Departamental de Montevideo; 

g) será de cargo del proponente el reciclaje y posterior mantenimiento 
edilicio - durante todo el término de la concesión- del Museo previsto en el 
anteproyecto. 

4) Entre las condiciones solicitadas por Ja sociedad proponente se encuentra 
la que el Estado transfiera la propiedad plena de las áreas a utilizar en los 
desarrollos urbanos como contrapartida por las obras portuarias terrestres y 
marítimas objeto del llamado que deberá construir el adjudicatario. 

5) Las referidas áreas actualmente están conformadas por los padrones 
urbanos números 7.751 y 6.177 de Montevideo. 

Por el Proyecto de Ley que se adjunta, se solicita la correspondiente 
autorización legislativa para la enajenación a favor de quien resulte 


adjudicatario de licitación correspondiente de los inmuebles de referencia. 


Sin otro particular, saludan muy atentamente al Señor Presidente, 


de la República 
erciciorda la Presidencia 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”.- Autorízase al Poder Ejecutivo a enajenar los inmuebles 
ubicados en zona urbana del Departamento de Montevideo, empadronados 
con los números 6.177 y 7.751, a quien resulte adjudicatario en el llamado 
a Licitación Pública que se proyecta efectuar para la construcción de una 
Terminal Fluvio - Marítima en el predio con frente a la Rambla Costanera 
Sur de Montevideo, conocido como "Predio Maná". Quedan excluídas de 
la enajenación las áreas destinadas a las obras portuarias terrestres y 
marítimas objeto del llamado que deberá construir el adjudicatario y en 
los términos y con las condiciones y gravámenes que determine el Pliego. 
Las obras referidas -muelles y escolleras- pasarán a ser parte del sistema 
portuario de Montevideo de propiedad estatal y constituyen la 
contrapartida de la enajenación que se autoriza. 

Artículo _2%.- El Estado conservará derecho real de uso sobre las 
instalaciones en los edificios a construirse que se destinen al cumplimiento 
de cometidos esenciales, servicios públicos u otros a su cargo en la 
Terminal Fluvio - Marítima, en la forma y condiciones que el Pliego 
determine. 

Artículo 3”.- La enajenación que se autoriza por la presente Ley, no podrá 
afectar al Monumento Histórico Nacional, Usina de la Compañía de Gas 
y Dique Seco de Montevideo “Barón de Mauá”, declarado con tal 
naturaleza por la Resolución del Poder Ejecutivo número 1941/975 de 18 
de noviembre de 1975, 

Artículo 4*.- Los espacios baldíos resultantes con posterioridad a la 
construcción de los edificios serán librados al uso público como plazas o 
parques, de acuerdo a lo que se determine en el Pliego. 

Artículo 5*.- El fraccionamiento o proyecto de fraccionamiento de los 
padrones números 6.177 y 7.751 del Departamento de Montevideo, con la 
delimitación de las áreas a enajenar, deberá realizarse previo al 
correspondiente llamado público. Los planos que resulten del mismo, 
formarán parte del respectivo Pliego. 

Artículo 6”.- Comuníquese y publíquese. 


ps 
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Disposiciones citadas 


Loy N* 17,555, de 18 de setiembre de 2002 


Artículo 18. (Ventanilla única para trámites de inversores).- Cométese al Poder Ejecutivo 
el establecimiento de mecanismos que simplifiquen la tramitación de propuestas de 
inversión presentadas por el sector privado, incluyendo la creación de un único 
organismo que actúe como coordinador de las consultas y de los trámites que se deban 
cumplir ante cualquier oficina del Estado, propiciando la colaboración interinstitucional y 
la abreviación de los plazos y los procedimientos. 


Artículo 19. (Iniciativa).- Facúltase al Estado, los Entes Autónomos, los Servicios 
Descentralizados y los Gobiernos Departamentales a recibir iniciativas relativas a 
actividades susceptibles de ser ejecutadas directamente por los organismos referidos o 
de ser concesionadas de acuerdo con las normas constitucionales y legales en vigencia, 
sea a impulso de parte o mediante invitación de oficio. 


A tal efecto, la reglamentación establecerá las condiciones y requisitos a ser cumplidos 
por la Administración y los particulares en relación con la presentación de iniciativas y 
otorgamiento de concesiones u otros mecanismos en virtud de dicho régimen. 


El procedimiento y los derechos de los promotores de la iniciativa se ajustarán a las 
siguientes bases: 


A) en la fase de presentación de la iniciativa, el promotor asumirá los riesgos de su 
elaboración y no percibirá contraprestación alguna La Administración dispondrá de un 
plazo máximo de 90 días para examinaria y mientras no la acepte, toda la información 
relativa a la iniciativa será confidencial; 


B) en caso de ser aceptada la iniciativa por la Administración, ésta levantará la 
confidencialidad y requerirá los estudios de factibilidad, los que serán llevados a cabo 
por el promotor a su cargo y controlados en su calidad, costo y plenitud por la misma 
Administración. En caso de que por cualquier causa el promotor no realice los estudios 
de factibilidad, la Administración podrá realizarlos por sí o contratarlos conforme a los 
procedimientos de contratación que corresponda, perdiendo aquél todo derecho a 
recibir contraprestación o beneficio alguno; 


C) cumplida dicha etapa a satisfacción de la Administración, ésta dispondrá de un 
plazo máximo de 120 días, contado a partir de la conformidad prestada a los estudios 
de factibilidad, para convocar a audiencia pública, llamar a licitación o promover el 
procedimiento competitivo que se determine por razones de buena administración. Si 
no lo hiciera, el promotor de la iniciativa mantendrá todos los derechos sobre la misma 
por un periodo de dos años; 
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D) el procedimiento competitivo y el contrato respectivo podrá adjudicarse por 
subasta pública, cuendo el proyecto generado por la iniciativa tenga un objeto preciso y 
concreto que permita determinar y uniformar, en forma previa, los requisitos básicos y 
esenciales que deberán acreditar y cumplir todos los eventuales oferentes; 


Ej adoptada por la Administración la decisión de someter la iniciativa a cualquiera 
de los procedimientos competitivos señalados, la iniciativa quedará transferida de pleno 
derecho a la Administración; 


F) si el promotor se presentare al procedimiento competitivo solo o integrado a un 
consorcio o sociedad, tendrá como única compensación el derecho a beneficiarse con 
un porcentaje no menor al 5% (cinco por ciento) ni mayor al 20% (veinte por ciento) 
sobre el valor ofertado, que deberá ser precisado en el pliego de condiciones 
particulares de acuerdo con la complejidad de la iniciativa. Asimismo, el promotor de la 
iniciativa no deberá abonar jos phegos del procedimiento competitivo corresponciente. 
Si la oferta del promotor, considerando el beneficio respectivo, no resultara ganadora, 
el promotor podrá solicitar que se promueva un proceso de mejora de oferta en un plazo 
que no excederá el término original que se hubiere otorgado para el procedimiento 
competitivo previsto; 


6) si el promotor resolviese no presentarse al procedimiento competitivo, tendrá 
como única compensación el derecho al cobro de una compensación por única vez 
equivalente al costo efectivamente incurrido y comprobado en la etapa previa, conforme 
los criterios y máximos que establezca la reglamentación. La compensación referida 
será abonada por el adjudicatario en la forma que se establezca en el pliego de 
condiciones particulares. 


Artículo 20.- En el caso en que la iniciativa refiera a un bien o servicio con destino 
turístico, la presentación de la misma se realizará ante el Ministerio de Turismo o el 
Gobierno Departamental que corresponda. El receptor deberá seguir el procedimiento 
previsto en el articulo 19 de la presente ley, en forma conjunta con el organismo o 
institución propietaria del bien. 
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Decreto N? 376/002, de 28 de setiembre de 2002 


Artículo 1”.- La administración, explotación, operación, construcción y mantenimiento 


del Aeropuerto Internaciona' de Carrasco "Gral, Cesáreo L. Berisso" (en adelante AIC), 
será efectuada por una Sociedad Anónima de acciones nominativas. 


Artículo 2”.- Constitución de la sociedad. 


2.1 Se constituirá una Sociedad Anónima cuyo capital estará representado por 
acciones nominativas integradas por la Corporación Nacional para el Desarrollo (en 
adelante CND). 


2.2 El plazo para que la CND constituya la referida Sociedad será de dos (2) meses 
a partir de la fecha del presente Decreto. 


2.3 El texto del Estatuto de la Sociedad Anómina, se ajustará al proyecto que se 
detalla en el "Régimen de Gestión Integral" que se aprueba como complemento del 
presente Decreto (Artículo 79), 


Artículo 3*.- Contrato de Gestión Integral. La Sociedad Anónima firmará un contrato con 
el MDN para efectuar la gestión integral del AIC por un plazo de veinte (20) años, de 
acuerdo al modelo de conirato que se incluye en el "Régimen de Gestión Integral” 
(Artículo 7%). El contrato se firmará en un plazo de 10 (diez) días luego de constituida la 
Sociedad y adquirirá vigencia una vez aprobado por el Poder Ejecutivo, 


Artículo 4?.- Subasta mediante Oferta Pública de las acciones de le CND, garantia y 
capital. 


4.1 Una vez firmado y aprobado por el Poder Ejecutivo el Contrato de Gestión 
Integral, la CND someterá a consideración del Banco Central del Uruguay la subasta 
de la totalidad de las acciones, mediante el procedimiento de oferta pública en Bolsa 
de Valores habilitada por el Banco Central del Uruguay (en adelante Bolsa de 
Valores). La subasta se adecuará a las exigencias del Decreto 344/996 de facha 
28 de agosto de 1996, en todo lo pertinente. Una vez cumplidos los trámites 
referidos, la subasta de la totalidad de las acciones se efectuará el 29 de abril de 
2003, se dará la más amplia publicidad al referido acto y se brindará la información 
prevista en ta normativa aplicable al mercado de valores. 


Fuente: artículo 1? del Decreto N* 64/003 de 14/02/2003, 


4.2 El MON a través de la Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraestructura 
Aeronáutica (en adelante DINACIA), ofrecerá a los interesados en adquirir las 
acciones de la CND en la subasta y a las firmas interesadas en actuar en calidad de 
Operador Aeroportuario, según se establece en el "Régimen de Gestión Integral" 
(Artículo 79), la información disponible respecto del Plan Director del AIC, a saber: 


(0) infraestructura existente (planos y documentos técnicos); 

(1) movimientos de aeronaves, pasajeros, correo y carga; 

(in) relación de ingresos y egresos de la D.G.l.A; y 

(iv) un compendio de la normativa aeroportuaria de mayor relevancia, 
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4.3 Las acciones propiedad de la CND, serán subastadas al mejor postor en la Bolsa 
de Valores en un solo acto, con una base US$ 15:000.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América quince millones). 


44: El adquirente de las acciones abonará, en el acto (según normas de la Bolsa de 
Valores), el 20% (veinte por ciento) del precio resultante de la subasta, en alguna 
de las siguientes formas: 


(1) efectivo; 


(ii) cheque o letra de cambio, a satisfacción de la Bolsa de Valores y ejecutable en 
plaza. 


Fuente: artículo 3* del Decreto N* 317/003, de 04/08/2003. 


4 5: Previo al momento de la Toma de Posesión, el adquirente del paquete accionario 
de la CND abonará el 10% (diez por ciento) del precio resultante de la subasta. Las 
acciones serán entregadas cuando se cancele la totalidad del precio y quedarán 
depositadas en la CND hasta la cancelación del mismo. En el plazo de un año 
contado desde la realización de la citada subasta, el adquirente abonará el restante 
70% (setenta por ciento) del referido precio. Por dicho saldo de precio el adquirente 
suscribirá un título valor en el momento de integrar el 10% (diez por ciento) cuyo pago 
deberá ser garantizado por una garantía real, aval bancario o póliza de seguro de 
fianza. Para el caso de que el aval bancario o la póliza de seguro de fianza sean 
emitidas por una institución privada, ésta deberá ser de primera linea contando 
con filial en plaza. Las garantias deberán ajustarse al modelo del Anexo C del 
Contrato de Gestión Integral. Este tipo de caución deberá establecer expresamente 
que garantiza el pago del saldo de precio del 70% (setenta por ciento), incividualizar 
al adquirente y que se mantendrá vigente y válida hasta el pago efectivo del saldo 
de referencia. En caso de incumplimiento por parte del adquirente, se resolverá de 
pleno derecho el Contrato de Gestión Integral por decisión unilateral del MDN y sin 
indemnización o restitución de ninguna especie en favor del adquirente, resultando 
aplicable en todos sus términos lo previsto en el numeral 5.1.2 "Liquidación del 
Contrato de Gestión Integral por Resolución” del "Régimen de Gestión Integral". 


En el plazo de 15 (quince) días hábiles posteriores a la subasta el adquirente 
constituirá las "Garantías de Contratación del Operador Aeroportuario, Realización 
de Inversiones Primera Etapa e Integración de Capital" en el marco de lo previsto 
en el "Régimen de Gestión Integral" (Artículo 7” del Decreto 376/002). 


Asimismo deberá constituir la Garantía de Realización de Inversiones Segunda 
Etapa, dentro del primer dia hábil del mes 37 contado a partir de la Toma de 
Posesión. La falta de cumplimiento de la presente obligación por parte del 
Contratista, será considerada como incumplimiento grave y dará lugar a la 
resolución del Contrato de Gestión Integral, de acuerdo con lo previsto en el 
numeral 5.1.1 "Resolución por Incumplimiento del Contratista" del "Régimen de 
Gestión Integral”. 


Fuente: artículo 3% del Decreto N* 317/003, de 04/08/2003. 
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4.7 En un plazo máximo de 30 (treinta) días calendario de fectuada la subasta, se 
deberá suscribir un capital de US$ 10:000,000 (dólares de los Estados Unidos de 
América diez millones). La integración del referido capital deberá cumplirse en un plazo 
máximo de 180 (ciento ochenta) días calendario de efectuada la subasta de acciones. 


4.8 El producto de la subasta de las acciones propiedad de la Corporación Nacional 
para el Desarrollo se recibirá por Rentas Generales, una vez deducidos los gastos 
incurridos para esa operación por la Corporación Nacional para el Desarrollo, para: a) 
asegurar el cumplimiento de los siguientes programas sociales: Almentación Escolar; 
Asignación Familiar, Asistencia primaria de Salud; Cuidado de Menores; Asistencia 
Alimentaria y b) cancelar como primer aporte que debe hacer el Estado, conforme lo 
establecen los numerales 4) y 7) del Anexo 1 del Convenio y Contratación Directa 
celebrado el 5 de octubre de 2001, aprobado por el Poder Ejecutivo el 20 de diciembre 
de 2001, la suma de U$S 2:254.000,00 (dos millones doscientos cincuenta y cuatro mil 
dólares de los Estados Unidos de América). 


Fuente: artículo 3? del Decreto N* 153/003, de 24/04/2003. 


4.9 La CND formalizará un convenio con la Bolsa de Valores a los fines de viabilizar la 
subasta en los términos expuestos. 


Artículo 5*.- Asunción de la Gestión Integral. Una vez abonado el precio de las acciones 
y constituidas las "Garantias de Contratación del Operador Aeroportuario, Realización 
de Inversiones e Integración de Capital”, la asunción de la Gestión Integral del AIC, 
requiere que se cumplan las siguientes condiciones: 


(a) El Contratista deberá: 


(M) presentar su propuesta de contratación del correspondiente Operador 
Aeroportuario con el respectivo modelo de contrato ante el MDN-DINACIA, quiénes 
lo remitirá con su informe al Poder Ejecutivo; 


(ii) obtener la aprobación del Poder Ejecutivo; y 


(ii) firmar el contrato aprobado. Para ello, el Contratista cumplirá los requisitos y 
procedimientos establecidos para contratar el Operador Aeroportuario según se 
establece en el “Rógimen de Gestión Integral" (Artículo 7%). 


(b) El adquirente deberá en un plazo máximo de 90 (noventa) días contados a partir de 
la subasta presentar la Garantía de Cumplimiento de Contrato por un monta de US$ 
7:500.000 (dólares de los Estados Unidos de América siete millones quinientos mil). 
Dicha garantía solo podrá constituirse mediante alguna de las siguientes formas: 
efectivo, aval bancario o póliza de seguro de fianza. Para el caso de que el aval 
bancario o la póliza de seguro de fianza sean emitidas por una institución privada, ésta 
deberá ser de primera línea contando con filial en plaza, y las garantías deberán 
ajustarse al modelo que se identifica como Anexo C al presente. Esta garantía deberá 
establecer expresamente que garantiza las obligaciones de la contratista y que se 
mantendrá vigente y válida hasta la total extinción de todas y cada una de las 
obligaciones deal adquirente respecto del Ministerio de Defensa Nacional con relación al 
contrato cuyo objeto es la gestión integral del Aeropuerto Internacional de Carrasco. Si 
la garantía se emitiera con fecha determinada de vencimiento previa a la finalización 
del cumplimiento de las obligaciones, se deberá proceder a la renovación o sustitución 
con una antelación mínima de 30 días previos a su vencimiento. El incumplimiento de 
esta obligación dará lugar a la ejecución de la garantía vigente. El depósito de las 
garantías se efectuará en la Tesorería General del Ministerio de Defensa Nacional En 
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caso que las garantías que no se constituyan en efectivo, requerirán su previa 
presentación en la Asesoría Notarial del MON para recabar su conformidad, 
constituyendo ello un requisito previo indispensable para que la misma sea aceptada 
por la Tesorería General del MDN. Las condiciones establecidas en los literales (a) y (b) 
precedentes, deberán cumplirse en un plazo máximo de 90 (noventa) días calendario, 
contados a partir de la subasta de las acciones. 


Artículo 6”.- Delimitación del AIC. Los límites del AIC, las áreas, la infraestructura e 
instalaciones, los accesos, así como las áreas que se utilizarán en el Régimen de Puerto 
libre, serán los especificados en el Anexo A del "Régimen de Gestión Integral” (Artículo 
7%). 


Artículo 7.- Régimen de Gestión Integral del AIC. Apruébase el "Régimen de Gestión 
Integral contenido en el Documento Complementario del presente Decreto y sus 
correspondientes Anexos, todo lo cual se considera parte integrante de este Decreto, 
Dicho Documento Complementario incluye el marco general en que se desarrollará la 
Gestión Integral, formalidades para la constitución e integración de la sociedad anónima, 
prestación de servicios en el AIC, condiciones técnicas y económicas y demás aspectos 
que regirán la gestión del AIC. Esta documentación complementaria estará a disposición 
de los interesados en forma gratuita en la DINACIA-DGIA y en CND. 


Artículo 8*.- Las respuestas a consultas sobre la interpretación del presente Decreto 
serán publicadas en la página web de la DINACIA: www.dinacia.gub.uy 


Artículo 9”.- El presente Decreto entrará en vigencia el día inmediato siguiente al de su 
publicación en dos diarios de circulación nacional. 
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Resolución N” 1941/975, do 18 de noviembre de 1975 


Artículo 1%.- Decláranse Monumentos Históricos a los inmuebles ubicados en el 
Departamento de Montevideo que a continuación se enumeran: 


1) Edificio del Cuartel de los Treinta y Tres Orientales actualmente ocupado por el Liceo 
Militar N* 1 "Cnel Lorenzo Latorre", Padrón Nro. 21.147, calle Dante N* 2020. 


2) Usina de la Compañía de Gas y Dique Seco de Montevideo "Barón de Mavuá", 
Padrones Nos. 5,843, 6.177, 7,751 y 167.694, prolongación de la Rambla Gran Bretaña 
entre las calles Ciudadela y Rio Branco, quedando subsistentes los demás incisos. 


Redacción dada por: numeral 1) de la Resolución N* 1321/981 de 7 de julio de 1981, 


3) Conventillo de José N. Risso "El Medio Mundo" Padrón N* 8.546, calle Cuareim N* 
1070 y 1084. 


4) Barrio Reus Sur, Padrón N* 2095, calle San Salvador N* 1511, padrón N* 2106, calle 
Isla de Flores N* 1602 y 1608 y Lorenzo Carnelli N* 1043 y 1040, Padrón N* 2107, calle 
Lorenzo Carnelll N* 1034 y 1035, Padrón N* 2108, calle Lorenzo Carnelli N* 1030 y 
1028, Padrón N* 2109, calle Lorenzo Carnelli N* 1024 y 1022, Padrón N* 2110, calle 
Lorenzo Carnelli N* 1018 y 1016, Padrón N* 2111, calle Lorenzo Carnelli N* 1012 y 
Padrón N” 2113, cales Lorenzo Carnelli N* 1006 y San Salvador N* 1627. 


Redacción dada por numeral 1) de la Resolución N* 293/986, de 4 de marzo de 1986, 


5) Barrio Reus Norte, Villa "Doctor J. M. Muñoz" Padrones Nos. 16.809 a 16.844; 
182.650; 185.452 a 185,469; 185.127 a 186.129; 188,269 a 188,272 calles: Domingo 
Aramburú Nos. 1751 a 1771, Emilio Reus Nos. 2459 a 2493, San Fructuoso Nos. 1858 
a 1858 y Porongos Nos. 2460 2498, Padrones Nos. 16,845 a 16.880, calles Domingo 
Aramburú Nos. 1781 a 1793, Arenal Grande Nos, 2451 a 2499, San Fructuoso Nos. 
1871 a 1898, Emilio Reus Nos. 2458 a 2498bis, Padrones Nos. 16.963 a 16.988, calles 
Blandengues Nos, 1803 a 1833, Emilio Reus Nos. 2401 a 2447, Domingo Aramburú 
Nos. 1752 a 1778 y Porongos Nos. 2408 a 2446, Padrones Nos, 16.989 a 17.014: calle 
Blandengues Nos 1835 a 1849, Arenal Grande Nos. 2407 a 2441; Domingo Aramburú 
Nos. 1794 a 1798 y Emilio Reus Nos. 2408 a 2446; Padrones Nos. 17.106 a 17,126, 
calles: Marcelino Berthelot Nos. 1763 a 1771, Emiño Reus Nos. 2361 a 2389, 
Blandengues Nos, 1812 a 1818 y Porongos 2352 a 2392, Padrones Nos. 17.127 a 
17.146 y 407.345, calles: Marcelino Berthelot Nos. 1781 a 1787, Arenal Grande Nos. 
2351 a 2389, Blandengues Nos, 1834 a 1850 y Emilio Reus Nos. 2362 a 2388, Padrones 
Nos, 17,763 a 17.775, calles: Arenal Grande Nos.2406 a 2434, Blandengues Nos. 2855 
a 1891, Inca Nos, 2357 a 2379 y Plazoleta Roberto Fugazot. * 


Redacción dada por numeral 1) de la Resolución N* 293/986, de 4 de marzo de 1986, 


6) Edificio del Ministerio de Defensa Nacional, Padrón Nro. 2.776, calle 25 de Mayo N* 
273 a 285, 


7) Edificio actualmente ocupado por el Ministerio de Industria y Energía, Padrón N* 
4.784, calle Rincón números 745 a 749 esquina Ciudadela. 


8) Casa de Campo de Bernardo P. Berro "Los Robles” Padrón N* 92.105 y el ombú allí 
existente, calle José Bellon! N* 6020, Puntas de Manga. 


Redacción dada por numeral 1) de la Resolución N* 293/986, de 4 de marzo de 1936. 
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9) Casa Quinta del Dr. Federico Susviela Guarch, actual Residencia Presidencial, 
Padrón N* 57.638, Avda. Joaquín Suárez N* 3585. 


10) Edificio de la Lotería Nacional, Padrón N* 2667, calle Cerrito N* 220. 


11) Casa de fachada Art Nouveau, Padrón N* 4689, calle Bartolomé Mitre N* 1410 a 
1414. 


12) Casa Quinta del Dr. Claudio Williman, Padrón N* 30.416, Avda. Brasil N* 2916. 


13) Taller del Pintor Pedro Blanes Viales, Padrón número 52.175, calle Carlos María de 
Pena, N* 4304, 


14) Taller y Casa Habitación del Escultor José Belloni Padrones N* 104.343, 104,346 y 
104.350, calles: Carlos Berg N* 2475 y 2477 y Dr. Juan Carlos Lighiero N* 2472 a 2478. 


15) Talles del Escultor José Luis Zorrila de San Martín, Padrón N* 32.224, calle Tabaré 
N? 2430. 


16) Casa del Ing. Luis Andreoni, Padrón N* 54, calle La Paz N* 1589 a 1593, 


17) Casa del Arq. Julio Villamajó, Padrón N* 92.963, calle Domingo Cullen N* 895, 
esquina Sarmiento. 


18) Casa de Raúl Moreno Bustamante, Padrón Nro. 26.337, calle Tabaré N* 2416, 


19) Sede de la Asociación Rural del Uruguay, Padrones N* 198,744, 57.633, 57.634, 
57.635, 57.637, 125.925, 125.926, 198.742 y 198.743, calle Lucas Obes N* 1011, 


20) Sede del Jockey Club de Montevideo, Padrón N* 5121, Avda. 18 de Jullo Nro. 857. 
21) Antiguo Edificio del Hospital Británico, Padrón N* 26,344, Avda. Italia 2420. 


22) Edificio del "Gran Hotel Pyrámides”, Padrón N* 4267, calle Ituzaingó N* 1339 
esquina Sarandí. 


23) Palacio Gandós "Gran Hotel Colón", Padrón N* 4590, calle Rincón N” 640 a 650 y 
Bartolomé Mitre N* 1387 a 1397. 


24) Edificio del Hotel del Prado, Padrón N* 42,188, El Prado. 
25) Palacio Legislativo, Padrón N* 400.000. 
Artículo 2”.- Dichos inmuebles quedan afectados por las siguientes servidumbres: 


a) Prohibición de realizar cualquier modificación arquitectónica que altere las líneas, 
el carácter o la finalidad del edificio, 


b) Obligación de proveer a la conservación de los inmuebles y de efectuar las 
paraciones necesarias para ese fin, 
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c) Obligación de permitir las inspecciones que disponga la Comisión del Patrimonio 
Histórico, Artístico y Cultural de la Nación a los fines de comprobar el estado de 
conservación del bien. 


Artículo 3%.- Comuníquese al Registro General de Inhibiciones (Sección 
Reivindicaciones), a la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultura de la 
Nación, a la Dirección de Arquitectura del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, a 
la Dirección de Arquitectura de la Intendencia Municipal de Montevideo, a los 
propietarios de los inmuebles y cumplido, archívese. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor presidente: este 
proyecto de ley tiene su historia porque en la rendición de 
cuentas del año 2016, en el inciso Ministerio de Transpor- 
te y Obras Públicas, había una disposición para enajenar 
dos padrones en la rambla Costanera Sur y construir una 
terminal fluviomarítima junto al dique Mauá. 


En ese momento se discutió el tema en ambas Cámaras 
y se resolvió desglosar esos artículos para que fueran con- 
siderados en la Comisión de Transporte y Obras Públicas 
para su estudio pormenorizado. Posteriormente, con fecha 
6 de febrero de 2017, ingresó un proyecto de ley —que es 
el que estamos considerando en el día de hoy— que recogía 
esos artículos. 


Según surge de la exposición de motivos, este proyecto 
de ley nació por iniciativa privada, al amparo de lo dis- 
puesto en los artículos 18, 19 y 20 de la Ley n.* 17555, de 
18 de setiembre de 2002, y su decreto reglamentario, para 
construir una terminal fluviomarítima en el predio al que 
hicimos referencia. La empresa que tuvo la iniciativa se 
amparó en esa ley para presentar el proyecto. 


Cuando se presentó el anteproyecto de ley, el minis- 
terio realizó una serie de consultas a diversos servicios 
y resolvió aceptar la iniciativa. En la resolución planteó 
una serie de condiciones, como el plazo de presentación 
de los estudios de factibilidad, los estudios de prefac- 
tibilidad ambiental, el análisis paisajístico—, los usos a 
desarrollar en el emprendimiento inmobiliario —un hotel, 
además de la terminal, el traspaso de los lotes, las obras 
portuarias, el tráfico de pasajeros y automotores, lo que 
pasaría con los espacios verdes resultantes de la obra, 
etcétera. Es decir que se establecieron normas relaciona- 
das con el lugar donde estaría instalada la terminal y se 
analizó todo lo referente a lo que supondría el proyecto. 
De eso surge el texto de la iniciativa que tenemos en con- 
sideración. 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas convocó 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas —que hizo 
su exposición y recomendó aprobar este proyecto— y a 
la Intendencia de Montevideo porque es una obra que 
impacta directamente en la trama urbana, en los veinte 
kilómetros de la rambla sur de Montevideo. Este es uno 
de los puntos que han quedado sin resolver y sin cons- 
trucciones. Anteriormente hubo otros proyectos, pero 
por razones de financiación y demás, no se llegaron a 
concretar. Por lo tanto, ese espacio no ha sido reciclado 
ni está siendo utilizado. 


La Intendencia de Montevideo nos explicó el acuerdo 
al que se llegaría con la aprobación del proyecto —que be- 
neficiaría a toda la rambla de Montevideo— y también ha- 
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blamos sobre el impacto vehicular en la zona. Es decir que 
se nos proporcionó una serie de detalles importantes para 
el funcionamiento de la propuesta. También fue convoca- 
do el Municipio B —concurrió el alcalde y algunos con- 
cejales— y nos dijeron que también están de acuerdo con 
la construcción de la obra. Para el municipio esto es algo 
muy importante porque con sus recursos no podría abor- 
dar la obra en ese punto de la ciudad. Cabe destacar que 
ese lugar de Montevideo empezaría a tener una enorme 
transformación y solo restaría por desarmar lo que queda 
de lo que fue uno de los tanques de gas de la vieja Compa- 
ñía del Gas, para que la zona luzca totalmente remozada. 


(Ocupa la presidencia la señora Mónica Xavier). 


—También fue convocada la Comisión del Patrimonio 
Cultural de la Nación, que ya había sido consultada por el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, cuya concu- 
rrencia se solicitó en tres o cuatro oportunidades, pero no 
se concretó. Entonces, se decidió proceder al estudio del 
proyecto para su aprobación. 


El proyecto de ley original tiene cinco artículos y un 
sexto artículo que lo eliminamos y lo sustituimos por uno 
nuevo, muy importante para la comisión porque asegura 
el cumplimiento de la obra. Esta era una de las dudas que 
teníamos. 


El artículo 1.* plantea la enajenación de los dos padro- 
nes. En la comisión se solicitó y se recibió la tasación de 
los padrones, cuyo valor aproximado en su conjunto es de 
USD 10:525.000 y la obra costaría entre USD 100:000.000 
y USD 150:000.000. Como la obra prevé ganar terreno al 
mar, esos predios no quedarían como parte de la línea cos- 
tera, que sigue siendo de propiedad pública. Aclaro esto 
porque fue una preocupación que tuvimos en su momento. 


Como expresé hace un instante, el artículo 1.* dispo- 
ne enajenar los padrones para poder construir la terminal 
fluviomarítima. Quedan excluidas de esa enajenación las 
áreas destinadas a las obras portuarias terrestres y ma- 
rítimas objeto del llamado, que deberá construir el adju- 
dicatario en los términos, condiciones y gravámenes que 
determine el pliego. Las obras referidas —muelles y esco- 
lleras— pasarán a ser parte del sistema portuario de Monte- 
video, de propiedad estatal, y constituyen la contrapartida 
de la enajenación que se autoriza. 


El artículo 2.* establece que el Estado conserva el de- 
recho real de uso sobre las instalaciones de los edificios a 
construirse y que se destinen a los cometidos esenciales. 


El artículo 3.* habla de la preservación del monumento 
histórico nacional Usina de la Compañía del Gas y el di- 
que seco de Montevideo «Barón de Mauá», así declarado 
por la Resolución del Poder Ejecutivo n.” 1941/975, de 18 
de noviembre de 1975. Allí se prevé que el adjudicatario 
deberá preservar ese edificio. 
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Por su parte, el artículo 4.” refiere a todos los espacios 
nuevos que se generen, que pasarán a ser de uso público 
y que serán trasladados a la Intendencia de Montevideo. 


En definitiva, habrá un llamado público del que resul- 
tará el adjudicatario. 


Hemos agregado un artículo 6. que tiene mucha 
importancia porque dice lo siguiente: «La enajenación 
a que refiere el artículo 1. solo podrá celebrarse bajo 
la condición resolutoria del cumplimiento de las obras 
objeto de la licitación pública dentro del plazo que se 
indique en el pliego licitatorio o el contrato en que se 
estipule, resolviéndose de pleno derecho la enajenación 
en caso de incumplimiento y retornando al Estado la 
propiedad de los inmuebles sin necesidad de intimación 
o requisitoria administrativa o judicial alguna». Quería- 
mos asegurarnos de que no quedara una licitación he- 
cha, una obra empezada y un recuerdo de algo que quiso 
ser y no fue. De producirse algún incumplimiento, con 
este artículo podríamos dar el mismo u otro destino a 
esa zona de Montevideo. 


Estos son los fundamentos del proyecto de ley cuya 
aprobación recomendamos. Creemos que Montevideo in- 
corporará una obra importante en un punto que se ubica 
en una de las zonas más emblemáticas, como es la ram- 
bla. Por supuesto que, como sucede con todas las grandes 
obras que se han hecho en Montevideo, siempre hay polé- 
mica. Eso no nos asombra porque, si recurrimos a la me- 
moria, veremos que la misma construcción de la rambla 
generó mucha polémica, al igual que la construcción de la 
primera red de saneamiento, la emblemática red Arteaga. 
El uruguayo, el montevideano, va a polemizar sobre esta 
obra, tal como sucedió cuando se demolió el CH20, que 
era un edificio ubicado en ese mismo punto. En esa zona 
había un caos bastante grande y creo que esto ayudaría a 
reorganizarla, a categorizarla y le daría un nuevo paseo a 
los montevideanos porque en esa escollera, por ejemplo, 
se podrá pescar —para aquellos a los que les gusta ese de- 
porte—, tomar aire o sol, etcétera. 


Una vez que se termine de desarmar lo que queda del 
tanque de la antigua Compañía del Gas, la zona quedaría 
con un valor inmobiliario y paisajístico distinto al que tie- 
ne hoy, asegurándonos la preservación de esos dos puntos 
históricos: el edificio de la Compañía del Gas, que tiene 
ese emblemático reloj, y el dique Mauá. Además, se in- 
corporaría esta nueva obra. Ese es el contenido de este 
proyecto de ley y es la razón de que el municipio estuviera 
tan interesado en que se aprobara. Esta es la primera cá- 
mara que lo trata y, de hecho, hace un año que la iniciativa 
está dando vueltas, por lo que consideramos que ya era 
oportuno aprobarla. 


Muchas gracias. 
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12) RECTIFICACIÓN DE TRÁMITE 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Dese 
cuenta de un asunto entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «La Comi- 
sión de Asuntos Internacionales solicita la rectificación 
del trámite de la carpeta n.? 874/2017, relacionada con re- 
comendaciones adoptadas en la Conferencia Internacional 
del Trabajo, a los efectos de que pase a estudio de la Comi- 
sión de Asuntos Laborales y Seguridad Social». 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota). 


20 en 21. Afirmativa. 


13) TERMINAL FLUVIOMARÍTIMA 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Continúa 
la discusión del tema en consideración. 


SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Vamos a votar negativa- 
mente. 


Nos merece severas dudas este proyecto de ley y cree- 
mos que hay que estudiarlo desde dos puntos de vista: de- 
bería hacerse un análisis en general y otro en particular. 


Ante todo, hay que saber de qué estamos hablando por- 
que es una iniciativa que tiene tres aspectos diferentes. El 
primero es que se va a otorgar una concesión, se va a dar 
en licitación la construcción y explotación de una terminal 
y un puerto, lo que nos parece bueno. ¡Sin duda es bueno 
que se construya! 


En segundo lugar, se van a enajenar al concesionario 
los terrenos que están alrededor de la terminal y el puerto, 
lo que es una novedad absoluta en materia de concesiones 
en el país. ¿Por qué? Porque va de suyo que la concesión 
tiene un plazo, pero la enajenación es para siempre. O sea 
que en este momento vamos a concesionar una posible ter- 
minal y le vamos a entregar al concesionario la propiedad 
de todos los terrenos que están alrededor, salvo unos bal- 
díos donde se harán unas plazas. 


¡Ni siquiera tenemos el plano de lo que se va a enaje- 
nar y de lo que va a ser terminal! Es decir que la ley va a 
autorizar que se venda algo que va a estar en un futuro 
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plano, pero no sabemos cuánto es, cuántos metros cuadra- 
dos se destinarán a la terminal y cuántos a la propiedad del 
concesionario. Como mínimo, el Poder Ejecutivo debería 
traer el plano de lo que piensa vender y de lo que quiere 
destinar a la terminal, pero eso no está. No se ha seguido 
el proceso lógico de determinar lo que se va a vender, sino 
que se dice que el Poder Ejecutivo lo va a establecer. 


Esto de las concesiones a terminales portuarias tie- 
ne antecedentes. En los años 1995-1996 se concesionó la 
terminal del puerto de Montevideo, pero en ese momento 
no se enajenaron al concesionario los predios que estaban 
alrededor. Por el contrario, se construyó la terminal, se 
ex1gió un canon y también las obras. 


Resulta que ahora vamos a autorizar la enajenación 
sin saber si se va a cobrar canon y sin saber cuáles son 
las obras que se van a hacer, pero además enajenándole 
al concesionario los predios de alrededor. Hay una dife- 
rencia grande, ¿no? En los años 1995-1996 se le exigía un 
canon y las obras, mientras hoy no se le exige canon —o no 
lo sabemos—, pero se le dan gratuitamente terrenos muy 
valiosos en la rambla de Montevideo. Esto le da al conce- 
sionario una suerte de seguro de por vida, porque cuando 
se termine el plazo de la concesión, ¿quién se va a presen- 
tar a competir cuando ese concesionario es el dueño de 
todos los terrenos que están alrededor? Es decir que a ese 
concesionario le estamos dando un seguro para siempre; le 
estamos dando una posición preferente. Y todos sabemos 
quién va a ser el concesionario; no nos hagamos trampas 
al solitario. Esto está hecho con nombre y apellido; está 
hecho para el señor López Mena y su firma Los Cipreses 
—Buquebús-, que es el que presentó la iniciativa. Acá no 
hay nada oculto: la iniciativa la presentó él. 


No está mal que haya presentado esta iniciativa el se- 
ñor López Mena con su empresa Los Cipreses; tiene todo 
el derecho de hacerlo, si quiere. Lo que está mal es dar un 
paso más y asegurarle una posición dominante y un mono- 
polio de hecho en el transporte fluvial entre Montevideo y 
Buenos Aires. ¿Por qué? Porque si tiene las terminales de 
Montevideo y también tiene la terminal de Buenos Aires, 
¿quién va a poner una línea para competir con el dueño 
de las terminales? Nadie. ¿Quién se va a animar a hacer 
llegar el barco a la terminal de la competencia? Nadie. Si 
a eso le sumamos que se le enajenan los predios que es- 
tán alrededor, se le da una ventaja enorme al señor López 
Mena y a su empresa Los Cipreses respecto de cualquier 
otro competidor. 


Tal como ha reconocido el propio Poder Ejecutivo, 
creo que es esencial que haya competencia en el sector 
transporte, sea fluvial, marítimo, aéreo o lo que sea. ¡Tiene 
que haber competencia! Pero acá estamos dando un paso 
más para que no la haya. Estamos innovando, ya que le en- 
tregamos patrimonio de los uruguayos, bienes valiosos de 
los montevideanos, al señor López Mena. Además, en la 
licitación se le va a dar entre un 5 % y un 20 % de ventaja. 
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¿Alguien se anima a decir que el señor López Mena y 
su firma Los Cipreses no va a ganar esa licitación, cuando 
se le da una ventaja de 20 %, es el dueño de los barcos y 
de la terminal de Buenos Aires y, encima, le damos los 
predios? Le estamos enajenando lo más valioso que hay en 
el departamento de Montevideo, que es parte de la rambla, 
a cambio de que haga las obras. 


Quiero marcar la diferencia, porque siempre se está 
comparando con lo que se hacía antes. En el año 1995 se 
hizo lo mismo con el puerto de Montevideo, pero se dio 
una concesión y no la propiedad de los terrenos que esta- 
ban alrededor. 


Hay un antecedente más cercano en el tiempo, que es 
el de la terminal del puerto de Colonia, que la construyó 
el Estado; allí puede llegar todo el que lo desee, como un 
usuario más. No le damos la terminal a uno de los que ex- 
plotan la línea, porque es darle una ventaja, creo yo. 


Quiero destacar que no solamente estamos autorizando 
a vender, sino que estamos autorizando a vender exclusi- 
vamente al que sea concesionario de la terminal. Creo que 
esto no se debe hacer, no solamente por estos argumen- 
tos, sino también por los antecedentes. Porque, ¿quién está 
apareciendo de nuevo acá? El «caballero de la derecha». 
En esto que se propone está la misma persona que parti- 
cipó en aquella fraguada operación remate de la venta de 
los aviones de Pluna; acá está de vuelta el «caballero de la 
derecha», el señor López Mena: «Poderoso caballero don 
Dinero», que aparece siempre. Y ahora, con este proyecto 
de ley, le estamos dando el patrimonio de los uruguayos. 


¡Yo no puedo votar esto! ¡Ni siquiera tenemos un plano 
que nos diga qué es lo que le estamos vendiendo! Ni eso 
hay. Supongo que no pondrán de gerente a Hernán Anto- 
nio Calvo —no recuerdo si este era el nombre—, su hombre 
de paja, su testaferro, que nos quiso presentar a los uru- 
guayos como que la empresa Cosmo era independiente. 
¡Vuelve Cosmo! Decía Jorge Luis Borges que el tiempo es 
circular, que todo se repite. Pero ¡vamos a darle un poco de 
tiempo a ese tiempo circular! Vamos a tratar de hacer una 
rueda un poquito más grande. ¡Todavía no terminamos de 
absorber el dolor y el daño que causó a los uruguayos la 
última operación del señor López Mena —recuerden cuan- 
do venían a pedirnos que aprobáramos leyes y nosotros 
les advertíamos que no había que hacerlo—, cuando ya es- 
tamos de vuelta enajenando terrenos de los uruguayos a 
cambio de que haga obras, en lugar de no enajenarle nada 
y exigirle un canon, tal como se hizo antes! 


No podemos votar esto, señora presidenta; no lo vamos 
a votar, porque creo yo que es una barbaridad. 


Fíjense lo que dice el artículo 5.” «El fraccionamiento 
o proyecto de fraccionamiento de los padrones n.* 6177 
y 7751 del departamento de Montevideo, con la delimi- 
tación de las áreas a enajenar, deberá realizarse previo al 
correspondiente llamado público. Los planos que resulten 
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del mismo formarán parte del respectivo pliego». O sea 
que, en realidad, estamos autorizando hacer algo que ni 
siquiera nosotros sabemos qué es. Y vuelve a aparecer una 
y otra vez la sombra y la presencia de alguien que, con su 
actuación, tanto daño hizo al Uruguay cuando enfrenta- 
mos los problemas con Pluna. 


Por todos estos motivos, no vamos a acompañar con 
nuestro voto este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Saluda- 
mos la presencia en las barras de alumnas y alumnos del 
liceo n.* 57 y sus respectivos docentes. 


SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR PINTADO.- Señora presidenta: si a mí me 
preguntan qué es lo que prefiero, no tengo empacho en 
reconocer que prefiero el mecanismo del remate —no de 
la licitación— de las obras, como se hizo con el aeropuerto 
de Carrasco y con la terminal portuaria. Obviamente, no 
faltaron dificultades, porque todos fueron la segunda parte 
de proyectos que empezaron bien intencionados y se com- 
plicaron en el medio. 


Es más, cada día estoy más convencido de que no ha- 
bría que licitar las obras de infraestructura, pero no he en- 
contrado la fórmula. La subasta permite una transparencia 
mucho mayor y no se queda a merced de los equipos que 
estudian las licitaciones, que son los que deciden. Muchos 
senadores fueron ministros y saben que en estos temas no 
mandan los ministros, sino los equipos que estudian las 
licitaciones; los ministros solo firman. Yo, por lo menos, 
nunca cambié lo que la comisión asesora me sugería, que 
además fue la misma durante décadas, sin importar el Go- 
bierno. 


Creo que en el futuro tendremos que estudiar un me- 
canismo que nos asegure rapidez, que es lo que se precisa 
—porque, a veces, ir al Tribunal de Cuentas es un calva- 
rio—, y que otorgue las garantías del caso. No se puede 
hacer en todos los momentos, pero habría que hacerlo. 


Como podrán imaginar, tendría que abstraerme —con 
mucho esfuerzo— de la autoría de las iniciativas porque, si 
me guío por el sentimiento, también podría ir en dirección 
contraria a la que aquí se plantea, nada más que por una 
cuestión afectiva o de situaciones personales. Pero como 
legislador no tengo que analizarlo así, sino que debo pen- 
sar si esto es bueno o no para el Uruguay y en qué me- 
dida podemos garantizar —por eso se incluyó el artículo 
6.— que realmente va a aumentar un patrimonio que hoy 
el país no tiene en materia de infraestructura portuaria. 
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Además, esto resolvería un problema para el desarrollo 
portuario, como lo es —al igual que otros— el hecho de que 
la terminal de pasajeros esté en medio del puerto. Eso hay 
que solucionarlo y hubo una iniciativa privada al respecto; 
es verdad. 


Ahora bien, estamos hablando de dos padrones y cuan- 
do el ministro compareció aquí, más o menos mostró de 
qué se trataba, aunque es posible que el error nuestro haya 
sido no haber incorporado eso. 


Todos tuvimos aprensiones, y lo quiero decir muy cla- 
ro: en eso hubo unanimidad. Todos tuvimos nuestras pre- 
cauciones, porque quien se quemó con leche ve la vaca y 
llora; eso es así, sin ninguna duda. Pero lo cierto es que el 
puerto de Montevideo precisa construir una infraestruc- 
tura costera, una terminal de pasajeros que esté fuera del 
recinto del puerto comercial, hasta por razones de segu- 
ridad. El tránsito de pasajeros en medio de la interacción 
y del funcionamiento del puerto comercial constituye un 
riesgo —si no pasa nada es porque la gente va con mucha 
precaución—, por lo que sería bueno tener delimitado ese 
espacio. ¡Ojalá este puerto pudiera albergar también a los 
cruceros!, pero no da la profundidad. 


Como dije, estamos hablando de dos padrones, y el 
proyecto de ley consiste en que la construcción del muelle 
—la obra portuaria— quede en manos del Estado. Lo que 
dice este proyecto de ley es que si las cosas no se terminan 
simultáneamente, si la obra para el Estado no se termi- 
na, nadie se queda con los dos padrones para construir 
un hotel —como dice aquí—, hotel que también precisaría 
la ciudad. 


El 20 % de ventaja —esto también quiero aclararlo 
porque la ley es muy clara— solo se da cuando el Estado 
tiene la iniciativa; de lo contrario, la ventaja es del 5 %. 
Pero también es cierto —vamos a decir la verdad— que va 
a competir cuasisolo, porque no creo que haya nadie que 
invierta aquí. 


Lo que nos planteamos es: ¿precisamos esta obra? 
Creo que sí. Los muelles, la infraestructura portuaria, los 
edificios que allí se construyan van a ser del Estado; por 
tanto, lo que hay es una compensación con dos terrenos 
por una inversión que el Estado necesita y no puede hacer 
hoy porque no tiene los recursos. El resto son mejoras para 
la ciudadanía de Montevideo. 


¿Qué ocurriría si esto no sale? Nada —esa también es 
una verdad—,; no hay posibilidades de progreso. 


La concesión es por determinado tiempo, no in aeter- 
num. Se cambian las obras, que valen tanto, por dos terre- 
nos, que valen equis. Estos valores deben ser más o menos 
equivalentes. Pero después que termina la concesión, el 
Estado puede administrar, como lo hace en Colonia. Jus- 
tamente, allí la ANP administra —puede hacerlo— la termi- 
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nal de pasajeros de Colonia. En lo personal, creo que esto 
es lo mejor. 


Es más; con el hoy senador Mujica promovimos una 
nueva licitación, pudiendo prorrogar el plazo, en la ter- 
minal de pasajeros de Montevideo, y no nos duelen pren- 
das en eso. Queríamos que hubiera competencia para que 
otros participaran, y la ANP está administrando hoy la 
terminal portuaria. El problema radica en que la situación 
que tenemos hoy no nos permite disponer del dinero nece- 
sario para hacer la obra que se podría llevar a cabo, por lo 
que hay que compensar con algo. Esto es lo que hicimos. 


Insisto: en lo personal —también quiero decirlo muy 
claro—, a la luz de la experiencia que hemos tenido, hubie- 
ra preferido otro camino, pero no todo se puede resolver 
así. Por eso es que vamos a votar este proyecto de ley, en 
el que incluimos el artículo 6.” que, honestamente, debo 
decir que surge de la reflexión sobre planteamientos que 
nos han hecho y que recogían el espíritu de los integrantes 
de la comisión. 


Reitero que es por eso que votaremos este proyecto de 
ley. Algún día podremos discutir aquí, en el Parlamento, 
una ley que nos permita repetir una experiencia que fue 
exitosa —y no tengo empacho en decirlo—, como lo fue la 
subasta para la terminal de contenedores y la subasta para 
el aeropuerto de Carrasco. Así, podríamos utilizar este 
procedimiento en otro tipo de obras de infraestructura. 


Aquí hay exintendentes y saben lo que se sufre cuando 
el tribunal devuelve un expediente porque hay que hacerle 
dos o tres correcciones. Eso atrasa las obras durante varios 
meses y, mientras, la gente está presionando y el sistema 
político dice: «Qué horrible, son unos ineficientes»; pero 
después te reclaman que hay que actuar legalmente. La 
verdad es que el sistema que tenemos es bastante esqui- 
zofrénico. 


Insisto: tenemos tanta legislación que pone trabas para 
que la conducta no se desvíe, que termina perjudicando 
los derechos, y quienes tienen la intención de desviarse 
del camino correcto lo van a hacer igual, cualquiera sea el 
sistema. Por eso creo que hay que castigar a posteriori y 
que no se debe partir de la base de que todo el mundo es 
culpable si actúa como tratamos de hacerlo. 


Viene bien esta reflexión. Creo que, mientras tanto, 
vale la pena iniciar este camino con las salvedades que 
hemos expresado. 

Era cuanto teníamos para decir, señora presidenta. 


SEÑOR MICHELINI- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor senador. 
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SEÑOR MICHELINI.- Señora presidenta: realmente 
estoy muy sorprendido por algunas afirmaciones que se 
han hecho. Por supuesto que se pueden tener discrepan- 
cias con cualquier proyecto de ley; el Parlamento está para 
eso, para debatir, para discutir. Si se nos hubiera pedido 
unos días —o si lo hiciesen ahora— para incorporar algún 
elemento más que pudiera habérsele pasado a la comisión, 
estaríamos abiertos a ello, pero que se califique el proyecto 
de ley por parte de quienes vinieron con esa actitud, nos 
llama a sorpresa. 


Abro un paréntesis, señora presidenta, para decir que 
cuando se retornó a la democracia fui edil e hice un viaje 
a Estados Unidos por el tema de la vivienda. Confieso que 
me sorprendió mucho una conversación que mantuve con 
un funcionario del departamento de vivienda del Gobierno 
de Nueva York —si mal no recuerdo—, quien me trasmitió 
que en Estados Unidos había tres tipos de Estados: los que 
no recibían inversión —como Arkansas, del cual es oriundo 
Clinton—, en los que se hace todo tipo de esfuerzos —por 
supuesto, dentro de los parámetros legales— para atraer 
la inversión; los que son neutros, es decir, no hacen ni 
piden mucho para atraer la inversión, siempre referida 
a viviendas; y las ciudades como San Francisco —en 
el Estado de California— que cobran por invertir. O sea 
que si alguien va a construir un edificio y por el primer 
piso cobra USD 100.000; por el segundo piso cobra 
USD 200.000 adicionales; por un tercer piso, USD 300.000 
más; y por un cuarto piso cobra USD 400.000 adicionales. 
Ese funcionario me preguntó —ya hace muchos años de 
esto—: «¿Sabe cuáles son los Estados que tienen más 
inversión? Los que cobran, porque ahí va la inversión». 
Hay Estados que no cobran porque la inversión no va a 
allí; por ello hacen esos esfuerzos. 


La pregunta que surge, señora presidenta, es si Uru- 
guay está entre los países a los que viene la inversión y 
la tenemos por sobremanera, o debemos hacer esfuerzos 
para atraerla. Vamos a partir de la realidad: si tenemos 
que hacer esfuerzos por la inversión, hagámoslos, porque 
sabemos que la inversión significa trabajo y vida de los 
uruguayos, ¿no? Supongo que nadie en este recinto está 
en contra de la inversión. Si tenemos que hacer un es- 
fuerzo para conseguir inversiones, naturalmente, dentro 
de los parámetros de transparencia y acorde a la ley y a 
la Constitución de la república, ¡hagámoslos! Ahora bien, 
creo que la decisión de tomar o no una iniciativa según el 
empresario de que se trate es ir por el camino del dedo: a 
este le digo que sí y a este le digo que no. 


En este caso se presentó una iniciativa que es buena 
para el país, se hizo un proyecto de ley y se va a reali- 
zar una licitación. ¿Se considera que hay que agregar 
artículos? Fantástico, que se agreguen, pero que se nos 
recuerden episodios —que, por cierto, le costaron dinero 
al propio empresario— en los que actuó la Justicia en un 
Estado de derecho, es como decir: «Señor, váyase del Uru- 
guay». Porque eso es lo que se le está diciendo. Entonces, 
si tienen coraje, díganlo con todas las palabras: «Váyase 
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del Uruguay. No invierta más acá». De lo contrario, haga- 
mos la licitación. 


¡Por supuesto que la iniciativa la tuvieron ellos! 


Me gustaría que se hiciera una encuesta sobre quién 
invertiría —dentro o fuera del Uruguay— millones y mi- 
llones de dólares en una terminal portuaria. Aclaremos 
que invertir no implica ganancias. Esta empresa hoy está 
funcionando en el puerto de Montevideo y la inversión 
implica un costo y un riesgo, porque hay que pagar los 
salarios todos los meses y hay dependencia de las políticas 
económicas de Argentina y de Uruguay; la de Uruguay es 
muy buena, pero no sé la de Argentina. 


¿Creen que estamos haciéndole un regalo a la gente 
que invierte? Invertir es un riesgo. ¿Nos ponen a nosotros 
como haciendo algo oscuro? No estamos haciendo nada 
oscuro, estamos dando facilidades para la inversión, para 
el mejor vivir de los uruguayos. Estamos actuando con 
transparencia. Venimos a discutir el tema acá y ¡enhora- 
buena si alguien quiere mejorar el proyecto! 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede in- 
terrumpir el señor senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Gracias, señora presidenta y señor 
senador. 


El señor senador Michelini ingresa en una serie de te- 
mas que, como dije hace pocos días en la Comisión de Pre- 
supuesto integrada con Hacienda, «Nos Obligan a Salir», 
igual que el nombre de aquella murga. 


Plantear el tema de este proyecto de ley en los términos 
en que lo está haciendo el senador Michelini es un error. 
No es cierto que aquellos que queremos más información 
estemos en contra de las inversiones. ¡No es así! 


El señor senador Delgado va a hablar en nombre del 
Partido Nacional. Casualmente, en este momento no están 
presentes los senadores del Partido Nacional que integran 
la comisión, como para profundizar en las dudas que tene- 
mos, ya que no tuvimos la oportunidad de contar con un 
informe de primera mano de cómo se trató este tema en 
la comisión. 


Los planteos que se han hecho son de recibo; no se 
está en contra de la inversión porque sí. Pero, por ejemplo, 
¿hay necesidad de enajenar? Si es así, demuéstrenlo. ¿Se 
demostró en la comisión que es necesario hacerlo? ¿Hay 
necesidad de vender? ¿No condiciona al Estado el hecho 
de que se venda? 
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Ahora bien, nos genera preocupación el argumento 
del senador Michelini de que quienes plantean dudas ra- 
zonables a este proyecto estamos en contra de la inver- 
sión, porque nos lleva a pensar que hay desesperación, que 
hay apuro. 


¡Claro que queremos inversión! Pero convengamos 
que los antecedentes del Gobierno del Frente Amplio no 
son buenos en este tema, ¿no? No han realizado inver- 
siones que nos hayan dejado conformes. Sí hubo muchos 
anuncios, muchas vueltas atrás, inversiones que se están 
investigando en la Cámara de Representantes y agujeros 
que estamos pagando. O sea que no tienen buenos antece- 
dentes. Entonces, es lógico que la oposición pregunte para 
saber si el proceso tiene todas las garantías, y así dar su 
voto de conformidad. Es en esos términos que tiene que 
plantearse el tema y no en los que lo hace el señor senador 
Michelini. 


El señor senador pone las cosas en blanco y negro, y no 
son así. Hay temas que fueron planteados en la rendición 
de cuentas del año pasado y se desglosaron, con el voto 
afirmativo de los señores senadores del Frente Amplio, 
para que pudieran estudiarse en profundidad. Llegamos a 
sala y todavía hay dudas. ¿Se pueden aclarar acá? Enton- 
ces, ¡que se aclaren! Pero lo cierto es que todavía no he 
escuchado acá, en sala, ninguna explicación contundente, 
lógica y veraz a los planteos realizados por el senador Bor- 
daberry, de forma de generar las garantías del caso; aún no 
la he escuchado. 


Con respecto a los padrones que se van a vender y a 
la construcción que se va a hacer, hay dudas. Es más, el 
señor senador Bordaberry ha dicho que ni siquiera está 
claro en el mapa. El debate no es para poner las cosas en 
una especie de caricatura ni para adjudicar intenciones a 
quienes están preguntando sobre las características de la 
inversión, diciendo que están en contra de ella. Eso lleva a 
otro tipo de discusión, en la que no queremos entrar. ¿Va- 
mos a hacer un análisis del historial del Frente Amplio en 
materia de inversiones públicas? No, no es el caso. Enton- 
ces, ¡no nos lleven a eso! Contesten las preguntas que se 
están haciendo y sean claros. Ahora bien, si no hay clari- 
dad, veremos qué decide nuestra bancada. 


Como dije, el señor senador Delgado ya está anotado 
para hacer uso de la palabra en nombre del Partido Nacio- 
nal, pero me parecía importante reencauzar la discusión. 
Vayamos a los temas que se han planteado, que son im- 
portantes, de gran trayectoria, y merecen una respuesta en 
sala. Si no la hay, veremos qué hará el Partido Nacional. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede 
continuar el señor senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señora presidenta: el idioma 
español es muy claro; se ve que el senador Heber no es- 
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cuchó al senador Bordaberry, quien describió este tema 
del empresario que tuvo esta iniciativa como el segundo 
capítulo de una situación anterior. 


Me gustaría que el señor senador Heber se pusiera en 
nuestro lugar. ¿Se quedaría callado? ¿Tenemos que que- 
darnos callados? ¿Fuimos nosotros quienes trajimos ese 
tema? Estamos dispuestos a conversar, a modificar el pro- 
yecto de ley y a esperar unos días, pero se nos acusó. En- 
tonces, ¿nos quedamos callados? Le pido nuevamente al 
señor senador Heber que se ponga en nuestro lugar. 


Se dijo que, en definitiva, este era un segundo capítulo 
de otra historia que estuvo en los tribunales de este país. 
¡No se nos pidió tiempo; directamente se dijo que no se iba 
a votar! ¿Y el señor senador Heber sale a defender al señor 
senador Bordaberry? Me parece que no lo escuchó bien. 


El tema es así. Hay una propuesta de inversión de 
alguien que va a poner dinero en un negocio. Obviamente, 
los negocios tienen riesgos; pero, quizás, para el que lo 
promueve no es tan riesgoso. Nos piden autorización; 
primero vino en una rendición de cuentas o en un 
presupuesto y la sacamos; se estudió; luego la manda el 
Poder Ejecutivo y la estudia una comisión. Hay figuras 
políticas —no de esta colectividad, del Frente Amplio— que 
dicen que sí, que les parece bien, que hay que ver, que hay 
que trabajarla. Sin embargo, se viene con un proyecto de 
ley y lo primero que se nos dice es que los antecedentes 
de quien promueve esta iniciativa —que es pública— lo 
condenan, y que parecería que hubiera un contubernio del 
Frente Amplio con dicho empresario. ¿Y nos quedamos 
callados? ¿No hablamos? 


Yo creo que esto es transparente. ¿Puede mejorarse? 
¡Por supuesto! ¿Quieren poner la pluma del Partido Nacio- 
nal para mejorarlo? ¡Por supuesto! Pero esto es transparen- 
te, ¡es transparente! 


SENOR PINTADO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede in- 
terrumpir el señor senador Pintado. 


SENOR PINTADO.- Hay algo que el Senado debe te- 
ner claro: la información que se pidió en la comisión y se le 
solicitó al ministro cuando concurrió, se entregó. Pero eso 
no quiere decir que otros señores senadores no puedan pe- 
dir otra información. A tal punto es así, que en la comisión 
el proyecto de ley fue votado por unanimidad. No lo votó 
solamente el Frente Amplio, sino que había un senador del 
Partido Nacional que también la votó. 


SEÑOR COUTINHO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 
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SEÑOR PINTADO. Si se requiere más información, 
que se pida. Nadie está desesperado. Lo digo porque se 
está planteando que existe desesperación. 


Ahora, de ahí a decir que las inversiones que el Frente 
Amplio ha hecho son todas oscuras, creo que ya es irse de 
madre. Me parece que ni muy muy, ni tan tan. 


Entiendo que puede haber reparos o puede gustarme 
más un empresario que otro, pero nuestro deber no es ac- 
tuar por los afectos ni adoptar resoluciones con el intestino 
—por decirlo de alguna manera—, sino tomar las decisiones 
objetivamente. 


(Dialogados). 


—Pienso que hay que ver los hechos objetivamente. Y 
como desde el punto de vista empresarial no hay nadie 
que tenga prohibida la actuación, nosotros no podemos 
prejuzgar. 


Quiero decir claramente que los que tuvimos una ini- 
ciativa, los únicos que tuvimos la iniciativa de poner re- 
paros agregando el artículo 6.”, fuimos los senadores de 
la bancada del Frente Amplio. Quiero dejar constancia de 
eso, porque en el «transparentómetro» jugamos bien y es- 
tamos en condiciones de llegar primeros; pero no se trata 
de esa competencia absurda. Lo que digo es que está bien 
sentirse tocado por algunas expresiones, pero nosotros es- 
tamos tranquilos. Yo ya dije qué habría preferido, pero no 
siempre ocurre lo que uno prefiere. 


Gracias, señor senador. 


SENORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede 
continuar el señor senador Michelini. 


SENOR COUTINHO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SENOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede in- 
terrumpir el señor senador Coutinho. 


SEÑOR COUTINHO.- Muchas gracias, señora presi- 
denta. Gracias, señor senador. 


Cuando íbamos a votar este asunto en comisión —figu- 
raba en el orden del día—, media hora antes del comienzo 
la sesión se suspendió. Como esa sesión —a la que ibamos 
a concurrir, y en la que el único asunto del orden del día 
era votar este punto— se suspendió, el tema pasó para la 
siguiente semana, y su votación resultó unánime porque 
el Partido Colorado no estaba presente, pues yo no pude 
concurrir, 


Lo que me parece importante aclarar es que nuestra 
opinión —que figura en las versiones taquigráficas de las 
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diferentes sesiones en las que participamos— no es muy 
distinta de lo que manifestó el señor senador Bordaberry 
hace unos instantes. Estas preocupaciones las fuimos ma- 
nifestando en su momento. Y lo que nos contestó el mi- 
nistro en aquel momento fue que estábamos hablando del 
empresario más exitoso en este rubro. Ese fue el argumen- 
to, que es legítimo, pero el tema se planteó también en la 
comisión. Y una de las personas con las que conversamos 
fue el señor senador Pintado, quien sabía de nuestras pre- 
ocupaciones. 


Con respecto al artículo 6.”, quiero decir que nosotros 
también —alentados por el señor senador Pintado en ese 
momento— consideramos necesario tomar estas precau- 
ciones. Por lo tanto, aquí estamos hablando de cosas que 
sucedieron en la comisión y que estamos relatando de otra 
manera. 


Todos estábamos preocupados; todos estábamos ocu- 
pados. Y la contestación que se nos dio con respecto al 
empresario —porque lo manifestamos en comisión, no es 
sorpresa para nadie; no apareció el señor senador Borda- 
berry en esos momentos manifestando su preocupación— 
fue que estábamos hablando del empresario más exitoso 
en el rubro. 


A su vez, aquí nadie está acusando a nadie de no ac- 
tuar de buena fe, de intentar promover inversiones o de 
temas oscuros, pero sí es real que cuando el ministro Rossi 
mostró las imágenes, ya tenía los carteles de la empresa 
Buquebús. Eso no figura en la versión taquigráfica ni en 
ningún otro lado, pero sí en los ojos de quienes estábamos 
allí, que éramos varios senadores, porque el asunto ya te- 
nía nombre y apellido. 


Nosotros, como partido, tenemos todo el derecho a 
oponernos puntualmente a proyectos de ley que no tienen 
dos antecedentes, sino cinco, seis o siete antecedentes. 
Nos parece importante saber quién va a hacer la inversión 
y quién va a estar detrás de ella. Nos parece sumamente 
importante, tan importante como el propio proyecto de ley. 


Por tanto, me parecía fundamental dejar en claro que 
el proyecto de ley no se votó por unanimidad —nosotros 
tenemos la misma posición—, y que lo del artículo 6.” fue 
una iniciativa de todos los que integramos la comisión. Por 
nuestra parte, queríamos tomar precauciones para esto y, 
efectivamente, cuando el ministro Rossi mostró las placas 
—esto no figura en la versión taquigráfica, pero repito que 
sí en los ojos de todos nosotros—, el cartel ya tenía nombre 
y apellido. 


Muchas gracias, señor senador por haberme concedido 
la interrupción. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede 
continuar el señor senador Michelini. 
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SEÑOR DELGADO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Disculpe, señor senador, pero 
quisiera continuar con mi intervención. 


SENORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Le restan 
solo diez minutos, señor senador. 


Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR MICHELINI- El Partido Colorado tiene todo 
el derecho a no votar el proyecto de ley y también tiene de- 
recho a cambiar de posición. No estamos discutiendo eso. 
Si hubieran votado el proyecto de ley en comisión y ahora 
vinieran al plenario diciendo que cambiaron de opinión 
por tal o cual argumento, sería parte de la vida política. 
¿Quién va a discutir eso? 


Que la iniciativa la presentó la empresa Los Cipreses 
ya lo sabemos; eso se dice en la exposición de motivos. La 
empresa, incluso, la presentó como una iniciativa propia. 
También está claro que la posibilidad de que haya más de 
un oferente es difícil. 


El artículo 6.” se planteó por si eso quedaba sin con- 
cluir; o sea que se prevé la posibilidad de fracaso. Que 
lo hayan propuesto varias personas, que lo haya hecho el 
señor senador Pintado o el señor senador Coutinho, no im- 
porta. 


(Ocupa la presidencia el señor Raúl Sendic). 


—En lo personal, no integro esa comisión y no estudié 
el proyecto de ley. Ahora bien, cuando se dice —si no es- 
cuché mal-— que hay una especie de contubernio del Frente 
Amplio, se está hablando de nuestra colectividad y de esta 
bancada. Si se hacen esas afirmaciones, ¡que se dé nombre 
y apellido! Si alguien cree que un empresario no puede 
invertir más en Uruguay, que lo diga con todas las letras. 
Yo creo en la libertad. Repito: ¡creo en la libertad! Por eso 
pido que se hable con todas las letras. 


Ahora bien, tenemos derecho a no quedarnos callados. 
¿O tenemos que permanecer en silencio? Yo tengo el de- 
recho de levantar la mano y decir: «Mire, señor senador 
Bordaberry, usted está equivocado; no hay ningún con- 
tubernio. Y si usted cree que hay alguno, no es de esta 
bancada. Y si usted piensa que el ministro Rossi tiene un 
contubernio, ponga las pruebas sobre la mesa». Lo demás, 
señor presidente, es lo de menos. 


El señor senador Delgado me pedía una interrupción 
que con gusto le concedo, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 
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SEÑOR DELGADO.- Señor presidente: en realidad, 
estoy anotado para hacer uso de la palabra más adelante, 
pero prefiero recurrir a la vía de la interrupción para ser 
más práctico. 


Debemos ser muy claros en este tema porque, además, 
no es nuestra intención ingresar en una discusión sobre las 
dudas que con relación a las licitaciones y concesiones se 
generaron a partir de este proyecto de ley en particular. 


Esta iniciativa lleva varios meses en la comisión. Los 
miembros del Partido Nacional que la integran no están 
hoy presentes a raíz de que la citación del Senado surgió 
un poco intempestivamente y se encuentran con licencia. 
Tengamos en cuenta que esta es una sesión extraordinaria 
y que han sido suspendidas las sesiones por la rendición 
de cuentas. 


Ahora bien, si se lee la versión taquigráfica de la últi- 
ma sesión de la Comisión de Transporte y Obras Públicas, 
en especial lo manifestado por el señor senador Lacalle 
Pou —representante de nuestro partido—, se podrá ver que 
dejó en claro dos cosas: en primer lugar, que está de acuer- 
do con la idea y, en segundo término, que pedía algunas 
informaciones adicionales. Tan así es que, tanto el señor 
senador Pintado como la señora presidenta de la comisión, 
la senadora Topolansky, se hicieron eco de la propuesta. Y 
termina la versión taquigráfica con relación a este punto 
con expresiones de la señora presidenta señalando: «Sería 
bueno obtener esta información a la mayor brevedad posi- 
ble a los efectos de hacerla llegar a los señores senadores 
antes de que el proyecto de ley sea considerado en el Se- 
nado». Todos estuvieron de acuerdo en este sentido y con 
este procedimiento. 


Esta información, que fue evaluada a nivel de la banca- 
da, si bien nos pareció un poco escueta en algunos aspec- 
tos, fue la enviada por el ministerio ayer de tarde, y recién 
tuvimos acceso a ella hoy de mañana. 


Nosotros decimos que estamos de acuerdo con la idea 
más allá de que, quizá, haya algunos temas para ajustar y 
ampliar información, pero ¡dennos tiempo! 


Proponemos que este proyecto de ley vuelva a comi- 
sión y se pueda discutir en los términos en los que se está 
haciendo, es decir, con esta serenidad que debemos tener a 
la hora de trabajar este tipo de iniciativas y con las garan- 
tías del caso. Es más: la señora senadora Topolansky nos 
comentó que en más de una ocasión se invitó a la Comi- 
sión del Patrimonio Cultural de la Nación. Creemos que 
sería importante que también pudiera participar antes de 
tomar una definición final sobre el tema. 


Seguramente solicitemos alguna ampliación de infor- 
mación porque, como dijimos, nos pareció un poco escue- 
ta la enviada ayer de tarde por el ministerio con respecto a 
la expectativa de los datos que se habían requerido. 
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Nosotros estamos de acuerdo con la idea, pero quere- 
mos proponer ajustar el proyecto de ley, ampliar la infor- 
mación y que la iniciativa vuelva a la comisión. ¡No ma- 
temos cosas de antemano en función de discusiones que, 
quizás, poco tienen que ver con este asunto! 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor se- 
nador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI- Señor presidente: si ese hubie- 
ra sido el planteo inicial, nos hubiéramos ahorrado toda 
esta discusión y la iniciativa habría vuelto a comisión. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Se la concedería con todo gus- 
to pero se me termina el tiempo; creo que me restan dos 
minutos. 


Reitero que si ese hubiera sido el planteo inicial, el pro- 
yecto de ley habría sido devuelto a comisión, pero como 
se nos acusó, levantamos nuestra voz y defendemos nues- 
tro honor. 


Ahora votaremos el pase a comisión, y esperamos que 
a la mayor brevedad posible este proyecto retorne al ple- 
nario. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BORDA BERRY.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor presidente: creo que 
es notoria la alusión. 


Me parece que no soy el primer senador que dice, en 
este recinto, que no le gusta un empresario, pues recuerdo 
que en ocasión de discutirse el tema de la venta de Pluna 
a Leadgate, un señor senador dijo: «No me gusta Campia- 
ni». Yo puedo decir: «No me gusta López Mena». ¡Y digo 
fundadamente que no me gusta López Mena! Hoy lo cité 
—y lo digo con fuerza porque, la verdad, no tengo problema 
en hacerlo— por varios motivos que paso a detallar. 


En primer lugar, si se lee la exposición de motivos del 
mensaje del Poder Ejecutivo se podrá observar que co- 
mienza haciendo referencia a la empresa Los Cipreses $. 
A. Entonces, ¿por qué no lo voy a citar si lo cita el Poder 
Ejecutivo? 
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En segundo término, se ha dicho que le darán un 20 % 
de ventaja en una posible licitación. Reitero: 20 % de ven- 
taja a López Mena. 


En tercer lugar, él tiene la única flota de pasajeros 
Montevideo-Buenos Aires que hará uso de la terminal. 
Otro motivo para citarlo. 


En cuarto término, era el concesionario de la actual 
terminal hasta que, acertadamente, el Gobierno anterior 
—el señor senador Pintado era ministro— resolvió que no lo 
fuera más. Esta medida me pareció muy acertada, porque 
no es bueno que el transportista sea a su vez el que brinda 
los servicios de terminal. 


En quinto lugar, creo que nadie puede negar que este 
empresario tiene un muy mal antecedente en el caso del 
remate de los aviones de Pluna. ¿Alguien puede negar que 
él procedió mal con lo del «caballero de la derecha», con el 
remate y toda esa farsa? No, nadie. Sin embargo, es el que 
se nos está presentando para obtener la concesión. ¡Re- 
sulta que no lo tenemos que nombrar! Imaginemos por un 
minuto que cambiamos, que el Frente Amplio está en la 
oposición y nosotros en el Gobierno y hacemos este plan- 
teamiento. ¿Qué estarían gritándonos? ¡Por favor! 


En sexto término, participó en una anterior concesión, 
ganó y pagó USD 7:000.000 de canon durante diez años; 
sin embargo, no se le dieron inmuebles de los uruguayos a 
cambio por construir esa terminal. 


Yo no quiero que se vayan los empresarios del Uru- 
guay —¡no!-, sino que se defienda bien el interés de los 
uruguayos que, a mi juicio, no está bien defendido. Tengo 
el deber de decirlo y, por eso, de no votarlo. 


Aclaro que no hemos actuado de mala fe. Mala fe se- 
ría hablar del voto Buquebús y de los apoyos a campañas, 
etcétera, y no vamos a hacerlo. No vamos a transitar ese 
camino. Eso sería mala fe y no lo hicimos. 


En definitiva, pienso que el mejor sistema fue el que 
aplicamos para la Terminal Cuenca del Plata y para el 
Aeropuerto Internacional de Carrasco. En estos casos, dá- 
bamos en concesión —no en propiedad— y todo era muy 
cristalino porque se resolvía en un remate público y lo que 
se pagaba se destinaba a construir escuelas públicas. Y 
durante esos procedimientos no hubo persona alguna que 
acusara a otra de posible connivencia con nadie. Este no 
es el sistema que se está aplicando en esta oportunidad. 


Señor presidente: creo que el proyecto de ley puede 
volver a comisión, pero sobre todo lo que no se puede ha- 
cer es enajenar esos bienes al señor López Mena y a su 
empresa. 


Muchas gracias. 


SEÑOR AMORÍN.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR AMORÍN.- Señor presidente: ya que hay una 
decisión del plenario para que este proyecto de ley vuelva 
a comisión, adelanto que voy a ser muy breve y solo refe- 
riré a dos o tres puntos. 


En primer lugar, digo que sí estoy a favor de la inver- 
sión y de las concesiones; siempre lo estuve y lo sigo es- 
tando y me parece que en este caso concreto está muy bien 
que haya una concesión. 


Decía el señor senador Pintado, con razón, que las 
concesiones que nosotros llevamos adelante con subastas 
—básicamente las dos más importantes se dieron durante el 
Gobierno de Batlle— tuvieron muchas dificultades y no se 
lograron de entrada. Ahora bien, las dificultades siguieron 
hasta el final. Recuerdo que un senador del Frente Am- 
plio hizo piquetes y lideró la manifestación alrededor de la 
Bolsa de Valores para que no se hiciera la subasta. 


Vuelvo a decir que nosotros estábamos a favor en- 
tonces y estamos a favor ahora. Yo no voy a hablar del 
empresario, sino del concepto. Acá se le enajenarían dos 
padrones —no sé cuáles son— que, según me han dicho, se 
ubican entre la rambla y el Río de la Plata, es decir, al lado 
o sobre el predio concesionado. 


Adelanto que la enajenación no la votaré hoy ni cuando 
el proyecto de ley vuelva de la comisión, salvo que me den 
una explicación clara. En principio, no voto enajenación; 
en principio lo que quiero es que se concesione todo, 
como se ha hecho en otras oportunidades, y hay obras 
importantes que son ejemplo de esto. El Aeropuerto 
Internacional de Carrasco, que es una obra importantísima, 
es una concesión con plazo. La playa de contenedores del 
puerto de Montevideo, que es otra obra importantísima, de 
USD 120:000.000, es una concesión con plazo y después 
vuelve al Estado. De manera que no me sirve el argumento 
de que va a construir cosas y es bueno que queden. Todas 
las concesiones requieren inversión. 


La bancada del Partido Colorado está de acuerdo en 
votar afirmativamente la concesión porque el país lo ne- 
cesita. No estamos de acuerdo —salvo que haya alguna ex- 
plicación que aquí no se ha dado— en vender, porque si se 
vende un pedazo de la concesión y se hacen obras, la con- 
cesión ya no es por veinte o treinta años sino in aeternum. 
El dueño de esas obras va a ser siempre el único oferente. 
Lo que estamos haciendo es decir que esta concesión va a 
ser de por vida. Esto está mal planificado y está mal visto. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR AMORÍN.- Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador García. 


SEÑOR GARCÍA - Gracias, señor senador. 


En esta última etapa del debate se ha racionalizado la 
cosa, en el sentido de que se ha puesto foco en el tema. 


Nadie discute el impacto de la obra ni el que sea bene- 
ficiosa. Creo que nadie puede discutir que Montevideo ne- 
cesita una obra de ese tenor en una zona que está deprimida 
y que tiene un importantísimo valor, no solo patrimonial, 
sino también turístico. Sería necio plantear lo contrario. 
Pero una cosa es la obra y otra es cómo se llega a la obra. 
Y en ese sentido, señor presidente, debemos tener presente 
la atención que tiene la opinión pública sobre las cosas que 
pasan en Uruguay últimamente. Los mayores problemas 
que tenemos en Uruguay están vinculados a inversiones y 
procesos de ventas que han hecho instituciones del Estado. 
Por lo tanto, tenemos que ser muy cuidadosos. 


Creo que está muy bien que el proyecto de ley vuelva a 
estudio de la comisión y que se solicite —porque me parece 
que no se pidió— la opinión del Tribunal de Cuentas. En 
estas últimas semanas estamos haciendo un gran esfuerzo 
para tener un Tribunal de Cuentas que pueda ser aprobado 
por este Senado —seguramente muy pronto estaremos en 
eso— y sería buena cosa que el tribunal diera su opinión 
sobre este proceso. Es importante que el Senado de la re- 
pública tenga tranquilidad sobre lo que va a significar la 
privatización de un patrimonio público, porque este es un 
patrimonio público, uno de los más ricos que tiene el país, 
ubicado en el sur de Montevideo, en la rambla. Queremos 
tener la tranquilidad de que este proceso tiene la sujeción a 
la ley y la transparencia necesarias. Nos parece que esto es 
indispensable. De manera que dejo planteada la iniciativa 
de solicitar la opinión del Tribunal de Cuentas, previa a la 
aprobación de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor se- 
nador Amorín. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR AMORÍN.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor presidente: he solici- 
tado la interrupción por razones de economía de tiempo, 
para no pedir la palabra nuevamente. 


Creo que este tema tiene que volver a la comisión, 
como se ha planteado. Y me reservo el derecho de ana- 
lizar todo el proyecto de ley. Por ejemplo, me pregunto: 
¿la propiedad en donde está el dique es del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas o del Ministerio de Educa- 
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ción y Cultura? No sé cómo es eso. ¿Es patrimonio históri- 
co nacional o no? ¿Por qué la comisión no ha participado? 
Tendría que participar. 


Entonces, quiero ser muy claro con respecto a este 
tema: no digo que no ni que sí. Hay que analizar el proyec- 
to en su contexto, en términos generales, con todo lo que 
ello implica, por lo que estoy de acuerdo con la propuesta 
del señor senador Delgado de que vuelva a comisión y se 
discuta integramente un tema de esta naturaleza y de esta 
magnitud. No adelantemos una discusión sobre el fondo 
del asunto si existe la posibilidad de que vuelva a la co- 
misión. 


Gracias, señor senador. 
SEÑORA TOPOLANSKY-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
miembro informante. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Como han sido plantea- 
das algunas observaciones, en mi condición de miembro 
informante voy a responder. 


En primer término, la Ley n.? 17555, de 18 de setiembre 
de 2002, habilita a cualquier empresario a presentar una 
iniciativa. Se podrá estar de acuerdo o no, pero esa ley 
está vigente y es la que utilizó la empresa Los Cipreses 
para presentarse. Esto está clarísimo en la exposición de 
motivos. 


En segundo lugar, en base a esa presentación, el mi- 
nisterio hizo un estudio, consultó a todos los que debía 
consultar y dictó una resolución. Digo esto para que no 
quede ninguna sombra en cuanto a que el mecanismo es 
absolutamente legal. 


En tercer término, a la comisión se trajeron los planos. 
Yo los vi, no lo inventé. Es más, en el último informe que 
recibimos está el plano. 


Entonces, lamento esta situación porque me vi sor- 
prendida en esta sesión. Es verdad que es un tema com- 
plicado, como expresó el señor senador Pintado, y en la 
comisión trabajamos para superarlo, pero en ningún mo- 
mento hubo una oposición frontal del Partido Colorado. 
Y si en la sesión en la que resolvimos el representante del 
Partido Colorado no estaba presente, no es una falta de la 
comisión, sino que más bien es al revés. Quiero decirlo 
porque nosotros vimos los planos. 


Es más, en la exposición inicial dije que el terreno que 
se le gana al mar va a ser público, lo que hace que toda 
la costa quede en manos públicas. Y no son los padrones 
que la rodean. Son dos padrones que, además, tienen nú- 
mero —más preciso que esto, es imposible—, son los pa- 
drones n.* 6177 y 7751. Incluso, en el informe figura el 
costo estimado de cada padrón y se asegura que las obras 
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referidas —muelles y escolleras— pasarán a ser parte del 
sistema portuario, de propiedad estatal, y constituyen la 
contrapartida. 


Que el mecanismo pueda no gustar, es razonable. 
Cualquiera puede tener su opinión; eso no me ofende. Lo 
que me sorprende es que no se haya planteado esta situa- 
ción con tanto énfasis en la comisión. La verdad es que 
esto es nuevo. 


Es cierto que todos los integrantes de la comisión que- 
ríamos un artículo 6.*. Vinieron dos redacciones de sena- 
dores del Frente Amplio: una de la señora senadora Ayala 
y otra del señor senador Pintado, que fue la que adopta- 
mos. Y esos seis artículos fueron votados por la unani- 
midad de los presentes. Aquí no hubo nada que no fuera 
transparente en el transcurso de la discusión en comisión. 
Todos entendíamos que ese artículo era importante y está 
a consideración. 


Entonces, podrá haber distintas opiniones sobre el 
proyecto de ley y no tengo ningún problema al respecto 
—ni me quejo—, pero sí me parece importante decir que 
los procedimientos de la comisión fueron absolutamente 
transparentes y en su momento se votó el proyecto de ley. 


También es verdad que se pidieron los costos por parte 
del señor senador Lacalle Pou, y eso nos pareció absolu- 
tamente razonable. En ese entendido, la solicitud se trató 
de tramitar lo antes posible, porque teníamos la sesión ex- 
traordinaria. Cuando vino la respuesta del ministerio, la 
secretaría de la comisión se encargó de repartirla a todos 
los miembros. Nosotros no sabíamos que el señor senador 
Lacalle Pou estaba con licencia. Por eso, cuando la secre- 
taría nos dijo que la información se había repartido a todos 
los miembros, nos quedamos tranquilos. 


De todas maneras, me parece bien que se quiera estu- 
diar un poco más esos números, pero eso hace a un pedaci- 
to de la cosa, y aquí se hicieron un sinfín de planteamien- 
tos que no fueron llevados a la comisión. Entonces, pediría 
que este tipo de planteos se realicen en las comisiones, en 
este proyecto y en otros que se consideren en el futuro, 
porque en este caso hicimos un trabajo en la ignorancia 
de estas situaciones y me parece que eso no corresponde. 


La respuesta del señor ministro Rossi se puede distri- 
buir a todos los senadores y se puede incorporar, incluso, a 
las actas. A ese respecto no hay ningún problema. 


En cuanto a la comisión de patrimonio, fue citada por 
lo menos cuatro veces y por distintas razones no vino. No- 
sotros no podemos esperar hasta el infinito a que venga, 
cuando estamos, además, preservando el patrimonio que 
hay ahí, que incluye la usina de la Compañía del Gas y el 
dique Mauá. Este es el patrimonio, que queda preservado 
y en el que no se mete ningún privado. Y, a su vez, se am- 
plía allí el espacio público. 
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Entonces, podrá haber distintas opiniones sobre el 
proyecto de ley, y no tengo ningún problema con que las 
haya ni me quejo, pero sí me parece importante decir que 
los procedimientos de la comisión fueron absolutamente 
transparentes y en su momento se votó. El pedido del Par- 
tido Nacional es de recibo por los tiempos, pero está refe- 
rido a otra cosa. Me parece que no se tienen que mezclar 
los tantos. 


En la comisión no quedó claro que la posición del Par- 
tido Colorado fuera tajantemente en contra, como expresó 
el señor senador Bordaberry. Eso no quedó claro. 


De todos modos, en la última sesión de la comisión en 
que se votó el proyecto de ley —también estaba citado el se- 
ñor senador Coutinho; si no vino será su responsabilidad, 
no de la comisión— nosotros no teníamos esa percepción, 
de lo contrario, lo hubiéramos comentado y no hubiera sa- 
lido por unanimidad. 


Pero aceptamos que el proyecto de ley vuelva a co- 
misión para que se pueda estudiar este informe enviado 
por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y para 
que después se pueda seguir adelante de acuerdo a lo que 
estaba propuesto. 


Es una lástima que se dé una situación así. Es más, si 
hubiéramos sabido que esa era la posición, lo habríamos 
dicho en la última sesión de la comisión, pero no se men- 
cionó. El señor senador Coutinho no estaba. 


En definitiva, nosotros, como Frente Amplio, vamos a 
aceptar la propuesta del Partido Nacional, con la funda- 
mentación que dio el señor senador Delgado. Y aclaro esto 
porque, si no, iría contra todo lo que resolvió la comisión. 


SEÑOR COUTINHO.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR COUTINHO.- Señor presidente: la verdad es 
que tengo tanto pero tanto respeto por la señora senadora 
Topolansky, que me cuesta realizar esta intervención, pero 
tengo que hacerla. Y también voy a tener que recurrir a 
palabras del señor senador Michelini. No sé en qué par- 
te del idioma español no fuimos claros. Nadie ha dicho 
desde nuestro partido, en ninguna intervención, que acá 
se haya recorrido algún procedimiento que no haya sido 
legal. Nadie quiso generar sombras, porque además histó- 
ricamente no somos de los que creen que están los buenos 
y los malos. No decimos que quienes impulsan el proyecto 
quedan bajo duda y quienes no lo impulsamos, no. De esa 
división histórica, que ha pasado o que pasa, no somos 
parte ni seremos. 


Acá nadie ha querido generar ninguna sospecha sobre 
ningún colega senador que pueda estar impulsando un 
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proyecto de ley, pero sí tenemos el derecho a manifestar 
lo que señaló el señor senador Bordaberry. ¿Quién más 
que nosotros ha estado a favor de las inversiones priva- 
das? ¿En qué otro momento se ha invertido tanto como 
en los Gobiernos del partido al cual nosotros representa- 
mos? Siempre las hemos impulsado. Lo que claramente 
manifestamos, y lo volvemos a decir, es que estamos en 
contra de la empresa que va a terminar impulsando este 
proyecto de ley. Tenemos el derecho de estar en contra. 
Y no hicimos determinados aportes o defensas, pero se 
lo manifestamos todo el tiempo a la señora senadora To- 
polansky, por la cual —reitero— tengo un gran respeto. La 
propia senadora, en su momento, me dijo que me quedara 
tranquilo de que se iban a tomar todas las precauciones y 
se iban a dar todas las garantías. Quizás me falta experien- 
cia legislativa y todo tiene que figurar en actas y no se pue- 
de tener conversaciones previas ni después de las sesiones. 
Pero el propio señor senador Pintado nos transmitió todo 
el tiempo también que había que dar garantías. 


Por lo tanto, nosotros no intervenimos más allá de lo 
que figura en las versiones taquigráficas, donde consta que 
consultamos al señor ministro en forma reiterada. Incluso 
el ministro nos contestó que él se iba a referir solamente 
al rubro y que en ese rubro era el más exitoso, cuando 
nosotros generamos dudas de que impulsara a alguien. Y 
también va a figurar en actas que nos parecía que era ne- 
gativo no solo enajenar, sino que una empresa que le había 
hecho un juicio al Estado siguiera impulsando proyectos 
de esas características. 


Esa es nuestra posición, pero no por un antecedente ni 
por dos, por diez antecedentes. No tenemos nada en contra 
del proyecto de ley en sí o de lo que puede significar una 
inversión de USD 250:000.000 con estas características. 
Se puede seguir impulsando o se puede seguir generando. 
Pero puntualmente eso es así. 


También tiene razón la señora senadora Topolansky 
cuando dice que yo no estaba en esa sesión. La verdad 
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es que elegí como modo de vida —estoy muy orgulloso y 
no pienso cambiar— vivir a quinientos kilómetros de acá. 
Y sigo pensando que elegí el mejor lugar para vivir. De 
manera que voy a seguir viviendo a quinientos kilóme- 
tros de acá y, por lo tanto, vendré las veces que tenga que 
venir. El día que había sesión de la comisión, se suspen- 
dió media hora antes. Es cierto que después me llamaron 
para convocar otra sesión, detrás de un interés puntual por 
apurar algo, porque en verdad, si miramos los anteceden- 
tes de la comisión, no nos habíamos reunido tanto como 
los últimos días. Pero no pude venir, porque me avisaron 
con poco tiempo y vivo lejos. Voy a seguir viviendo donde 
tengo que vivir, y cuando pueda llegar a tiempo, llegaré, 
y cuando no pueda, no llegaré. Pero acá el tema es mucho 
más profundo. Estamos hablando de los antecedentes de 
un proyecto y a nosotros no nos da garantías la empresa 
que va a terminar construyéndolo, ya que las placas que 
mostró el señor ministro Rossi decían: Buquebús. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción for- 
mulada por el señor senador Delgado, en el sentido de que 
el proyecto de ley vuelva a comisión. 


(Se vota). 


224 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


14) INMUEBLE PADRÓN N.” 12979 DE LA 
LOCALIDAD CATASTRAL DE DURAZNO 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en cuarto término del orden del día: «Pro- 
yecto de ley por el que se transfiere a título gratuito del 
dominio de la Intendencia de Durazno al Ministerio de 
Defensa Nacional-Comando General del Ejército, el in- 
mueble padrón n.” 12979 de la localidad catastral de Du- 
razno, con la finalidad de construir viviendas militares. 
(Carpeta n.* 827/2017 - rep. n.* 479/17)». 
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Carp. 827/2017 - rep. n.? 479/17 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Defensa Nacional 


MENSAJE 11/17 
15026580 Montevideo, (5 JUN 2017 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL 
El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a efectos de someter a su consideración el Proyecto de 
Ley que se acompaña en virtud de que en el marco de la 
reorganización del Ejército Nacional, se dispuso que una 
Unidad militar se trasiade pasando a ocupar una sede en la 
Localidad Catastral Durazno, Departamento del mismo nombre, 
estimando necesario gestionar la afectación del dominio de un 
predio al Ministerio de Defensa Nacional para ser destinado a 
la construcción de viviendas para efectivos militares, 
destacados en la citada Localidad Catastral. ---==========--- 
Dada la necesidad de obtener un terreno para tal fin 
y con el apoyo del Gobierno Departamental de Durazno, se ubicó 
y fracccionó un predio situado en la referida Localidad 
Catastral. a a 0 a 0 a 0 0 0 A O e a res 
El padrón adecuado para los fines mencionados sería 
el empadronado con el número 12.979 de la Localidad Catastral 
Durazno, que según plano del Ingeniero Agrimensor Marcelo 
Santini de 27 de junio de 2012, inscripto en la Dirección 
Nacional de Catastro - Oficina Delegada con el número 7823 el 
14 de noviembre de 2012, tiene una superficie de 7 hectáreas, 
5.364 metros cuadrados y 11 decímetros cuadrados .---==-===--=-- 
Acorde a la información obtenida de la Intendencia 
Departamental de Durazno el citado padrón tiene como título 


la escritura autorizada el 12 de mayo de 1875 por el Escribano 
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de Gobierno y Hacienda Tomás de Tesanos, para los Ejidos del 
Pueblo de Durazno. "=== nn mm mo -- 
De la mencionada escritura surge que los derechos de 

los sucesores de Melchor Viana y María Antonia Achucarro, 
fueron transferidos a favor del Estado que ya tenía en posesión 
y disponga de ellos como cosa propia, lo cual llevado a 
conocimiento del Poder Ejecutivo, representado en dicha 
escritura por el Presidente Pedro Varela y por su Ministro 
Secretario del Estado Isaac de Tezanos, lo aceptó en todas 
partes, mandando se expida una copia, y que previa su toma de 
razón por el Registro respectivo, se remita a la Junta 
Económica Administrativa de Durazno para que le sirva de 
titulo. === ======nnoo.oo es a - 
Por los fundamentos expuestos y resultando 
beneficioso para los intereses del Estado - Poder Ejecutivo y 
del Gobierno Departamental de Durazno afectar el bien inmueble 
empadronado con el número 12,979 de la Localidad Catastral 
Durazno, al Ministerio de Defensa Nacional - Comando General 
del Ejército para la construcción de viviendas destinadas a 
efectivos militares, se solicita a ese Cuerpo la consideración 
del adjunto Proyecto de Ley, cuya aprobación encarece.------ 
El Poder Ejecutivo saluda al Señor Presidente de la 
Asamblea General atentamente. 


Ha 


te de ta República 
es auacio de la Piesaadanaa 
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PROYECTO DE _ LEY 
ARTICULO 1RO.- Transferir a título gratuito, del dominio de 
la Intendencia Departamental de Durazno al Ministerio de 
Defensa Nacional - Comando General del Ejército, con la 
finalidad de construir viviendas militares, el inmueble 
empadronado con el número 12.979 de la Localidad Catastral 
Durazno, que según plano del Ingeniero Agrimensor Marcelo R. 
Santini de 27 de junio de 2012, inscripto en la Dirección 
Nacional de Catastro - Oficina Delegada de Durazno con el 
número 7823 el 14 de noviembre de 2012, consta de una 
superficie de 7 hectáreas 5.364 metros cuadrados y 11 
decinetros cusdrados .----=============censaesnacaanmnaa ca 
ARTICULO 2DO.- La Ley operará como título y modo de la 
traslación de dominio, bastando para su inscripción en el 
Registro de la Propiedad, Sección Inmobiliaria de Durazno, un 


testimonio de la presente disposición.--=============n==...o. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Ayala. 


SEÑORA AYALA.- Enmarcado en la reorganización 
del Ejército nacional, el Ministerio de Defensa Nacional 
dispuso trasladar una unidad militar, que pasará a ocupar 
un padrón catastral de la ciudad de Durazno. A través del 
proyecto de ley que está a consideración de esta cáma- 
ra, el Poder Ejecutivo envía al Parlamento la solicitud de 
aprobación de la afectación del dominio de un predio al 
Ministerio de Defensa Nacional para ser destinado a la 
construcción de viviendas para efectivos militares. 


Con el apoyo de la Intendencia de Durazno, se ubicó 
y se fraccionó el predio adecuado para los fines mencio- 
nados, que sería el empadronado con el n.* 12979 de la lo- 
calidad catastral de ese departamento, que según el plano 
del ingeniero agrimensor Marcelo Santini del 27 de junio 
de 2012, inscripto en la Dirección Nacional de Catastro, 
consta de una superficie de siete hectáreas. 


De acuerdo con la información obtenida en la Inten- 
dencia de Durazno, el citado padrón tiene como título la 
escritura autorizada el 12 de mayo de 1875 por el escri- 
bano de Gobierno y Hacienda Tomás de Tezanos. De esta 
surge que los derechos de los sucesores fueron transferi- 
dos a favor del Estado, que ya tenía la posesión, para que 
disponga de ellos como cosa propia. Esto fue llevado a co- 
nocimiento del Poder Ejecutivo de la época, que lo aceptó 
en todas sus partes y lo remitió a la Junta Económica Ad- 
ministrativa de Durazno para que le sirva de título. 


El proyecto de ley consta de dos artículos. En el prime- 
ro se transfiere de la Intendencia de Durazno al Ministerio 
de Defensa Nacional, a título gratuito, el dominio del in- 
mueble; en el segundo, se dispone que esta ley oficie como 
título para realizar la traslación de dominio y la inscrip- 
ción ante el Registro de la Propiedad. 


Por lo expuesto, y resultando beneficioso para los in- 
tereses del Estado, del Poder Ejecutivo y del Gobierno de- 
partamental de Durazno, la Comisión de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente sugiere al plenario 
que apruebe este proyecto, afectando el predio menciona- 
do al Ministerio de Defensa Nacional. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión particular. 


CÁMARA DE SENADORES 


23 de agosto de 2017 


Léase el artículo primero del proyecto de ley. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «AR- 
TÍCULO 1RO.- Transferir a título gratuito, del dominio 
de la Intendencia Departamental de Durazno al Ministerio 
de Defensa Nacional - Comando General del Ejército, con 
la finalidad de construir viviendas militares, el inmueble 
empadronado con el número 12.979 de la Localidad Ca- 
tastral Durazno, que según plano del Ingeniero Agrimen- 
sor Marcelo R. Santini de 27 de junio de 2012, inscripto 
en la Dirección Nacional de Catastro - Oficina Delegada 
de Durazno con el número 7823 el 14 de noviembre de 
2012, consta de una superficie de 7 hectáreas 5.364 metros 
cuadrados y 11 decímetros cuadrados». 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo segundo del proyecto de ley. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «AR- 
TÍCULO 2DO.- La Ley operará como título y modo de la 
traslación de dominio, bastando para su inscripción en el 
Registro de la Propiedad, Sección Inmobiliaria de Duraz- 
no, un testimonio de la presente disposición». 

SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 


22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 


15) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO 
PARA DESTITUIR DE SU CARGO A UN 
FUNCIONARIO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que el Senado 
pase a sesión secreta para considerar el asunto que figura 


en quinto término del orden del día. 


(Así se hace. Son las 13:00). 


23 de agosto de 2017 


(En sesión pública). 


—Habiendo número, se reanuda la sesión. 


(Son las 13:03). 


—Dese cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- El Se- 
nado, en sesión secreta, concedió venia al Poder Ejecutivo 
para destituir de su cargo, por ineptitud, a un funcionario 
del Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


CÁMARA DE SENADORES 


219-C.S. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se realizarán las comunica- 
ciones pertinentes. 


16) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se 
levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 13:06, presidiendo el señor Raúl 
Sendic y estando presentes los señores senadores Ayala, 
Bordaberry, Coutinho, De León, Delgado, Garín, Heber, 
Lorier, Martínez Huelmo, Michelini, Mujica, Otheguy, 
Passada, Paternain, Payssé, Pintado, Ramos, Saravia, 
Topolansky, Tourné y Xavier). 
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